ACTA N° 48-2020
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las nueve horas del catorce de mayo de dos mil veinte.
En esta sesión extraordinaria de Presupuesto 2021 con asistencia del Magistrado Fernando Cruz Castro, Presidente; del Máster Carlos Montero Zúñiga, doctor Gary Amador Badilla, la licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez y la máster Sara Castillo Vargas. Asiste también la Directora Ejecutiva, Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, la Directora de Planificación, licenciada Nacira Valverde Bermúdez, la Master Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana, el Master Erick Mora Leiva Jefe Proceso de Planeación y Evaluación, el Lic. Minor Alvarado Chaves, Jefe Subproceso de Presupuesto y Portafolio de Proyectos y la Licda. Alejandra García Sánchez, Coordinadora de Unidad de Presupuesto de la Dirección de Gestión Humana, en calidad de asesores. 
ARTÍCULO I 

Documento N° 5649-2020

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, informa que la Dirección Ejecutiva mediante oficio N° 1569-DE-2020 de este 7 de mayo de 2020, comunica que el Consejo Superior en la sesión N° 24-2020 celebrada el 19 de marzo del 2020, artículo XI, conoció el proyecto denominado “Protocolo Interno de Actuación en Caso de activación de las Alarmas contra Incendio en el Edificio de la Corte Suprema de Justicia”, y al respecto se tomó el siguiente acuerdo:  
“Se acordó: Acoger la gestión presentada por la máster. Alexandra Mora Steller y el Ing. José Guillermo Vindas Cantillano, por su orden, jefa y Sub Jefe del Departamento de Servicios Generales y remitida por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N°763-DE-2020 del 11 de marzo de 2020, en consecuencia: 1.) Aprobar el “Protocolo Interno de Actuación en Caso de activación de las Alarmas contra Incendio en el Edificio de la Corte Suprema de Justicia”. 2.) Reactivar la Brigada de Emergencias de ese edificio, a esos efectos, el Subproceso de Salud Ocupacional coordinará lo que corresponda. 3.) Aprobar la realización de prácticas de evacuación con la participación de todas las personas servidoras que laboran en la edificación, incluida la jerarquía.  De igual forma el Subproceso de Salud Ocupacional realizará las acciones que resulten necesarias para cumplir este objetivo. 4.) El Departamento de Servicios Generales con el acompañamiento de las dependencias y personas que elaboraron el protocolo, así como el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, procederán a socializar el protocolo mediante una presentación a los involucrados directos y a través de una campaña de prensa. 5.) Priorizar para el año 2021 la presupuestación de un sistema de voceo que permita informar a las personas que laboran en la edificación que se trata de una situación de emergencia o falsa alarma, de forma tal que no se tenga una dependencia absoluta de los compañeros y compañeras que integran las brigadas, por lo que el Departamento de Seguridad brindará el dato del costo a la Dirección de Planificación.” (énfasis agregado)
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Además, en el oficio se indica que con respecto al punto 5.  del acuerdo, se le comunica que este proyecto será abordado por etapas, las cuales se detallan en el oficio N° 172-DS-2020 del 07 de mayo de 2020, suscrito por el Lic. Edward Rodríguez Murillo, Jefe del Departamento de Seguridad, en el cual indica que para la primera etapa a realizarse en el año 2021, se debe formular la suma de $ 164.365,03. (aproximadamente ¢100.591.398)
Adicionalmente, se copia a las demás instancias involucradas para que, en atención a lo acordado por el Consejo Superior, lleven a cabo las coordinaciones necesarias para el cumplimiento de las actividades necesarias para la ejecución de este proyecto. 
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Señala la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: “El sistema se coordinó con el Área de Salud Ocupacional de la Dirección de Gestión Humana, porque el voceo se encontrará integrado en todos los edificios, no solamente para el de la Corte, lo hemos determinado como un requerimiento importante, porque hemos visto que ante las emergencias las personas no saben cuándo tiembla si hay que salir o no hay que salir, considerando que los integrantes de las brigadas son personas voluntarias y eso genera una serie de inconvenientes; cuando está de por medio la vida, tenemos que valorarlo y sopesarlo, consideramos que el sistema era necesario. La inversión inicial es alta; pero va a permitir cuando se compre esa infraestructura ir abordando todos los edificios de la periferia, creemos que es una inversión necesaria y procedente”.
- 0 -   

Sin objeción alguna se acordó: Aprobar la solicitud realizada por la Dirección Ejecutiva y por tanto, incorporar al presupuesto ordinario del 2021 un total de ¢100.591.398 para la adquisición de un sistema de voceo que permita informar a las personas que laboran en la edificación que se trata de una situación de emergencia o falsa alarma, de forma tal que no se tenga una dependencia absoluta de los compañeros y compañeras que integran las brigadas.
La Dirección Ejecutiva, la Dirección de Planificación y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO II 

Documento N° 5650-2020

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, informa que mediante oficio 0319-ODCV-2019 de este 07 de mayo de 2020, la máster. Ana Daisy Quirós Barrantes, Fiscala Adjunta de la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas (ODCV), comunica a la Administración del Ministerio Público los detalles de los recursos necesarios a fin de facilitar y agilizar la adquisición de bienes y servicios para el pago de ayudas económicas urgentes a víctimas de delito (vestuario, atención e implementos médicos, gastos procesales y gastos funerarios) así como mejoramiento de la ODCV, correspondiente al período 2021.
Adicionalmente, vía telefónica solicitó al licenciado Minor Alvarado Chaves, jefe del Subproceso de Presupuesto y Proyectos de la Dirección de Planificación presentar esta solicitud ante el Consejo Superior en la sesión de este viernes 8 de mayo. 
En este oficio se indica:
“  (...)
Estimado señor:
Reciba un cordial saludo. Con relación al Proyecto de presupuesto para la Oficina de Defensa Civil de la Víctima (en adelante ODCV), le adjuntamos dos. 
El total de dinero proyectado para el presupuesto ordinario-honorarios de la ODCV para el año 2021, de acuerdo a las dos opciones que se presentan es el siguiente: 
1)- ¢281.773.174,00
2)- ¢558.631.624,00
Cuyo detalle se establece en documento adjunto, de conformidad con las partidas específicas que corresponden.
Lo anterior, dado que esta oficina se encontraba a la espera del criterio de Dirección Jurídica requerido por Corte Plena (mediante oficio N° 1066-2020 del 3 de febrero del 2020, sesión N° 2-2020 celebrada el 13 de enero del año en curso, artículo XLVI), en cuanto a la forma de trasladar los recursos que genera producto de honorarios, debido a que el Ministerio de Hacienda había indicado que se requería el traslado de dinero mediante estimación por ingresos recurrentes, razón por la cual Corte Plena requirió en su momento a la Dirección Jurídica se pronunciara al respecto, no obstante, en correo del 6 de mayo de 2020, el Lic. Rodrigo Campos Hidalgo,  refirió que se iba a comunicar dicho criterio el día 7 de mayo, pero a horas de la tarde de este último día, no se ha recibido dicho pronunciamiento, razón por la cual, al ser necesario que el Honorable Consejo Superior conozca, valore y apruebe las partidas necesarias para trasladar a Caja Única del estado y hacer frente a los rubros para mejoramiento de la oficina, se trasladan las propuestas:
1.  De no recibirse criterio de Dirección Jurídica sobre el tema acotado, se solicita se valore y aplique el presupuesto por el monto de ¢281.773.174,00
1. De recibirse el criterio de Dirección Jurídica y si mantiene éste que la totalidad de dinero que se encuentra en cuenta de la ODCV debe trasladarse al Ministerio de Hacienda bajo la modalidad de ingreso recurrente, sin que puedan separar los recursos de la ODCV para años posteriores, se solicita se valore y apruebe el segundo escenario, por un monto de ¢558.631.624,00
Para este segundo escenario se aporta oferta del propietario del bien a adquirir en la localidad de Pérez Zeledón, a efecto de hacer constar que se ha avanzado con el proceso para la compra de edificación en esa zona, dado el factor de hacinamiento que se mantiene en Tribunales de Pérez Zeledón y que sería para ubicar a la ODCV y a la Oficina de Justicia Restaurativa. 
Importante mencionar que los recursos se esperan ejecutar en el 2021, de conformidad al artículo 35 de la Ley Orgánica del Ministerio Público. (…)”
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Al respecto, la Dirección Jurídica mediante oficio DJ-C-227-2020 del 7 de mayo anterior, remitido a la Secretaría de la Corte, ratificó que los recursos correspondientes a la Oficina de Defensa Civil de la Víctima deben ser parte de la Caja única del Estado, sin perjuicio de que el Ministerio de Hacienda abra una cuenta particular para dichos fondos y señaló que el Ministerio de Hacienda debe mantener el destino de dichos recursos, aunque integre la caja única del Estado, en el entendido de que no son sujetos de la aplicación de las disposiciones del artículo 25 de Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas (LFFP) citado, en tanto que, en dicho caso, estamos en los supuestos de un destino específico señalado por ley.  
Lo anterior, conforme se desprende del contenido del oficio señalado:
“(…) 

Nos referimos a la solicitud de revisión y aclaración del criterio N° DJ-C-85-2020 de 3 de marzo de 2020 de esta Dirección, relacionada con el oficio N° 1066-2020 de 3 de febrero de 2020 mediante el cual se comunicó el acuerdo de Corte Plena de sesión 02-2020 de 13 de enero de 2020, referente a los recursos de la Oficina de la Defensa Civil de la Víctima, en cuanto los mismos provienen de una ley en especial.

En relación con lo solicitado, nos permitimos expresar lo siguiente:

Con el fin de dar debida respuesta, debe tomarse en consideración como referente fundamental, que la Constitución Política establece la existencia del órgano de la Tesorería Nacional como único competente para el pago de obligaciones del Estado.  Al respecto, el artículo 185 del texto constitucional indica lo siguiente:
	
“ARTÍCULO 185.- La Tesorería Nacional es el centro de operaciones de todas las oficinas de rentas nacionales; este organismo es el único que tiene facultad legal para pagar a nombre del Estado y recibir las cantidades que a títulos de rentas o por cualquier otro motivo, deban ingresar a las arcas nacionales”.

Lo anterior debe complementarse con el artículo 180 del texto constitucional que expresa:

“Artículo 180.-
El presupuesto ordinario y los extraordinarios constituyen el límite de acción de los Poderes Públicos para el uso y disposición de los recursos del Estado, y sólo podrán ser modificados por leyes de iniciativa del Poder Ejecutivo”.

La Sala Constitucional ha indicado que conforme a las anteriores normas, el presupuesto es un instrumento de planificación y control de la administración pública, de las siguiente manera:

“El concepto de presupuesto ordinario ha evolucionado a tal punto que actualmente se entiende, no solo como un documento jurídico contable, sino como un instrumento técnico organizador de la economía del Estado, consolidándose así su función de plan y control. Es importante observar, de conformidad con el artículo 176 constitucional, que el presupuesto se presenta como un acto de mera previsión o cálculo contable de los ingresos, mientras que respecto a los egresos públicos, mantiene el triple efecto: autorización del gasto público, limitación de la cantidad a gastar , fijación del destino que haya de darse a los créditos aprobados en el presupuesto (...) Todo lo expuesto da una idea clara de la naturaleza del presupuesto como proyección de los ingresos que cubra los gastos autorizados de la Administración Pública, por lo que consiste en una expresión de términos contables del plan de acción del Gobierno para un período determinado.” Sala Constitucional, Voto 1971-96, en el mismo sentido ver Voto 760-92.

Consecuentemente con lo anterior, la Sala Constitucional ha establecido los principios que rigen la materia presupuestaria de la siguiente manera:
“De carácter sustancial tenemos los: de ‘equilibrio’ y de ‘anualidad’ y formales podemos apuntar los de ‘unidad’, de ‘universalidad’ de ‘no afectación de recursos’ y de ‘especificación de gastos’. (Sala Constitucional, resolución N° 137-95).

En lo que nos interesa, el Principio de Caja Única aplicable a la materia implica la existencia de un único fondo a nombre del Estado, en el cual convergen todos los ingresos y egresos de las dependencias pertenecientes al Gobierno Central, que están bajo la administración de la Tesorería Nacional. 

En lo que respecta al Poder Judicial, debe entenderse que el mismo queda incorporado en los incisos a) y b) del artículo 1 de la Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos, siendo así que además dicho cuerpo normativo estableció que el artículo 127 de esa misma ley, contempló que se derogaba:

“e) Las disposiciones que otorguen a órganos de los entes y órganos incluidos en los incisos a) y b) del artículo 1 la facultad de manejar recursos financieros sin que estos ingresen a la caja única del Estado.
f) Cualquier otra norma referida a la administración de los recursos financieros del Estado que se oponga a la presente Ley”

Como se advierte el principio de caja única tiene una relación sistémica con los otros principios presupuestarios y con la razón de ser de las normas constitucionales citadas, en tanto que el presupuesto se ve como un instrumento de control y programación y en donde se incorpora la universalidad de los recursos de la administración central. 

La Sala Constitucional ha indicado sobre este principio:
 “…El principio constitucional de Caja Única determina que todos los ingresos del Estado central, así como todos sus egresos de dinero, deberán ser canalizados a través de una oficina especializada por Ministerio de Hacienda, la Tesorería Nacional, de modo que para las autoridades de control de la Hacienda Pública, en especial para la Contraloría General de la República, resulte más eficaz la vigilancia sobre el buen uso que se dé de los fondos públicos. La Sala Constitucional ha reconocido en su jurisprudencia que son contrarias al derecho de la Constitución las normas o prácticas públicas que permitan que fondos del Presupuesto de la República sean manejados por órganos diversos de la Tesorería Nacional. (Cfr. sentencias números 04907-95, 05399-95, 04528-99, 04529-99, etc.)…”. Sala Constitucional, resolución N° 8675-2005 de 9:56 hrs. de 1 de julio de 2005.

Por su parte, dentro del anterior orden de ideas, la Ley de la Administración Financiera y Presupuestos Públicos dispone como uno de los objetivos del Sub Sistema de Tesorería lo siguiente:

“d) Administrar la liquidez del Gobierno de la República en procura del mayor beneficio de las finanzas públicas…”

Complementario con lo anterior, el artículo 66 de dicho cuerpo normativo indica:

“ARTÍCULO 66.- Caja única Todos los ingresos que perciba el Gobierno, entendido este como los órganos y entes incluidos en los incisos a) y b) del artículo 1º de esta Ley, cualquiera que sea la fuente, formarán parte de un fondo único a cargo de la Tesorería Nacional. Para administrarlos, podrá disponer la apertura de una o varias cuentas en colones o en otra moneda. 

Los recursos recaudados en virtud de leyes especiales que determinen su destino se depositarán en cuentas abiertas por la Tesorería Nacional en el Banco Central de Costa Rica. Estos recursos financiarán total o parcialmente, según lo disponga la ley respectiva, el presupuesto de gastos del ente responsable de la ejecución del gasto. La Tesorería Nacional girará los recursos a los órganos y entes, de conformidad con sus necesidades financieras según se establezca en la programación presupuestaria anual”.

Las anteriores normas deben ser complementadas con el artículo 43 de dicho cuerpo normativo en tanto dispone:

“ARTÍCULO 43.- Ejecución de transferencias presupuestarias Los recursos que se asignen como transferencias presupuestarias, tanto a favor de sujetos de derecho público como de derecho privado, se mantendrán en la caja única del Estado y serán girados a sus destinatarios conforme a la programación financiera que realice el Ministerio de Hacienda, con base en la programación que le presenten los respectivos destinatarios y la disponibilidad de recursos del Estado.”

Sobre la ratio de estas normas, la Procuraduría General de la República ha indicado lo siguiente: 

 “… No obstante que el principio de caja única está contenido en la Constitución Política y a pesar de su reiteración en los artículos 10 y siguientes de la anterior Ley de Administración Financiera, es lo cierto que diversas leyes han permitido la creación de fondos o cuentas especiales o bien, que órganos del Estado administren los recursos asignados con absoluto desconocimiento del principio de caja única. La creación de recursos con destino específico se acompañó normalmente de una autorización para que esos recursos fuesen recaudados en una cuenta especial o para que el Banco Central, como recaudador de impuestos, girase directamente los recursos. De ese hecho, éstos no ingresaban a caja única. A lo anterior se unió, sobre todo a partir de la década de los noventa, la costumbre de otorgar personalidad jurídica instrumental a determinados órganos de los Ministerios. Aspectos todos que contribuyeron a vaciar parcialmente de contenido el principio constitucional de caja única. Diversas disposiciones de la Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos pretenden hacer realidad el principio constitucional y la jurisprudencia que sobre él se ha desarrollado…”  (Procuraduría General de la República dictamen N° C-297-05 de 18 de agosto del 2005.  En igual sentido véase Opinión Jurídica N° OJ-104-2008 de 20 de octubre del 2008).
	
Otro cuerpo normativo más reciente que recoge el concepto de caja única es la Ley de Eficiencia en la Administración de Recursos Públicos, toda vez que en su artículo 2 contempla las transferencias recibidas de la Administración Central de la siguiente manera:

“Transferencia: son los recursos financieros que las instituciones reciben de la Administración Central para satisfacer necesidades públicas de diversa naturaleza, sin que medie una contraprestación de bienes, servicios o derechos a favor de quien traslada los recursos. Incluye las transferencias de destino específico autorizadas por ley, con o sin fuente de financiamiento, las voluntarias, los subsidios, las subvenciones y las donaciones”.
	
La anterior norma le es aplicable al Poder Judicial, en tanto el artículo 3 de la Ley en tanto indica:

“ARTÍCULO 3.- Ámbito de aplicación. La presente ley es de aplicación exclusiva para los siguientes recursos:

a) Los recursos de la Administración Central, entendida como el Poder Ejecutivo y sus dependencias, así como todos los órganos de desconcentración adscritos a los distintos ministerios, el Poder Legislativo, el Poder Judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones, así como las dependencias y los órganos auxiliares de estos…”

De la aplicación de este artículo se exceptúan lo relativo a la administración de los recursos de terceros y las transferencias establecidas por norma constitucional”.
	
En el indicado cuerpo normativo se establece lo siguiente:

“ARTÍCULO 5.- Ejecución de los recursos. Los recursos que se encuentran establecidos en el alcance del artículo 3 de esta ley, y sujetos al principio constitucional de caja única del Estado, sobre los que no se demuestre el cumplimiento de los objetivos y las metas institucionales y que constituyan superávit libre al cierre del ejercicio económico de la correspondiente entidad, deberán ser ejecutados por la entidad correspondiente en un período máximo de dos años, a partir del dictamen declarativo del superávit libre emitido por la Autoridad Presupuestaria, basado en los informes técnicos de la Tesorería Nacional. En caso de que no se ejecuten, en el plazo antes definido, los recursos establecidos en el artículo 3 deberán ser devueltos al presupuesto de la República para ser aplicados a la amortización de la deuda interna y externa de la Administración Central…”

“ARTÍCULO 10.- Giro de las transferencias.  El giro de las transferencias con destinos específicos dispuestos mediante ley de la República deberá realizarse tomando en consideración la disponibilidad de los ingresos efectivamente recaudados, de manera que se garanticen los porcentajes que sobre su distribución estén asignados por ley a las entidades.

Los destinatarios de los recursos provenientes de las transferencias asociadas a los destinos a los que se hace referencia en el párrafo anterior presentarán ante la Autoridad Presupuestaria, al final de cada ejercicio económico, un informe de rendición de cuentas donde se detallen los resultados que han tenido los recursos otorgados a cada institución”.

Por su parte, en el capítulo III de la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas se da la posibilidad de un margen de discrecionalidad del Ministerio de Hacienda para el giro de destinos específicos no impuestos por Constitución o ley, de la siguiente manera:

“ARTÍCULO 15- Destinos específicos Si la deuda del Gobierno central supera el cincuenta por ciento (50%) del PIB nominal, el Ministerio de Hacienda podrá presupuestar y girar los destinos específicos legales considerando la disponibilidad de ingresos corrientes, los niveles de ejecución presupuestaria y de superávit libre de las entidades beneficiarias”.

ARTÍCULO 25- Gestión administrativa de los destinos específicos En el caso de los destinos específicos que no estén expresamente dispuestos en la Constitución Política, o su financiamiento no provenga de una renta especial creada para financiar el servicio social de forma exclusiva, el Ministerio de Hacienda determinará el monto a presupuestar, según el estado de las finanzas públicas para el periodo presupuestario respectivo y los criterios contemplados en el artículo 23 de esta ley.”

Si bien en el caso de destinos establecidos por ley, la discreción del artículo 25 desaparece, si se evidencia la relación de control y planificación del presupuesto con las finanzas estatales a efecto de limitar su impacto en la macroeconomía del país.

Con relación a este tema, la Procuraduría General de la República, en un reciente criterio concluyó:

“1-. La Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, N. 9635 de 3 de diciembre de 2018, permite al Ministerio de Hacienda presupuestar la asignación de recursos dispuesta por las leyes que crean destinos específicos a partir de la valoración de las condiciones fiscales y otros imperativos de política pública. Por ende, le permite ajustar esa asignación a los recursos financieros con que se cuente.

2-. En el ejercicio de esas nuevas facultades, el Poder Ejecutivo tiene como límites los destinos específicos creados por la Constitución, así como los creados por ley para financiar un servicio social en forma exclusiva. Por el contrario, no constituyen un límite los destinos referidos a tributos destinados a financiar en forma general los gastos públicos, como pueden ser los destinos a cargo de impuestos como la renta o ahora el impuesto al valor agregado…” (criterio de 5 de abril, 2019, C-099-2019).

Por su parte, el Reglamento de Caja Única del Estado indica lo siguiente: 
“Artículo 3º-Objetivos. Los principales objetivos que persigue la aplicación de la Caja Única son:

1. Disminuir los costos del endeudamiento interno, mediante la utilización de una única cuenta general, en la cual todas las instituciones del Gobierno Central depositarán sus fondos mientras los mismos no requieran ser utilizados…”.

Por otra parte, con respecto a las reglas que rigen las cuentas de los sujetos públicos el indicado reglamento dispone: 

“Artículo 7º-La Caja Única del Estado. Los recursos líquidos de las entidades participantes serán depositados en la Caja Única del Estado y administrados por la Tesorería Nacional, para lo cual se abrirá una o más cuentas en colones y en dólares en el Banco Central de Costa Rica en su condición de cajero general.

Artículo 8º-Las Cuentas de Caja Única. Para la administración clara y transparente de los fondos, la Tesorería Nacional definirá mediante resolución las normas de procedimiento para el funcionamiento y operación de las Cuentas de Caja Única (CCU). Mediante estas cuentas se administrarán contablemente las disponibilidades financieras de cada entidad participante.

Artículo 9º-Naturaleza contable de las cuentas. Los saldos existentes en las CCU pertenecerán a la respectiva entidad participante. La Contabilidad Nacional deberá clasificar estos importes como pasivos en la contabilidad patrimonial del Gobierno Central.

Artículo 10.-Asignación de cuentas. Todos los participantes tendrán una CCU en colones. Adicionalmente, en caso de que sus ingresos fuesen percibidos en dólares, podrán tener una CCU en esta moneda. Si por alguna razón justificada la entidad participante requiere una cuenta adicional, la misma deberá ser solicitada a la Tesorería Nacional con su debida justificación, quedando esta última en potestad de aprobar o rechazar la solicitud realizada”.

Por consiguiente, no hay duda de que lo indicado en el criterio DJ-C-85-2020 es acorde con las regulaciones aplicables en la materia. 

 No es óbice indicar que un reciente criterio de la Procuraduría General de la República se establecieron disposiciones que deben tomarse en consideración en la materia, a saber:

“1-. En la Ley de Eficiencia en la Administración de los Recursos Públicos y en la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas el interés del legislador está centrado en el destino de los superávits libres, sin que haya regulado el destino de los superávits específicos.

2-. En consecuencia, no se ha previsto en estas leyes que los superávits específicos, producto de destinos específicos o de recursos propios, deban ser reintegrados al presupuesto nacional o bien, que estos recursos tengan que ser destinados a financiar determinadas partidas, como sucede con los superávits libres.

3-. La eficiencia en la ejecución de los recursos que promueve la Ley de Eficiencia en la Administración de los Recursos Públicos se determina respecto de transferencias de la Administración Central o del presupuesto nacional pero no en relación con otras fuentes de financiamiento que pueda tener el beneficiario de una transferencia y en concreto, los órganos con personalidad jurídica instrumental.

4-. La finalidad que dio origen a una determinada fuente de financiamiento (sea este un destino específico, sea los recursos propios) puede no haber sido satisfecha en el período presupuestario. Lo que origina un remanente que, en principio, continuará financiando la finalidad hasta su satisfacción en períodos presupuestarios subsiguientes. Así, esos superávits deben ser presupuestados para la finalidad para la cual los recursos fueron otorgados…” (criterio de 8 de octubre, 2019, C-292-2019).

Finalmente, debe indicarse que esta unidad asesora realizó una revisión exhaustiva de los antecedentes tanto a nivel del Poder Judicial y el Ministerio de Hacienda en lo referente al manejo de cuentas que rompen el principio de caja única y no encuentra elementos de convicción que impliquen modificar el criterio externado. 

De conformidad con las anteriores normas, puede determinarse las siguientes consideraciones:

1. Se ratifica que los recursos correspondientes a la Oficina de Defensa Civil de la Víctima deben ser parte de la Caja única del Estado, sin perjuicio de que el Ministerio de Hacienda abra una cuenta particular para dichos fondos.

1. El Ministerio de Hacienda debe mantener el destino de dichos recursos, aunque integre la caja única del Estado, en el entendido de que no son sujetos de la aplicación de las disposiciones del artículo 25 de Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas (LFFP) citado, en tanto que, en dicho caso, estamos en los supuestos de un destino específico señalado por ley.  

(…)”
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Por su parte, mediante oficio N° FGR-415-2020 del 11 de mayo anterior, suscrito por la Fiscala General Emilia Navas Aparicio, dirigido a la Dirección Ejecutiva, le informa sobre la solicitud planteada por la Licda. Ana Daysi Quirós Barrantes, Fiscala Adjunta de la Oficina de Defensa Civil de la Víctima, para la incorporación dentro del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial de la suma de ¢500.000.000,00, para la compra de un Edificio en Pérez Zeledón, para albergar a la Oficina de Defensa Civil de la Víctima y Oficina de Justicia Restaurativa, dada la necesidad de espacio por hacinamiento existente en Tribunales de Justicia de dicha zona.  
Señala además que estos recursos provienen del cobro de honorarios generados de los procesos en los que se ha delegado la acción civil resarcitoria al Ministerio Público, y que se mantienen en la cuenta especial de la ODCV, contando en la actualidad con la suma total de ¢558.631.624,00.  
Finalmente, indica que mediante oficios DGPN-SD-0287-2018 y DGPN-SD-0322-2019 remitidos por el Ministerio de Hacienda, se gira las instrucciones para que estos recursos sean trasladados a Caja Única del Estado, lineamiento que debe ser acatado de manera definitiva a partir del año 2021.  
Por esta razón, se plantea la necesidad de trasladar los recursos e incluirlos dentro de la corriente presupuestaria y destinarlos para facilitar y agilizar la adquisición de bienes y servicios para el pago de ayudas económicas urgentes a víctimas de delito (vestuario, atención e implementos médicos, gastos procesales y gastos funerarios) así como mejoramiento de la oficina, conforme el detalle incluido en el oficio remitido:




En el citado oficio, la Fiscala General indica que dentro de esta proyección, se tiene previsto destinar recursos para la adquisición de un edificio, pero, es necesario tomar en cuenta la duración de estos procesos, que puede provocar la eventual pérdida de los recursos, por la dificultad del cumplimiento de todos los requisitos de ley durante el año presupuestario.  
Debido a lo anteriormente expuesto, y tomando en consideración que el Poder Judicial cuenta con la figura del Fideicomiso y que recientemente se autorizó la adenda para incluir dentro de este al Ministerio Público, se solicita valorar la posibilidad de incluir a la ODCV, con el fin de poder gestionar por medio de este la compra de la edificación y asegurar una ejecución satisfactoria de los recursos.  
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Refiere la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación: “Esta es la solicitud que realizan los compañeros de la Oficina de Defensa Civil de la Víctima, se muestran 2 vías, en las que presentan 2 escenarios para la incorporación de los recursos partiendo del criterio que estaba pendiente de la Dirección Jurídica. ¿recuerda señor presidente, magistrado Cruz que usted nos había solicitado requerirle al máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico que nos ayudara en verificar lo que había indicado el Ministerio de Hacienda en relación a que si se incorporaban esos recursos como parte del límite que se le había impuesto al Poder Judicial?, ahí se muestra el documento, a esos efectos, el máster Rodrigo emitió el criterio e indica  en resumen que; el monto debe de estar consignado dentro del total, por lo menos ahora en la mañana así lo confirme con él, también señala que, se adjunta un criterio de la Procuraduría General de la República en donde manifiesta que los recursos se deberían de consignar o asignar en la caja única del Estado, pero de forma independiente, generándose una cuenta independiente para estos recursos, de tal forma que se mantengan ahí y no se utilicen para otras necesidades del Gobierno  por estar en caja única, ese criterio también fue dado por esa Procuraduría y en el documento se encuentra anexo, eso ya clarifica la duda que se había planteado en relación al límite. Entendiendo este punto, la solicitud que nos están realizando iría dentro del monto del límite propuesto de este Consejo Superior a la Corte Plena. 
El siguiente tema que se propone, son 2 escenarios en la incorporación de los recursos, un escenario en el entendido que se puedan asignar ₡500.000.000 (quinientos millones de colones) a la figura del fideicomiso, ya que están interesados en comprar un edificio en Pérez Zeledón, si se pudiera realizar esa figura del fideicomiso entonces que se incorpore alrededor de 558 y el primer escenario de no darse estas condiciones seria de ₡281.773.174, (doscientos ochenta y un millones setecientos setenta y tres mil ciento setenta y cuatro colones). 
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, estaba dando un mayor detalle de la información que tiene con respecto al fideicomiso”.
Indica la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: “Esta semana nos llegó esa gestión para considerar la incorporación de los recursos al fideicomiso, han insistido con el tema, en otra ocasión habían hecho una petitoria para otros fondos en términos similares, lo que sucede es que ya el contrato de fideicomiso tiene una connotación de fideicomiso operativo y cualquier gestión de adendas tiene que ser objeto de un estudio legal para ver el impacto que tendría, el problema es que al haber llegado esta semana esa valoración no se ha hecho y la preocupación sería incluir recursos en fideicomiso y después no poderlos ejecutar porque los perderían. Considero que habría que dar un compás de espera para asignar esos recursos, de toda suerte lo pueden mantener en la cuenta, o incorporarlos a través de un extraordinario cuando ya el tema este clarificado. Lo que me confundió es que lo incluyeron en edificios, si es por fideicomiso es por la 7, esa es la confusión que tenía, me parece que de momento lo prudente, antes de que se corra el riesgo que estos recursos no se puedan ejecutar sería dejarlos ahí y valorar la posibilidad legal de realizarlo.
 Prácticamente el grueso de ese presupuesto es el siguiente, están incluyendo ₡500.000.000 para edificios, ₡58.000.000 son recursos que están incluyendo para compras menores, de momento habría que dejar los ₡500.000.000 por fuera”.
Interviene la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación: “Si bien indicaron edificios es por desconocimiento de partida, el fondo es incluirlo en el fideicomiso, habría que variar la propuesta de acuerdo e indicar que sería el primer escenario”.
Pregunta el presidente, magistrado Cruz: “¿Considerando el criterio? ¿Pero ya no sería la Dirección Jurídica, ni nada de eso?”.
Responde la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación: “El criterio de la Dirección Jurídica sí, porque indica que se pueden mandar, pero la solicitud de la máster Emilia Navas Aparicio ya no podría ser el escenario completo, como dijimos en el escenario 2, por lo que sería aprobar el primer escenario solicitado por la máster Ana Deisy Quirós”.
Interviene el presidente, magistrado Cruz: “Considerando el criterio de la Dirección Jurídica aprobar el primer escenario de la máster Ana Deisy Quirós e incorporar como parte del presupuesto la suma de ₡281.773.174 (doscientos ochenta y un millones setecientos setenta y tres mil ciento setenta y cuatro colones)”.
Señala el integrante Montero: “Sería bueno que quedaran las manifestaciones de la máster Romero Jenkins, respecto a que no estamos recortando por gusto; sino porque existe un riesgo de no poder ejecutar el presupuesto dadas las condiciones propias del fideicomiso, como para que a la máster Navas Aparicio le quede claro la explicación que brindó la máster Romero Jenkins”.
Prosigue la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: “Clarificar que fue que en virtud que la gestión se recibió esta semana no se ha podido, ya que el 11 de mayo de 2020 se envió”. 
Añade el presidente, magistrado Cruz: “Si, sería ₡281.773.174 (doscientos ochenta y un millones setecientos setenta y tres mil ciento setenta y cuatro colones)”.
Considerando el criterio de la Dirección Jurídica y la imposibilidad en este momento de incluir recursos en el Fideicomiso de Construcción que solicita la Fiscala General, licenciada Emilia Navas Aparicio, se acordó:1.) Aprobar el primer escenario solicitado por la máster Ana Daisy Quirós, Fiscala Adjunta de la Oficina de Defensa Civil de las Víctimas (ODCV), e incorporar en el presupuesto el monto de ¢281.773.174,00 (doscientos ochenta y un millones setecientos setenta y tres mil ciento setenta y cuatro colones y cero céntimos). 2.) Comunicar a la Fiscalía General de la República que la aprobación del escenario 1 se dispone en razón  de la fecha en que se recibió dicha solicitud en la Dirección Ejecutiva, siendo que se requiere de un previo estudio legal, asimismo, en consideración del riesgo latente de no poder ejecutar el presupuesto dadas las condiciones propias del fideicomiso y motivadas en la propuesta N° 2.
La Dirección Ejecutiva y la Dirección de Planificación, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.

ARTÍCULO III 

Documento N° 5653-2020
La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, informa con respecto a las estimaciones generales del presupuesto 2021 formulado hasta la fecha.
1. En primer lugar, cabe recordar que conforme el artículo IX de la agenda del viernes 8 de mayo, de acuerdo con las nuevas estimaciones de la DGH en remuneraciones, sin costo de vida, considerando el gasto variable institucional (corriente y de capital) y conforme el límite establecido por el Ministerio de Hacienda, nuestro presupuesto se encontraba en ese momento en aproximadamente ¢1.575 millones por debajo del límite establecido.
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1. En esta misma sesión, se dispuso a incorporar como parte del presupuesto ordinario 2021, un conjunto de requerimientos por ¢98,8 millones, conforme el siguiente detalle:
1. 
	GASTO CORRIENTE 
	

	 PERITAJES FAMILIA 
	             30 000 000 

	 REMODELACIÓN JICARAL 
	             22 023 418 

	 TIPO CAMBIO 
	             46 799 663 

	
	              98 823 081 



1.  En esta sesión del jueves 14 de mayo de 2020, se plantea la solicitud de la Dirección Ejecutiva de incorporar como parte del presupuesto ordinario 2021, un total de ¢100.591.398 para la adquisición de un sistema de voceo a nivel institucional. 


1. En esta sesión del jueves 14 de mayo de 2020, el Consejo Superior conoce la solicitud realizada por la Oficina de Defensa Civil de la Víctima, la cual plantea dos escenarios de formulación 2021; recursos que conforme lo solicitado por el Ministerio de Hacienda se deben incluir como parte del presupuesto ordinario institucional.
	 
	  OFICINA DEFENSA CIVIL VÍCTIMA  

	 
	ESCENARIO 1 
	 ESCENARIO 2 

	 PARTIDAS 
	                                                    - 
	                                                - 

	1
	                                 62 166 100 
	                             31 416 100 

	2
	                                 15 287 820 
	                               6 357 523 

	5
	                              204 319 254 
	                           520 858 000 

	 TOTAL 
	                              281 773 174 
	                           558 631 623 





1. En el caso de aprobarse el escenario 1 de la Oficina de Defensa Civil de la Víctima, el presupuesto formulado por el Poder Judicial para el 2021 estaría por debajo del límite establecido por el Ministerio de Hacienda en ¢1.257 millones, mientras que de aprobarse el escenario 2 de la Oficina de Defensa Civil de la Víctima, el presupuesto formulado a la fecha estaría por debajo del límite en ¢980 millones.


	DISPONIBLE CON ESCENARIO 1 DE ODCV: 
	
	

	 VARIABLE 
	 Límite Min. de Hacienda 
	 Formulado 2021 
	 VARIACIÓN 

	 Gasto Corriente 
	                      443 707 000 000 
	                   441 973 900 446 
	-              1 733 099 554 

	 Gasto de Capital 
	                         25 086 000 000 
	                     25 561 385 150 
	                   475 385 150 

	 TOTAL 
	                      468 793 000 000 
	                   467 535 285 596 
	-              1 257 714 404

	 
	 
	 
	 

	DISPONIBLE CON ESCENARIO 2 DE ODCV: 
	
	

	 VARIABLE 
	 Límite Min. de Hacienda 
	 Formulado 2021 
	 VARIACIÓN 

	 Gasto Corriente 
	                      443 707 000 000 
	                   441 934 220 149 
	-              1 772 779 851 

	 Gasto de Capital 
	                         25 086 000 000 
	                     25 877 923 896 
	                   791 923 896 

	 TOTAL 
	                      468 793 000 000 
	                   467 812 144 045 
	-                 980 855 955





1. Según petición realizada por parte de la Dirección Ejecutiva, se solicita incluir¢50 millones en la Partida 7 (Transferencias de Capital) para el Fideicomiso de Construcciones. Adicionalmente, se solicita incluir ¢160 millones, distribuidos en ¢100 millones para el reforzamiento de los contratos de seguridad según demanda y ¢60 millones para el reforzamiento de los servicios contratados de limpieza también según demanda, a distribuir entre los Programas 926 y 927 de la siguiente manera:

	Seguridad

	926
	 ₡    80.000.000,00

	927
	 ₡    20.000.000,00

	Total
	 ₡ 100.000.000,00

	
Limpieza

	926
	 ₡    40.000.000,00

	927
	 ₡    20.000.000,00

	Total
	 ₡    60.000.000,00



1. Considerando esta solicitud de la Dirección Ejecutiva y los dos escenarios planteados por la Oficina de Defensa Civil de la Víctima,  el monto disponible para ajustar la Partida 0 Remuneraciones por parte de la Dirección de Gestión Humana es de ¢750.000.000 en el caso del primer escenario y de ¢550.000.000 en el caso del segundo.

1. Dado el comportamiento que está presentando la subpartida 00105 Suplencias, la cual para el 2021 está decreciendo en alrededor de ¢982 millones, la Dirección de Planificación recomienda que el saldo señalado en el punto 7, sea utilizado en su totalidad para ajustar esta subpartida conforme las necesidades institucionales. 
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Interviene la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación: “Recordemos que en la sesiones pasadas se verificó con las compañeras de la Dirección de Gestión Humana, el monto correspondiente a los salarios que se habían calculado en relación a los recursos que se estaban disponiendo, se hizo una suma de cada uno de los rubros que también teníamos que incorporar y a raíz de eso, en el más-menos que se verifica quedan en este momento para asignar recursos la suma ₡1.575 millones , distribuido entre gasto corriente y gasto de capital, entonces compensado entre cada una de las dos, el monto que se podía disponer en gasto corriente es de ₡1.754  millones y en gasto de capital el presupuesto formulado a la fecha se excedía en ₡178 millones, eso da la suma neta de ₡1.575 millones. 

Algunos gastos que se aprobaron incorporar al presupuesto fueron los ₡30.000.000 de los peritajes de la reforma de familia para iniciar con el proceso de la posibilidad de los peritajes de Trabajo Social, la remodelación de Jicaral que ronda en los ₡22.000.000 de colones que solicitó la máster Romero Jenkins para poder dar pie a la entrada en vigencia del Juzgado y el aumento en el tipo de cambio que se tuvo que realizar por la variación dado el aumento que comunicó el Ministerio de Hacienda en relación a lo que nosotros habíamos formulado inicialmente. Esos montos suman ₡98.823.081 colones, ustedes pueden ver que lo incorporamos estimando que se pudiera dar la aprobación, el tema del voceo a nivel institucional, por lo que incorporamos los ₡100.591.398, asimismo, hicimos los 2 escenarios en cuanto a la relación de lo que nos había solicitado la oficina de la Defensa Civil, entendiendo que este monto se incorpora dentro del presupuesto total ordinario del Poder Judicial, en caso de darse el escenario 1, el presupuesto formulado a la fecha estaría por debajo del límite de Hacienda en ₡1.257 millones, que es el caso que está acogiendo hoy el Consejo Superior.
Además, se indicó que la Dirección Ejecutiva valorara en ese momento la posibilidad de incluir recursos dado el tema de la pandemia, en algunas subpartidas que habían quedado complicadas, como por ejemplo los contratos de limpieza,  entendiendo que los de vigilancia habían quedado ajustados, también la máster Romero Jenkins solicitó incorporar lo que quedara sobrante en la partida de fideicomiso. Realizando esos análisis se logra incluir ₡50.000.000 en la subpartida de fideicomiso y adicionalmente ₡160.000.000, distribuidos ₡100.000.000 para los contratos de seguridad según demanda y ₡60.000.000 para los servicios de limpieza según demanda, la distribución se asigna en su mayoría al Programa 926, que tiene mayor carga al manejar los contratos a nivel institucional. 
En el punto 7 el tema nuevamente de los recursos, considerando esta solicitud de la Dirección Ejecutiva, los escenarios que teníamos en Defensa Civil, por parte de la Dirección de Gestión Humana nos queda poco monto, no es lo que creíamos que quedaba, pero al menos se está visibilizando, creo que son ₡750.000.000, que la propuesta sería que ese monto de ₡750.000.000 se incorporen a la partida de sustituciones”.
 Manifiesta la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana: “El ejercicio que podemos hacer en función de la distribución,   solo que esa distribución en la subpartida de suplencias solamente abarca salario base, si ingresamos todo en esa bolsa, por así decirlo; quedaría desajustado el tema de estructura de componentes asociados, y no se va ver el incremento neto de los 750 en suplencias, habría una distribución proporcional que se tiene que hacer a nivel del resto de las subpartidas”.
Pregunta la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva “¿En cuál programa se va a incluir?”.
Responde la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana:  “El que nos ha dado mayores condiciones de ajustes es el programa 926, entonces si están de acuerdo los podemos incluir ahí. También va a visualizarse una diferencia de los puestos extraordinarios, ya que algunos se vuelven ordinarios y cambian evidentemente los números en función de la distribución que teníamos, porque son cosas que van a tener que ajustarse en el ordinario, trasladarse del extraordinario al ordinario”.
Interviene la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación: “Si bien es cierto que el 926 ha sido un programa deficitario, valorábamos la posibilidad y se conversó la vez pasada que estos recursos se pueden ver reflejados por el producto del COVIT-19, que hay mucha carga de trabajo en la parte jurisdiccional que puede verse afectada, que si se fueran a plantear algunos planes de trabajo se pudieran realizar en el ámbito jurisdiccional que es la parte sustantiva de la institución, lo anterior  para su valoración”.
Consulta el presidente, magistrado Cruz: “¿Están de acuerdo con la licenciada Nacira?”
Manifiesta el integrante Montero: “Preferiría que fuera el programa 926, es el que más sufre anualmente al dar soporte a las demás áreas del Poder Judicial, en los últimos años hemos observado que hemos tenido que recortar permisos, limitar fechas y demás, por ejemplo lo que analizamos hoy en este Consejo, se plantea el tema de las audiencias virtuales, que es una buena iniciativa, en materia laboral y civil, pero inmediatamente repercute en la Dirección de Tecnología de la Información, que es quien tiene que dar soporte y esas solicitudes las podemos hacer gracias al programa 926 y si manejamos alguna holgura, en cambio en el programa 927 históricamente nos ha ido un poco mejor, porque el plan penal se deriva de algunos sobrantes que hemos podido generar en el 927, me parece que el programa 926 es el que ha estado más limitado y que cada vez se demanda más de este, con la Dirección de Gestión Humana lo estamos viviendo, este tema de la Contraloría General de la República recae en las Direcciones de Gestión Humana y de Tecnología de la Información, muchas veces no tenemos capacidad para responder, preferiría que si tenemos que asignar recursos, podría ser al 926, para tener ese soporte para las demás áreas”.
Pregunta el presidente, magistrado Cruz: “¿Queda el proyecto de acuerdo.?”.
Contesta la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana:  “En realidad no tiene mayor impacto si lo hacemos específico o genérico, es una redistribución que tenemos que hacer general del mismo traslado, en caso de los ordinarios a extraordinarios y ahí terminamos haciendo ajustes ”
	Indica el presidente, magistrado Cruz: “Aprobamos la propuesta como viene”.
Sin objeción alguna, se acordó:  1) Aprobar la solicitud realizada por la Dirección Ejecutiva, por lo tanto, incluir ¢50 millones en la Partida 7 (Transferencias de Capital) para el Fideicomiso de Construcciones y ¢160 millones, distribuidos en ¢100 millones para el reforzamiento de los contratos de seguridad según demanda y ¢60 millones para el reforzamiento de los servicios contratados de limpieza también según demanda, a distribuir entre los Programas 926 y 927 de la siguiente manera:

	Seguridad

	926
	 ₡    80.000.000,00

	927
	 ₡    20.000.000,00

	Total
	 ₡ 100.000.000,00

	
Limpieza

	926
	 ₡    40.000.000,00

	927
	 ₡    20.000.000,00

	Total
	 ₡    60.000.000,00



2) Aprobar que la Dirección de Gestión Humana ajuste la subpartida de suplencias conforme las necesidades institucionales, recursos que se requerirán para fortalecer las sustituciones y atender la carga de trabajo producto del rezago que se pueda generar a partir de los efectos de la pandemia COVIT-19. 
	La Dirección Ejecutiva, la Dirección de Planificación y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.

ARTÍCULO IV 


Documento N° 5655-2020

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, informa que mediante oficio 4431-2020 de este 12 de mayo, la Secretaría de la Corte comunicó a la Dirección de Planificación el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión 42-2020, artículo XXII, al conocer el informe N° PJ-DGH-0174-2020 suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana, en el que informa sobre el resultado del análisis de los números de puestos de la clase de Técnico Jurídicos medio tiempo así como de las recomendaciones mencionadas en el informe de la Dirección de Planificación N° 1149-PLA-MI-2019. El Consejo Superior dispuso lo siguiente:

Se acordó:1.-) Tener por recibido el informe N° PJ-DGH-0174-2020 del 15 de abril de 2020, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, y trasladarlo a la Dirección de Planificación para que sea estudiado en las sesiones de presupuesto, lo anterior por haberse solicitado así en sesión N° 21-2020 celebrada el 13 de marzo 2020, artículo III. 2.) Trasladar el presente acuerdo a la Departamento de Financiero Contable, para que realice el estudio correspondiente dentro del plazo de 5 días hábiles y emita la certificación de contenido presupuestario, para hacerle frente al cambio de las plazas que tienen horario de medio tiempo a tiempo completo, para que éstas inicien partir del 1 de junio de 2020.
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El oficio de la Secretaría de la Corte indica lo siguiente:

“(…) 
[bookmark: _Hlk39822953]
“Mediante acuerdo del Consejo Superior sesión extraordinaria N° 21-2020 celebrada el 13 de marzo 2020, artículo III, se solicita a la Dirección de Gestión Humana lo siguiente:

“4) La Dirección de Gestión Humana deberá de forma prioritaria realizar el proceso de recalificación de los Fiscales que fue informado en la sesión de trabajo de análisis de presupuesto extraordinario del 06 de marzo, para lo cual deberá informar en los próximos 10 días de comunicado este acuerdo las acciones realizadas.”

Por lo anterior, se realiza un análisis de los números de puestos de la clase de Técnico Jurídicos medio tiempo así como de las recomendaciones mencionadas en el informe de la Dirección de Planificación N° 1149-PLA-MI-2019 del 19 de julio de 2019, donde se determina lo siguiente:

· FISCALÍA ADJUNTA I CIRC. JUD. ALAJUELA:

	N° Puesto
	Condición
	Recomendación Planificación, sesión ACS N° 70-19, del 8/08/2019, art LXXV.
	Escenario para 2020
	Escenario para 2021

	350287
	Vacante
	*Reasignar el puesto a Fiscal.
*Trasladar el puesto a la Fiscalía General.
*Reforzar la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.
	*Reasignar el puesto a Fiscal.
*Trasladar el puesto a la Fiscalía General.
* Otorgar pcgs art 44, por medio tiempo a la plaza 350287.
	* Ajustar la jornada laboral del puesto a 8 horas.

	19948
	Propiedad
	*Ajustar Jornada laboral a 8 horas.
	* Otorgar pcgs art 44, por medio tiempo a la plaza 19948.
	* Ajustar la jornada laboral del puesto a 8 horas.



Nota: La plaza 350287 que se pretende reasignar se encuentra vacante, sin embargo, esta actualmente ocupada por una persona interina; se deben valorar los requisitos y continuidad de la persona ya que la clase a reasignar corresponde a una clase profesional.

· FISCALÍA ADJUNTA II CIRC. JUD. ZONA ATLÁNTICA

	N° Puesto
	Condición
	Recomendación Planificación, sesión ACS N° 70-19, del 8/08/2019, art LXXV.
	Escenario para 2020
	Escenario para 2021

	103244
	Propiedad
	*Ajustar Jornada laboral a 8 horas.
	* Otorgar pcgs art 44, por medio tiempo a la plaza 103244.
	* Ajustar la jornada laboral del puesto a 8 horas.

	103245
	Propiedad
	*Reasignar el puesto a Fiscal Auxiliar.
*Trasladar el puesto a la Fiscalía General.
*Reforzar la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.
	* Otorgar pcgs art 44, por medio tiempo a la plaza 103245.
*Trasladar el puesto a la FISCALIA ADJUNTA DE LEGITIMACION DE CAPITALES.
	* Ajustar la jornada laboral del puesto a 8 horas.



Nota: Las plazas 103244 y 103245, presentan la misma persona nombrada en propiedad, por lo que para realizar el movimiento que menciona la Dirección de Planificación, la persona propietaria del puesto debe de renunciar a alguna de las plazas; por lo que se considera que para el año 2020 a ambos puestos se les otorgue permiso con goce de salario art 44 y uno de ellos sea trasladado para la Fiscalía Adjunta de Legitimación de Capitales manteniendo siempre la Condición de Técnico Jurídico; para el próximo año 2021, se deben cambiar las jornadas laborales a 8 horas, sin embargo, para efectuar dicho cambio la propietaria debe de renunciar a alguno de los puestos, preferiblemente al que se propone trasladar ya que no puede tener dos propiedades con jornada laboral de 8 horas cada uno.

· FISCALIA ADJUNTA DE LEGITIMACION DE CAPITALES

	N° Puesto
	Condición
	Recomendación Planificación, sesión ACS N° 70-19, del 8/08/2019, art LXXV.
	Escenario para 2020
	Escenario para 2021

	103231
	Vacante
	*Reasignar el puesto a Fiscal Auxiliar.
*Trasladar el puesto a la Fiscalía General.
*Reforzar la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.
	*Reasignar el puesto a Fiscal Auxiliar.
*Trasladar el puesto a la Fiscalía General.
*Reforzar la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.
* Otorgar pcgs art 44, por medio tiempo a la plaza 103231.
	* Ajustar la jornada laboral del puesto a 8 horas.

	378561
	Vacante
	*Ajustar Jornada laboral a 8 horas.
	*Reasignar el puesto a Fiscal Auxiliar.
*Trasladar el puesto a la Fiscalía General.
*Reforzar la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.
* Otorgar pcgs art 44, por medio tiempo a la plaza 378561.
	* Ajustar la jornada laboral del puesto a 8 horas.



Nota: Las plazas 103231 y 378561, se encuentran vacantes, sin embargo, están actualmente ocupadas por una misma persona en condición interina. Se deben valorar los requisitos y continuidad de la persona ya que la clase a reasignar corresponde a una clase profesional. No obstante, para esta oficina se estaría trasladando el puesto 103245 de la Fiscalía Adjunta II Circ. Jud. Zona Atlántica, por lo que eventualmente la persona interina actual puede ser nombrada en esta plaza.

· OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA

	N° Puesto
	Condición
	Recomendación Planificación, sesión ACS N° 70-19, del 8/08/2019, art LXXV.
	Escenario para 2020
	Escenario para 2021

	352778
	Vacante
	*Ajustar Jornada laboral a 8 horas.
	* Otorgar pcgs art 44, por medio tiempo a la plaza 352778.
	* Ajustar la jornada laboral del puesto a 8 horas.

	352779
	Vacante
	*Reasignar el puesto a Fiscal Auxiliar.
*Trasladar el puesto a la Fiscalía General.
*Reforzar la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.
	*Reasignar el puesto a Fiscal Auxiliar.
*Trasladar el puesto a la Fiscalía General.
*Reforzar la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.
* Otorgar pcgs art 44, por medio tiempo a la plaza 352779.
	* Ajustar la jornada laboral del puesto a 8 horas.



Nota: La persona servidora que actualmente viene nombrado no se vería afectado ya que se encuentra en dos puestos vacantes y en la misma oficina, por lo que se le estaría nombrando el tiempo completo que actualmente cumple, dejando la otra plaza para ser reasignada.

· FISCALIA ADJUNTA I CIRC. JUD. GUANACASTE
	N° Puesto
	Condición
	Recomendación Planificación, sesión ACS N° 70-19, del 8/08/2019, art LXXV.
	Escenario para 2020
	Escenario para 2021

	367650
	Vacante
	*Reasignar el puesto a Fiscal Auxiliar.
*Trasladar el puesto a la Fiscalía General.
*Reforzar la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.
	*Reasignar el puesto a Fiscal Auxiliar.
*Trasladar el puesto a la Fiscalía General.
*Reforzar la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.
* Otorgar pcgs art 44, por medio tiempo a la plaza 367650.
	* Ajustar la jornada laboral del puesto a 8 horas.

	19950
	Propiedad
	*Ajustar Jornada laboral a 8 horas.
	* Otorgar pcgs art 44, por medio tiempo a la plaza 19950.
	* Ajustar la jornada laboral del puesto a 8 horas.



Nota: La plaza 367650 que se pretende reasignar se encuentra vacante, sin embargo, esta actualmente ocupada por una persona interina, se deben valorar los requisitos y continuidad de la persona ya que la clase a reasignar corresponde a una clase profesional. Es importante indicar que la misma persona interina es nombrada sustituta en la plaza 19950 por lo que cumpliría la función en tiempo completo.

· FISCALÍA CONTRA EL NARCOTRÁFICO Y DELITOS CONEXOS

	N° Puesto
	Condición
	Recomendación Planificación, sesión ACS N° 70-19, del 8/08/2019, art LXXV.
	Escenario para 2020
	Escenario para 2021

	352773
	Propiedad
	*Ajustar Jornada laboral a 8 horas.
	* Otorgar pcgs art 44, por medio tiempo a la plaza 352773.
	* Ajustar la jornada laboral del puesto a 8 horas.

	352774
	Vacante
	*Reasignar el puesto a Fiscal Auxiliar.
*Trasladar el puesto a la Fiscalía General.
*Reforzar la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.
	*Reasignar el puesto a Fiscal Auxiliar.
*Trasladar el puesto a la Fiscalía General.
*Reforzar la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.
* Otorgar pcgs art 44, por medio tiempo a la plaza 352774.
	* Ajustar la jornada laboral del puesto a 8 horas.



Nota: La plaza 352774 que se pretende reasignar se encuentra vacante, sin embargo, esta actualmente ocupada por una persona interina, se deben valorar los requisitos y continuidad de la persona ya que la clase a reasignar corresponde a una clase profesional. Es importante indicar que la misma persona interina es nombrada sustituta en la plaza 352773, por lo que cumpliría la función en tiempo completo.

· FISCALIA ADJUNTA AGRARIO AMBIENTAL

	N° Puesto
	Condición
	Recomendación Planificación, sesión ACS N° 70-19, del 8/08/2019, art LXXV.
	Escenario para 2020
	Escenario para 2021

	19902
	Propiedad
	*Ajustar Jornada laboral a 8 horas. 
*Trasladar la plaza a la Fiscalía General.
*La persona deberá laborar ½ jornada en la Fiscalía Ambiental y ½ jornada Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.
	* Otorgar pcgs art 44, por medio tiempo a la plaza 19902.
*Trasladar la plaza a la Fiscalía General.

	* Ajustar la jornada laboral del puesto a 8 horas.



Nota: Para la recomendación “La persona deberá laborar ½ jornada en la Fiscalía Ambiental y ½ jornada Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.”, este sería un tema interno entre las propias oficinas, y los permisos de movimientos en la PIN se les estaría otorgando a la oficina donde se traslade el puesto. Es menester indicar que la persona interina es nombrada sustituta en la plaza 378562 de la oficina Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y Anticorrupción, por lo que cumpliría la función en tiempo completo, a su vez se le debe indicar a la persona propietaria del puesto el cambio de jornada laboral.

· FISCALIA ADJUNTA DE PROBIDAD, TRANSPARENCIA Y ANTICORRUPCION  

	N° Puesto
	Condición
	Recomendación Planificación, sesión ACS N° 70-19, del 8/08/2019, art LXXV.
	Escenario para 2020
	Escenario para 2021

	378562
	Vacante
	*Reasignar el puesto a Fiscal.
*Trasladar el puesto a la Fiscalía General.
*Reforzar la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.
	*Reasignar el puesto a Fiscal.
*Trasladar el puesto a la Fiscalía General.
*Reforzar la Fiscalía de Probidad, Transparencia y Anticorrupción.
* Otorgar pcgs art 44, por medio tiempo a la plaza 378562.
	* Ajustar la jornada laboral del puesto a 8 horas.



Nota: La plaza 378562 que se pretende reasignar se encuentra vacante, sin embargo, esta actualmente ocupada por una persona interina, se deben valorar los requisitos y continuidad de la persona ya que la clase a reasignar corresponde a una clase profesional. Cabe indicar que la persona interina es la misma persona que ocupa el puesto 19902 de la oficina Fiscalía Adjunta Agrario Ambiental.

Es importante mencionar que los puestos que serían recalificados no se encuentran en ningún trámite de concurso.

Por las razones expuestas en la sesión de trabajo de Consejo Superior del 06 de marzo de 2020 sobre la imposibilidad modificar el horario de medio tiempo a tiempo completo, sólo vía Ley de Presupuesto y esto hasta el 2021, se solicita lo siguiente:

1. Autorizar los movimientos mencionados en las columnas “Escenario para 2020” y “Escenario para 2021”.

1. Indicar la fecha de inicio de los permisos con goce de salario art 44, traslados de puestos así como de las reasignaciones, con el fin de trasladar al Macro Proceso Financiero Contable, los cálculos de estimaciones para la respectiva certificación de contenido, para los siguientes números de puesto:


	N° Puesto
	Clase Puesto Actual
	Clase Puesto Propuesto
	Pcgs art 44, ½ Jornada Laboral a la clase de Puesto.

	350287
	TÉCNICO JURÍDICO
	FISCAL
	FISCAL

	19948
	TÉCNICO JURÍDICO
	TÉCNICO JURÍDICO
	TÉCNICO JURÍDICO

	103244
	TÉCNICO JURÍDICO
	TÉCNICO JURÍDICO
	TÉCNICO JURÍDICO

	103245
	TÉCNICO JURÍDICO
	FISCAL AUXILIAR
	FISCAL AUXILIAR

	103231
	TÉCNICO JURÍDICO
	FISCAL AUXILIAR
	FISCAL AUXILIAR

	378561
	TÉCNICO JURÍDICO
	TÉCNICO JURÍDICO
	TÉCNICO JURÍDICO

	352778
	TÉCNICO JURÍDICO
	TÉCNICO JURÍDICO
	TÉCNICO JURÍDICO

	352779
	TÉCNICO JURÍDICO
	FISCAL AUXILIAR
	FISCAL AUXILIAR

	367650
	TÉCNICO JURÍDICO
	FISCAL AUXILIAR
	FISCAL AUXILIAR

	19950
	TÉCNICO JURÍDICO
	TÉCNICO JURÍDICO
	TÉCNICO JURÍDICO

	352773
	TÉCNICO JURÍDICO
	TÉCNICO JURÍDICO
	TÉCNICO JURÍDICO

	352774
	TÉCNICO JURÍDICO
	FISCAL AUXILIAR
	FISCAL AUXILIAR

	19902
	TÉCNICO JURÍDICO
	TÉCNICO JURÍDICO
	TÉCNICO JURÍDICO

	378562
	TÉCNICO JURÍDICO
	FISCAL
	FISCAL



1. Informar las modificaciones a las siguientes personas:

	N° Puesto
	Condición Plaza
	Nombre de la persona Propietaria
	Nombre de la persona Interina o Sustituta.

	350287
	Vacante
	-
	DIEGO ARMANDO DELGADO MONTERO

	19948
	Propiedad
	RAQUEL JOHANNA BENAVIDES SANCHEZ
	-

	103244
	Propiedad
	FLOR DE MARIA PERAZA MARTINEZ
	ALEXANDER OCAMPO OCAMPO

	103245
	Propiedad
	FLOR DE MARIA PERAZA MARTINEZ
	ALEXANDER OCAMPO OCAMPO

	103231
	Vacante
	-
	ALICIA VARGAS GUTIERREZ  

	378561
	Vacante
	-
	ALICIA VARGAS GUTIERREZ  

	352778
	Vacante
	-
	ROMAN JOSE CHEVEZ ESPINOZA

	352779
	Vacante
	-
	ROMAN JOSE CHEVEZ ESPINOZA

	367650
	Vacante
	-
	  BIANKA PRISCELA SANDOVAL ERAS

	19950
	Propiedad
	MARIA AUXILIADORA JIMENEZ CAMPOS
	  BIANKA PRISCELA SANDOVAL ERAS

	352773
	Propiedad
	LINA MAGALLY SPINELLI MORA
	CAMILO ROBERTO FLORES PACHECO

	352774
	Vacante
	  -
	CAMILO ROBERTO FLORES PACHECO

	19902
	Propiedad
	SILVIA MARIA SOLIS DAVILA
	-

	378562
	Vacante
	-
	SILVIA MARIA SOLIS DAVILA
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Manifiesta la Directora Ejecutiva Romero Jenkins: “Es tema es para fortalecer el Área de Anticorrupción, que fue un compromiso de la Corte Plena y el Consejo Superior, que se ha preocupado por atenderlo, en su momento se valoró las restricciones de creación de plazas y que esta fuera una alternativa en convertir plazas que son de medio tiempo a tiempo completo.

Aquí viene la propuesta en concreto que nos hace la Dirección de Gestión Humana, pero me surge una duda, y es que ellos al final lo que solicitan es para que se les autorice los movimientos, pero en la nota señalan que se debe de indicar la fecha de inicio de los permisos, con el fin de trasladar al Departamento Financiero Contable los cálculos de las estimaciones.

Lo que sugiero al Consejo es que primero debería hacerse la estimación, saber ¿cuánto es? y una vez que se disponga el dato,  tener claro que la institución tiene el contenido presupuestario mediante una certificación y estudiar esta solicitud.

Lo conveniente sería decirle que se estima que esta solicitud comience a operar a partir del primero de junio y que la Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, coordinen lo relativo al contenido presupuestario e informen a este Consejo.

¿Lo que me preocupo fue eso, será que se indica que se autoricen los movimientos? Pero después dice, indicar el inicio para ver si se pueden hacer la certificación, me confundió ese orden de las cosas, de que sea de presupuesto.

Otra sería, indicar que este Consejo estimaría que podría iniciar a partir de una fecha determinada, que se traslade a la sesión de presupuesto para que con los cálculos respectivos y la acreditación de que hay recursos, ya en sesión se tome una determinación.”

Añade el Presidente magistrado Cruz: “Hay voluntad para hacerlo, hay que ponerles cuidado a los detalles, no parece ser mucho.”

Indica la Directora Ejecutiva Romero Jenkins: “Para el tema presupuestario, habría que decir una fecha porque ellos requieren hacer la estimación, es lo que viene en el punto dos.”

Señala el Presidente magistrado Cruz: “Podría ser 1 de junio.”

Agrega la Directora Ejecutiva Romero Jenkins: “Me parece, porque de esa forma en mayo se organiza y la máster Emilia Navas se dispone de todo que se requiera de previo a que inicien.”

[bookmark: _Hlk40162517]Se acordó:1.-)Tener por recibido el informe N° PJ-DGH-0174-2020 del 15 de abril de 2020, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, y trasladarlo a la Dirección de Planificación para que sea estudiado en las sesiones de presupuesto, lo anterior por haberse solicitado así en sesión N° 21-2020 celebrada el 13 de marzo 2020, artículo III. 2.) Trasladar el presente acuerdo a la Departamento de Financiero Contable, para que realice el estudio correspondiente dentro del plazo de 5 días hábiles y emita la certificación de contenido presupuestario, para hacerle frente al cambio de las plazas que tienen horario de medio tiempo a tiempo completo, para que éstas inicien partir del 1 de junio de 2020.

La Fiscalía General de la República y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para para lo que cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.”
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Refiere la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana: “De la parte técnica se ha venido valorando a nivel de presupuesto y Hacienda, es que podemos hacer las reasignaciones pero solo por medio tiempo, porque el aumento de horas no lo podemos registrar para el año 2020, para el año 2021 si, a nivel de la Ley de Presupuesto, ya las podemos ajustar, pero para lo que resta del año no le podemos aumentar las horas, solo podemos hacer las reasignaciones, por lo que sería hacer las reasignaciones para el 2020 y darles permiso con goce de salario para que puedan completar las 8 horas”. 
Interviene la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: “Lo vimos en un principio en la agenda ordinaria y se pasó a agenda presupuesto, pero tuve la duda no para efectos de formulación 2021, sino para este si tenemos el contenido, porque debería incorporarse”.
	Contesta la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana: “Eso si lo teníamos valorado”.
Dice la máster Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: “Entonces para que se adicione y quede constando en las diligencias”.
Pregunta el presidente, magistrado Cruz: “¿Algo más licenciada Nacira?”.
Responde la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación: “No, solamente”.
- 0 -

Por lo anterior, se adjuntan las certificaciones de contenido presupuestario N° 137-P-2020 y 139-P-2020 emitidas por el Departamento de Financiero Contable en donde se respaldan lo movimientos supracitados.
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Sin objeción alguna, se acordó: 1.) Aprobar el informe N° PJ-DGH-0174-2020 presentado por la Dirección de Gestión Humana que conllevan los ajustes respectivos en la relación de puestos del Poder Judicial. 2) Comunicar a la Fiscalía General de la República y a la Comisión de Anticorrupción y Transparencia las acciones realizadas para cumplir con el acuerdo de la Corte Plena para reforzar la Fiscalía de Probidad. 3.) Se deja constancia que existe contenido presupuestario para hacerle frente a los movimientos supracitados, así indicado en las certificaciones de contenido presupuestario N° 137-P-2020 y 139-P-2020 emitidas por el Departamento de Financiero Contable.
La Dirección de Planificación tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO V 


Documento N° 5657-20

	La Licda. Nacira Valverde informa que mediante correo electrónico de este jueves 7 de mayo de 2020, la servidora. Yacira Segura Guzmán Prosecretaria General de la Secretaría General de la Corte, solicitó a la Dirección de Planificación incluir en la agenda de Consejo Superior de Presupuesto, la solicitud realizada mediante Oficio 1062-DRA-2020, remitido por el Lic. Abelardo Solano Díaz y el MSc. Walter Espinoza Espinoza, Jefe de la Delegación Regional de Alajuela y Director General del Organismo de Investigación Judicial, respectivamente; en relación con el Informe N° 434-PLA-RH-OI-2020 del Departamento de Planificación, referente al estudio de Requerimiento Humano del Modelo de Tramitación de Juzgados de Ejecución de la Pena.
En este oficio se indica:

“(…) 

Estimados señores:

Con ocasión de lo que se expone en el Oficio N° 3874-20 de la Secretaría General de la Corte (oficio adjunto), y en relación con la transcripción del acuerdo tomado por ese Consejo Superior en sesión extraordinaria de presupuesto N° 38-2020, celebrada el 17 de abril del 2020, “ARTÍCULO XVI, DOCUMENTO N°4571-2020, en donde con base en el Informe N° 434-PLA-RH-OI-2020 del Departamento de Planificación, referente al estudio de Requerimiento Humano del Modelo de Tramitación de Juzgados de Ejecución de la Pena, se recomienda que las dos plazas de juez 2 y otra de juez Supernumerario Especializado en Ejecución de la Pena asignadas anterior y oportunamente a los Tribunales de Justicia de Alajuela dentro del proyecto denominado “Rediseño de Procesos del modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información”, pasen a ser ordinarias por temas de cargas de trabajo, se considera por nuestra parte que si tal circunstancia se llegara a valorar y eventualmente a aprobar se haría estricta y obligatoriamente necesario que de la mano a ese plan se disponga entonces también la conversión ordinaria de las dos plazas de Custodios de Detenidos (Custodio Policial) para esta Delegación Regional del OIJ de Alajuela y que como se puede establecer fueron parte indispensable como fundamental en aquel momento para poder hacer valer tal proyecto con eficiencia y eficacia, esto toda vez que de no llegarse a tomar esto en cuenta resultaría totalmente incongruente para el fin que se procura con dicha propuesta.-

Es de señalar que lo anteriormente planteado no deviene de un mero capricho ni mucho menos de una solicitud antojadiza, pues es evidente que el estudio en mención no es integral y descuida un aspecto de suma trascendencia y del que en definitiva carece, resultando más bien sustentarse nuestra pretensión en un criterio de razonabilidad y que se logra demostrar con motivo de la justificación misma que se plantea y extrae del oficio en estudio que aquí nos ocupa y que evidentemente nos vendría a cubrir en consecuencia a todos, esto al indicarse de forma literal por la misma Dirección de Planificación en su página 2 lo siguiente: 

II. Justificación de la Situación o Necesidad Planteada 

 Los recursos se solicitan con el propósito de atender el crecimiento registrado en la carga de trabajo debido a la celeridad alcanzada en los Tribunales de Juicio rediseñados y que han aumentado la cantidad de personas sentenciadas. En los últimos 24 años (1995 a 2019), el factor humano solo creció 63% en Ejecución de la Pena; en tanto la entrada de casos nuevos lo hizo en 89% y el circulante en 108%. 

Igualmente, previniendo la alta entrada de incidentes y el incremento de recurso humano que reorganizó la Defensa Pública en los Tribunales de Alajuela para abordar la demanda del servicio, atendiendo también la resolución de la Sala Constitucional para dar una respuesta oportuna a la población privada de libertad. Igualmente, se debe hacer frente al aumento de la carga de trabajo en estos Tribunales por el incremento de los brazaletes electrónicos que se han brindado como medidas alternas de las penas, lo que provoca mayor demanda de servicios es los Tribunales de la Ejecución de la Pena. (sic)
 
Con base en lo anterior, y conforme a la insuficiente cantidad de personeros que componen en la actualidad la Sección de Cárceles del OIJ de Alajuela, en este caso conformada por 28 servidores sin contar a su Encargado (Coordinador de Oficina de Apoyo Jurisdiccional), así como también con la exposición de los números que muestran la alta actividad laboral que en dicha oficina se lleva a cabo y que manifiesta, mes a mes, una tendencia de incrementar cada vez más las cargas de trabajo ya de por sí excesivas (ver cuadros estadísticos en el archivo digital adjunto); consideramos que en el caso de llegarse a ratificar la creación de las plazas de los Jueces en referencia se debería valorar también la parte operativa y logística que le corresponde atender ciertamente a este Organismo, pues de lo contrario representaría una evidente afectación en nuestro perjuicio por el aumento de las labores que ello nos representaría, esto sin estimarse de que tal descuido podría incluso pasarle una factura al área jurisdiccional que se vería igualmente afectada muy a pesar de crecer en recurso, eso al no considerarse ese otro elemento de gran valor y trascendencia  que le viene a dar sin mayor cuestionamiento a la Judicatura uno de los principales soportes para el desarrollo de su labor jurisdiccional; resultando en consecuencia, como se reitera nuevamente y por último, la total necesidad de que se tome en cuenta entonces la creación ordinaria de las dos plazas de Custodios de Detenidos que habían sido dispuestas en aquella oportunidad con permiso con goce de salario y sustitución (en el caso en particular del OIJ de Alajuela las plazas de custodio números 367989 y 44440); y de las que también, valga la oportunidad apuntar, se mantuvo su continuidad apenas hasta el trimestre anterior, eso muy a pesar de que sí se conservaron en esa condición las de los Jueces antes señaladas, lo cual nos provoca demoras y entorpecimiento en nuestras actividades ordinarias y de agenda diaria; planteamiento que consideramos debe ser conocido por ese Honorable Consejo para su consideración y lo que a bien se tenga disponer.- 

(…)”.
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		En sesión N° 21-18 celebrada el 15 de marzo de 2018, artículo XVIII, se tuvo por recibido el informe de la licenciada Patricia Álvarez Mondragón, Coordinadora de Área de Contratación Administrativa de la Dirección Jurídica y se autorizó la suscripción del Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Poder Judicial y el Ministerio de Justicia y Paz, con las observaciones y recomendaciones dadas. Asimismo, se instó a la Defensa Pública para que haga uso de los sistemas de videoconferencia ya que dicha herramienta, agiliza los procesos judiciales, en el tanto, las audiencias, juicios y otros se realizan aunque las personas involucradas se encuentren en diferentes lugares o países
Seguidamente, en sesión N° 19-19 celebrada el 1 de marzo de 2019, artículo XLVI, se tuvo por rendido el oficio N.º 34-PLA-OI-2019 de la Dirección de Planificación, en el que se remite el informe relacionado con el Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información, Modelo de Tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena.
Mediante la circular número 57-2020, del 27 de marzo de 2020, la Secretaría General de la Corte hizo de conocimiento de todos los despachos judiciales de país que conocen materia penal que este Consejo Superior en sesión extraordinaria número 29-2020, celebrada el 27 de marzo de 2020, artículo único, con fundamento en las medidas adoptadas por el Ministerio de Salud, por el Decreto Ejecutivo 42227-MS emitido el día 16 de marzo de 2020, en que se declara estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, así como en las atribuciones conferidas en el punto K) de la circular de la Secretaría General de la Corte número 52-20 del 20 de marzo de 2020 (acuerdo de Corte Plena tomado en sesión número 15-2020 del 20 de marzo de 2020); acordó comunicar las disposiciones para el adecuado funcionamiento del sistema de justicia penal durante la atención de la emergencia nacional por los riesgos de contagio del virus que ocasiona la enfermedad del Covid-19, dentro de las cuales se encontraba la siguiente: “1.9.- Con el objetivo de poder coordinar con el Ministerio de Justicia y Paz la utilización de videoconferencias las oficinas penales deberán levantar un listado de todas las diligencias programadas con personas privadas de libertad a partir del 1° de abril hasta el 30 de junio (NUE, fecha de vencimiento de la prisión preventiva, nombre de la persona, centro penal donde se encuentra, fecha y hora de la diligencia). Este listado también servirá al Ministerio para el seguimiento respectivo de las condiciones de salud de esa persona y revisar su capacidad para poder hacer la videoconferencia. Las oficinas penales que no cuenten con la tecnología para realizar la videoconferencia deberán buscar solventar en la medida de lo posible con alguna otra oficina o despacho cercano. El Ministerio de Justicia y Paz dará los contactos oficiales para poder remitir esa lista.”
	Seguidamente, en sesión N° 30-20 celebrada el 31 de marzo de 2020, artículo XL, se Aclaró el punto número 1.9. de la circular número 57-2020, del 27 de marzo de 2020, denominada “disposiciones para el funcionamiento del sistema de justicia penal durante la atención de la emergencia nacional por los riesgos de contagio del virus que ocasiona la enfermedad del Covid-19, conforme a lo dispuesto en la circular de la Secretaría General de la Corte número 52-20 del 20 de marzo de 2020”, en el sentido de que las audiencias en materia penal se realizarán preferiblemente y en la medida que los recursos lo permitan, por videoconferencia, sin que ello implique que sea el único medio para realizar las audiencias, las cuales, tratándose de personas privadas de libertad deben llevarse a cabo.
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Antecedentes relacionados con la Fiscalía de Ejecución de la Pena
	En sesión N° 19-19 celebrada el 1 de marzo de 2019, artículo XLVI, en lo que interesa, se tuvo por rendido el oficio N.º 34-PLA-OI-2019 de la Dirección de Planificación, en el que se remite el informe relacionado con el Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información, Modelo de Tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena, además se solicitó a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Fiscalía General de la República, que deberán realizar un esfuerzo en la redistribución de su personal, para que se asignen a lo interno la cantidad de plazas recomendadas (4 fiscalas/es y 4 custodias/os de personas detenidas), que atenderán específicamente la materia de Ejecución de la Pena en Alajuela, por lo que deberán comunicar a la brevedad posible a este Consejo y a la Dirección de Planificación las medidas adoptadas y las fechas en que se podrá disponer de dicho recurso, en aras de no perjudicar los objetivos del modelo propuesto.


- 0 -

Antecedentes relacionados con el ámbito jurisdiccional
En sesión N° 73-19 celebrada el 20 de agosto de 2019, artículo XXXV, en lo que interesa se tuvo por rendido el informe N° 1070-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el rediseño de tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, además, en vista de que el modelo de tramitación aprobado para los juzgados de ejecución de la pena del país incluye importantes mejoras tecnológicas a nivel de los sistemas de información que facilitarían la gestión aún sin personal adicional, se reactivan los efectos del acuerdo tomado en sesión 19-19, artículo XLVI.
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Refiere la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación: “Se hace la solicitud porque en un estudio de plazas, se aprueban recursos para el Juzgado de Ejecución de la Pena y hace un recuento de reforzamientos que se le han dado también a la Defensa Pública, por lo que me permití crear unas propuestas que no venían y no solamente indicar que se deniegan, sino que se propone que se incluya el antecedente a las acciones realizadas ante el Ministerio de Justicia para incorporar todo lo relacionado con espacios de video conferencia, porque todo lo que se está haciendo para ampliar esos servicios evidentemente va a ayudar en los Juzgado de Ejecución de la Pena, en el tema de traslados de las personas privadas de libertad, asimismo, incluir también el antecedente de la Defensa Pública, porque no fue ahí donde se incorporaron plazas extraordinarias ni mucho menos, sino que fue la misma Defensa Pública, la que con su distribución del recurso interno logro darle más recursos a la tarea que ya también la Sala Constitucional había indicado que tenía que darle mayor atención. Igualmente en la Fiscalía de la Ejecución de la Pena, la recomendación  en un informe que se mandó al Consejo Superior, es precisamente una reubicación de personas que están trabajando en San José  para que   se trasladen a Alajuela, la recomendación no se puede dar del todo en este momento porque el espacio físico de Alajuela está limitado, sin embargo, también se requiere de reacomodo interno y esto sería con recursos internos de  la Fiscalía. Finalmente, incluir el antecedente del año pasado, en donde se verifica que no son plazas nuevas, sino de los mismos recursos que se tuvieron de periodos anteriores es que se logró modificar la condición de la plaza de judicatura  y se están manteniendo en este momento los jueces para este Juzgado. Motivando con estos antecedentes, le hacemos la propuesta a ustedes, si a bien lo consideran”. 
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Sin objeción alguna, se acordó: 1) Si bien se conoce la carga de trabajo de las personas custodias, denegar la solicitud realizada por el licenciado. Abelardo Solano Díaz y el máster Walter Espinoza Espinoza, por su orden Jefe de la Delegación Regional de Alajuela y Director General del Organismo de Investigación Judicial, en virtud de los lineamientos del Ministerio de Hacienda y directrices institucionales de formulación presupuestaria 2021, hay que resaltar que las plazas brindadas en la Defensa Publica y el Ministerio Público, corresponden a recursos propios que han reordenado y priorizado las direcciones de esos ámbitos, y en el caso del ámbito jurisdiccional corresponden a plazas ya existentes, que también se redirecciono su uso, lo cual no involucra crecimiento de plazas nuevas para el Poder Judicial  2) Solicitar a la Dirección Ejecutiva informar detalladamente a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial de las acciones que se están realizando para reforzar el equipamiento y maximizar el uso de las video conferencias, en los Centros Penales, de todo el país, lo que puede impactar en el traslado de personas detenidas. 3) Estar atentos a la propuesta que realizará la Comisión de Asuntos Penales a la Corte Plena, para implementar las audiencias virtuales en los Juzgados de Ejecución de la Pena por medio del sistema TEAMS, lo cual podrá impactar en la forma de trabajo de los diferentes ámbitos auxiliares del Poder Judicial.
La Dirección de Planificación tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO VI 
Documento N° 5659-20

La licenciada Nacira Valverde indica que mediante oficio 4395-2020, la Secretaría de la Corte informó a la Dirección de Planificación el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria N° 40-2020 celebrada el 23 de abril de 2020, artículo XXIV, que literalmente dice:

“Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia; solicitar a la Dirección de Planificación que valide la necesidad del recurso y la viabilidad de incluir el requerimiento en las plazas a considerar para el presupuesto 2021. Se declara este acuerdo firme.”

- 0 -

Lo anterior se refiere a la gestión realizada por el Lic. Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo, mediante oficio 352-CACMFJ-AGA-2020 del 14 de abril del 2020,quien informó que el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional,  no dispone de recurso Técnico Supernumerario para atender la necesidad planteada para el Primer Circuito Judicial de Guanacaste, de acuerdo con lo recomendado en el informe 1337-PLA-OI-2019.
El informe indica lo siguiente:
“La Corte Plena en sesión No. 10-20 celebrada el 2 de marzo de 2020, artículo VIII, dispuso lo que literalmente dice:

En atención al oficio N°27-2020, comunicando el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión Nº105-19, celebrada el 3 de diciembre del 2019, artículo XVIII, que dispuso: 

“1.) Tomar nota de la comunicación que hace el ingeniero Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, mediante oficio N° 1941-PLA-SOI-2019 del 18 de noviembre de 2019 y dejar sin efecto el informe solicitado en sesión Nº114-17 celebrada el 21 de diciembre de 2017, artículo C, referente a la valoración del personal supernumerario que se encontraba cedido en diferentes despachos u oficinas judiciales. 2.) Trasladar el citado informe al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para su estudio e indique a este Consejo lo que corresponda.”

Analizado el acuerdo y en atención al punto 2, se informa:

1. El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, administra las plazas de Técnicos Supernumerarios según lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión Nº101-2016, celebrada el 3 de noviembre de 2016, artículo L.

1. Según lo acordado en la sesión de cita, el Consejo Superior aprobó los traslados de plazas contenidos en la recomendación 5.4 el informe 1725-PLA-2016, sobre la distribución de las plazas y destacar de manera permanente en diferentes oficinas judiciales, los puestos de Técnico Supernumerarios así validados por la Dirección de Planificación.

1. Desde el año 2017, este Centro ha mantenido un estricto control y revisión periódica sobre los planes de trabajo que atiende el programa de Técnicos Supernumerarios.

1. El Consejo Superior de la sesión Nº26-2019, celebrada el 21 de marzo de 2019, artículo XXXVI, aprobó el traslado de las plazas de Técnico Supernumerario 15722 y 15853 a la Sala Constitucional y 15747 a la Secretaria General de la Corte.

1. El recurso de puestos en categoría de Técnicos Supernumerarios adscritos en la actualidad a este Centro, se encuentran ocupados por personas en condición de propietarios.

1. Estos recursos, se encuentran asignados a diferentes planes de trabajo destacados en el Primer Circuito de San José.

1. Los planes de trabajo obedecen a diferentes gestiones y solicitudes que proviene de los despachos y que se canalizan a través de la Administración del I Circuito Judicial de San José, para dar cumplimiento con el Modelo de sostenibilidad del Poder Judicial.

1. Algunas plazas atienden colaboraciones que ha dispuesto el Consejo Superior, al conocer solicitud de alguna oficina judicial o estudio de la Dirección de Planificación.

1. Otras están destacadas para sustituir personas y recursos que, por medidas cautelares has sido trasladados a este Centro por acuerdo de Consejo Superior.

Del análisis realizado se determina, que no se dispone de recurso Técnico Supernumerario para atender la necesidad planteada para el Primer Circuito Judicial de Guanacaste. 

Para las consideraciones del Consejo Superior, es importante acotar que, si estiman destacar alguna de las plazas adscritas a este Centro para prestar colaboración al Primer Circuito Judicial de Guanacaste, se estarían variando condiciones esenciales del trabajador en condición de propietario; así como, las implicaciones presupuestarias para gastos por traslados, alimentación y hospedaje. 

[bookmark: _Hlk38282985]Por lo anterior, se recomienda al Consejo Superior que, a través de la Dirección de Planificación, valide la necesidad del recurso y la viabilidad de incluir el requerimiento en las plazas a considerar para el presupuesto 2021.”
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En sesión del Consejo Superior 114-17, artículo C, del 21 de diciembre de 2017, se tuvo por rendido el informe 1629-PLA-2017 de la Dirección de Planificación relacionado con el Programa de Técnicas y Técnicos Supernumerarios a nivel nacional; en el cual, entre otros puntos, se acordó solicitar a la Dirección de Planificación valorar en conjunto con el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional si las plazas de técnicos y técnicas supernumerarias que actualmente están cedidas a despachos u oficinas judiciales se mantienen o las recuperan para asignarlas a las Administraciones Regionales del país o a otros despachos que presentan una mayor necesidad, con el fin de darles el mejor uso posible dadas las circunstancias presupuestarias institucionales.

Asimismo, en sesión N° 68-18 celebrada el 31 de julio de 2018, artículo VIII, debido a que en diferentes gestiones el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional ha informado a este Consejo Superior que no puede colaborar con diferentes despachos judiciales por no contar con recurso supernumerario disponible, se acordó, solicitar a la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, jefa del citado centro, que remita un informe indicando los siguientes puntos: 1.) Cantidad de jueces y técnicos supernumerarios que actualmente hay nombrados en la institución y a cargo de ese Centro. 2.) Despachos donde están nombrados y cuál fue la motivación de designarlos en ese lugar. 3.) Desde que fecha se encuentran designados en el despacho y hasta que fecha se tiene previsto que brinde colaboración, así como las actividades específicas que se encuentran desarrollando y el plan de trabajo establecido.

Posteriormente, en sesión N° 68-19 celebrada el 1 de agosto del 2019, artículo LVIII, se tomó nota del informe número 753-CACMFJ-AGA-2019, del 19 de julio de 2019, suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y el licenciado Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo, mediante el cual remitieron el estado de las plazas adscritas a ese Centro de personas juzgadoras supernumerarias y técnicas supernumerarias actualizado a junio de 2019.

Luego, en sesión N° 79-2019 celebrada el 10 de setiembre del 2019, artículo LXXVII, se tuvo por rendido el informe N° 1337-PLA-OI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con “la necesidad de recurso técnico supernumerario en el Primer Circuito Judicial de Guanacaste y entre otras cosas se estuvo a la espera del informe solicitado en sesión 114-17, celebrada el 21 de diciembre de 2017, artículo C, el cual deberá rendirse a la brevedad posible.

Finalmente, en sesión N° 105-19 celebrada el 3 de diciembre del 2019, artículo XVIII, se tomó nota de la comunicación que hizo el ingeniero Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, mediante oficio N° 1941-PLA-SOI-2019 del 18 de noviembre de 2019 y se dejó sin efecto el informe solicitado en sesión Nº114-17 celebrada el 21 de diciembre de 2017, artículo C, referente a la valoración del personal supernumerario que se encontraba cedido en diferentes despachos u oficinas judiciales. Asimismo, se trasladó el citado informe al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para su estudio e indicara a este Consejo lo que correspondiera.

Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia; solicitar a la Dirección de Planificación que valide la necesidad del recurso y la viabilidad de incluir el requerimiento en las plazas a considerar para el presupuesto 2021. Se declara este acuerdo firme.”
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Dice la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación: “Sobre este informe la Dirección de Planificación ya lo había hecho, desde tiempos anteriores. El Consejo Superior había acordado que ya que los compañeros del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional habían indicado que no tenían la posibilidad de brindar el recurso, remitirlo para que se valorara en las sesiones de presupuesto de 2021. La Dirección de Planificación muestra igualmente la imposibilidad de crear plazas; lo que queda es la posibilidad latente y manifiesta de que se requiere recurso en el Circuito Judicial de Guanacaste, por eso en la propuesta se indica que se mantenga o se visibilice al menos la necesidad de que existe de crear el recurso y que no se está haciendo por las razones presupuestarias que hay a la fecha. Asimismo que el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional deberá en el momento que exista una plaza vacante o la posibilidad atender la necesidad detectada, esto para que se mantenga visible y no se deje del todo cerrada la posibilidad de que en algún momento se pueda dar ”.
Señala el presidente, magistrado Cruz: “¿Alguna observación?”  

- 0 -   

Sin objeción alguna, se acordó:  1) Mantener latente la necesidad de recursos visualizada en el informe 1337-PLA-OI-2019, dado que no existe la posibilidad de crear nuevo recurso humano, en virtud de los lineamientos del Ministerio de Hacienda y directrices institucionales de formulación presupuestaria 2021. 2.) Deberá el Centro de Mejoramiento y Apoyo a la Función Jurisdiccional en el momento que exista una plaza vacante o posibilidad de traslado de recursos, atender la necesidad detectada con recursos internos. 
	La Dirección de Planificación y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento a la Función Jurisdiccional, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO VII 

Documento N° 5660-20

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, presenta el oficio 661-PLA-RH-MI-2020, con el resultado del análisis de una serie de reconsideraciones planteadas mediante los oficios 779-DTI-2020 del 29 de abril de 2020 y 782-DTI-2020 del 30 de abril de 2020, suscritos por la M.Sc. Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 38-2020 (Presupuesto 2021), celebrada el 17 de abril del año en curso, artículo XXI, referente al estudio de Requerimiento de Recurso Humano 507-PLA-RH-MI-2020. Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, Agraria y pensión alimentaria). 
En esta oportunidad se dispuso:
 “1.) Aprobar el informe 507-PLA-RH-OI-2020 de la Dirección de Planificación y sus recomendaciones, las cuales son;  A la Jefatura de la Defensa Pública, Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo. En caso de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, asignar complementariamente asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensión Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos Aires, para completar las cargas de trabajo. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria. Reiterar la circular interna de la Dirección de la Defensa Pública, acerca de la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. Continuar con las capacitaciones a las personas defensoras públicas que manifiesten la necesidad, de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo. A la Dirección de Gestión Humana. Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, en las que se indicó realizar la valoración del perfil de la plaza ordinaria de Defensor Público, proveniente de la Secretaría Técnica de Género y de Acceso a la Justicia, en caso de que se apruebe el que asuma las funciones encomendadas en la atención de asuntos de Asuntos Agrarios y Contencioso Administrativo, donde figure como intervinientes personas indígenas y servidores judiciales; además, de la atención de asuntos ordinarios que así disponga la Dirección de la Defensa Pública. Considerar en las condiciones para contratar al nuevo personal las disposiciones de la nueva ley aprobada en su artículo 7 que indica: “(…) Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita (…)”. Adicionalmente, proponer en los concursos de estas nuevas plazas, que las personas contratadas dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas indígenas de tal forma que se pueda brindar un acceso real y más directo a las personas asistidas en estas zonas. Analizar en los nuevos concursos habilidades blandas como: Disposición para realizar las diligencias in situ, Utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camión, bote, panga, etc.), Comprender que la condición social y cultural implica procesos cuyo tiempo para invertirles es mayor, pues los canales de comunicación son diversos en los diferentes procesos y según el género. Analizar en conjunto con la Defensa Pública las condiciones de los concursos en propiedad de las plazas que atienden la materia Agraria, de tal forma que se amplié su condición para que las mismas puedan atender eventualmente otras materias, así como trasladarse a las diferentes zonas que disponga la Dirección de la Defensa Pública. A la Dirección de la Dirección de la Tecnología de la Información y Comunicación, se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, tales como: Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física. Coordinar lo relacionado con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos (SSC) y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con fin de obtener datos estadísticos para futuros estudios. A la Dirección de la Planificación. Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019; Una vez que se cuente con la mejora en los sistemas informáticos, que el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, verifique contar con la fórmula estadística de todas las materias para determinar la cantidad de expedientes donde figure una persona indígena, así como servidores judiciales, con el fin de contar con el insumo para futuros estudios que permitan establecer la proyección de la demanda del servicio. 2) En relación con la solicitud de los recursos necesarios para la implementación de esta nueva legislación deberá solicitarse la incorporación de los recursos al Ministerio de Hacienda, de forma separada al Presupuesto ordinario, ya que constituyen necesidades adicionales para el Poder Judicial. 3.) Rechazar las observaciones presentadas por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública y mantener el informe Nº 507-PLA-RH-OI-2020. 4.) Tomar nota de las observaciones presentadas por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y tener por corregidas las observaciones señaladas, dentro del citado informe. Se declara acuerdo firme.”
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Se debe leer en la parte dispositiva del acuerdo 507-PLA-RH-MI-2020 ya que se muestra error en la numeración del informe.
Este acuerdo fue comunicado mediante oficio 3897-20 del 27 de abril del 2020, a la Dirección de Planificación, Defensa Publica I Circuito Judicial, Gestión Humana y Dirección de Tecnología de Información.
En esta reconsideración la señora M.Sc. Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información en el oficio 182-DTI-2020 reitera el contenido del oficio 779-DTI-2020, y se plantea:

(Primera Reconsideración. Dirección de Tecnología de Información)

“Se indica que, para el primer punto, en los diferentes sistemas es posible identificar cuando un intervienes es una persona servidora judicial e indígena, permitiendo este indicador generar reportes de la cantidad de asuntos en esta condición.”

(Respuesta a primera Reconsideración. Dirección de Planificación)

Dichos oficios responden a la recomendación de la Dirección de Planificación señalada en el informe 507-PLA-RH-MI-2020 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas”, que literalmente dice:

“Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física.”

- 0 -

La recomendación anterior se realiza debido a que durante el estudio técnico realizado por la Dirección de Planificación para detectar las necesidades institucionales a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas, se detectaron limitaciones en la información estadística para poder identificar personas usuarias indígenas o servidoras judiciales, en las bases de datos de los Juzgados, tanto para causas activas como para el histórico de estas, ya sean causas entradas o terminadas.
Al afirmar la Dirección de Tecnología de Información que la mejora se encuentra implementada, la recomendación de la Dirección de Planificación se direcciona a la adecuada utilización de los sistemas de información  por parte del personal judicial de los diferentes despachos a nivel nacional, igualmente, que se genere el reporte de los diferentes sistemas, entiéndase Gestión, Escritorio Virtual, Seguimiento de Casos con la información de los intervinientes a nivel nacional y por despacho judicial, de tal forma que pueda ser utilizado de consulta e insumo para la labor que realiza la Comisión de Acceso a la Justicia en este tema.  Es importante recordar que, esta información estadística actualizada y fiable permite obtener con certeza de las necesidades institucionales reales. Además, son datos estadísticos que serán insumo para futuros estudios técnicos, así como la labor diaria de la Comisión de Acceso a la Justicia.
Finalmente, recordar que, en caso de que el personal judicial de los diferentes despachos del país requiera de capacitación, esta debe ser solicitada a la Dirección de Tecnología de Información.

	Anexos

	Anexo 1 – 779-DTI-2020
	


	Anexo 1 – 782-DTI-2020
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Señala la Inga. Gabriela Picado  González, Jefe, a.í. Subproceso de Modernización Institucional: “El acuerdo básicamente lo que establece es la aprobación del informe de impacto organizacional sobre la ley de pueblos indígenas y se rechazan algunas observaciones que ya habían sido planteadas en su momento tanto por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, así como por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública y se mantiene lo recomendado en el informe, sin embargo, después del acuerdo presentan reconsideraciones y me voy a permitir indicar cada una de estas. En el caso de Tecnología la primera reconsideración señala que ya es posible hoy en los sistemas informáticos identificar cual persona ya sea servidora judicial o población indígena, no obstante, reiteramos que durante el estudio técnico fue imposible detectar esta necesidad, lo que hacemos es mantener la recomendación pero redireccionarla además a las oficinas para el uso adecuado de los sistemas, tomando en consideración que la Dirección de Tecnología de la Información manifiesta que la variable existe, entonces que se mantengan actualizados los sistemas y adicionalmente que se genere el reporte en relación a la incorporación de estas variables para la toma de decisiones”.
- 0 -  

Sin objeción alguna, se acordó: Aprobar el informe 661-PLA-RH-MI-2020, con el resultado del análisis de una serie de reconsideraciones planteadas al estudio de Requerimiento de Recurso Humano 507-PLA-RH-MI-2020, relativo al Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, Agraria y pensión alimentaria). 
La Defensa Pública y la Dirección de Tecnología tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO VIII   

Documento N° 5663-20

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, presenta el oficio 690-PLA-RH-OI-2020, Continuidad de las plazas otorgadas como resultado de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil.
	I. Plazas por Analizar

ÁMBITO ADMINISTRATIVO
	Despacho
	Can-
tidad
	Tipo de
plaza
	Condición
actual
	Recomen-
dación
	Período

	Dirección de Tecnología de Información
	1
	Profesional en Informática 2
	Extraordinaria
	Extraordinaria
	2020








ÁMBITO JURISDICCIONAL
	Despacho
	Can-
tidad
	Tipo de
plaza
	Condición
actual
	Recomen-
dación
	Período

	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	1
	Jueza o Jueza 5
	Extraordinaria
	Extraordinaria
	2020

	Sala Primera
	2
	Profesional en Derecho 3B
	Extraordinaria
	Extraordinaria
	2020












	Despacho
	Can-
tidad
	Tipo de
plaza
	Condición
actual
	Recomen-
dación
	Período

	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	2
	Jueza o Juez 2
	Extraordinaria
	Extraordinaria
	2020

	
	4
	Técnica o Técnico Judicial 1
	Extraordinaria
	Extraordinaria
	2020


ÁMBITO JURISDICCIONAL 
 (Planes de descongestionamiento)




	
II. Justificación de la Situación o Necesidad Planteada

Se procede a analizar los recursos otorgados de manera extraordinaria para el 2020, como resultado de la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil y para la ejecución de planes de descongestionamiento en oficinas y despachos que conocen materia civil y cobratoria. A poco más de un año de la reforma, se procederá a determinar los elementos necesarios que hagan visualizar la permanencia en el tiempo de las plazas concedidas.


	III. Información Relevante 

3.1 Antecedentes

· El nuevo Código Procesal Civil, Ley 9342 fue publicado en el Diario Oficial la Gaceta en el Alcance 54 del viernes 8 de abril de 2016, entrando en vigor 30 meses después de su publicación, es decir, el 8 de octubre de 2018.

· La Dirección de Planificación mediante informe 24-PLA-MI-2017, aprobado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria de Presupuesto 39-17 celebrada el 26 de abril 2017, artículo I, y por Corte Plena en sesión 15-17 del 31 de mayo de 2017, artículo IV relacionado con el Impacto Organizacional y Presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Civil para el 2018.
· Informe de la Dirección de Planificación 32-PLA-MI-2018, aprobado por el Consejo Superior en sesión 34-18 del 25 de abril de 2018, artículo III y sesión 42-18 del 15 de mayo 2018, artículo VI, VIII, IX y X.
· Acuerdo del Consejo Superior en sesión 38-19 del 2 de mayo de 2019, artículo I, donde se conoció el informe 555-PLA-RH-MI-2019 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil para el 2020” 
· Acuerdo del Consejo Superior 47-19 (presupuesto 2020) del 23 de mayo de 2019, artículo III donde se conoce la reconsideración 036-CJC-2019 del 9 de mayo de 2019, suscrito por el Magistrado William Molinari Vilches, Coordinador de la Comisión de la Jurisdicción Civil, por lo acordado por el Consejo Superior en sesión 38-19 del 2 de mayo de 2019, artículo I.

3.2. Análisis de las plazas

Las plazas bajo análisis se concedieron con el objetivo de apoyar la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342) en octubre de 2018, lo que generó un impacto en el procedimiento, la competencia y la estructura organizacional de los despachos judiciales que se encargan de la tramitación de la materia civil.

3.2.1 Plaza otorgada a la Dirección de Tecnología de Información

El recurso concedido se ha venido otorgando desde el 2016 con la finalidad de apoyar el desarrollo de las mejoras informáticas requeridas en los sistemas que utilizan los despachos judiciales que conocen materia civil, como el Sistema de Gestión, Escritorio Virtual, el SREM y el CERODOC, entre otros.

Entre el 2016 y 2018 fueron desarrolladas más de 100 mejoras en los diferentes sistemas necesarios para la implementación del Nuevo Código Procesal Civil.

Para el año pasado se condicionó su permanencia para que finalizara en diciembre a finales de 2020, fecha en que debían estar desarrolladas e implementadas todas las mejoras de los diferentes sistemas.

3.2.1.1. Labores realizadas en el 2019

En el 2019 se tenía planificado desarrollar 17 mejoras más de diferentes sistemas, además de las labores de mantenimiento y sostenibilidad que requieren los sistemas informáticos.

En oficio 398-DTI-2020 del 20 de febrero de 2020, de la Dirección de Tecnología de Información, se indicó que el recurso extraordinario desarrolló 15 mejoras, dos menos de las que se tenían planeadas desarrollar, para un resultado del 88% de rendimiento respecto al objetivo establecido para el 2019. A continuación, se describen las mejoras desarrolladas en los sistemas a cargo del recurso adicional:

1. Sistemas Gestión en Línea, servicio envío de demandas, reparto por procedimiento,
2. Sistemas Recepción de Documentos (CEREDOC), envío de demandas, reparto por procedimiento,
3. Servicio de Tramitación, envío de demandas, reparto por procedimiento,
4. [bookmark: _Toc12887337]Sistema Escritorio Virtual, reparto por procedimiento,
5. Sistema Gestión, reparto por procedimiento, 
6. Solicitudes de embargo en el Sistema Escritorio Virtual,
7. Sistema SREM, crear servicios para solicitudes de embargo de bienes muebles e inmuebles,
8. Registro de Resolución automatizada, relacionar fases y estados con datos de resolución,
9. Sistema Escritorio Virtual y Escritos por conocimiento,
10. Sistema Recepción de Documentos y Escritos por conocimientos,
11. Sistema Gestión en Línea y Escritos por conocimiento,
12. Servicios de Tramitación,
13. Ajustes en el Cálculo de Intereses,
14. Sistema Escritorio Virtual, sobre estado cancelado de escritos,
15. Ajustes al reparto asunto por familia para nueva estructura del Tribunal Colegiado Civil.

Adicionalmente el recurso se dedicó a la atención de usuarios, apoyo y seguimiento al uso de dichas mejoras en todas las oficinas civiles y atención de 106 reportes recibidos de las personas usuarias.

3.2.1.2. Labores por realizar en el 2020

Para el 2020, el recurso adicional junto con tres recursos ordinarios se dedicará al desarrollo de más de 100 mejoras realizadas en los sistemas actuales para migrarlas al nuevo Sistema de Gestión que está en proceso de desarrollo y que según la Msc. Vivian Rímola Soto, Jefa a.í del Subproceso de Sistemas Jurisdiccionales de la Dirección de Tecnología de Información se culminará a finales de julio del 2022, con el equipo de trabajo indicado.

La Msc. Rímola Soto señaló que, de no contar con ese recurso, el plan de trabajo se vería afectado y no se finalizaría en el tiempo establecido, experimentando un atraso de aproximadamente diez meses, lo que tendría una incidencia negativa en los despachos civiles y su migración al nuevo Sistema de Gestión.

3.2.1.3. Criterio sobre la continuidad de la plaza

La Msc. Rímola Soto indicó que actualmente se cuenta con 108 despachos civiles, entre juzgados y tribunales, a los cuales se les debe dar mantenimiento y sostenibilidad a los sistemas actuales, el nuevo Sistema de Gestión que está en proceso de desarrollo y atención de nuevos requerimientos que surjan como parte normal de la actualización de la plataforma, cambio de los procesos o posibles variaciones en la legislación, por lo que considera necesaria la permanencia del recurso extraordinario y en condición ordinaria.

De lo analizado la Dirección de Planificación evidenció el buen uso del recurso extraordinario que ha sido concedido en estos años, siendo parte fundamental del equipo de desarrollo de las mejoras que requerían los sistemas informáticos utilizados por los despachos que conocen materia civil como resultado de la implementación del Nuevo Código Procesal Civil, no obstante, la plaza desde su origen se ha considerado que tenía una temporalidad claramente definida por el desarrollo e implementación de las mejoras requeridas para los sistemas que actualmente utilizan los despachos civiles que permitieran iniciar con los cambios requeridos por la Reforma Civil, los cuales en oficio 555-PLA-RH-MI-2019 aprobado por el Consejo Superior en sesión 38-19 del 2 de mayo de 2019, artículo I y sesión 47-19 del 23 de mayo de 2019, artículo III, se establecieron como fecha límite al 2020.

Por lo anterior, la Dirección de Planificación considera que si bien el recurso cumplió con su objetivo, las mejoras que se deben implementar en el nuevo Sistema de Gestión hacen necesaria la permanencia del recurso por el 2021, máxime que es la herramienta de registro de información de la materia civil. Además, de las labores que deberá desempeñar dando mantenimiento y sostenibilidad al nuevo sistema informático.


3.2.2 Plazas adscritas al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ).

Plaza de Jueza o Juez 5

Al igual que las otras plazas que se analizan en el presente informe, la plaza de Jueza o Juez 5 se otorgó con la finalidad de apoyar la Reforma Civil, específicamente para el seguimiento y emisión de recomendaciones a los despachos conforme a su experiencia y como contraparte jurisdiccional en los procesos administrativos y de revisión de las recomendaciones emitidas por las plazas de seguimiento (Profesional 2) del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ) en los diagnósticos que realicen en los despachos que conocen la materia civil.


3.2.2.1. Labores realizadas en el 2019

Mediante oficio 30-CACMFJ-JEF-2020 del 12 de febrero de 2020 se indicaron las labores que la plaza extraordinaria ha venido realizando, las cuales se destacan en el siguiente detalle:


1. Ejecutar acciones y análisis jurídicos complejos para asesorar en materia jurídica a las instancias administrativas. 
2. Brindar asesoría legal a los profesionales del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ) y las demás dependencias administrativas que requieran un criterio experto para la correcta aplicación de la normativa relacionada con la materia Civil y de Cobro. 
3. Revisión de las recomendaciones emitidas por las plazas de seguimiento (Profesionales 2) del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional en los diagnósticos realizados en los despachos civiles.
4. Emisión de recomendaciones a los despachos judiciales conforme a su experiencia y como contraparte Jurisdiccional en los procesos administrativos.
5. Revisión y aprobación de los expedientes recibidos en los distintos Planes de Descongestionamiento.
6. Fungir como punto de enlace entre las personas juzgadoras que integran los Planes de Descongestionamiento y los despachos judiciales que reciben la colaboración (expedientes pendientes para fallo y trámite).
7. Elaborar informes legales que deban analizar situaciones específicas para incorporar en los estudios realizados por los distintos entes administrativos. 
8. Asistir a reuniones y conformar equipos de trabajo cuando se requieran.
9. Revisar y actualizar normas prácticas, circulares y protocolos, entre otros de tipo legal. 
10. Elaborar proyectos de ley, reformas legales o consultas formuladas sobre consultas de ley, entre otros. 
11. Analizar e investigar normativa, jurisprudencia, doctrina, expedientes y cualquier otra fuente bibliográfica para la elaboración de criterios legales, obtener y suministrar información. 
12. Realizar visitas a los despachos judiciales para profundizar en el conocimiento de los procesos y aspectos propios de la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil y del rediseño realizado por el órgano técnico.
13. Impulsar la ejecución de las acciones pendientes según lo detectado en las visitas realizadas a los despachos que conforman la Jurisdicción Civil.
14. Consultar y analizar los datos estadísticos reflejados en los distintos sistemas informáticos (Escritorio Virtual, SIGMA, Agenda Cronos, Sistema de Gestión, entre otros).
15. Atender las consultas propias de las funciones de asesoría legal que realizan, que le formulen los superiores, compañeros y público en general, ya sea en forma personal, telefónica y vía correo electrónico. 
16. Asistir a reuniones convocadas por distintos entes.
17. Confeccionar oficios sobre diversos temas. 
18. Brindar criterio técnico para el desarrollo y aplicación de mejoras informáticas. 
19. Rendir informes sobre temas que se le asignen en el ámbito de su competencia. 
20. Verificar la validación de los datos estadísticos solicitados por medios de Prensa y Comunicación, así como Prensa y Comunicación del Poder Judicial.
21. Elaboración y publicación de cápsulas informativas sobre los avances realizados en los despachos que conforman la Jurisdicción Civil. 
22. Elaboración de talleres de interés para la materia Civil que pueden estar en asocio con otros entes administrativos. 
23. Realizar otras labores propias del cargo.

Como se demuestra existen diversas actividades asignadas a la plaza extraordinaria que han contribuido con la atención de los temas relacionados con la materia civil. 

Ahora bien, revisando los informes de labores del 2019, aportados por el Centro de Apoyo, no se obtuvo evidencia de la realización de todas las labores asignadas a estas plazas (un recurso ordinario y el otro extraordinario), anteriormente numeradas, por el contrario, se determinó que se centraron en el 2019 a atender las siguientes actividades:

1. Asistencia a reuniones: tanto con despachos, como con personal del CACMFJ, Comisión de la Jurisdicción Civil y otras dependencias involucradas con el funcionamiento de los despachos civiles.
2. Atención de consultas: de los despachos judiciales y otros entes involucrados en la Reforma Civil
3. Labores de coordinación: coordinaciones con entes jurisdiccionales y administrativos para apoyar el proceso de la Reforma Civil.
4. Visitas: realización de visitas a los despachos que conocen de materia civil y cobratorio
5. Revisión de planes de descongestionamiento: en conjunto con las plazas del Centro de Apoyo.


Para ampliar sobre este apartado, se realizó un análisis de los informes de labores aportados, obteniendo como resultado lo siguiente:

Gráfico 1
Labores realizadas por el equipo de gestores en materia civil
(período 2019)

[image: ]
   Nota:  El informe de labores de junio no fue aportado en el informe 30-CACMFJ-JEF-2020.
  Fuente: elaboración propia con información obtenido de los informes de labores enviados por el Centro de Apoyo, 
Coordinación y    Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.

Como se desprende, la concentración de labores del equipo de gestoría civil se centró en dos actividades, asistencia a reuniones de diferente índole que representó un 72% de la totalidad de actividades realizadas y la visita a 69 despachos judiciales que atienden materia civil y cobratoria del país, equivalente a un 25% del total de labores.

Adicionalmente, como es el caso de cualquier otro recurso que se conceda en la institución, tuvieron que atender una serie de labores consideradas misceláneas propias del puesto, las cuales se detallan en el anexo 1 que aportó el Centro de Apoyo.

3.2.2.2. Labores por realizar en el 2020

Para el 2020, el Centro de Apoyo indicó que además de ejecutar las labores que realizó durante el 2019 y que fueron descritas en el apartado anterior, se dedicarán a atender los pendientes, como resultado de las visitas que se efectuaron el año pasado, que según el cronograma para el presente año se atenderán en el transcurso del primer semestre (ver anexo 6.2.). De parte del Centro de Apoyo no se detallaron de manera puntual los pendientes que atenderán estas plazas, pero sí indican lo que realizarán de la siguiente manera:

· Elaboración del informe solicitado por la Dirección de Planificación para el abordaje de los pendientes relacionados con esa Dirección según las visitas
· Impulsar la equiparación de la entrada de demandas nuevas en los Juzgados Cobratorios del Primer Circuito y Segundo Circuito Judicial de San José.
· Visitar a los 69 despachos Civiles del país
· Reuniones mensuales con los grupos creados para la implementación de la Reforma Procesal Civil (Dirección Tecnología de la Información, Gestión Humana, Infraestructura, Comunicación, Digesto, Cobro Judicial e Implementación Jurídica).
· Coordinación de un consolidado SIGMA para el desarrollo de un modelo de consulta y comparativo de despachos judiciales.
· Labores ordinarias

En este sentido se echa de menos la existencia de un plan de trabajo que refleje de manera pormenorizada las actividades, tiempos de ejecución y cronograma de visitas.  Además no fue posible contar con evidencia detallada de los resultados de todas las tareas que se ejecutaron. 

3.2.2.3. Labores para realizar en el 2021

Mediante correo electrónico del 4 de marzo de 2020 el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional aportó el cronograma de actividades a realizar por el equipo de gestores de Materia Civil en el 2021(ver anexo 6.2.).,que igual al del 2020 se centró en la asistencia a reuniones, labores de coordinación y visitas a los 69 despachos que conocen materia civil y cobratoria del país, labores que se repiten desde el 2019, con miras a reafirmar los alcances de la reforma civil implementada.  Se hace necesario que este recurso lleve los controles pormenorizados de las minutas con sus acuerdos, recomendaciones, acciones y seguimientos que se dan a los diferentes juzgados a nivel nacional, para poder visualizar su impacto.

3.2.2.4.Criterio sobre la continuidad de la plaza

En reunión realizada con la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo, indicó la necesidad de continuar con las plazas de Gestores en materia civil y cobratoria, ya que esas plazas deben atender todos los despachos a nivel nacional que conocen dichas materias, lo que genera los insumos suficientes para visualizar la permanencia del recurso extraordinario en el tiempo.

Si bien la plaza de Jueza o Juez 5 (Gestor de materia civil), realizó una función medular en la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil, y actualmente en las labores de seguimiento de los despachos que conocen materia civil y cobratoria, esta Dirección estima que la plaza ya cumplió con su objetivo y que al finalizar el presente año, poco más de dos años después de la Reforma Civil, ya las oficinas se encuentran adaptadas a los cambios que se originaron de la reforma. No obstante, se debe redireccionar los esfuerzos que atenderá ese recurso y realizar modificaciones en la forma de abordar las necesidades que presentan los despachos con la atención de la materia, así como presentar mejoras en la forma de abordar los casos y que contribuyan a estabilizar aún más la cantidad de asuntos que ingresan y circulan en esos despachos.

Plazas de Jueza o Juez 2 y Técnica o Técnico Judicial 1

Las plazas se han concedido para la atención de planes de descongestionamiento en diferentes despachos que conocen de materia cobratoria del país, la cual se ha evidenciado en diferentes informes que es la que genera la mayor carga de trabajo a la institución, representando un 56% del circulante total.

3.2.2.4. Labores realizadas en el 2019

Las plazas se encuentran adscritas al Centro de Apoyo y de acuerdo con esa dependencia, durante el 2019 las plazas se dedicaron a ejecutar varios planes de trabajo, que se basaron en la producción esperada para cada plaza de persona juzgadora y técnica judicial en condición extraordinaria.

El plan de trabajo se conformó con dos equipos de trabajo de un juez con apoyo de dos técnicas o técnicos judiciales, estableciendo una cuota de trabajo de 27 asuntos diarios en el caso de los técnicas y técnicos judiciales y 54 procesos firmados por persona juzgadora, para un promedio de 1134 asuntos por mes por grupo de trabajo, lo que se esperaba generaría en el año un total de 25.515 asuntos tramitados por ambos equipos de trabajo. En el siguiente gráfico se observan los resultados obtenidos en el 2019:

Gráfico 1
Rendimiento personal Técnico Judicial extraordinario 
del Plan de Descongestionamiento Cobro 2019

[image: ]
Fuente: Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

Gráfico 2
Rendimiento personal Juzgador extraordinario 
del Plan de Descongestionamiento Cobro 2019

[image: ]
Fuente: Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

Como se visualiza de los gráficos anteriores, el recurso extraordinario cumplió los planes de acuerdo con la producción esperada (ajustada[footnoteRef:1]), obteniendo rendimientos por arriba del 100%, lo que generó réditos en los 13 despachos que se incluyeron en el plan de descongestionamiento, más que todo en lo que a plazos de respuesta se refiere. El siguiente cuadro muestra los despachos donde se impactó más con los planes de trabajo:  [1: La producción esperada es la establecida pero tomando en consideración factores que pueden afectar el cumplimiento del plan de trabajo, como incapacidades, vacaciones o ascensos.] 


[image: ]
Fuente: Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

Es importante destacar el caso del Juzgado de Cobro de Primer Circuito Judicial de Alajuela, que antes del abordaje tenía aproximadamente un total de 22 mil demandas nuevas y manejaba un plazo de respuesta de 7 meses para la persona usuaria, situación que al finalizar el plan varió positivamente, ya que quedaron sin demandas nuevas pendientes de tramitar, llevando al despacho a tiempos de respuesta casi inmediatos en lo que respecta al ingreso de nuevas demandas.

3.2.2.5. Labores por realizar en el 2020

Para el 2020, se mantiene el mismo plan de trabajo del 2019, estableciendo una producción anual de 25.515 asuntos atendidos por los recursos extraordinarios concedidos, brindando colaboración a los siguientes despachos cobratorios:

· Juzgado de Cobro de Puntarenas
· Juzgado del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica
· Juzgado del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Golfito
· Juzgado Segundo del Primer Circuito Judicial de San José.
· Juzgado Primero de Primer Circuito Judicial de San José.
· Juzgado del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Sede Pococí.
· Juzgado del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste.
· Juzgado del Primer Circuito Judicial de Guanacaste.
· Juzgado del Primer Circuito Judicial de Alajuela.

De mantenerse ese recurso apoyando los despachos señalados, se esperaría una cantidad semejante de producción para el 2020.

3.2.2.6. Criterio sobre la continuidad de las plazas

De acuerdo con el criterio brindado por la Licda. Chacón Murillo, Directora del Centro de Apoyo, la materia cobratoria, sigue incrementando su carga de trabajo, por lo que todo esfuerzo para lograr contener el alto circulante es necesario, y se estima necesario que las plazas se mantengan más allá del 2020, inclusive de forma ordinaria.

Esta Dirección de Planificación considera que, si bien los recursos adicionales se habían concedido de manera extraordinaria para el 2020 con el fin de determinar el efecto que generaban los cambios en competencias territoriales y mejoras informáticas realizadas en esta materia, para la automatización de algunos de los procesos que se ejecutan en estas oficinas, el tiempo ha evidenciado que el circulante de materia cobratoria sigue en aumento, como se visualiza en el siguiente gráfico:

Gráfico 1
Circulante final de la materia de Cobro 
Del 2016 al 2019
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Fuente: Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

Por lo anterior, esta Dirección determina que los recursos son necesarios para continuar coadyuvando con la atención de los planes de descongestionamiento de los despachos de materia cobratoria, pero de forma extraordinaria, ya que se pueden realizar modificaciones en la forma de abordar la materia cobratoria, así como se den mejoras informáticas que generen impacto y varíen las necesidades en las categorías de las plazas bajo análisis.

3.2.3 Plazas de Profesional en Derecho 3B adscritas a la Sala Primera

Las plazas originalmente fueron otorgadas con la finalidad de atender el incremento que se podría generar como resultado de los planes de descongestionamiento del fallo Civil y los cambios en competencia como resultado de la entrada en vigor del Nuevo Código Procesal Civil en octubre de 2018. 

Para el 2019, las dos plazas otorgadas correspondían a  puestos de Técnica o Técnico Judicial 3, no obstante, producto de propuestas en atención al Rediseño de la Sala Primera, realizado por la Dirección de Planificación se acordó con las Magistradas y Magistrados que conforman la Sala solicitar el cambio para conceder para 2020 esos dos recursos como Profesional en Derecho 3B con el fin de atender el circulante de vieja data de la Sala Primera según el plan de trabajo propuesto mediante el informe de la Dirección de Planificación 1010-PLA-MI-2019, aprobado por el Consejo Superior en sesión 68-19 del 1 de agosto de 2019, artículo XLIII. 

Adicionalmente, mediante informe 23-PLA-MI-2020 elaborado por la Dirección de Planificación y aprobado por el Consejo Superior en sesión 06-2020 del 23 de enero de 2020, artículo LIV se aprobó la recomendación de la nueva estructura para la atención de la carga ordinaria de la Sala Primera y que toma en cuenta los 2 recursos de Profesional 3B bajo análisis así como 2 permisos con goce de salario y sustitución de plazas de Profesional 3B necesarias para completar la estructura óptima para que la Sala pueda atender la entrada (admisión). 

Dentro del informe indicado se propusieron 4 escenarios, de los cuales, de manera consensuada entre la Sala Primera y la Dirección de Planificación[footnoteRef:2], se aprobó el número cuatro, que permite contar en el Área de Admisión con 6 profesionales, 4 con una cuota regular mensual de 28 proyectos cada uno y dos letrados “facilitadores” con cuotas diferenciadas (entre 21 y 22 proyectos para cada uno), por las labores distintas que deben ejecutar. De igual manera, el total de ese personal se dividirá en dos equipos conformados por 3 Profesionales en Derecho 3B (2 letrados y un letrado “facilitador”) para la atención de la materia Contenciosa Administrativa y los restantes para labores de admisión de materia civil y otras. [2:  Reunión efectuada el 17 de diciembre de 2019.] 


Asimismo, en el Área de Fondo se destacarán 4 letrados por oficina de Magistratura (5 en total), de los cuales 3 se dedicarán a la atención de la carga ordinaria con una cuota mínima de 4 proyectos mensuales y uno en la atención de circulante de vieja data en forma permanente, con una cuota mensual mínima de 3 proyectos, lo que daría como resultado, al considerar las 5 oficinas de magistratura la atención anual de 675 casos de la carga ordinaria y 169 casos considerados de vieja.

Con esa conformación se espera obtener los siguientes beneficios:

· Atención de la admisión en todas las materias en forma completa.
· Homologación de criterios de los profesionales destacados en la admisión bajo una guía clara.
· Figura de Facilitador que coadyuve y asegure el cumplimiento de criterios de estandarización.
· Mayor especialización en el trámite de los recursos en los proyectos de sentencia, pues los letrados de las oficinas de Magistratura se dedicarán exclusivamente a la redacción de proyectos de fondo.
· Disminución del circulante de proyectos de fondo de vieja data en las oficinas de Magistratura.
· Mejor servicio al usuario externo, con la reducción de plazos de resolución en los recursos de casación.

Es importante recalcar el impacto que tiene la Ley 9342 en la entrada en la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia en donde a partir del 8 de octubre 2018 con la reforma introducida a los artículos 95, 95 Bis y 105 a la Ley Orgánica del Poder Judicial la Sala de Casación se vio impactada directamente en virtud de lo siguiente: 
· Sala Primera conoce como “segunda instancia” las sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados de Primera Instancia Civil a nivel nacional que solo tienen recurso de casación ante la Sala. Lo que justifica el incremento en la entrada en recursos de casación de esa materia, que paso de 245 asuntos[footnoteRef:3] en 2018 a 669 casos en 2019, es decir un incremento del 173%. [3:  Entrada total de la Sala en materia Civil para 2018, sin contemplar los conflictos de competencia ni los asuntos de Auxilio Internacional. ] 

· Hasta el 8 de octubre de 2018, la Sala Primera conocía de manera exclusiva los asuntos de Auxilio Internacional independientemente de la materia. Sin embargo, con la entrada en vigencia Ley 9342 y de la reforma introducida al artículo 54 inciso 7 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Sala Primera solo es competente para conocer los asuntos nuevos de Auxilio Internacional en materias Civil y Comercial por lo que no se reporta entrada en otras materias pero aún mantienen circulante en materia de familia principalmente que se encuentran suspendidos por un recurso planteado donde se consulta cuál Sala (Primera o Segunda) es competente para conocer esos asuntos. 
· Incompetencia de oficio: a partir de la entrada en vigencia de la Ley y de conformidad con lo establecido en el artículo 8.3 (Competencia por territorio) en materia Civil y Cobratoria aplica la declaración de incompetencia de oficio, es decir, el Juzgado sin necesidad de que la parte gestione la excepción de incompetencia, puede trasladar el conocimiento del asunto al juzgado que corresponda. 
En virtud de la interpretación de esa norma realizada por el Juzgado de Cobro de Alajuela, este Juzgado remitió 6 757 expedientes por incompetencia a otros Juzgados del país (asuntos con fecha de ingreso anterior a la entrada en vigencia de la Ley 9342), lo cual resulto en conflictos de competencia planteados ante la Sala Primera, que elevo la entrada en 2019 de este tipo de asuntos en la Sala (un total de 5315 conflictos de competencia en Cobro Judicial en 2019) y que corresponde a un caso particular. Esos asuntos están siendo resueltos de forma masiva como parte de un plan de trabajo. 

Tal y como se observa en el siguiente gráfico de 2016 a 2019 se presentó un incremento en la entrada de la Sala de 5921 casos (413%), asimismo se logró incrementar la cantidad de asuntos terminados en 3200 casos del 2016 con respecto al 2019 (242%). 

Gráfico 1
Balance General Sala Primera 2016-2019
[image: ]
Fuente: Subproceso de Evaluación a partir de estadísticas judiciales 2016-2019.

En virtud de la estructura actual en Primera Instancia Civil, es de esperar que en adelante la entrada de recursos de casación en materia Civil en Sala Primera se mantenga, principalmente por los recursos contra sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados de Primera Instancia que representan el 38% (524 recursos) de la entrada de este tipo de recurso a la Sala (entrada total 2019 fue de 669 casaciones entre todas las materias).


Gráfico 2
Procedencia de los recursos de casación recibidos por la Sala Primera, 2019
[image: ]
Fuente: Subproceso de Evaluación a partir de estadísticas judiciales 2019.


3.2.3.1. Labores por realizar en el 2020

Tal y como se propuso en el informe 23-PLA-MI-2020, esas plazas se incorporan a las letradas y letrados en la Sala Primera, con el fin de dar soporte en la nueva estructura aprobada para la atención de la carga ordinaria y circulante de vieja data existente.

Las plazas analizadas junto con el resto de las profesionales en derecho 3B se destacarán en el Área de Admisión o bien en las oficinas de Magistratura,  bajo la estructura descrita en el apartado 3.2.3. del presente informe, por lo tanto, es necesario mantener la recomendación de la continuidad de las plazas analizadas pues las mismas, de acuerdo con la entrada mensual de asuntos (la cual se calcula en aproximadamente 152 asuntos mensuales)[footnoteRef:4] y el circulante de vieja data existente son requeridas. [4: Se consolida el promedio mensual con la entrada de la Sala Primera y Tribunal de Casación. Se excluye asuntos de Auxilio Internacional o Conflictos de Competencia.] 



3.2.3.2. Criterio sobre la continuidad de las plazas

En entrevista realizada[footnoteRef:5] al Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Presidente de la Sala Primera, así como al licenciado Mario Esteban Sequeira Paco, Secretario interino de esa Sala fueron claros en indicar la necesidad de contar con esas plazas, máxime que el circulante de la Sala Primera ha incrementado considerablemente como resultado de la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil. [5: La reunión se efectuó el 12 de febrero de 2020.] 


En línea con lo anterior, las plazas son parte de la estructura en la atención de la carga ordinaria y circulante de vieja data, ya aprobada, la cual soporta el área de Admisión y permiten que se tramite circulante de vieja data.

Asimismo, los criterios anteriores fueron ratificados por la Jefa a.í del Subproceso de Modernización Institucional, Inga. Elena Gabriela Picado González, que fue enfática en indicar que para la ejecución del plan de trabajo son requeridas esas plazas, inclusive valorar su permanencia, ya que como se evidenció en el informe 1010-PLA-MI-2019 y el 23-PLA-MI-2020 de la Dirección de Planificación, del diagnóstico del Rediseño de Procesos que se llevó a cabo en la Sala Primera y en el Tribunal de Casación, se determinó que no se cuenta con la capacidad instalada para afrontar la carga ordinaria actual y atender el circulante en trámite de forma simultánea en ninguna de las dos dependencias. 

Se adjunta un extracto del informe 1010-PLA-MI-2019 que hace referencia a la capacidad instalada de la Sala Primera y el Tribunal de Casación:

En la misma línea, en el caso de las Letradas o Letrados de Fondo deberían atender por mes 6,5 asuntos (3,1 casos nuevos + 3,4 casos de circulante) y para las Letradas o Letrados de Admisión debería ser de 73,6 expedientes mensuales (35 casos nuevos + 38,6 casos de circulante) esto con el fin de cubrir el circulante más los casos nuevos que ingresen, datos que sobrepasan la capacidad instalada de la Sala Primera y el Tribunal de Casación.

Es por lo anterior, que se evidencia la necesidad de la continuación de las plazas, para afrontar el aumento de la carga de trabajo que ha experimentado la Sala Primera como resultado de la Reforma de Ley en materia civil y darle continuidad a la estructura planteada en el área de Admisión y oficinas de Magistratura.

La nueva estructura permite atender la entrada ordinaria de asuntos con un área de Admisión fortalecida y, por otro lado, las letradas y letrados destacados en las  oficinas de Magistratura atienden en forma simultánea  la carga ordinaria y circulante de vieja data, pues como se anotó en líneas anteriores, tres de los cuatro profesionales tramitan los asuntos ordinarios de la entrada y uno se dedica a la atención de circulante de vieja data, que según consulta realizada al 13 de Diciembre del 2019, se mantenía  32 proyectos pendientes de sentencia del año 2016 y 144 del periodo 2017, además, la continuación de las plazas de profesional aumentan la capacidad instalada en la Sala Primera, la cual es necesaria de acuerdo al análisis mostrado en  el informe 1010-PLA-MI-2019.



3.6 Criterio de la Dirección de Planificación

Los datos suministrados por las oficinas a las que se les otorgó el recurso extraordinario el año pasado y que fueron analizados en el presente informe, han permitido realizar una valoración de las labores llevadas a cabo por las plazas en el 2019, exceptuando las otorgadas a la Sala Primera, debido a que iniciaron su labor en enero del presente año. 

Asimismo, se tomó en cuenta factores como la temporalidad con que se concedió el recurso y el objetivo de su otorgamiento, que estaba asociado a la entrada en vigor del Nuevo Código Procesal Civil, por lo que los análisis permitieron determinar que algunas plazas cumplirán con su labor al cierre del presente año y no se visualiza su permanencia en el tiempo, así como otras que se considera necesaria su permanencia más allá del 2020, por el tipo de labor que desempeñan o porque se redireccionó su objetivo para la atención de otros requerimientos institucionales.

3.7. Creación de plazas 

Se debe tener presente que en todo análisis de recurso humano o creación de una nueva oficina esta Dirección toma en consideración las disposiciones establecidas por Corte Plena en sesiones N°27-2017 de 21 de agosto de 2017, artículo XVI, N°28-2017 de 28 de agosto de 2017, artículo XV y N°29-2017 de 4 setiembre de 2017, artículo XVI, donde aprobó una serie de medidas de contención del gasto en el Poder Judicial, producto de la grave situación fiscal que enfrenta el país, entre las cuales aprobó que no se crearán plazas nuevas, salvo las correspondientes a la implementación de nuevas leyes, debidamente aprobadas por la Asamblea Legislativa, o bien cuenten con un estudio técnico de la Dirección de Planificación, sujeto a la disponibilidad de contenido presupuestario, por consiguiente los informes estarán orientados a no generar un aumento adicional en el presupuesto institucional por concepto de recurso humano y en buscar y reforzar la utilización de metodologías o prácticas que permitan la maximización de los recursos.



	IV. Elementos Resolutivos

4.1 Las plazas bajo análisis se concedieron con el objetivo de apoyar la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342) en octubre de 2018, lo que generó un impacto en el procedimiento, la competencia y la estructura organizacional de los despachos judiciales que se encargan de la tramitación de la materia civil.

Plaza otorgada a la Dirección de Tecnología de Información (Profesional en Informática 2)

4.2 El recurso concedido se ha venido otorgando desde el 2016 con la finalidad de apoyar el desarrollo de las mejoras informáticas requeridas en los sistemas que utilizan los despachos judiciales que conocen materia civil, como el Sistema de Gestión, Escritorio Virtual, el SREM y el CERODOC, entre otros.

4.3 Para el 2019, el recurso extraordinario desarrollo 15 mejoras, dos menos de las que se tenían planeadas desarrollar, para un resultado del 88% de rendimiento respecto al objetivo establecido para el 2019.

4.4 El recurso también se dedicó a la atención de usuarios, apoyo y seguimiento al uso de dichas mejoras en todas las oficinas civiles y atención de 106 reportes recibidos de las personas usuarias.

4.5 Para el 2020, el recurso adicional junto con tres recursos ordinarios adicionales se dedicará al desarrollo de más de 100 mejoras realizadas en los sistemas actuales para migrarlas al nuevo Sistema de Gestión que está en proceso de desarrollo, el cual culminará a finales de julio de 2022.

4.6 La Msc. Vivian Rímola Soto, Jefa a.í del Subproceso Sistemas Jurisdiccionales de la Dirección de Tecnología de Información considera necesaria la permanencia del recurso extraordinario y en condición ordinaria, para atender las migraciones al nuevo Sistema de Gestión y dar manteniendo y sostenibilidad a los sistemas actuales.

4.7 Se logró evidenciar el buen uso del recurso extraordinario a lo largo de los años que ha sido concedido, no obstante, la plaza desde su origen se ha considerado que tenía una temporalidad claramente definida por el desarrollo e implementación de las mejoras requeridas para los sistemas que actualmente utilizan los despachos civiles; sin embargo, las nuevas labores de migrar las mejoras que se desarrollaron para los sistemas con que actualmente trabajan las oficinas al Nuevo Sistema de Gestión hacen ver la necesidad de contar con el recurso concedido para el 2021.

Plaza de Jueza o Juez 5 otorgada al Centro de Apoyo

4.8 La plaza se otorgó con la finalidad de apoyar la Reforma Civil, en específico para el seguimiento y emisión de recomendaciones a los despachos conforme a su experiencia y como contraparte jurisdiccional en los procesos administrativos y de revisión de las recomendaciones emitidas por las plazas de seguimiento (Profesional 2) del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ) de los diagnósticos que realicen en los despachos que conocen materia civil.

4.9 Para el 2019, la labor del recurso extraordinario se centró en las siguientes actividades, según la información con que cuenta esta Dirección:

· Asistencia a reuniones: tanto con despachos, como con personal del CACMFJ, Comisión de la Jurisdicción Civil y otras dependencias involucradas con el funcionamiento de los despachos civiles.
· Atención de consultas: de los despachos judiciales y otros entes involucrados en la Reforma Civil
· Labores de coordinación: coordinaciones con entes jurisdiccionales y administrativos para apoyar el proceso de la Reforma Civil.
· Visitas: realización de visitas a los despachos que conocen de materia civil y cobratorio
· Revisión de planes de descongestionamiento: en conjunto con las plazas del Centro de Apoyo.

4.10 Para el 2020 se indicó por parte del Centro de Apoyo que procederán con la atención de las mismas labores que desempeñaron en el 2019, además de otras labores, sin embargo, no se visualizan cronogramas de tares de trabajo con fechas establecidas y productos finales en detalle. A continuación, se muestran las labores genéricas que fueron remitidas:

· Elaboración del informe solicitado por la Dirección de Planificación para el abordaje de los pendientes relacionados con esa Dirección según las visitas
· Impulsar la equiparación de la entrada de demandas nuevas en los Juzgados Cobratorios del Primer Circuito y Segundo Circuito Judicial de San José.
· Visitas a los 69 despachos Civiles del país
· Reuniones mensuales con los grupos creados para la implementación de la Reforma Procesal Civil (Dirección Tecnología de la Información, Gestión Humana, Infraestructura, Comunicación, Digesto, Cobro Judicial e Implementación Jurídica).
· Coordinación de un consolidado SIGMA para el desarrollo de un modelo de consulta y comparativo de despachos judiciales.

4.11 Se aportó el cronograma de actividades del 2021, el cual incluye labores símiles a las realizadas en el 2019 y en el 2020, situación que hace ver que la atención de esas labores las puede asumir la plaza ordinaria de Jueza o Juez 5 concedida ordinaria en el presente año en conjunto con las plazas de profesional 2 asignadas de manera exclusiva a la atención de los despachos judiciales que conocen materia civil.

4.12 La licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo, indicó la necesidad de continuar con las plazas de Gestores en materia civil y cobratoria, ya que esas plazas deben atender todos los despachos a nivel nacional que conocen dichas materias, lo que genera los insumos suficientes para visualizar la permanencia del recurso extraordinario en el tiempo.

4.13 Con el aporte de los datos recibidos la Dirección de Planificación estima que la plaza ya cumplió con su objetivo y que, al finalizar el presente año, poco más de dos años después de la Reforma Civil, ya las oficinas se encuentran acopladas a los cambios que se originaron de la reforma, sin embargo, entendiendo que la mejora continua y seguimiento de los despachos judiciales es una labor diaria, esta labor podría ser asumida con la plaza ordinaria que ya tiene el Centro de Apoyo a la Función Jurisdiccional.

Plazas de Jueza o Juez 2 y Técnica o Técnico Judicial 1 otorgadas al Centro de Apoyo

4.14 Las plazas fueron concedidas para atender los planes de descongestionamiento de los Juzgados Cobratorios del país.
4.15 Durante el 2019, el recurso extraordinario brindó colaboración en 13 despachos de diferentes circuitos en el país, obteniendo rendimientos por arriba del 100% tanto de las personas juzgadores como el personal técnico judicial.

4.16 Para el 2020 se espera brindarles colaboración a los siguientes despachos: 

· Juzgado de Cobro de Puntarenas
· Juzgado del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica
· Juzgado del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Golfito
· Juzgado Segundo del Primer Circuito Judicial de San José.
· Juzgado Primero de Primer Circuito Judicial de San José.
· Juzgado del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Sede Pococí.
· Juzgado del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste.
· Juzgado del Primer Circuito Judicial de Guanacaste.
· Juzgado del Primer Circuito Judicial de Alajuela.

4.17 Para licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo, la materia cobratoria, sigue incrementando su carga de trabajo, por lo que todo esfuerzo para lograr contener el alto circulante es necesario, por lo que estima necesario que las plazas se mantengan más allá del 2020, inclusive de forma ordinaria.

4.18 La Dirección de Planificación considera que el aumento en la entrada y circulante de los juzgados que conocen la materia cobratoria hace ver la necesidad de conceder los recursos, adscritos al Centro de Apoyo, para darle continuidad a la atención de los planes de descongestionamiento de esa materia.

Plazas de Profesional en Derecho 3B otorgadas a la Sala Primera

4.19 Las plazas fueron otorgadas con la finalidad de atender el incremento que se podría generar como resultado de los planes de descongestionamiento del fallo Civil y los cambios en competencia como resultado de la entrada en vigor del Nuevo Código Procesal Civil en octubre de 2018.

4.20 No se cuentan con datos de las labores realizadas en el 2019 por estas plazas, ya que fueron otorgadas a partir de enero 2020.

4.21 Para el 2020, las plazas serán parte de la estructura organizacional propuesta por la Dirección de Planificación mediante informe 23-PLA-MI-2020 aprobada por el Consejo Superior en sesión 6-2020 del 23 de enero de 2020, artículo LIV , las cuales aumentaran la capacidad instalada en la Sala Primera la cual es necesaria para la atención de asuntos ordinarios y el circulante de vieja data existente en las oficinas de Magistratura en forma simultánea, donde se denota la necesidad de garantizar a estructura optima según modelo propuesto de manera que se pueda atender la admisión y la redacción de proyectos en asuntos en circulante. Estructura que aún requiere para funcionar de mínimo 2 plazas adicionales de Profesional en Derecho 3B y que por 2020, conforme a la existencia de contenido presupuestario están siendo incluidas con la figura de permiso con goce de Salario y sustitución con un plan de trabajo establecido para 2020, pero que de mantenerse la entrada, tal y como se espera, será necesario el recurso en 2021 de forma ordinaria.  

4.22 Para el Magistrado Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Presidente de la Sala Primera, así como al licenciado Mario Esteban Sequeira Paco, Secretario interina de esa Sala las plazas son necesarias para la atención de expedientes considerados de vieja data, máxime que el circulante de la Sala Primera como resultado de la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil ha incrementado el ingreso de casos que son de conocimiento de esa Sala, así como mantener la estructura organizacional planteada por la Dirección de Planificación y consensuada por la Sala Primera, para atender la carga ordinaria de trabajo. 

4.23 Se evidencia la necesidad de la continuación de las plazas y afrontar el aumento de la carga de trabajo que ha experimentado la Sala Primera como resultado de la Reforma de Ley en materia civil, esto con el fin de completar la estructura ordinaria y el proceso de admisibilidad, donde solo en recursos de casación la Sala experimento con solo un año de entrada en vigencia de la Ley 9342 un incremento de 173%, pasando de recibir 145 recursos de casación en 2019 a 669 en 2019. Tendencia que se mantendrá en virtud del conocimiento de la alza de los recursos contra sentencia de Primera Instancia dictadas por Tribunales Colegiados Civiles. 

Criterio de la Dirección de Planificación

4.24 Los datos suministrados por las oficinas a las que se les otorgó el recurso extraordinario el año pasado y que fueron analizados en el presente informe, han permitido realizar una valoración de las labores llevadas a cabo por las plazas en el 2019. Es a partir de la información recibida que se toman los elementos técnicos para las valoraciones respectivas.

4.25 Para el análisis se tomaron en consideración elementos como la temporalidad por la que se otorgó el recurso y el objetivo establecido.

4.26 Los estudios que realiza la Dirección de Planificación toman en consideración los lineamientos establecidos por Corte Plena respecto a la no creación de plazas nuevas, en vista de la grave situación fiscal que afronta actualmente el país.



	V. Recomendaciones

5.1 Cantidad de Recurso Humano recomendado para el 2021

	Despacho
	Canti-
dad
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Período
	Costo estimado

	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	2
	Jueza o Juez 2
	Extraordinaria
	Extraordinaria
	2021
	¢108.938.000,00

	
	4
	Técnica o Técnico Judicial
	Extraordinaria
	Extraordinaria
	2021
	¢57.556.000,00

	Sala Primera
	2
	Profesional en Derecho 3B
	Extraordinaria
	Ordinaria
	2021
	¢112.838.000,00

	Dirección de Tecnología de Información
	1
	Profesional en Informática 2
	Extraordinaria
	Extraordinaria
	2021
	¢ 36.909.000,00


FUENTE: Elaboración propia con datos suministrados por el Subproceso de Formulación del   Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucional, para el 2021.

5.2Las plazas recomendadas al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional se conceden con la finalidad de seguir atendiendo los planes de descongestionamiento en los despachos que conocen materia cobratoria y de forma extraordinaria, ya que se están invirtiendo recursos humanos y tecnológicos en desarrollar herramientas de inteligencia artificial que puedan impactar la forma de trabajo y nuevas necesidades en las categorías de las plazas expuestas. 

5.3. Las plazas de Profesional en Derecho 3B para la Sala Primera se recomienda otorgarlas en condición ordinaria, con el fin de completar la estructura ordinaria recomendada mediante informe 23-PLA-MI-2020 elaborado por la Dirección de Planificación y aprobado por el Consejo Superior en sesión 06-2020 del 23 de enero de 2020, artículo LIV, para afrontar el aumento en la carga de trabajo como resultado de la Reforma de Ley en materia civil, así como atender el proceso de las áreas de admisión y fondo de esa Sala.

5.4. Se recomienda la continuidad de la plaza de Profesional en Informática para el 2021, ya que se requiere implementar las mejoras realizadas en el nuevo Sistema de Gestión, ya que será la nueva herramienta para el registro de la información en esta materia, además, de las labores que deberá desempeñar dando mantenimiento y sostenibilidad al nuevo sistema informático.


Plaza de Jueza o Juez 5 otorgada al Centro de Apoyo
5.5. Con fundamento en los elementos recopilados y analizados por esta Dirección en el presente estudio, se procede a brindar dos escenarios para la utilización de este recurso: 

Escenario 1

Considerando los siguientes aspectos:

1) El Centro de Apoyo tiene dos plazas de gestor en materia civil (una en condición ordinaria y la otra extraordinaria), las cuales desempeñan labores símiles y cuentan con el apoyo de dos recursos de Profesional 2 dedicados de manera exclusiva al seguimiento de los despachos que conocen la materia civil y cobratoria.
2) Por el tiempo transcurrido desde la implementación de la Reforma Procesal Civil (más de año y medio), se podría concluir que las oficinas se encuentren acopladas a los cambios que originó la reforma, lo que eventualmente propicia una disminución natural en las consultas de los despachos judiciales

Se podría estimar que las labores de gestoría en materia civil se podrían ejecutar solo por la plaza de Jueza o Juez 5 otorgada de manera ordinaria en el presenta año

Por lo anterior, se recomienda que la plaza Jueza o Juez 5 (Gestora o Gestor de materia civil) otorgada al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, de forma extraordinaria, se recalifique a Profesional en Derecho 3B, para que forme parte de la estructura ordinaria de la Sala Primera a partir del 2021, la cual deberá atender la admisibilidad de los casos que entran a esa Sala, de conformidad con el plan de trabajo propuesto por la Dirección de Planificación mediante informe 23-PLA-MI-2020,aprobado por el Consejo Superior en sesión 06-2020 del 23 de enero de 2020, artículo LIV.

En caso de aprobarse el presente escenario, se debe tomar en cuenta el costo de la plaza de Profesional en Derecho 3B

	Despacho
	Canti-
Dad
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Período
	Costo estimado

	Sala Primera
	1
	Profesional en Derecho 3B
	Extraordinaria (actualmente plaza de Juez 5 concedida al Centro de Apoyo)
	Ordinario
	2021
	¢ 56.419.000,00



Cabe indicar que debido a que la plaza extraordinaria de Jueza o Juez 5 concedida al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional viene operando desde períodos anteriores, deberá esa oficina trasladar el equipo y mobiliario otorgados a esa plaza a la Sala Primera, para que el Profesional en Derecho 3B que se recomienda en el presente estudio pueda realizar las labores correspondientes.

Escenario 2

Prorrogar la continuidad de la plaza de Jueza o Juez 5 (Gestora o Gestor de materia civil), adscrita actualmente al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en condición extraordinaria para el 2021, para que continúe con la ejecución de las labores que ha venido desempeñando, posterior a la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil, que coadyuvan en la mejora de la gestión de los despachos de materia civil y cobratoria (actualmente 69 oficinas judiciales), 

Para lo anterior, deberá el Centro de Apoyo formular un plan de trabajo detallado, que permita maximizar la utilización del recurso y contar con los insumos suficientes que evidencien la labor realizada de manera cualitativa y cuantitativa, con el objeto de determinar la continuidad de la plaza, posterior al 2021, sea en condición extraordinaria u ordinaria.

En caso de aprobarse el presente escenario, se debe tomar en consideración el costo asociado a la plaza de Jueza o Juez 5:

	Despacho
	Canti-
Dad
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Período
	Costo estimado

	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	1
	Jueza o Juez 5
	Extraordinaria
	Extraordinaria
	2021
	¢ 68.153.000,00



Para este caso no sería requerido equipo y mobiliario para la plaza, el cual fue otorgado en períodos presupuestarios anteriores.



5.6 Otros requerimientos (equipo, alquiler, espacio, vehículos, etc.)

Estas plazas vienen funcionando desde periodos anteriores, por lo que cuentan con los requerimientos necesarios para su funcionamiento.


	VI Anexos

6.1 



6.2. Cronograma de trabajo gestores de materia civil 2020 y 2021









Interviene la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación indicando: “Este es un estudio de plazas, que viene trabajándose con lo que corresponde a los planes de trabajo en materia cobratoria, de hecho, ustedes ven jueces 2 y técnicos judiciales, este año esto fue lo que quedó, había posibilidades el año tras anterior, sin embargo por limitaciones esto fue lo único que se pudo incorporar, para atender lo que es la materia cobratoria. Igualmente, en este informe también se están analizando 2 plazas de profesionales en derecho 3B, que son 2 letrados, esas plazas se habían el año pasado transformado venían de personal técnico a letrados, este año entonces se mantiene la condición, el profesional en informática también venía trabajando en todas las mejoras que requería la materia de forma civil, igualmente una persona juzgadora, de juez 5 que es la que viene hoy trabajando como gestor en materia civil. Bueno, nosotros realizamos el análisis y las plazas de la materia cobratoria se están manteniendo, dado que efectivamente es una de las materias en donde mayor demanda de trabajo tienen, en donde también ahí decimos la mejora que se esperan tener informáticas en relación a la forma de trabajar de ellos, si se esperaría de alguna manera mejore también esa posibilidad informática de realizar en ellos, las diferentes mejoras en sus  formas de trabajar, pero entonces por la necesidad que tienen las seguimos recomendando, se visibiliza el trabajo que venían realizando de forma secuencial y atinada en cada uno de los planes que se han desarrollado, he igualmente también lo decimos en las plazas de letrados, de hecho había una recomendación que indicaba, la estructura de la Sala requiere más personal, dado que con la entrada en vigencia de la nueva ley, pues ellos han tenido que asumir mayor carga de trabajo, en la entrada de asuntos en la Sala, entonces mantener estas 2 plazas en derecho 3B, he igualmente también hacemos el análisis en relación a la plaza de gestor de juez 5, la plaza de gestor de juez 5, hacemos 2 escenarios. Un escenario es que se mantenga como plaza de juez 5, como gestor o gestora, manteniendo las labores que se ha venido desarrollando, sin embargo, con la condición de que elabore un cronograma todavía más detallado de las labores que realiza en función de que se pueda visibilizar el impacto que ha venido desarrollando hasta la fecha y el escenario número 2, es también en relación a esa misma plaza, es que se transforme en un letrado para que se asigne a la Sala I en relación al informe que ya previamente se había indicado. Se visibilizaba la necesidad de la Sala I de reforzar con recursos de personas letradas, siendo así, entonces en cuanto a la valoración  del recurso de alquiler, equipos o espacios, pues no se proponen porque las plazas vienen laborando. La plaza de informático también se recomienda porque la persona informática ya no solo está haciendo trabajos en el sentido de colaborar con las mejoras, sino no más bien, en colaborar en mejoras en el nuevo sistema que se espera implementar en el corto plazo en materia de civil. Entonces ahí también se visibiliza mantener la necesidad”.
Interviene el presidente magistrado Cruz Castro: “entonces se acuerda de esa manera.”
Continua la licenciada Valverde Bermúdez: “Perdón magistrado Cruz, aquí la decisión es en relación al escenario que se escoja en el tema del gestor, hay 2 escenarios entonces se tiene que analizar y acordar este Consejo antes de ver el por tanto”.
Interviene la máster Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: “Las opciones son que, si se mantienen los 2 gestores, o si se mantiene un gestor y se dota a la sala de un profesional en derecho 3B más, o sea un letrado más conforme el estudio se requiere”. 
Añade la licenciada Valverde Bermúdez: “Si, hay una plaza ordinaria esa la tiene el Centro, tiene un gestor, hoy ya la tiene funcionando, aquí lo que estamos valorando es que si se mantiene la segunda plaza o se redirecciona como letrado”
Indica el integrante Montero Zúñiga: “Tengo entendido verdad que todos tienen un gestor las diferentes materias, podríamos reforzar la Sala y dejar un gestor civil como en todas las demás materias y reforzar la sala con un letrado adicional, son cosas parecidas el gestor es juez 3, el gestor es 4 verdad”. 
Señala la integrante Castillo Vargas lo siguiente: “Si bueno a mí me ha correspondido este año, trabajar, con alguna cercanía con esas gestorías y me parece que han jugado un papel muy importante me preocuparía en este momento dejar incompleto ese equipo por lo menos para el 2021, sin tener nosotros una justificación  técnica para hacerlo, porque como bien nos dice la licenciada Valverde, no se descarta que todavía haya bastante trabajo que  hacer;  que es lo que nos falta es un informe detallado, de cómo pueden y deben hacerlo, yo opinaría que podríamos  mantenerlo para el 2021, en el entendido de que si tengamos ese resorte, digamos de control y de trabajo muy estricto para esa gestoría que me parece que es clave en la consolidación de la reforma procesal civil.”
Interviene el integrante Amador Badilla: “Si yo estoy de acuerdo en mantener los 2 gestores en este momento para el 2021”.
Interviene magistrado Cruz Castro: “A mí también, me parece, pero no sé cuál es ese escenario.”
Interviene nuevamente el integrante Montero Zúñiga: “Si tal vez fuera bueno saber qué le parece a la Sala Primera, porque los 2 dependen de esa Sala, entonces esperemos a ver qué le parece a la Sala Primera que le favorece más”
Interviene la Directora de Planificación aclarando: “aquí no hay un criterio de la Sala en el sentido de que se le haya propuesto uno u otro, aquí lo que nosotros estamos haciendo es visibilizar la necesidad de la Sala, en un informe que realizamos y la necesitad también de la gestoría con esta condición que explico detalladamente doña Sarita, entonces no hay expresamente un criterio de la Sala I, que indique, requerir más este u otro verdad, eso no está planteado de esa manera.”
Señala nuevamente la integrante Castillo Vargas: “…el que cambiemos el gestor no desmerita esos dos que ya están recomendados”.
Es correcto indica la Directora de Planificación, asimismo añade: “Perdón el escenario de prórroga un juez 5, es el escenario número 2.”
Se acordó: 1.) Aprobar técnicamente el informe 690-PLA-RH-OI-2020 de la Dirección de Planificación, relacionado con la continuidad de las plazas otorgadas como resultado de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil conforme la recomendación, sea:
	Despacho
	Canti-
dad
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Período
	Costo estimado

	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	2
	Jueza o Juez 2
	Extraordinaria
	Extraordinaria
	2021
	¢108.938.000,00

	
	4
	Técnica o Técnico Judicial
	Extraordinaria
	Extraordinaria
	2021
	¢57.556.000,00

	Sala Primera
	2
	Profesional en Derecho 3B
	Extraordinaria
	Ordinaria
	2021
	¢112.838.000,00

	Dirección de Tecnología de Información
	1
	Profesional en Informática 2
	Extraordinaria
	Extraordinaria
	2021
	¢ 36.909.000,00



2) En cuanto a la plaza de gestor,  aprobar el escenario N°2, en consecuencia: a) Prorrogar la continuidad de la plaza de Jueza o Juez 5 (Gestora o Gestor de materia civil), adscrita actualmente al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en condición extraordinaria para el 2021, para que continúe con la ejecución de las labores que ha venido desempeñando, posterior a la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil, que coadyuvan en la mejora de la gestión de los despachos de materia civil y cobratoria. 
	Despacho
	Canti-
Dad
	Tipo de plaza
	Condición actual
	Recomendación
	Período
	Costo estimado

	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	1
	Jueza o Juez 5
	Extraordinaria
	Extraordinaria
	2021
	¢ 68.153.000,00


b) Deberá el Centro de Apoyo formular un plan de trabajo detallado, a fin de maximizar la utilización del recurso y contar con los insumos suficientes que evidencien la labor realizada de manera cualitativa y cuantitativa, con el objetivo de determinar la continuidad de la plaza, posterior al 2021, sea en condición extraordinaria u ordinaria.
La Sala Primera, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y la Dirección de Tecnología de la Información tomaran nota para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.

ARTÍCULO IX 

Documento N° 5666-20

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, presenta el oficio 691-PLA-RH-OI-2020, relativo a la Atención de la Materia Penal Juvenil y Justicia Juvenil Restaurativa. 

	I. Plazas por Analizar 

Programa 927 Servicio Jurisdiccional:
· 2 Jueza o Juez 3 
Programa 929 Ministerio Público:
· 1 Fiscala o Fiscal Auxiliar 
· 2 Técnicas o Técnicos Judiciales 2 
Programa 930 Defensa Pública:
· 1 Defensora Pública o Defensor Público 


	II. Justificación de la Situación o Necesidad Planteada 

2.1.El Transitorio 1 de la Ley 9582 de Justicia Restaurativa, dispuso de la creación de nuevas oficinas a nivel nacional, para que de forma gradual dentro de un plazo de tres años a partir de su vigencia (20 de enero de 2022), se mantenga una cobertura Nacional.  
“TRANSITORIO 1- La Corte Suprema de Justicia creará las nuevas oficinas de justicia restaurativa de forma gradual hasta tener una cobertura nacional, en el plazo de tres años a partir de la vigencia de la ley. Cada dependencia judicial deberá tomar las previsiones para direccionar recursos o presupuestar los requerimientos para la implementación de esta ley.”
En lo especifico a la materia Penal de adultos, conforme al referido artículo 6 de la Ley de Justicia Restaurativa, se estableció de la apertura de oficinas según las necesidades del servicio, en los diferentes circuitos judiciales a nivel nacional. En materia Penal Juvenil, se dispuso que se conformarían en las diferentes jurisdicciones el Programa de Justicia Juvenil Restaurativa y que, para ese efecto, se dotará de equipos psicosociales, que en conjunto con las personas funcionarias de la Defensa Pública y el Ministerio Público de cada despacho, aplicarán el procedimiento juvenil restaurativo como parte de sus competencias legales y las normas establecidas en esta ley.

2.2. Los recursos que se analizan en el presente estudio se asignaron con el propósito de colaborar con la reducción del circulante de las oficinas que conocen materia Penal Juvenil en los Circuitos Judiciales de Cartago (Juzgado, Fiscalía y Defensa), (Actualmente Juzgado Mixto de Turrialba) Heredia (Juzgado) (Actualmente Juzgado Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica) y Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Fiscalía), así como coadyuvar en las diferentes labores que demanda el Programa de Justicia Restaurativa del cual son parte, como la programación de reuniones restaurativas y el señalamiento de  audiencias tempranas y debates. 


	III. Información Relevante

3.1. Antecedentes

3.1.1. El 20 de enero de 2019 entró en vigencia la Ley de Justicia Restaurativa 9582, que conforme al artículo 1 establece su objetivo bajo el siguiente enunciado:
“… definir un marco conceptual y procedimental para instaurar la justicia restaurativa en el ordenamiento jurídico costarricense, como un instrumento que contribuya a resolver los conflictos jurídicos generados por los hechos delictivos, con la participación activa de las partes intervinientes, a fin de restaurar los daños a la víctima, procurar la inserción social de la persona ofensora, con soluciones integrales y promover la paz social.”

3.1.2. El artículo 2 de la Ley de Justicia Restaurativa 9582, determina su ámbito de aplicación extensivo a la materia Penal, Penal Juvenil y Contravencional, en todas sus etapas, por medio de un equipo interdisciplinario integrado por funcionarias y funcionarios del Ministerio Público, Defensa Pública y el Equipo Psicosocial, este último conformado al menos por una plaza en trabajo social y otra en psicología. Las personas juzgadoras se integrarán en cada Circuito Judicial según su competencia (incisos i) y j) del artículo 3 de la Ley de Justicia Restaurativa.

3.1.3.  El Consejo Superior en sesión 25-18 del 4 de abril del 2018, artículo XXVIII, aprobó el informe 14-PLA-OI-2018 de requerimiento humano para el 2019, el cual da continuidad a las seis plazas sometidas a análisis dentro del presente informe, por todo el período 2019, en condición extraordinaria.

3.1.4. El Consejo Superior en sesión del 18 de febrero del 2019, acta 18-19, artículo VI, aprobó el informe 253-PLA-RH-EV-2019 de requerimiento humano, el cual da continuidad a las seis plazas sometidas a análisis dentro del presente informe, por todo el período 2020, en condición extraordinaria.

3.1.5. Informes de presupuesto 726-PLA-RH-MI-2019 y 596-PLA-RH-MI-2019, sobre el Impacto de Ley de Justicia Restaurativa Ley 9582, en que la Dirección de Planificación elaboró los análisis relacionados y se establecieron una serie de disposiciones con la intención de conformar diferentes jurisdicciones el Programa de Justicia Juvenil Restaurativa y que para ese efecto, se dotaría de equipos psicosociales, que en conjunto con las personas funcionarias de la Defensa Pública y el Ministerio Público de cada despacho, aplicarían el procedimiento juvenil restaurativo como parte de sus competencias legales y las normas establecidas en esta ley, así como algunas otras recomendaciones en relación con la distribución de los equipos y lugares donde brindar la cobertura del servicio.

3.1.6. Mediante informe 586-PLA-MI-2020 del 23 de abril de 2020 y 657-PLA-RH-MI-2020 del 5 de mayo de 2020, la Dirección de Planificación vuelve a realizar el estudio sobre el “Informe de presupuesto Impacto de Ley 9582 Justicia Restaurativa”, para el próximo ejercicio presupuestario 2021, el cual se pone en conocimiento de las partes involucradas y se presenta el informe definitivo (657-PLA-RH-MI-2020) para conocimiento de los órganos superiores con diversos escenarios que permiten atender la necesidad de ampliar el servicio que brinda el Programa de Justicia Restaurativa, en acatamiento de lo establecido en la referida Ley.

3.2. Situación actual de las 6 plazas extraordinarias:

Se cuenta con seis plazas extraordinarias asignadas a Justicia Restaurativa en materia Penal Juvenil, y en este momento se encuentran asignadas según el siguiente detalle:

Programa 927 Servicio Jurisdiccional:
· 1 Jueza o Juez 3 (Actualmente Juzgado Mixto de Turrialba)
· 1 Jueza o Juez 3 (Actualmente Juzgado Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica)

Programa 929 Ministerio Público:
· 1 Fiscala o Fiscal Auxiliar (Fiscalía Penal Juvenil Cartago)
· 2 Técnicas o Técnicos Judiciales 2 (una plaza en la Fiscalía Penal Juvenil de Cartago y otra en la Fiscalía Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica).

Programa 930 Defensa Pública:
· 1 Defensora Pública o Defensor Público (Defensa Pública de Cartago Penal Juvenil).

En materia Penal Juvenil, a nivel nacional el Ministerio Público y Defensa Pública, ya tienen destacados, profesionales especializados para la atención de la materia y en ese sentido, en conjunto con las juezas y jueces de la materia, ya conforman equipos para la atención respectiva. Para dar cumplimiento al artículo 6 de la Ley 9582, se requiere de equipos Psicosociales que trabajen en conjunto, con los equipos legales, para aplicar la entrada en vigencia de la Ley de Justicia Restaurativa.

En el anexo 2 de este informe se presenta un detalle del abordaje de Justicia Restaurativa por circuito y materia en el 2020 que permiten ilustrar las acciones abordadas por el Programa de Justicia Restaurativa.

3.3. Propuesta para la prórroga de las plazas extraordinarias destacadas en la atención de Justicia Penal Juvenil Restaurativa.

Después de un análisis profundo que se realiza en el informe 586-PLA-MI-2020, elaborado por la Dirección de Planificación, el pasado mes de abril, se exponen con el impacto de la Ley,  A continuación se presenta la propuesta que se sugiere en los informes señalados anteriormente[footnoteRef:6], el cual cuenta con el aval de la Dirección de Justicia Restaurativa, y que tiene como propósito maximizar los recursos existentes, tomando en cuenta las cargas de trabajo, las distancias entre Circuitos Judiciales y otras variables que contribuirían con la ampliación de la cobertura del programa de Justicia Restaurativa hacia otros Circuitos que no cuenten con el servicio para dar un mayor aprovechamiento del recurso existente.  [6:  Informes 586-PLA-MI-2020 del 23 de abril de 2020 y 657-PLA-RH-MI-2020 del 5 de mayo de 2020.] 


Se debe tomar en cuenta que la Ley 9582 Justicia Restaurativa, determina ampliar la cobertura de Justicia Restaurativa; sin embargo, a pesar de los esfuerzos realizados para brindar el servicio, aún se cuenta con Circuitos Judiciales descubiertos, razón por la cual la presente propuesta, detalla el personal estimado como necesario para dar cobertura a nivel nacional y en las diferentes materias, así como el recurso físico y de equipos de cómputo que serán necesarios para el respectivo funcionamiento, utilizando las plazas que se encuentran en condición extraordinaria en este año.
· Conformación de los Equipos Legales ((Fiscalas y/o Fiscalas y Defensoras y/o Defensores).-
El detalle de la conformación de los llamados equipos legales, que es la fusión de personal del Ministerio Público (Fiscalas y/o Fiscalas) y Defensa Pública (Defensoras y/o Defensores), cubrirían los siguientes circuitos que se detallan en el cuadro 1:

Cuadro 1.
Distribución de atención de Justicia Penal Restaurativa por parte del equipo legal (Persona Defensora y Persona del Ministerio Público) 
en cada Circuito Judicial. 

	Equipo de atención
	Circuito Judicial a atender
	Penal
	Ejecución
	Contravenciones 

	Un equipo legal (Ministerio Público y Defensa Pública) atenderá en fase intermedia, en ejecución y contravenciones
	
I y III (Pavas) Circuito Judicial de San José

	X
	X
	X

	Un equipo legal (Ministerio Público y Defensa Pública) en fase intermedia.
	I (Flagrancia), II y III (Desamparados) Circuito Judicial de San José,
	X
	
	

	Un equipo legal (Ministerio Público y Defensa Pública) 
	I y II Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	X
	
	

	Un equipo legal (Ministerio Público y Defensa Pública)
	Heredia y I Circuito Judicial de Alajuela

	X
	
	

	Un equipo legal (Ministerio Público y Defensa Pública)
	Puntarenas y
III Circuito de Alajuela (San Ramón)
	X
	
	X

	Un equipo legal (Ministerio Público y Defensa Pública) 
	I Circuito de la Zona Sur

	X
	

	

	Un equipo legal (Ministerio Público y Defensa Pública)
	Circuito Judicial de Cartago
	X
	

	


Fuente: Información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa y sustraída del oficio 076-DNJR-20 del 04 de mayo de 2020, suscrito por el Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas, en su condición de Magistrado Rector de Justicia Restaurativa.


La propuesta conlleva dar una cobertura a diferentes Circuitos Judiciales en el país con 7 equipos legales, integrados por una plaza de Fiscala y/o Fiscal y una de Defensora y/o Defensor.
· Conformación de los Equipos Psicosociales ((Trabajadora y Defensoras y/o Defensores).-
Maximizando el recurso de las personas profesionales del Departamento de Trabajo Social y Psicología, en lo que respecta a los equipos de atención psicosocial (profesionales Trabajadores Sociales y Psicólogos), la distribución de los asuntos en Justicia Penal Restaurativa, Justicia Juvenil Restaurativa, Ejecución y Contravenciones se propone de la siguiente manera: 


Cuadro 2.
Distribución de atención de Justicia Penal Restaurativa, Justicia Juvenil Restaurativa, Ejecución y Contravenciones por parte de los profesionales del equipo psicosocial en cada Circuito Judicial. 

	Circuito Judicial
	Cantidad de personas profesionales
	Penal
	Ejecución de la Pena Personas Adultas
	Penal Juvenil
	Ejecución Sanciones Penales Juvenil
	Contravenciones

	San José en materia penal juvenil.
	1
	
	
	X
	X
	

	I y III (Pavas) Circuito Judicial de San José
	2
	X
	X
	
	
	X

	I (Flagrancia) II y III (Desamparados) Circuito Judicial de San José
	2
	X
	
	
	
	

	I Circuito Judicial Zona Atlántica
	1
	X
	X
	
	
	

	II Circuito Judicial Zona Atlántica
	2
	X
	X
	
	
	

	I Circuito Judicial de Alajuela
	1
	X
	X
	
	
	

	Heredia
	2
	X
	X
	
	
	

	Puntarenas
	1
	X
	X
	
	
	X

	San Ramón
	1
	X
	X
	
	
	

	Pérez Zeledón
	2
	X
	X
	
	
	

	Cartago
	1
	X
	X
	
	
	


Fuente: Información suministrada por la Dirección de Justicia Restaurativa y sustraída del oficio 076-DNJR-20 del 04 de mayo de 2020, suscrito por el Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas, en su condición de Magistrado Rector de Justicia Restaurativa.

La distribución propuesta anteriormente, conlleva brindar el apoyo para modificar algunas de las clases de puesto que están de manera extraordinaria en este año y convertirlas en Profesionales 2 en Trabajo Social y/o Psicología para que puedan cubrir el I y II Circuito Judicial de Guanacaste y el II Circuito Judicial de la Zona Sur, de esta manera se ampliaría la cobertura de atención y se da el servicio a los circuitos con los recursos existentes, tanto ordinarios como extraordinarios.

Para concretar la propuesta se pretende realizar unos ajustes en algunas de las plazas extraordinarias que están en este año que consiste en el cambio del perfil profesional de las dos plazas de Jueza o Juez 3 a profesionales 2 una Trabajadora Social y a una persona profesional en Psicología, además de la conversión del perfil competencial de una de las plazas de Técnica o Técnico a Trabajadora o Trabajador Social, con el propósito de maximizar las plazas existentes para conformar un equipo de trabajo adicional y completar uno de los equipos existentes, conforme la propuesta establecida por el Subproceso de Modernización Institucional y la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, que se indica seguidamente: 

[image: ]

A partir de lo expuesto, y siendo que la propuesta contribuirá a aprovechar el recurso existente para dar una mayor cobertura en la atención del Programa de Justicia Restaurativa, con el recurso que se cuenta actualmente, tanto de manera ordinaria como extraordinaria, se recomienda la modificación de la condición de las plazas extraordinarias que se mantienen en Penal Juvenil Restaurativa, a fin de atender el I y II Circuito de Guanacaste y el II Circuito de la Zona Sur.

El impacto económico sería de 288.326.000,00 millones de colones.




	IV. Elementos Resolutivos


4.1.- La ley de Justicia Restaurativa 9582 entró en vigencia el 20 de enero de 2019 con un ámbito de aplicación que se extiende a la materia Penal, Penal Juvenil y Contravencional en todas sus etapas; con participación de un equipo interdisciplinario conformado por un equipo legal, un equipo psicosocial y personas juzgadoras.  

4.2.- En materia Penal de adultos, se encuentran conformados siete equipos Interdisciplinarios a nivel nacional, con una plaza de Fiscala o Fiscal, una de Defensora o Defensor, 2 en el área Psicosocial y una plaza técnica o técnico Judicial. Para el caso de Penal Juvenil se cuenta con atención en nueve circuitos judiciales, y con la colaboración de las plazas de Fiscala o Fiscal y Defensora o Defensor Público en algunos de los cuales se comparte la atención del equipo psicosocial entre penal juvenil y penal adulto, o inclusive con contravenciones.

4.3.- En San José, Alajuela, Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Guanacaste, se cuenta con equipos Psicosociales que se dedican de manera exclusiva a la materia Penal Juvenil; en Heredia, Cartago, Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica y Primer Circuito de la Zona Sur, atienden materia Penal de Adultos y Juvenil a través de la asistencia de un mismo equipo psicosocial. 

4.4.- En oficio No.076–DNJR-20(ver Anexo 3), dirigido a la Directora de Planificación, por parte del Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas, Rector de Justicia Restaurativa, que establece los requerimientos de recurso humano para la cobertura a nivel nacional de Justicia Restaurativa para el período 2020 a 2022. En concreto, se propone crear una propuesta de equipos interdisciplinarios para ampliar el abordaje de manera conjunta en Justicia Restaurativa para las materias de Penal Adulto, Penal Juvenil y Contravenciones. 

4.5.- Las seis plazas bajo análisis tienen más de tres años de creadas y su propósito es colaborar con la reducción de circulante y atender labores de Justicia Penal Juvenil Restaurativa en los juzgados que conocen materia Penal Juvenil en Cartago (Juzgado, Fiscalía y Defensa), Heredia (Juzgado) y Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Fiscalía).

4.6.-El Programa de Justicia Restaurativa, es asumido por el Magistrado Gerardo Rubén Alfaro Vargas, a partir del 13 de enero de 2020.

4.7.- La Ley de Justicia Restaurativa se implementa a partir de enero del 2019 y referente a la materia Penal Juvenil, en su artículo 6 se indica que se conformará en las diferentes jurisdicciones el Programa de Justicia Juvenil Restaurativa y en el Transitorio I da un plazo al 2021 para tener cobertura nacional.

El modelo de Justicia Restaurativa constituye un mecanismo de resolución alterna de conflicto, que puede aplicarse en una sola oportunidad en cualquier etapa del proceso.

4.8.- El Programa de Justicia Juvenil Restaurativa debe seguir consolidándose y extendiéndose en los diferentes Circuitos Judiciales del país, sobre todo en concordancia con la Ley de Justicia Restaurativa, razón por la cual se considera pertinente mantener las plazas apoyando estas labores y en atención al circulante de las oficinas donde sean asignadas.

4.9.-Limitaciones Presupuestarias 
 
La Corte Plena ha brindado directrices en cuanto a la limitación de crecimiento de plazas nuevas, sin embargo, se deja plasmada la necesidad del recurso humano. 


	
V. Recomendaciones

Al Consejo Superior

5.1. Dado que el Consejo Superior en sesión 45-20 del 08 de mayo de 2020, artículo XX, acogió  la propuesta de abordaje a nivel nacional que contempla el cambio de la clase de puesto y por ende, del perfil profesional de las dos plazas de Jueza o Juez 3 a una plaza de Fiscala o Fiscal y una de Defensora o Defensor Pública, además de la conversión del perfil competencial de las plazas de Técnica o Técnico Judicial  a Trabajadora o Trabajador Social y Psicóloga o Psicólogo, con el propósito de maximizar las plazas existentes para conformar un equipo de trabajo adicional y completar uno de los equipos existentes, con ello dar cumplimiento del Transitorio I de la Ley de Justicia Restaurativa, que otorga un plazo al año 2021 para tener cobertura nacional. Para ello se deberá implementar la propuesta de incorporar ₡288,326,000,00, en las plazas que se detallan, en condición extraordinaria. En este caso no se considera costo de mobiliario puesto que las plazas ya se encuentran laborando para la institución de forma extraordinaria.

Presupuesto por programa al cambiar la condición de las plazas extraordinarias
de Justicia Penal Juvenil Restaurativa.

	Tipo de plaza actual
	Ubicación
	Costo anual como plaza actual
	Propuesta de cambio de perfil profesional
	Costo anual de cambio de perfil

	Juez 3
	Juzgado Mixto de Turrialba
	₡56 640 000,00
	Fiscal Auxiliar
	₡54 387 000,00

	Juez 3
	Juzgado Penal Juvenil del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	₡56 640 000,00
	Defensor Público
	₡52 867 000,00

	Fiscal Auxiliar
	Fiscalía Penal Juvenil Cartago
	₡54 387 000,00
	Fiscal Auxiliar
	₡54 387 000,00

	Defensor Público
	Defensa Pública de Cartago Penal Juvenil
	₡52 867 000,00
	Defensor Público
	₡52 867 000,00

	Técnico Judicial 2
	Fiscalía Penal Juvenil de Cartago 
	₡14 901 000,00
	Profesional 2
	₡36 909 000,00

	Técnico Judicial 2
	Fiscalía Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	₡14 901 000,00
	Profesional 2
	₡36 909 000,00

	Costo Total
	₡250 336 000,00
	Costo Total
	₡288 326 000,00




Con lo anterior, se tendría dos equipos:

Uno para I y II Circuito Judicial de Guanacaste y el otro para el II Circuito Judicial de la zona Sur que se conformarían cada uno de un Defensor (Adscrito a la Defensa Publica), un Fiscal (Adscrito al MP) y profesional 2 (Adscrito al Departamento de Trabajo Social y Psicología).

Importante indicar que el Consejo Superior acoge la propuesta del escenario planteado por la Dirección de Justicia Restaurativa, tomando en consideración adicionalmente, según la recomendación técnica de Planificación, que el Equipo Psicosocial del ICJ Alajuela tenga cobertura debidamente programada para el II CJ de Alajuela San Carlos y que el resto de Equipos a nivel nacional extiendan su cobertura al resto de materias y etapas, entres estas Penal, Penal Juvenil y Penal en etapa intermedia, Contravenciones y Ejecución de la Pena, según se plateo por la Dirección de Planificación en relación a las capacidades instaladas, según se detalla a continuación.

· a)	Ingreso promedio mensual mínimo de 40 causas de todas las materias.
· b)	Programar al menos 36 Reuniones Restaurativas al mes de todas las materias.
· c)	Programar al menos 40 Entrevistas y 64 Seguimientos mensuales, por cada profesional del Equipo Psicosocial de todas las materias.
· d)	Programar al menos 7 Audiencias de Verificación, por parte del Equipo Legal, de todas las materias.


A la Dirección de Justicia Restaurativa

5.2.-Realizar las coordinaciones respectivas con el Ministerio Público y Defensa Pública, a efecto de que se establezcan los profesionales a cargo de atender las causas de Justicia Restaurativa, para un mejor aprovechamiento de los recursos institucionales, en virtud de la ampliación de cobertura de los servicios.

5.3.-Coordinar el traslado del equipo Psicosocial del Primer y Segundo Circuito Judicial de Guanacaste y del Segundo de la Zona Sur, a efecto de destacarlos de forma permanente en dicha zona, para la atención de materia respectiva.

5.4.- Implementar los equipos de trabajo establecidos en los cuadros 1 y 2 del presente informe, en los diversos Circuitos Judiciales del país y según la recomendación 5.1 de este informe.


Otras Recomendaciones:

A la Dirección de Justicia Restaurativa:

5.4. Establecer los indicadores de gestión a partir de las matrices que se están adaptando en coordinación con la Dirección de Planificación.


5.5. Condicionamiento por el cual se otorga el recurso (Impacto esperado)

Colaborar con el cumplimiento del Transitorio I de la Ley de Justicia Restaurativa, que otorga un plazo al año 2021 para tener cobertura nacional. 

5.6. Vinculación con el Plan Estratégico del Poder Judicial

El recurso recomendado está en concordancia con el Plan Estratégico 2019-2024, en el: Tema Estratégico 1: “Resolución oportuna de conflictos “específicamente en la aplicación de las acciones estratégicas “Medidas alternas: 3. Fortalecer la aplicación de las medidas alternas en la solución de conflictos, que contribuyan a agilizar los procesos judiciales y fomentar la paz social.

4.Justicia Restaurativa: Fortalecer a nivel nacional la Justicia Restaurativa para agilizar la resolución de los procesos judiciales y fomentar a la paz social”.

Así como en el tema Estratégico 5: Planificación institucional, cuyo objetivo es “Dirigir la gestión judicial en función de las prioridades institucionales con el fin de maximizar el uso de los recursos”



	Realizado por: Lic. Alexander Tenorio Campos, Profesional 2

	Aprobado por: Licda. Ginethe Retana Ureña, Jefe Subproceso de Organización Institucional

	Visto bueno: Licda. Nacira Valverde Bermúdez, Directora a.i. de Planificación




	Anexo 1.
Estimación costos Recurso Humano y Mobiliario Equipo, propuesta Dirección Justicia Restaurativa y propuesta de la Dirección de Planificación.
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	Anexo 2.
Detalle del abordaje de Justicia Restaurativa por circuito y materia en el 2020.
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Interviene la Directora de Planificación, licenciada Valverde Bermúdez: “Si bien es cierto la semana pasada se conoció el informe global de Justicia Restaurativa, nosotros como estudio de plazas traemos para que quede, documentado, la categoría de plazas que quedó ya de forma definitiva en la propuesta, siendo así lo que se está planteando, que la plaza de juez 3, del Juzgado Mixto de Turrialba que venía trabajando se convierte en Fiscal Auxiliar, la plaza de juez 3 que venía trabajando en la Zona Atlántica se convierte en Defensor Público, el Fiscal Auxiliar se mantiene de la misma forma, el Defensor Público se mantiene de la misma forma,  Técnico Judicial 2 se transforma en un Profesional 2 y el Técnico Judicial 2 en un Profesional 2, estos profesionales atendiendo lo que es Trabajo Social y Psicología para conformar los equipos de trabajo que se plantearon en el informe.”.
Indica don Fernando: “Alguna observación o sugerencia, estamos de acuerdo”.
Se acordó: Aprobar el informe 691-PLA-RH-OI-2020, relativo a la Atención de la Materia Penal Juvenil y Justicia Penal Juvenil Restaurativa en todos sus extremos. Se declara acuerdo firme. 

ARTÍCULO X 
Documento N° 5667-20

La Licda. Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, presenta el oficio 692-PLA-RH-MI-2020, en el que se exponen los resultados del análisis de la reconsideración planteada mediante oficio JEFDP-450-2020 del 04 de mayo de 2020, suscrito por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Dirección de la Defensa Pública, respecto al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 38-2020 (Presupuesto 2021), celebrada el 17 de abril del año en curso, artículo XXI, referente al estudio de Requerimiento de Recurso Humano 507-PLA-RH-MI-2020. Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas (incluye materia disciplinaria, Agraria y pensión alimentaria). 

En esta oportunidad se dispuso lo siguiente:

Se acordó: 1.) Aprobar el informe 507-PLA-RH-OI-2020 de la Dirección de Planificación y sus recomendaciones, las cuales son; A la Jefatura de la Defensa Pública, Analizar en un plazo de seis meses, posterior de la entrada de vigencia de la ley 9609 “Código Procesal Agrario” la carga de trabajo de cada plaza de Defensor Agrario, de manera que, de no alcanzar la cuota establecida de los 180 asuntos, se le asigne asuntos de otras jurisdicciones para completar su carga de trabajo. En caso de que se asignen las plazas nuevas a la Defensa Pública por parte de la Asamblea Legislativa, asignar complementariamente asuntos de materia Penal, a las plazas de Defensor Público de la Unidad de Pensión Alimentaria que se encuentren asignadas a las Oficinas de la Defensa Pública de Bribrí y Buenos Aires, para completar las cargas de trabajo. Considerando que de manera prioritaria se deberá atender los asuntos de Pensión Alimentaria. Reiterar la circular interna de la Dirección de la Defensa Pública, acerca de la importancia de hacer uso y reportar de forma correcta en los cuadros estadísticos la variable de cantidad de personas usuarias de la Defensa Pública que pertenecen a algún grupo indígena, servidor judicial, con ingreso durante cada período; dado a que, los datos remitidos al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, son los que se utilizarán como base para futuros estudios que permita mejorar el acceso a la justicia de dicha población. Continuar con las capacitaciones a las personas defensoras públicas que manifiesten la necesidad, de tal forma que puedan incursionar en otras áreas de servicio, ya que según la ley de control interno se debe dar el mayor aprovechamiento de los recursos y en este caso particular en la distribución de las cargas de trabajo. A la Dirección de Gestión Humana. Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, en las que se indicó realizar la valoración del perfil de la plaza ordinaria de Defensor Público, proveniente de la Secretaría Técnica de Género y de Acceso a la Justicia, en caso de que se apruebe el que asuma las funciones encomendadas en la atención de asuntos de Asuntos Agrarios y Contencioso Administrativo, donde figure como intervinientes personas indígenas y servidores judiciales; además, de la atención de asuntos ordinarios que así disponga la Dirección de la Defensa Pública. Considerar en las condiciones para contratar al nuevo personal las disposiciones de la nueva ley aprobada en su artículo 7 que indica: “(…) Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita (…)”. Adicionalmente, proponer en los concursos de estas nuevas plazas, que las personas contratadas dispongan del conocimiento de los diferentes idiomas indígenas de tal forma que se pueda brindar un acceso real y más directo a las personas asistidas en estas zonas. Analizar en los nuevos concursos habilidades blandas como: Disposición para realizar las diligencias in situ, Utilizar diferentes medios de transporte (caballo, camión, bote, panga, etc.), Comprender que la condición social y cultural implica procesos cuyo tiempo para invertirles es mayor, pues los canales de comunicación son diversos en los diferentes procesos y según el género. Analizar en conjunto con la Defensa Pública las condiciones de los concursos en propiedad de las plazas que atienden la materia Agraria, de tal forma que se amplié su condición para que las mismas puedan atender eventualmente otras materias, así como trasladarse a las diferentes zonas que disponga la Dirección de la Defensa Pública. A la Dirección de la Dirección de la Tecnología de la Información y Comunicación, se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, tales como: Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física. Coordinar lo relacionado con la implantación y capacitación del Sistema de Seguimientos de Casos (SSC) y SIGMA en las Oficinas de la Defensa Pública que atiendan materia Agraria, con fin de obtener datos estadísticos para futuros estudios. A la Dirección de la Planificación. Se mantienen las recomendaciones realizadas en el informe 634-PLA-RH-MI-2019; Una vez que se cuente con la mejora en los sistemas informáticos, que el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, verifique contar con la fórmula estadística de todas las materias para determinar la cantidad de expedientes donde figure una persona indígena, así como servidores judiciales, con el fin de contar con el insumo para futuros estudios que permitan establecer la proyección de la demanda del servicio. 2) En relación con la solicitud de los recursos necesarios para la implementación de esta nueva legislación deberá solicitarse la incorporación de los recursos al Ministerio de Hacienda, de forma separada al Presupuesto ordinario, ya que constituyen necesidades adicionales para el Poder Judicial. 3.) Rechazar las observaciones presentadas por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública y mantener el informe Nº 507-PLA-RH-OI-2020. 4.) Tomar nota de las observaciones presentadas por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y tener por corregidas las observaciones señaladas, dentro del citado informe. Se declara acuerdo firme.”

Se debe leer en acuerdo informe 507-PLA-RH-MI-2020 ya que se muestra error en el número de informe en el acuerdo
Este acuerdo fue comunicado mediante oficio 3897-20 del 27 de abril del 2020, a la Dirección de Planificación, Defensa Publica I Circuito Judicial, Gestión Humana y Dirección de Tecnología de Información.
En esta reconsideración la señora M.Sc. M.Sc. Diana Montero Montero, Jefa a.i de la Defensa Pública plantea lo siguiente:

(Primera Reconsideración. Jefatura de la Defensa Pública)

“PRIMERO. La Dirección de Planificación elaboró el  Informe 507-PLA-RH-OI-2020, el cual fue puesto en conocimiento de la Defensa Pública, de forma tal que en tiempo se les remitió el Oficio JEFDP- 365-2020, en el que se le realizaron una serie de observaciones, por  considerar que ese documento no valoraba aspectos que de forma oral y escrita habían sido facilitados por los especialistas en las materias de contencioso administrativo, Agrario, pensiones, y la supervisión de pueblos indígenas de la Defensa Pública, señalándose en el párrafo final, después de 36 páginas:
“Por lo anteriormente expuesto se solicita respetuosamente se realice un nuevo y completo análisis de parte de la Dirección de Planificación, que contemple y analice todos los argumentos y datos expuestos por los especialistas y que se echan de menos en el presente análisis, (los cuales ya habían sido expuestos de manera oral a las personas que realizaron las entrevistas por parte de Planificación, pero que se reiteran en este oficio en las transcripciones realizadas), a fin de que se pueda concluir cuál es la cantidad de plazas que se requieren para la atención de las personas indígenas,  -aparte de las que ya han sido reconocidas de Bribri y Buenos Aires en el año 2019-,  conforme  a lo indicado en el numeral 7 de la Ley de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas.”
De tal manera que el informe de Planificación referido no es consistente en cuanto a la información, y no valora aspectos cualitativos y cuantitativos básicos en la atención de las personas usuarias indígenas.”
(Respuesta a primera Reconsideración. Dirección de Planificación)
En atención a lo expuesto, la Dirección de Planificación considera que:
Tal y como se manifiesta en el oficio 553-PLA-RH-MI-2020 (Ref. SICE 1692-18) del 17 de abril de 2020, el cual brinda respuesta al oficio JEFDF-365-2020 de la Defensa Pública; se transcribe literalmente lo expuesto en dicho oficio en el penúltimo punto:

	#
	Observaciones recibidas
	Criterio de la Dirección de Planificación

	20
	"se solicita respetuosamente se realice un nuevo y completo análisis de parte de la Dirección de Planificación, que contemple y analice todos los argumentos y datos expuestos por los especialistas y que se echan de menos en el presente análisis"
	En vista de que todos los argumentos y datos expuestos fueron analizados uno a uno en el presente documento; el criterio de la Dirección de Planificación se mantiene, debido a que la regla Fiscal se mantiene y el presente informe responde a la actualización del requerimiento de recursos para a tramitación de asuntos con persona indígena en calidad de interviniente a partir de la promulgación de la Ley 9593, donde se obtiene como resultado que las cargas de trabajo no han tenido una variación significativa respecto al estudio realizado el año anterior, el cual fue aprobado por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria (Presupuesto 2020) artículo XV, celebrada el 23 de mayo de 2019 y, aprobado por Corte Plena en la sesión 22-19 celebrada el 06 de junio de 2019, artículo IV.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.


Nota: Tomado del texto original del oficio 553-PLA-RH-MI-2020.
Así como se contestó en el oficio en mención, se reitera que el informe 507-PLA-RH-MI-2020 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas” responde una actualización del informe del año anterior, el cual tiene como principal objetivo determinar las variaciones en las cargas de trabajo, entrada de asuntos, recursos disponibles y aspectos cualitativos, que permitan determinar las necesidades actuales. Como se evidencia en el estudio técnico, las necesidades del año anterior se mantienen con respecto a este y, es por esto por lo que, las recomendaciones de la Dirección de Planificación se mantienen. 
De igual manera, como se evidencia en el oficio 553-PLA-RH-MI-2020 (Ref. SICE 1692-18) del 17 de abril de 2020, el cual brinda respuesta al oficio JEFDF-365-2020 de la Defensa Pública; se le plantea al Consejo Superior del Poder Judicial es escenario que propone la Jefatura de la Defensa Pública, el cual comprende la creación de 47 nuevas plazas de Defensora o Defensor Público distribuidas a nivel nacional; escenario que se reitera a continuación:

	#
	Observaciones recibidas
	Criterio de la Dirección de Planificación

	
	En vista de las solitudes planteadas en el Oficio específicamente en el “Cuadro diagnóstico de servicio” remitido por la Defensa Pública, se procede a enlistar todas las plazas requeridas desde el punto de vista de la Defensa Pública, segregado por despacho y materia:

Puriscal: 1 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Buenos Aires: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Corredores: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Golfito: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Coto Brus: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Guatuso: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Turrialba: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Tarrazú, Dota y León Cortés: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Limón: 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.

Bribri: 1 plaza en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.
Atención de personas indígenas que se encuentran privadas de libertad: 2 plazas en Pensiones Alimentarias, 2 plazas en Familia y una plaza en violencia doméstica.
Subtotal: 14 Pensiones Alimentarias, 22 Familia y 11 Violencia Doméstica.

Total: 47

	Con el fin de dar atención a lo establecido a lo solicitado por la Defensa Pública y tomando como insumo la estimación de costos por persona defensora para el 2021, se procedió a realizar un cálculo del costo que implicaría el otorgamiento de las 47 plazas mencionadas.

El costo promedio por puesto de Defensor Público, para el 2021 es de ₡52.867.000 y el Costo total de gasto variable por cada plaza Profesional (Defensor Público), para el 2021 es de ₡1.678.273, para un total de ₡54.545.273 por lo tanto para las 47 plazas correspondería a ₡2.563.627.831.


Nota: Tomado del texto original del oficio 553-PLA-RH-MI-2020.

Sin embargo, el Consejo Superior del Poder Judicial acordó mantener los escenarios plateados en el informe 507-PLA-RH-MI-2020, según propuesta de la Dirección de Planificación.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.
(Segunda Reconsideración. Jefatura de la Defensa Pública)

“SEGUNDO: Aún y cuando se trata de un acuerdo que fue tomado en firme por este Consejo, por la responsabilidad que este tema implica en la atención a una población con una altísima condición de vulnerabilidad, se presenta Recurso de Reconsideración tomando en cuenta la trascendencia del tema y las implicaciones del acuerdo, tanto para la Institución, como para las personas usuarias de nuestro servicio público.
Es de importancia establecer que desde el Oficio JEFDP-365-2020, en el apartado de Pensiones Alimentarias, se indicaron una serie de datos que corresponden a los lugares en los que hay Juzgado de Pensiones y Familia, pero no hay persona defensora pública para brindar atención a personas usuarias en esta materia, de tal forma que no se brinda el servicio, o se brinda de forma parcial por falta de recurso humano.
(Respuesta a segunda Reconsideración. Dirección de Planificación)
Si bien es cierto, la reconsideración menciona específicamente que en el apartado de Pensiones Alimentarias se mencionan lugares en los que hay Juzgado de Pensiones y Familia, pero no hay persona defensora; al inicio del Oficio JEFDP-365-2020 se menciona:
“Incluso, se echa de menos en el informe que hay lugares en los que no se pueden brindar los servicios por falta del recurso humano y esto afecta a las personas usuarias, entre ellas a las personas indígenas, por ejemplo, Coto Brus no tiene atención para actoras en pensiones y familia, a pesar de que el Juzgado de Pensiones tiene una carga de procesos muy amplia.”
A lo anterior, la Dirección de Planificación contestó, mediante el Oficio 553-PLA-RH-MI-2020:
“En el informe se evidencia la cantidad de recursos con los que se cuenta en las oficinas de la Defensa Pública. Para el caso específico de la Coto Brus, se expresa literalmente:

“ (…) la Defensa Pública de Coto Brus mantiene colaboración de Corredores (un día por semana). En este último despacho, aunque no se cuente en la estructura organizacional ordinaria con una persona defensora especializada en Pensiones Alimentarias, una Defensora o Defensor Público de materia penal mantiene un recargo de Pensiones Alimentarias. (…)

Además, en la tabla 3 del informe se evidencia que la Defensa Pública de Coto Bus cuenta con un circulante penal de 76 asuntos (para el que si tiene recursos), 9 de Pensiones Alimentarias (donde mantiene colaboración de otra oficina) y no cuenta con circulante Agrario. Por último, importante mencionar que los asuntos de Pensiones Alimentarias son llevados por recargo por un recurso penal.”
Adicionalmente, se reiteran los puntos 15 y 17 del Oficio 553-PLA-RH-MI-2020, respecto al apartado de Pensiones Alimentarias y a la observación que compete:

	#
	Observaciones recibidas
	Criterio de la Dirección de Planificación

	15
		"• La Defensa Pública para poder cumplir con las competencias asignadas en la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, publicada el 28 de setiembre de 2018, representación legal tanto a la parte actora como a la parte demandada en materia de familia, pensiones alimentarias y parte actora en procesos de violencia doméstica. Valga indicar que anterior a esta Ley, no se representaba a la parte demanda en procesos alimentarios, tampoco en procesos de familia parte actora y parte demandada y tampoco se atendía a la parte solicitante en procesos de violencia doméstica, debiéndose alterar el curso normal del servicio en diferentes oficinas de la Defensa Pública, después de la entrada en vigor de la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.
 • Los datos analizados en el informe bajo estudio de la materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, para la población indígena, incluye únicamente los datos de asuntos activos que lleva la Defensa Pública (a pesar de que el servicio se trata de brindar de la mejor manera, es claro que existe recurso limitado para ofrecer el servicio de forma integral), no se evidencia los datos de asuntos activos en las diversas materias (pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica) que llevan los Juzgados de las localidades con mayor concentración de personas indígenas, tales como: Limón, Puntarenas
	 "• La Defensa Pública para poder cumplir con las competencias asignadas en la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, publicada el 28 de setiembre de 2018, representación legal tanto a la parte actora como a la parte demandada en materia de familia, pensiones alimentarias y parte actora en procesos de violencia doméstica. Valga indicar que anterior a esta Ley, no se representaba a la parte demanda en procesos alimentarios, tampoco en procesos de familia parte actora y parte demandada y tampoco se atendía a la parte solicitante en procesos de violencia doméstica, debiéndose alterar el curso normal del servicio en diferentes oficinas de la Defensa Pública, después de la entrada en vigor de la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas.
 • Los datos analizados en el informe bajo estudio de la materia de pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica, para la población indígena, incluye únicamente los datos de asuntos activos que lleva la Defensa Pública (a pesar de que el servicio se trata de brindar de la mejor manera, es claro que existe recurso limitado para ofrecer el servicio de forma integral), no se evidencia los datos de asuntos activos en las diversas materias (pensiones alimentarias, familia y violencia doméstica) que llevan los Juzgados de las localidades con mayor concentración de personas indígenas, tales como: Limón, Puntarenas, San José (zona sur), Cartago, Guanacaste, Alajuela y Heredia. Llama la atención que en el estudio no se incluye, por ejemplo, datos del Juzgado Contravencional de Tarrazú, donde ni siquiera se cuenta con persona defensora pública en la materia alimentaria, tampoco se evidencian datos del Juzgado Contravencional de San Vito de Coto Brus, ni del Juzgado de Familia de Corredores, de Turrialba, solo para citar algunos casos. "






		Seguidamente se extrae parte de lo expuesto en el punto cinco del informe, referente a la carga laboral en materia de Pensiones Alimentarias:

"Al tercer trimestre del 2019 existían 306 asuntos en trámite en la Defensa Pública, en los que figuraba una o varias personas pertenecientes a poblaciones indígenas, del total de asuntos un 68% esta centralizado en las oficinas de Bribri y Buenos Aires, con un 34% en cada una; seguidos de Pérez Zeledón con un 7% y Limón con un 6%.

 De tal modo, es posible determinar que los asuntos en trámite en Bribri y Buenos Aires de forma separada, superan en un 80% a los casos en trámite en la Defensa Pública con el tercer lugar, en materia de Pensiones Alimentarias."

La Dirección de Planificación es consciente que con la promulgación de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se deberá atender tanto a la parte actora como a la parte demandada; sin embargo, a nivel de cargas de trabajo y tomando en cuenta la maximización de los recursos institucionales; además, en apego a la contención del gasto público; se puede observar que las circulantes actuales con las que cuentan la mayoría de estos despachos no justifican el otorgamiento de recurso humando adicional.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.




	17
		"Para mayor claridad expondré mediante un cuadro aquellos juzgados ubicados en las zonas donde existe una mayor concentración de personas usuarias indígenas, con la indicación del servicio que se está brindado, si la Defensa Pública cuenta o no con persona defensora pública en la materia de pensiones alimentarias para la parte acreedora alimentaria. Se aclara que en materia de familia y violencia doméstica no se cuenta del todo con recurso humano para brindar ese servicio."



		En este particular, como se menciona en el apartado cinco de Pensiones alimentarias del informe 507-PLA-RH-MI-2020, la dinámica es la misma que realiza actualmente la Defensa Pública, donde "(...) los asuntos en materia de Familia forman parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Pensiones Alimentarias, y en materia de Violencia Doméstica pasan hacer parte del circulante de la Unidad de la Defensa Pública que atiende Penal. (...)"


Tal y como se abordó en la observación 13 de presente documento la Dirección de Planificación es consciente que con la promulgación de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se deberá atender tanto a la parte actora como a la parte demandada; sin embargo, a nivel de cargas de trabajo y tomando en cuenta la maximización de los recursos institucionales; además, en apego a la contención del gasto público; se puede observar que los circulantes actuales de esas oficinas no justifican el otorgamiento de recurso humando adicional a nivel nacional.




Lo anterior, no modifica el contenido del informe.





Nota: Tomado del texto original del oficio 553-PLA-RH-MI-2020.

Como se evidencia, el argumento técnico fue brindado a la Jefatura de la Defensa Pública mediante el Oficio 553-PLA-RH-MI-2020, que efectivamente responde a las observaciones realizadas por la Jefatura de la Defensa Pública mediante el Oficio JEFDF-365-2020.
Lo anterior, no modifica el contenido del informe.
(Tercera Reconsideración. Jefatura de la Defensa Pública)

 El día 29 de abril ante el acuerdo del Consejo Superior que se recibe, mi persona se comunica por teléfono con la Sra. Nacira Valverde, directora a.i del Departamento de Planificación, a quien respetuosamente se le consulta sobre los resultados del estudio y el por qué no se habían tomado en cuenta las múltiples observaciones realizadas por los especialistas en materia, que evidencian la necesidad de las personas usuarias de contar con más profesionales de la Defensa Pública que les brinden la defensa técnica.  Indicando la Sra. Valverde que la Defensa Pública no aportó prueba de las necesidades de atención en algunas Defensas Públicas como Coto Brus, Turrialba entre otras pues según señaló, la Defensa Pública debía haber indicado de la cantidad de personas usuarias en cada uno de esos despachos, cuántas eran personas indígenas.  Al respecto, se le hizo ver a la señora Directora de Planificación que la información con la que cuenta la Defensa Pública, desde un inicio se le facilitó a las personas encargadas de la realización del estudio, quienes no indicaron en ningún momento a los especialistas de la Defensa  que tenían que brindar los datos de los procesos y usuarios en los Juzgados de Pensiones Alimentarias, Familia, Violencia Doméstica o cualquier otra materia; ya que si lo hubieran solicitado de esta forma, desde un primer momento la Defensa Pública hubiera requerido dicha información a los Juzgados.

Sin embargo, debo señalar que  los datos estadísticos necesarios para hacer un estudio de las necesidades institucionales,  sea de los Juzgados de Pensiones Alimentarias, Violencia Doméstica y Familia o cualquier otra materia,  no son datos asequibles para la Defensa Pública, pues usualmente le corresponde al órgano técnico pedir la información y analizarlos con la perspectiva que corresponde a los expertos institucionales, a fin de elaborar un estudio y resultados adecuados acordes con la realidad judicial y la necesidad de las personas usuarias,  por lo tanto, la ubicación y análisis de dichos datos le corresponde a la Dirección de Planificación.  Además, desde la Defensa Pública no contamos con los permisos necesarios para acceder a los sistemas de los Juzgados y obtener dicha información. Sin embargo, reitero, si desde el primer momento nos hubieran solicitado esos datos, aun cuando no es tarea de la Defensa Pública recabar esa información, lo hubiéramos hecho con mucho gusto con el afán de colaborar.

Se hace notar que el informe de Planificación aprobado por su estimable Autoridad no contiene un estudio integral que incluya los datos de expedientes activos en los diferentes juzgados del país donde una de las partes o ambas sean personas indígenas, en las diferentes materias como lo dispone la ley número 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, en su artículo 7. 

Estos datos son un punto de partida fundamental, para realizar las proyecciones reales de las plazas que requiere la Defensa Pública, y no basar el estudio únicamente en los casos activos de personas indígenas con los que cuenta la Defensa Pública, en las oficinas donde se cuenta con mayor concentración de población indígena. Lo anterior, no puede reflejar la necesidad de recurso humano ya que estas nuevas competencias, se han tenido que enfrentar sin nuevos recursos, el servicio no se ha podido brindar como debería de ser, así por ejemplo puedo citar: la imposibilidad de que las personas defensoras públicas acompañen a las personas juzgadoras, facilitadores judiciales a las giras a zona indígena, o si lo hacen el servicio ordinario no puede ser brindado. 

(Respuesta a tercera Reconsideración. Dirección de Planificación)

Tal y como se menciona en el nombre del informe 507-PLA-RH-MI-2020 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas”, el alcance del informe responde a las detección de las necesidades de recursos en la Defensa Pública, por ello se consideran los datos estadísticos oficiales que se reflejan en los Anuarios Estadísticos; mismos datos que son facilitados por la Defensa Pública y, los datos facilitados directamente por la Sección de Estadística de la Defensa Pública. 
Además, como es de conocimiento de la Defensa Pública, no todos los asuntos que se tramitan en los Juzgados mantienen representación pública y tampoco, se puede afirmar que todas las personas usuarias son indígenas. Así como se menciona en el oficio la Defensa Pública, se concuerda con que no siempre es posible segregar la cantidad de asuntos que mantienen personas usuarias indígenas en calidad de interviniente. Inclusive, dentro de las recomendaciones del informe se incluye el identificar a las personas usuarias indígenas o en los procesos judiciales de forma automatizada. Es por ello por lo que la información confiable para realizar las estimaciones y proyecciones de la demanda del servicio se realiza con los datos facilitados por la Defensa Pública, en donde, gracias a la muy buena labor, se logra identificar la cantidad de partes intervinientes donde figura población indígena por expediente, lo cual permitió realizar el presente estudio técnico.
Por último, no se puede dejar de lado que, en la llamada telefónica que se menciona, la Señora Directora de Planificación indica que, se reconoció el buen trabajo a nivel estadístico realizado por Defensa Publica en materias como Pensiones Alimentarias, sin embargo, se deben contemplar para fines del impacto de esta Ley, los casos donde existe persona indígena como interviniente; esto para poder justificar las 47 plazas que propone la Jefatura de la Defensa Pública.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.
(Cuarta Reconsideración. Dirección de la Defensa Pública)
Pese a lo anterior, me he dado a la tarea de ubicar algunos números de interés, con relación al tema de atención de personas indígenas, pues el estudio de Planificación aprobado se basa únicamente en los números que le proporcionó la Defensa Pública y se dejaron de lado temas vitales que hemos venido apuntando desde un inicio y que fueron remarcados en el último informe que rindió la Defensa Pública.
Por ejemplo, no se realizó un estudio a nivel nacional con los datos de los juzgados, independientemente de la materia, para determinar el número de expedientes activos en la que una o ambas partes fuesen personas indígenas. Este tema no puede ser analizado solo en los lugares en donde haya mayor concentración de personas indígenas, ya que arroja resultados sesgados ya que hay materias que no se tramitan en esos lugares y las personas indígenas no están centradas en esas zonas, ya que las personas indígenas están por todo el país y muchas cambian de domicilio constantemente. 
(Respuesta a cuarta Reconsideración. Dirección de Planificación)
Se concuerda con que las personas indígenas se encuentran distribuidas a lo largo del territorio nacional, es por ello por lo que no se sesga ninguna oficina de la Defensa Pública que reporte asuntos activos con persona usuaria en calidad de interviniente. Sin embargo, la misma data evidencia que la cantidad de asuntos activos e inclusive entrados se concentra en las zonas donde se recomienda sea reforzado el servicio público con la incorporación de dos recursos de Defensora o Defensor Público, en este caso Buenos Aires y Bribri.
Y reiterando, como se menciona en el punto anterior, el alcance del presente estudio técnico responde a la actualización de las necesidades de la Defensa Pública expresas en el informe anterior e incluso, se evidencia que las cargas de trabajo se mantienen y que la capacidad operativa de las personas servidoras judiciales que trabajan fuera de la zona de Bribri y Buenos Aires permite que éstas asuman la tramitación de los asuntos actuales y la proyección de la entrada. Es por esto, que además tomando en cuenta variables cualitativas, se recomienda la incorporación de dos recursos en las zonas de mayor afluencia de personas usuarias indígenas, donde se requiere reforzar el servicio público brindado. 

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.
(Quinta Reconsideración. Jefatura de la Defensa Pública)
No se analizó el tema de las giras que realizan las personas facilitadoras judiciales, quienes en muchas ocasiones solicitan a la Defensa Pública que los acompañen y por falta de recursos no hemos podido atender a este llamado.
Tampoco, se evidencia que se tomara en cuenta las giras a zona indígena, el tiempo de traslado, para la realización de audiencias en el lugar y acercar la justicia a estas personas que tanto lo requieren por su extrema condición de vulnerabilidad.
Además, se omite medir el impacto que ha tenido esta ley en el servicio que brinda la Defensa Pública, por ejemplo en el caso de aquellas personas usuarias que han tenido que acudir directamente al Despacho a plantear el proceso sin asistencia letrada o acompañamiento de la Defensa Pública, como es el caso de la materia de pensiones alimentarias en las localidades de Cartago, Turrialba, Limón, Corredores, Upala, ya que, al momento de buscar a la persona defensora pública, se encuentra de gira en las diversas zona indígenas.
Finalmente, no se evidencia estudio en cuanto al tiempo de traslado de las personas defensoras públicas para atender casos de otras jurisdicciones por intereses contrapuestos, ejemplo: de Golfito a Corredores o de Golfito a Puerto Jiménez, o de Corredores a San Vito, o Cartago que visita Turrialba o a la zona indígena, o de Turrialba a la zona indígena, entre otros. Incluso en ocasiones la Defensora de Golfito, dada la existencia de intereses contrapuestos en casos de San Vito, ha tenido que trasladarse a San Vito, pues ambas partes eran personas indígenas. Estos son solo algunos ejemplos que no son analizados en el estudio de Planificación.
No podemos dejar de señalar que el análisis de Planificación tampoco toma en cuenta que la atención de la persona indígena es mucho más compleja y consume más tiempo, precisamente por las particularidades de su cultura, lo cual amerita un estudio técnico por parte de un profesional de ingeniería industrial que realice un acompañamiento a las personas defensoras que atienden estos casos para que contabilicen la diferencia de tiempo que se invierte en estos casos.
(Respuesta a la quinta reconsideración. Dirección de Planificación)
En lo referente a este punto, se transcribe lo mencionado por la Dirección de Planificación en el oficio 553-PLA-RH-MI-2020, específicamente en el punto 1 y 3:
“Se concuerda con la Jefatura de la Defensa Pública en cuanto a la existencia de minutas que evidencian los requerimientos expresados por el personal defensor, la Supervisión de Pueblos Indígenas e inclusive, la Jefatura de la Defensa Pública. No obstante, se aclara que en el análisis del informe si fue considerado, precisamente variables cualitativas de la zona de Bribri y Buenos Aires, que es donde se concentra la mayor cantidad de asuntos con persona usuaria indígena en calidad de interviniente.”
(…)
“La Dirección de Planificación comparte el criterio de que estos datos deben ser analizados; sin embargo, debido a las condiciones particulares geográficas, sociales y económicas de cada población indígena y la zona en la que habita, de momento no se estima oportuno realizar una recomendación generalizada para la atención de la población indígena, pues las condiciones pueden variar según la zona.
 Es por ello, que las cargas de trabajo calculadas no son ajustadas para que la Persona Defensora tenga un 100% de ocupación; pues, es necesario dejar espacios para atender imprevistos o situaciones que ameriten dedicar más tiempo, como lo es la atención de personas indígenas.
Por otro lado, dentro de los alcances del Proyecto de Mejoramiento al Proceso Penal se están analizando de manera distintiva la condición y particularidad de la población y la zona en la que se encuentran, tomando en cuenta tiempos de movilización y limitaciones económicas de las personas en cada oficina que se aborda, para emitir recomendaciones de manera integral, que beneficien tanto a la oficina como a la población.”

En lo referente al impacto que ha tenido la ley 9593 en materia de Pensiones Alimentarias, en las localidades de  Cartago, Turrialba, Limón, Corredores y Upala; la Administración de la Defensa Pública mediante correo electrónico del 17 de febrero suministró un cuadro estadístico denominado “Personas Indígenas que mantienen procesos en trámite en la Defensa Pública en razón del cumplimiento de la Ley 9593, al  31 de diciembre 2019.” mismo que se encuentra dentro del informe 507-PLA-RH-MI-2020 en el apartado “b. Análisis de datos estadísticos de la Defensa Pública” dentro de este cuadro resaltan los siguientes aspectos en lo referente a Pensiones Alimentarias:
Para materia de Pensiones Alimentarias en total se contabilizaron 65 asuntos, de los cuales en Turrialba se registra un asunto y en Corredores dos asuntos. 
El cuadro suministrado no muestra datos para las oficinas de Cartago, Limón y Upala, lo cual denota que no hay un impacto en los asuntos en trámite de esas oficinas al 31 de diciembre de 2019.
El 80% de los asuntos ingresados, correspondieron a Buenos Aires con 23 y Bribri con 29, de ahí que se dé una atención prioritaria a esas oficinas.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.
(Sexta Reconsideración. Jefatura de la Defensa Pública)
Debo indicar, que resulta preocupante que se pretenda partir del análisis de los casos de personas indígenas planteados ante órganos jurisdiccionales sin acompañamiento de la Defensa Pública, cuando no existe certeza si en los juzgados se les consulta a todas las personas usuarias si es persona indígena o no, de ahí, que algunos no proporcionaron la información requerida.  Incluso, podría ocurrir que se omita hacer este tipo de consulta por considerar que puede ser vista como discriminatoria, aun cuando este no sea el fin de la consulta.  
Entre los juzgados que no pudieron facilitarnos los datos sobre personas indígenas se encuentran: 
Juzgado Contravencional de San Vito
 
	Materia
	Cantidad de expedientes activos sin que puedan determinar en cuales interviene una persona indígena por no llevar ese control el Juzgado de la localidad

	Pensiones alimentarias
	1150 (de los cuales la Defensa Pública solo representa a personas indígenas en 16 asuntos)

	Violencia Doméstica
	332 (no se lleva ningún caso)


 

Juzgado de Familia, Violencia Doméstica y Penal Juvenil de Turrialba y el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba

	Materia
	Cantidad de asuntos de personas indígenas

	Violencia doméstica
	562, de los cuales 57 intervienen personas usuarias indígenas cabécar y la Defensa Pública solo lleva 2 asuntos

	Familia
	73 asuntos, 4 asuntos activos, la Defensa Pública llevan 2 asuntos únicamente.

	Pensiones alimentarias
	140 asuntos de personas indígenas, de los cuales solo 19 son representados por la Defensa Pública.




Juzgado Contravencional de Puerto Jiménez
 
	Materia
	Cantidad de expedientes activos sin que puedan determinar en cuales interviene una persona indígena por no llevar ese control el Juzgado de la localidad

	Violencia Doméstica
	172 expedientes

	Pensiones Alimentarias
	171 expedientes



En cuanto a la oficina de Puerto Jiménez, se debe hacer notar que ni siquiera se cuenta con persona defensora pública en materia de pensiones alimentarias, por lo que estas personas no tienen la opción de representación legal gratuita. Se hace notar que, para poder llegar al lugar desde Golfito se debe pagar una lancha que tiene un precio por viaje de 3.000 mil colones, la misma cantidad de regreso. Además, el bus hace la ruta solo una vez en la mañana y otra en la tarde, desde Golfito.  
En la zona de Puerto Jiménez, la población indígena esta sin atención, no hay plaza de pensiones alimentarias, familia o violencia doméstica. El Juzgado debe atender a la población indígena de Alto Laguna de Osa, que es un territorio indígena de gran extensión, y para recibir la representación legal gratuita deberían ir hasta Golfito, pero esto nunca ocurre por la falta de recursos económicos para pagar el pasaje del transporte marítimos o transporte público por carretera.  

(Respuesta a la sexta reconsideración. Dirección de Planificación)
La Dirección de Planificación concuerda con que existe una omisión por parte de algunos despachos judiciales en el registro de las variables; y resulta una limitante para los estudio técnicos, sin embargo, se es consciente que el Consejo Superior ha remitido circulares como la 15-2019 del 4 de febrero de 2019 donde recalca la importancia del registro de variables sociodemográficas, coligadas a las partes intervinientes en los procesos judiciales ingresados y la importancia de mantener actualizado los sistemas informáticos y de esta manera contribuir al cambio positivo cultural de las funcionarias y los funcionarios judiciales de las oficinas y despachos judiciales.
Haciendo un análisis de los cuadros suministrados en lo referente a la representación de la Defensa Pública en los casos activos con interviniente indígena, se puede observar que, en el caso del Juzgado Contravencional de San Vito, en materia de Pensiones Alimentarias la representación de la Defensa Pública es de solo un 1% y en Violencia Doméstica de un 0%.
En el Juzgado de Familia, Violencia Doméstica y Penal Juvenil de Turrialba y el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Turrialba, la representación de la Defensa Pública en Violencia Doméstica es de 0,3%, en Familia de 2,7% y en Pensiones Alimentarias es de 14%.
Por último, en el Juzgado Contravencional de Puerto Jiménez hay un 0% de presentación de la Defensa Pública en Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarias.
En vista del análisis anterior, se debe aclarar que la Jefatura de la Defensa Pública oportunamente realizó ajustes para brindar siempre la atención de asuntos Pensiones Alimentarias en esas zonas; la Defensa Pública de Cartago da colaboración a Turrialba dos veces por semana y en la Defensa Pública de Coto Brus el Defensor Penal posee ese recargo. En el caso particular de Puerto Jiménez se tiene conocimiento que no poseen una plaza destinada para Pensiones Alimentarias; sin embargo, los datos estadísticos suministrados por la Defensa Pública no muestran ningún asunto entrado, en trámite o terminado, debido a que los asuntos son atendidos por la Defensa Pública de Golfito. 
Ahora, en lo que respecta a los asuntos en trámite con intervinientes indígenas en materia de Pensiones Alimentarias la oficina de Golfito al 30 de setiembre tenía solamente 9 asuntos, lo que porcentualmente es un 3% de todos los asuntos con intervinientes indígenas, dato que sería aún menor si se discriminan los asuntos correspondientes a Puerto Jiménez; colocándola muy por debajo de oficinas como Buenos Aires y Bribri con un 34% cada una.
Es por lo anterior, que la Dirección de Planificación considera que la carga laboral de la oficina técnicamente no justifica el otorgamiento de puestos adicionales.
Además, como se mencionó en la respuesta a la tercera reconsideración del presente oficio, como es de conocimiento de la Defensa Pública, no todos los asuntos que se tramitan en los Juzgados mantienen representación pública y tampoco, se puede afirmar que todas las personas usuarias son indígenas. Así como lo menciona en el oficio la Defensa Pública, se concuerda con que no siempre es posible segregar la cantidad de asuntos que mantienen personas usuarias indígenas en calidad de interviniente. Inclusive, dentro de las recomendaciones del informe se incluye el identificar a las personas usuarias indígenas o en los procesos judiciales de forma automatizada. Es por ello por lo que la información confiable para realizar las estimaciones y proyecciones de la demanda del servicio se realiza con los datos facilitados por la Defensa Pública, en donde, gracias a la muy buena labor, se logra identificar la cantidad de partes intervinientes donde figura población indígena por expediente, lo cual permitió realizar el presente estudio técnico.
(Séptima Reconsideración. Dirección de la Defensa Pública)
En virtud del acuerdo transcrito, con el mayor de los respetos, se presenta el Recurso de Reconsideración el cual solicito se acoja, ya que no se comparte el informe aprobado por el Consejo Superior, emitido por la Dirección de Planificación 507-PLA-RH-OI-2020,  ni sus conclusiones y recomendaciones.   Se considera que dicho informe tiene una base probatoria que no es acorde a la realidad de la Defensa Pública, ni la atención que esta brinda a las personas indígenas y por ello no contempla en sus recomendaciones la totalidad de las plazas que las personas usuarias indígenas requieren para su atención, a pesar de su condición de extrema vulnerabilidad.
De tal manera que, si se considerara y valorara lo señalado en el Oficio JEFDP- 365-2020, se podría determinar la necesidad no de dos plazas como lo indica la Dirección de Planificación, sino de una cantidad mayor de plazas que las personas usuarias indígenas requieren. Es así como se solicita reconsiderar el acuerdo y no tener por aprobado el informe de Planificación, sino valorar el Oficio de la Defensa Pública ya indicado y ordenar un nuevo estudio integral a la Dirección de Planificación, que en su condición de órgano técnico especializado debe recolectar e incluir datos de los diferentes Juzgados de Pensiones Alimentarias, Familia y Violencia Doméstica a nivel nacional, tanto de forma general como segmentada en relación con la población indígena. “

(Respuesta a la sétima reconsideración. Dirección de Planificación)
En este punto se considera correspondiente citar lo manifestado por la Dirección de Planificación en el oficio 553-PLA-RH-MI-2020 en sus puntos 18 y 19: 

“La Dirección de Planificación tomando en consideración las limitaciones presupuestarias actuales que imposibilitan la creación de nuevas plazas y en busca de la maximización de los recursos con los que cuenta la institución, en el apartado denominado "Aspectos demográficos a considerar" realizó una revisión de todas las zonas indígenas del país, con el fin de detectar aquellas de mayor densidad, para así, poder favorecer primeramente a la mayor cantidad de personas; como resultado se obtuvieron las zonas de Bribri y Buenos Aires.
Por otro lado, es importante destacar que mediante el Proyecto de Mejoramiento al Proceso Penal que realiza la Dirección de Planificación, ya fue abarcada la oficina de la Defensa Pública de Bribri donde se realizaron una serie de propuestas para mejorar el acceso a la justicia y  el servicio que se brinda a la población indígena, como la realización de indagatorias en territorios indígenas en busca de un acercamiento con las personas, la atención de indagatorias de respuesta inmediata, con el fin de evitar que la población indígena deba presentarse varias veces; se promovió la posibilidad de ampliar las instalaciones físicas actuales o trasladarse a un lugar cercano para dar un mejor servicio a los usuarios, se planteó la capacitación al personal en lenguas indígenas, entre otros.
Si bien es cierto, estas recomendaciones fueron planteadas para la zona Bribri, el proyecto irá abarcando paulatinamente todas las oficinas de la Defensa Pública del país, lo que traerá una serie de recomendaciones específicas para cada oficina según sus particularidades y claramente tomando en cuenta los aspectos sociales asociados.”

(…)

	“La Dirección de Planificación coincide con lo manifestado por la Jefatura de la Defensa Pública, es por ello que, tomando en consideración las limitaciones presupuestarias que atañen a la institución, que se está haciendo un esfuerzo mediante los alcances del Proyecto del Mejoramiento al Proceso Penal en la Defensa Pública, para que en la medida de lo posible sean movilizadas plazas hacia las oficinas con mayor necesidades para solventar paulatinamente los requerimientos asociados a la promulgación de la Ley de Acceso a la Justicia de Poblaciones Indígenas.

Por otro lado, como se observa en el análisis y en los elementos conclusivos del informe en atención, y en lo concerniente a Pensiones Alimentarias, se puede observar que un 85% del total de asuntos se concentra en Buenos Aires y Bribri, y es por ello, que esta Dirección decidió priorizar la situación de estas oficinas.

Además, se tiene conocimiento de la situación de las oficinas de Turrialba, Pérez Zeledón, Limón y Coto Brus, las cuales serían después de Bribri y Buenos Aires, las oficinas de mayor carga laboral en Pensiones Alimentarias y desde la perspectiva de mejorar al servicio público, eventualmente se podría valorar dotar de recurso; pues, según lo establecido en la Ley Acceso a la Justica de Pueblos Indígenas debe darse representación tanto a la parte actora como a la demanda, y partiendo de que no puede ser la misma Persona Defensora quien represente a ambas parte; sin embargo, las cargas de trabajo actuales, se logran atender con la cantidad actual de defensoras y defensores, y ante la necesidad de priorizar la utilización de recursos no resulta procedente otorgar recursos adicionales en este momento, pero serán tomadas en cuenta dentro de los alcances del Proyecto de Mejoramiento Penal de la Defensa Pública, como parte de la maximización de los recursos institucionales.”



Asimismo, es importante recalcar lo mencionado en la primera respuesta del presente informe, donde se indica lo siguiente:
“De igual manera, como se evidencia en el oficio 553-PLA-RH-MI-2020 (Ref. SICE 1692-18) del 17 de abril de 2020, el cual brinda respuesta al oficio JEFDF-365-2020 de la Defensa Pública; se le plantea al Consejo Superior del Poder Judicial es escenario que propone la Jefatura de la Defensa Pública, el cual comprende la creación de 47 nuevas plazas de Defensora o Defensor Público distribuidas a nivel nacional”
Sin embargo, el Consejo Superior acordó mantener los escenarios planteados dentro del informe 507-PLA-RH-MI-2020.
Adicionalmente, cabe manifestar, que en consideración de la carga de trabajo de los recursos defensores a nivel nacional, se estima conveniente en este informe, mantener la recomendación planteada en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, aprobado por Corte Plena en sesión 22-19 de Corte Plena (Presupuesto 2020) del 6 de Junio de 2019, Artículo IV donde se establece que las 16 plazas de Agrario recomendadas ordinarias para este 2020, asuman como carga ordinaria aquellos asuntos en donde figure como parte actora o demandada una o más personas indígenas. Tal y como lo recomendó la Dirección de la Defensa Pública.
Importante indicar que, con respecto a la propuesta de la Comisión de Acceso a la Justicia y Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial y la Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, relacionado con priorizar el reforzamiento de Defensa Pública Especializada en materia indígena, indicado en el documento compartido con la población judicial el martes 5 de mayo del 2020; en este informe 507-PLA-RH-MI-2020 se recomiendan dos (2) plazas de Defensora o Defensor Público, para la atención de población de pueblos Indígenas.
Por otro lado, dentro del informe 507-PLA-RH-MI-2020, se incluyeron antecedentes referentes a regla fiscal que impiden el crecimiento del presupuesto y en plazas:
“En oficio 101-P-2019, de fecha 17 de mayo de 2019 y dirigido a la Ministra de Hacienda, el Presidente de la Corte y en alusión al oficio DM-0466-2019, mediante el cual se informó de la aplicación de la Regla Fiscal en el presupuesto 2020, entre otras ideas al referirse al monto máximo autorizado al Poder Judicial, se indicó: 
“(…) Es importante señalar que estos datos no incorporan los requerimientos asociados a las nuevas obligaciones impuestas por la Asamblea Legislativa por aprobación de leyes, los cuales será necesario solicitar ante el Ministerio de Hacienda de forma complementaria al presupuesto ordinario.”
Posteriormente mediante oficio DM-0945-2019, de fecha 11 de junio del 2019, la señora Ministra de Hacienda y en alusión a lo indicado en el oficio 101-P-2019, comunica al presidente de la Corte Suprema de Justicia lo siguiente: 
“(…) Finalmente, en relación con las solicitudes complementarias al Anteproyecto de presupuesto de la institución a que se hace alusión en su oficio, le informo que el cumplimiento de la regla fiscal no da espacio para el financiamiento de nuevos gastos”.
En el oficio 118-P-2019 del 14 de junio de 2019, el presidente de la Corte solicitó a la Ministra de Hacienda se valorara la posibilidad de contar con financiamiento adicional al gasto ordinario para atender esta y cinco nuevas obligaciones más encomendadas por la Asamblea Legislativa.

Mediante oficio 1538-PLA-PP-2019, de fecha 20 de setiembre de 2019, la Dirección de Planificación al revisar el Proyecto de Presupuesto 2020 trasladado por el Ministerio de Hacienda a la Asamblea Legislativa y en relación directa con los recursos adicionales solicitados por el Poder Judicial para la atención de nuevas obligaciones, en el apartado A.1. se indicó lo siguiente: 
“(…) No fueron incorporados por el Ministerio de Hacienda al presupuesto ordinario, ni tampoco se remitieron como requerimiento adicional a la Asamblea Legislativa”.
Este oficio mencionado anteriormente fue conocido por Corte Plena en sesión 41-2019, de fecha 30 de setiembre de 2019, artículo XV.
Finalmente, de acuerdo con la Ley No. 9791 Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico del 2020, aprobada por la Asamblea Legislativa, se comprobó que los recursos para la Ley 9593 de Acceso a la Justicia a Pueblos Indígenas no fueron incorporados durante la etapa de análisis y discusión por parte de la Asamblea Legislativa, esto según informe 1932-PLA-PP-2019 relacionado con el seguimiento realizado al Expediente 21.568 “Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económica del 2020” en la Comisión de Asuntos Hacendarios.”
Por último, es de interés institucional mencionar que mediante los oficios DGPN-0145-2020 del 24 de abril, DM-0321-2020 del 27 de marzo, DM-0436-2020 del 15 de abril del 2020 el Ministerio de Hacienda comunica al Poder Judicial sobre nuevos lineamientos técnicos referentes al gasto presupuestario y que la crisis económica causada por el COVID-19 podrá implicar aún más cambios que limitan aún más el accionar institucional para dar frente a nuevas obligaciones; lo anterior, exige a la institución un mayor esfuerzo en la maximización de los recursos disponibles.
Con base en lo anterior, se recomienda rechazar la reconsideración planteada, y por lo tanto mantener lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 38-2020 (Presupuesto 2021), celebrada el 17 de abril del año en curso, artículo XXI.
Anexo
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La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, da la palabra a la licenciada Gabriela Picado González, Jefa del Subproceso de Modernización Institucional, quien explica el informe y manifiesta: “Otra vez las consideraciones sobre el mismo informe 507, el acuerdo fue aprobar este informe y todas sus recomendaciones y además rechazar las observaciones que ya habían sido presentadas anteriormente por doña Diana y por doña Kattia, sin embargo, presentan reconsideraciones en otro de los oficios el 3897-20 del 27 de abril y me permito definir cada una de las reconsideraciones. 
Lo primero que indican es que no se tomó consideración en el anterior oficio es el JEFDP365-2020, el cual si fue atendido y fue conocido por el Consejo en el mismo acuerdo, en el que se conoce el informe que se fue en consulta, ellos solicitan que se realice un nuevo estudio que sea completo por la Dirección de Planificación y que contemple y analicé los argumentos y los datos de los especialistas, nosotros lo que indicamos es esto, efectivamente, que el informe se conoció en 553-PLA-RH-MI-2020, aprobado ya por el Consejo, y que reiteramos lo dicho en este informe, que los argumentos analizados uno a uno, si fueron parte del análisis de la Dirección de Planificación  que mantenemos lo dispuesto por la regla Fiscal, y que el presente informe considera los requerimientos para la tramitación de asuntos con persona indígena en calidad de interviniente, lo cual nos da un resultado a nivel de cargas de trabajo que mantiene también lo dispuesto en el anterior informe de presupuesto para el 2020, ya aprobado por Corte Plena en la sesión 22-19, por lo tanto, seguimos sin modificar lo dispuesto en el informe, además les decía que el informe técnico las necesidades de este años con toda y  actualización estadística se mantiene que la carga de trabajo no da para lo que ellos están solicitando, lo que solicitaban del nuevo estudio era la incorporación de 47 plazas de defensor público, nosotros ya habíamos indicado y las plazas que indicaban estaban para Puriscal, Buenos Aires, Corredores, Golfito, Coto Brus, Guatuso, Turrialba, Tarrazú, Dota, León Cortes, Limón, Bribrí, para lo que es atención sobre todo de Pensiones Alimentarias, Familia y Violencia Domestica, este escenario tenía un costo de 2.563.000.000, nosotros indicamos que bueno si fue objeto de análisis estadístico cada uno de estos lugares y no justificaba por la carga de trabajo, entonces consideramos mantener lo dispuesto en el informe.-
En la segunda reconsideración ellos indican que existen lugares de pensiones y de familia en donde no hay persona defensora pública, para brindar la atención, nosotros indicamos que efectivamente existen lugares en donde hoy no se tiene persona defensora pública para la atención de los asuntos, en este caso ellos plantean sobre todo en Coto Brus, sin embargo tomamos en consideración que la zona de Coto Brus hoy, y esto es textual de la misma Defensa, mantiene la colaboración de Corredores un día a la semana, entonces a pesar de que no hay persona Defensora, la atención de los asuntos en esa zona si está siendo atendido, ahora bien, aquí le hacemos ver a la Defensa, que el impacto de ley que se atiende con este informe corresponde a los asuntos donde hay una persona interviniente de población indígena, no a la totalidad de los asuntos en materia como pensiones, familia y demás, si tenemos claro que ahora involucra la atención intervinientes sea parte actora o parte demandada. 
Para hacer un resumen en relación a Coto Brus, que es sobre todo la reconsideración la que ellos enfatizan, hoy tienen un circulante de 76 asuntos, 9 de esos son pensiones alimentarias, y no cuentan con circulante en Agrario y como les repito ya esos 9 asuntos de pensiones alimentarias, están siendo atendido por la Defensa Publica de Corredores. 
Nosotros igual mantenemos lo dispuesto en el informe. Ahora es importante reiterar que en el estudio técnico que nosotros realizamos, si incorporamos la cantidad de intervinientes que hoy el país tiene a nivel de persona población indígena y solo el 68 % de los asuntos está concentrado en Bribrí y Buenos Aires, de ahí que nosotros en el informe prácticamente concluye en la dotación de un recurso a cada una de estas zonas, pero en ninguno de los asuntos nos sale Coto Brus, no tenemos un porcentaje que sea representativo a nivel de carga de trabajo para dotar de plazas en esta zona.- 
Otra de las consideraciones de la Defensa, es también la de Turrialba, ellos hacen ahí un desglose de las zonas que ellos consideran importantes, igual, el problema aquí es que ellos indican que se basaron únicamente en los casos activos de persona Indígena, efectivamente nosotros coincidimos con ese criterio que para medir el impacto de la ley teníamos que considerar el incremento o el impacto a nivel de este tipo de población, no de la totalidad de los circulantes, ahora los datos estadísticos oficiales que nosotros trabajamos fueron los de los anuarios estadísticos que la misma Defensa Publica en coordinación con la Sección de Estadística de Planificación publican y son los datos oficiales para realizar esta identificación de las partes en donde figura población Indígena por expediente.- 
La cuarta reconsideración va relacionado sobre los datos que nosotros nos basamos fueron únicamente en los que proporcionó la Defensa, efectivamente ellos fueron quienes de muy buena forma pudieron detectar los asuntos donde hay una persona interviniente y ellos dan unas limitantes de las zonas donde no fue posible detectarlo, sin embargo, ellos querían que se conociese la totalidad de circulante de estas zonas, nosotros insistimos de nuestro criterio que se evidencia que las cargas de trabajo se mantienen y que la capacidad operátiva de las personas servidoras judiciales que trabajan hoy en la zona de Bribrí y Buenos Aires, permita que se asuman los asuntos en su totalidad, sin embargo a pesar de los datos cuantitativos, tomamos variables cualitativas como la población y alguna otras variables que la misma Defensa nos indicó y fue cuando se considera dar soporte a Bribrí y Buenos Aires por ser las zonas de mayor afluencia de personas indígenas, para el resto de la zona no consideramos que la carga de trabajo nos dé, es importante aquí recordar que parte del análisis es que la Defensa Publica de Agrario son quienes van a atender también las poblaciones indígenas y hoy los promedios por defensor son de 137 y nosotros tenemos identificado que la capacidad instalada es hasta de 180 asuntos por defensor, entonces tienen una diferencia entre su capacidad instalada y la atención actual,  es por eso que se mantiene el criterio del año pasado y que coincidimos con la Defensa que sean estos 16 Defensores que además se le refuerza con 7 plazas ordinarias, para completar estos 16, que no solo conocen los intereses de las partes sino los intereses contrapuestos y en este caso sea población indígena también dentro de esta carga de trabajo.- 
En la quinta reconsideración indican que no se tomaron variables como los acompañamientos que ellos hacen a las personas facilitadoras judiciales, las giras que tienen que hacer en las zonas indígenas además el tema de la asistencia, que tienen que tener en zonas, y los traslados que esto representa y la complejidad de los asuntos, aquí nosotros reiteramos lo indicado en cuanto a la capacidad instalada, que sí, lo que nosotros definimos las cargas de trabajo no fueron ajustadas para que un defensor tenga un 100% de su ocupación, por el contrario están por debajo de su ocupación y con eso nos permitimos indicar que las zonas si van a ser atendidas como se está haciendo el día de hoy tanto de las partes como de los intereses contrapuestos, además ellos pedían que se incorporara un estudio específico para cada zona, tomando en consideración otras materias, nosotros les indicamos que precisamente hoy existe un grupo de 3 profesionales en conjunto con un profesional de la defensa que se dedican a tiempo completo a los abordajes que son parte del proyecto de mejora integral del proceso penal y ya hoy en algunas zonas, algunas defensas se han dado algunas recomendaciones en relación a la mejora, por ejemplo, recomendaciones en cuanto a movilización, recomendaciones en cuanto a cargas de trabajo, en cuanto a indicadores de gestión, en cuanto a temas de infraestructura y demás que permitan mejorar los servicios de cada una de estas zonas, entonces, si nosotros ya tenemos recursos asignados en estas zonas que era parte de lo que ellos pedían, incluso que se incorporaron ingeniero industrial para la atención de este informe, bueno este informe fue realizado por los mismos compañeros que tienen hoy las Defensas Públicas en el proyecto de mejora integral, entonces nosotros básicamente mantenemos el criterio de que si se está haciendo lo que ellos solicitan solo que estamos bajo un cronograma de trabajo, sin embargo las cargas de trabajo a nivel de población indígena que fue extraída, en conjunto,a nivel Nacional, siguen teniendo el mismo criterio que no han aumentado en relación al año anterior, aquí solo para un ejemplo, ellos hablan de zonas como San Vito en pensiones tiene una representación de la Defensa de un 1% y no hay representación de Violencia Domestica, en la zona de Turrialba, tanto en familia, como Violencia Domestica, Pensiones se tienen representaciones  de menos del 1%, por parte de la defensa, Puerto Jiménez no se tiene representación de la defensa porque todos los casos los lleva Corredores; y en Golfito por ejemplo se tienen  muy pocos asuntos que son atendidos que es donde hay intervención de la población indígena, le repito que casi el 80%, de las personas indígenas son atendidas en Bribrí, y en Buenos Aires que fue donde se reforzó con recurso humano.-  
La Sétima reconsideración y última, es que ellos reiteran que no se apruebe el informe de Planificación que ya había sido aprobado por el Consejo, que se incluyan los estudios específicos y la incorporación de un profesional para estos estudios, bueno nosotros reiteramos que ya estamos como le repito, con profesionales dedicados a la Defensas Publicas de todo el país, mantenemos el tema del reforzamiento de la hoy incluso con la comisión de acceso a la Justicia que indica que es importante reforzar en estas zonas Bribrí, Buenos Aires, incluso con el tema del dialecto, básicamente sería el resumen de todas las reconsideraciones que presenta la Defensa Publica y nosotros como Dirección de Planificación mantenemos el criterio técnico de que se rechacen y que se mantenga lo dispuesto en el acuerdo del Consejo Superior”.
Indica el magistrado Cruz Castro: “Si, los números no dan para esa pretensión”. 
Interviene la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación indicando: “Converse con doña Diana Montero sobre que se evidencia una necesidad en la Defensa Pública, precisamente en un informe adicional, que ya desde años anteriores  habíamos indicado que efectivamente ellos en materia de familia y pensiones requieren alrededor de 40 sino más plazas para completar las estructuras, sin embargo, también le comenté, que este informe es en relación a la atención de las personas indígenas, y en relación a las personas indígenas es que estamos haciendo el análisis, no sería correcto, técnicamente cargar un informe de atención de personas indígenas a una necesidad ordinaria de la Defensa Publica, esa es la explicación en concreto del porque nosotros no avalamos el hecho de todas esas plazas para Defensa Publica, en este informe.”
Manifiesta el magistrado Cruz Castro: “alguna objeción o comentario”. 

- 0 -   

Se acordó: 1.) Aprobar el informe presentado por la Dirección de Planificación 692-PLA-RH-MI-2020 con el resultado del análisis de la reconsideración planteada mediante oficio JEFDP-450-2020, suscrito por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina. de la Dirección de la Defensa Pública. 2) Rechazar la reconsideración planteada, y por lo tanto mantener lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión extraordinaria 38-2020 (Presupuesto 2021), celebrada el 17 de abril del año en curso, artículo XXI. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XI  

Documento N° 5668-20

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, presenta el oficio 693-PLA-RH-MI-2020, en el que se expone el resultado del análisis de una serie de observaciones realizadas por distintas instancias judiciales al informe 555-PLA-RH-MI-2020 relacionado con el impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2021, Ley 9609.
Previo a iniciar con el análisis de las observaciones resulta procedente establecer que el informe en consulta fue realizado, tomando como base el informe 630-PLA-RH-MI-2019 relacionado con el impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2021, Ley 9609, el cual fue aprobado por el Consejo Superior Consejo Superior en la sesión extraordinaria 44-19, celebrada el 16 de mayo del 2019, sesión extraordinaria 47-19 artículo XXIII, celebrada el 24 de mayo del 2019 y sesión de Corte Plena 22-19 artículo VI, celebrada el 6 de junio del 2019. 
Como respuesta se recibieron observaciones de la Secretaría de la Defensa Pública del I Circuito Judicial de San José (ver anexo 1 Secretaría de la Defensa Pública del I Circuito Judicial de San José Oficio JEFDP-434- 2020), Gestión Humana (ver anexo 2 Gestión Humana Oficio PJ-DGH-SAP-140-2020) y Dirección Ejecutiva (ver anexo 3 Dirección Ejecutiva Oficio 1568-DE-2020). 
Importante mencionar que, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ) y la Escuela Judicial, no tuvieron observaciones del informe (ver anexo 4 CACMF Oficio 106-CACMFJ-JEF-2020 y anexo 5 Escuela Judicial Oficio EJ-DIR-077-2020).
Por otro lado, es importante considerar lo indicado por el Ministerio de Hacienda, mediante oficio DM-0436-2020 del 15 de abril del 2020 (ver anexo 6 Comunicación del gasto presupuestario máximo para 2021, Ministerio de Hacienda), en el cual se señala el Título IV de la Ley 9635 “Fortalecimiento de las Finanzas Públicas” se establecen la regla fiscal y los criterios que se deben considerarse para la formulación del presupuesto 2021. También se indica que mediante oficio DM-0321-2020 de fecha 27 de marzo de 202, se comunicó lo siguiente: 
“…para el proceso de elaboración del presupuesto para el ejercicio económico del 2021, el porcentaje de crecimiento del gasto corriente será de un 4,13%, el cual se aplicará en el Presupuesto Nacional de manera agregada, considerando las erogaciones del pago de los intereses de la deuda; razón por la que este Ministerio realizó un ejercicio interno para estimar el monto máximo a presupuestar en gasto corriente por parte de su representada…” 
En el mismo oficio DM-0436-2020 se considera lo anterior y atendiendo lo dispuesto en los artículos 176 y 177 de la Constitución Política, 32 y 35 de la Ley 8131 “Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos”, 38 de su Reglamento y sus reformas, y 4 y 5 de los Lineamientos Técnicos sobre el Presupuesto de la República, se comunica:
“…el gasto presupuestario máximo, monto que deberá considerar la entidad a su cargo para formular su anteproyecto de gasto para el ejercicio presupuestario del 2021.
GASTO PRESUPUESTARIO MÁXIMO INSTITUCIONAL
	Poder Judicial (en millones de colones)

	Gasto Presupuestario Máximo
	468.793,00

	Gasto Corriente (incluye Contribución estatal al Seguro de Salud) 1/
	443.707,00

	Gasto de Capital
	25.086,00


1/ Monto estimado con cero crecimientos en plazas y costo de vida. 
El límite del gasto corriente comunicado no podrá ser mayor al que se muestra en el cuadro anterior, sin embargo, en caso de que la entidad requiera presupuestar mayores recursos en gasto de capital, podrá hacerlo, tomando recursos del límite del gasto corriente, respetando el monto del gasto presupuestario máximo.
Asimismo, no se autorizará la creación de plazas, ni la solicitud de recursos adicionales al monto de gasto presupuestario máximo comunicado, por lo que estas opciones estarán deshabilitadas en el Sistema de Formulación Presupuestaria (SFP)…”
Teniendo claro las limitaciones presupuestarias de la Institución, seguidamente se adjunta un resumen de los principales puntos planteados; así como, las observaciones correspondientes de la Dirección de Planificación:
	#
	Observaciones recibidas
	Criterio de la Dirección de Planificación

	1.
	Secretaría Defensa Publica I Circuito Judicial. Oficio JEFDP-434- 2020
Mediante oficio JEFDP-434- 2020, el Dr. Erick Núñez Rodríguez, Sub Jefe a.i Defensa Pública, manifiesta: 

	1.1.
	"...la Unidad Agraria ha aumentado el número de defensores con 7 plazas ordinarias en la actualidad, siendo la propuesta original de 12 (5 plazas extraordinarias de Defensora o Defensor Público, para que realice las funciones de suplencia, contraparte y de curador procesal, según las nuevas labores que le delega el Código Procesal Agrario. Estas últimas plazas destacadas, en Liberia, San Ramón, San José, Guápiles y Corredores.). Estas últimas se podría evaluar su necesidad en la entrada del Código procesal Agrario, pues se verías otros aspectos como la participación de la persona defensora Agraria  en sede Administrativa y su ampliación de competencia, lo cual quedaría a cargo de la Jefatura la solicitud de nuevas plazas como complemento de las labores de la Unidad Agraria.
Es importante mencionar que la carga de expedientes ponderada promedio de la Unidad Agraria es de 172 expedientes y 226 intervinientes, que de acuerdo a los parámetros establecidos por el Departamento de Planificación del Poder Judicial el máximo requerido por plaza es de 180. Esto tiene relevancia para tener en cuenta para la solicitud de nuevas plazas una vez entre en vigencia el Código Procesal Agraria…"
	Se toma nota de la observación

Adicionalmente, se indica que en el informe 507-PLA-RH-MI-2020, referente al Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso la Justicia de los Pueblos Indígenas, se analiza que los datos proyectados de la Defensa Pública en materia Agraria, se estima una entrada promedio de 8 asuntos por recurso Defensor Público a nivel nacional; así como, un circulante promedio de 129 asuntos por cada plaza de Defensor.
De considerar la entrada promedio de 8 asuntos a nivel nacional más el circulante por cada plaza a diciembre de 2018, se estima un circulante proyectado de aproximadamente 137 asuntos por cada recurso Defensor Público; estando por debajo en 43 procesos (24%) de la cuota establecida de 180 asuntos de circulante por cada plaza de Defensora o Defensor Público.

En consideración de la carga de trabajo de los recursos defensores a nivel nacional, se estima conveniente mantener la recomendación planteada en el informe 634-PLA-RH-MI-2019, aprobado por Corte Plena en sesión 22-19 de Corte Plena (Presupuesto 2020) del 6 de Junio de 2019, Artículo IV donde se establece que las 16 plazas de Agrario recomendadas ordinarias para este 2020, asuman como carga ordinaria aquellos asuntos en donde figure como parte actora o demandada una o más personas indígenas. Tal y como lo recomendó la Dirección de la Defensa Pública.

Importante indicar que, con respecto a la propuesta de la Comisión de Acceso a la Justicia y Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del Poder Judicial y la Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, relacionado con priorizar el reforzamiento de Defensa Pública Especializada en materia indígena, indicado en el documento compartido con la población judicial el martes 5 de mayo del 2020; en el informe 507-PLA-RH-MI-2020 se recomiendan dos (2) plazas de Defensora o Defensor Público, para la atención de población de pueblos Indígenas. . .    

La observación no modifica el contenido del informe. 

	1.2.
	"...en el presente informe queda más que claro el funcionamiento de las diferentes personas defensoras Agrarias a nivel nacional, donde es claro el tema de intereses contrapuestos, el recorrido de cada uno de ellos en cuanto al desplazamiento que deben de realizar, así como el tratamiento a los procesos en donde participe una persona indígena..." 
	Se toma nota de lo indicado por la Defensa Pública.

La observación no modifica el contenido del informe. 

	1.3.
	"...Sobre la creación de un nuevo Juzgado Agrario en Jicaral, cabe mencionar que desde hace casi dos años la Unidad Agraria de Nicoya, en colaboración con la Coordinadora de Nicoya (Msc. Yendry Portuguéz Pizarro), se organizó la atención a usuarios al menos una vez por semana (Miércoles) en los Tribunales de Jicaral, por lo que de darse esta situación, la seguiría atendiendo a la persona defensora Agraria de Nicoya..."
	Se toma nota de lo indicado por la Defensa Pública.

La observación se incorpora en el contenido del informe.

	1.4.
	"...A mi criterio; sobre estos aspectos como lo mencioné supra, el cuerpo de personas defensoras Agrarias actual  cubre la necesidad institucional actual, pero ya se ve reflejada  en nuestras estadísticas  un aumento significativo de las cargas de trabajo, en muchos de ellos arriba de los 180 intervinientes, cifra dada por el Departamento de Planificación), esto sin la entrada del Nuevo Código Procesal Agrario, donde hay un aumento en las competencias Jurisdiccionales  así como las nuevas competencias en sede administrativas ( estas en el ámbito ejecutivo)..."
	Se toma nota de lo indicado por la Defensa Pública.

La Dirección de Planificación mantiene el criterio mostrado en la observación 1.1, por lo que la carga de trabajo actual no justifica la creación de plazas.

Adicionalmente, en el mismo informe se indica la limitación en relación con la posibilidad de identificar la intervención de personas indígenas cuando participan en asociaciones u organizaciones; es decir, la cantidad de asuntos donde se participa como parte demandada o actora sin la representación de una asociación y/u organización presenta una limitante estadística en los sistemas actuales, para determinar la cantidad de asuntos Contenciosos Administrativos donde intervienen personas indígenas y así estimar la proyección de la demanda del proceso.
También existe la limitante que actualmente no es posible proyectar la carga de trabajo que tendrán los Juzgados Agrarios una vez entrada en vigencia el Código Procesal Agrario, ya que adquirirán competencia sobre los procesos Sucesorios de naturaleza agrícola en materia Civil y los Cobratorios con garantías Agrarias, y los Juzgados no tienen identificados esos procesos, ni en su circulante, ni en la entrada mensual. Por otro lado, el Tribunal Contencioso Administrativo no tiene identificados los casos por Responsabilidad Ambiental que, con la entrada en vigencia del Código Procesal Agrario, conocerá el Tribunal Agrario. Lo anterior se puede encontrar en el apartado de limitaciones del estudio en el mismo informe.

La observación no modifica el contenido del informe.

	2.
	Gestión Humana. Oficio PJ-DGH-SAP-140-2020 
Mediante oficio PJ-DGH-SAP-140-2020, la Licda. Ma. Gabriela Mora Zamora, Jefa de Sección de Análisis de Puestos, manifiesta: 

	2.1.
	
"...es importante de aclarar que por competencia técnica es tarea de la Sección de Análisis de Puestos el elaborar las descripciones de clases de puestos (Perfil Competencial) de los cargos que integran el Poder Judicial en ese sentido el Estatuto de Servicio Judicial indica lo siguiente: 

“•Artículo 8º.- Corresponde al Jefe del Departamento de Personal:
a) Analizar, clasificar y valorar los puestos del Poder Judicial comprendidos en esta ley, y asignarles la respectiva categoría dentro de la Escala de Sueldos de la Ley de Salarios, todo sujeto a la posterior aprobación de la Corte Plena;”

“Clasificación de puestos
•Artículo 14.- El Departamento de Personal elaborará y mantendrá al día un Manual de Clasificación de Puestos, que contendrá una descripción completa y sucinta, hecha a base de investigación por el mismo Departamento, de las atribuciones, deberes y requisitos mínimos de cada clase de puestos a que se refiere esta ley, con el fin de que sirva como norma para la preparación de pruebas y determinación de salarios.

•Artículo 15.- Por puesto se entenderá un conjunto de tareas y responsabilidades que requieran la atención permanente de una persona durante la totalidad o una parte de la jornada de trabajo...."
	 Se toma nota de lo indicado por medio de Licda. Ma. Gabriela Mora Zamora, Jefa de Sección de Análisis de Puestos. 

Al no contar a la fecha con un estudio por parte de Gestión Humana en cuanto la revisión de la clasificación y valoración de los puestos de la materia Agraria como consecuencia de la aprobación del Código Procesal Agrario; se aplica el Transitorio VI del Código Procesal Agrario que indica lo siguiente: 

“se faculta a la Corte Plena para que ajuste la categoría salarial de las personas juzgadoras Agrarias, conforme a la función que desempeñen, de acuerdo con las reformas Procesales Laboral y Civil, con el fin de garantizar la estabilidad y especialización”


Por lo anterior, de no contarse con un informe de Gestión Humana al respecto, se acoge lo indicado en Transitorio VI del Código Procesal Agrario, por lo que la observación no modifica el contenido del informe.


	2.2.
	"...la revisión de la clasificación y valoración de los puestos de la materia Agraria como consecuencia de la aprobación del Código Procesal Agrario que entrará en vigencia el próximo 27 de febrero del 2021; es un tarea propia de esta Sección; ante lo cual tenemos que los “perfiles competenciales, … y tareas” que se indica en el informe de cita y que fueron aprobadas por el Consejo de la Judicatura deberán ser validados y actualizadas de acuerdo con la técnica propia de clasificación y valoración de puestos.  Lo anterior, para que de esta forma se incorpore el resultado al Manual Descriptivo de clases de puestos del Poder Judicial, el cual es la suma de perfiles de la institución (descripción de clases de puestos y perfiles competenciales), es de comentar que toda la documentación guarda un formato único que ha sido aprobado por las instancias superiores de la institución; y que precisamente estamos trabajando en la actualización de estos instrumentos de orden técnico... "
	La observación se responde con la contestación dada por parte de la Dirección de Planificación en la observación 2.1. 

La observación no se modifica el contenido del informe. 

	2.3.
	"...considerando los elementos resolutivos del informe N° 555-PLA-RH-MI-2021 de la Dirección de Planificación de forma específica el punto 40 que establece los siguiente: “Según lo indica el Transitorio VI del Código Procesal Agrario donde “se faculta a la Corte Plena para que ajuste la categoría salarial de las personas juzgadoras Agrarias, conforme a la función que desempeñen, de acuerdo con las reformas Procesales Laboral y Civil, con el fin de garantizar la estabilidad y especialización”.  Al respecto la Jueza Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Proyecto de Modernización de la Jurisdicción Agraria, indica que a diferencia con otros proyectos de reforma procesal que se han implementado, se conservan las categorías de Jueza o Juez 3 para primera instancia y categoría 4 para segunda instancia. Todo sin perjuicio, que, con el criterio técnico de la Dirección de Gestión Humana y de los órganos superiores dispongan alguna recalificación.  Sin embargo, a la fecha este informe no se tiene información de que exista ningún informe de Gestión Humana al respecto.”, se debe aclarar que a la fecha se encuentra pendiente la realización del respectivo informe en donde se analiza la clasificación y valoración de los puestos de la materia Agraria a partir de la entrada en vigor en el 2021 del Código Procesal Agrario..."
	La observación se responde con la contestación dada por parte de la Dirección de Planificación en la observación 2.1.

La observación no se modifica el contenido del informe.

	3.
	Dirección Ejecutiva. Oficio 1568-DE-2020
Mediante oficio PJ-DGH-SAP-140-2020, la Licda. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, manifiesta:

	 3.1.
	 
Recomendación 5.1, propuestas b:

“b. Propuesta 2: Propuesta que toma en consideración la propuesta 1 “a.” más la incorporación del nuevo Juzgado de Jicaral, los planes de descongestionamiento para Informaciones Posesorias y los cambios según las condiciones actuales.  

La creación del Juzgado Agrario en el poblado de Jicaral con sus dos escenarios”

En cuanto a la recomendación 5.1 propuesta b del citado informe, en lo referente a la creación del Juzgado Agrario en el poblado de Jicaral con sus dos escenarios, se debe considerar el costo de la remodelación del espacio indicado en el oficio 1241-DE-2020.

Para lo anterior, se presenta el monto de la remodelación el cual fue calculado por el Departamento de Servicios Generales, dicho monto debe ser incluido en la subpartida 5.01.04.

Además, se debe considerar los costos de servicios públicos para las nuevas plazas extraordinarias contempladas.

[image: ]

	Se toma nota de lo indicado por la Dirección Ejecutiva, por lo que se incluyen en el informe los costos asociados a remodelación y servicios públicos. (₡19.350.001,04 y₡2.673.417,80 respectivamente).  

Se modifica también el monto de Creación de oficina nueva pasando de ₡2.078.466,63 a ₡880.464,04, de acuerdo con el nuevo monto remitido.

Por lo anterior, se modifica el monto total estimado para presupuesto 2021 en ₡762.010.514,42 del Escenario 1 y ₡747.109.514,42 para el Escenario 2. 

La observación modifica el informe en los apartados 3.4.3.8. Escenarios Propuestos y 5. Recomendaciones.



	3.2.
	 
Recomendación 5.1.1:

Especialización de la materia Agraria en el Cantón de Upala con una estructura mínima reforzada en el Juzgado Mixto conformada por dos (2) plazas de Jueza o Juez (una (1) de esta ya se tiene con materia Agraria y Penal Juvenil y la otra sería plaza nueva extraordinaria para materia Agraria), y una (1) plaza de técnico o técnica judicial (ya se tiene con materia Agraria y penal juvenil). 

La inclusión de una plaza de persona juzgadora quedaría condicionada a la adjudicación de un nuevo local para la Fiscalía y Tribunal Penal ambos de Upala, ya que esto permitiría realizar movimientos de personal y liberar espacio en el Juzgado Civil y Trabajo y realizar movimientos para ubicar la plaza extraordinaria.

Actualmente se encuentra en revisión los planos de un edificio en la zona para realizar una contratación directa por excepción.
	Se toma nota de la observación emitida por la Dirección Ejecutiva, la cual fue considerada en el desarrollo del informe en el apartado 3.4.1. Juzgado Civil y Trabajo de Upala, de acuerdo con la consulta realizada a la Dirección Ejecutiva, donde se indica lo siguiente: 
“…El poder contar con espacio en este despacho depende de que se logre adjudicar un nuevo local para la Fiscalía de Upala (ya que permitiría hacer movimientos de personal y liberar espacio en el Juzgado Civil y Trabajo); sin embargo, por particularidades de la zona el procedimiento de contratación se mantiene en trámite y de momento no tenemos certeza de cuándo se podrá resolver esta situación. 
En vista de esto, reitero, todo queda condicionado a poder adjudicar y recibir el local nuevo para la Fiscalía…”

También se toma nota en cuanto que actualmente se encuentra en revisión los planos de un edificio en la zona para realizar una contratación directa por excepción.

La observación no modifica el contenido del informe. 




	3.3.
	
Recomendación 5.1.2:

Incorporación de una plaza de persona técnica judicial al Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires, para la atención de las diferentes actividades del Juzgado, la cual va a ayudar con la atención de usuarios, tramitación de expedientes, acompañamiento a giras, entre otras.

Según informa la Administración Regional de Pérez Zeledón, existe espacio para la ubicación del puesto de Técnico o Técnica Judicial en este despacho.
	Se toma nota de lo indicado por la Dirección Ejecutiva, con respecto a lo mencionado por la Administración Regional de Pérez Zeledón, en cuanto que la persona técnica judicial recomendada cuenta con espacio físico para realizar sus funciones. 

Se incluye en el apartado 3.4.2 Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires, lo indicado por la Dirección Jurídica en cuanto al espacio físico existente para albergar a una persona técnica judicial en el Despacho. 

	3.4.
	
Recomendación 5.1.5:

Reforzar con vehículos con sus respectivos choferes, a las Administraciones Regionales de San Ramón, Cartago, Goicoechea, Alajuela, y Puntarenas; y un chofer para la Administración Regional del Juzgado Agrario del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Corredores. Adicional, con la creación del Juzgado Agrario de Jicaral, se debe dotar de una plaza de chofer con su respectivo vehículo.  

Una vez valoradas las recomendaciones del informe, esta Dirección Ejecutiva considera que al no incluirse todos los vehículos solicitado en el oficio 581-DE-2020, el servicio que puede brindar las Administraciones Regionales de Turrialba, Pérez Zeledón y Limón, será limitado únicamente a los días y señalamientos establecidos en el informe 555-PLA-RH-MI-2021.

Por lo que, un aumento a futuro de señalamientos en la materia Agraria, así como, un incremento en las solicitudes y diligencias propias del circuito afectará el análisis realizado de la demanda y por ende se verá disminuida la oferta de este servicio.

	Se toma nota de lo indicado por la Dirección Jurídica. 

Con respecto a los vehículos, se analizó la agenda con respecto a la cantidad de señalamientos a audiencia esperados por persona juzgadora, los cuales son ocho (8) señalamientos fuera del Despacho y 12 dentro del Despacho, de acuerdo con lo acordado en sesión extraordinaria del Consejo Superior 47-19 artículo XXIII. Lo anterior hace indicar que cada persona juzgadora durante el mes debe realizar únicamente ocho (8) salidas en vehículo, traducidas en dos (2) salidas por semana, por lo que, según consultas realizadas a las Administraciones Regionales de Limón, Pérez Zeledón y Turrialba no tienen problemas con la asignación de vehículos los días requeridos. 

Ahora bien, un aumento de señalamientos fuera del Despacho como indican, se debe programar para los días hábiles que tienen asignados los vehículos, ya que el personal juzgador tiene capacidad de atender únicamente ocho (8) audiencias fuera del Despacho. En el caso de contar con situaciones especiales, el Juzgado debe acordar con la Administración Regional la disposición de otro vehículo fuera de la programación de manera previa. 

La observación no modifica el contenido del informe. 



Anexos 
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	1
	Secretaría de la Defensa Pública del I Circuito Judicial de San José Oficio JEFDP-434- 2020
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La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, da la palabra a la licenciada Gabriela Picado González, Jefa del Subproceso de Modernización Institucional, quien explica el informe y manifiesta: “Se reciben observaciones al informe del impacto sobre la reforma Agraria, por parte de la Defensa Pública en el oficio JPDEF 434-2020, hay dentro de las observaciones básicamente es que tomáramos en consideración que las actuales 16 plazas que se tienen para atención de la materia Agraria, también tiene la atención de pueblos indígenas, va muy relacionado con lo que anteriormente indicaba, nosotros hoy reiteramos el mismo criterio que actualmente según la capacidad instalada  es de 180 y tienen circulante de 129, o sea 43 procesos o un 24%  de capacidad, bueno ellos nos indican que a nivel de reforma Agraria espera el aumento de los procesos en algunas de las materias como, sucesorios y cobratorios y de demás y que sería importante que tomemos en cuenta eso, sin embargo, nosotros hemos reiterado  en este informe que hay una gran limitante en cuanto a estadísticas que atienden otras materias por lo cual no es posible, sin embargo, actualmente la Defensa mantiene capacidad instalada para la atención actual, he incluso lo que tiene que ver con pueblos indígenas, otras observaciones, ya se ve más claro lo que es la atención de las partes y los intereses contrapuestos, básicamente eso sería lo de la Defensa Pública.
Después la Dirección de Gestión Humana, presenta también una observación  sobre una de las recomendaciones, donde nosotros pedimos que se valore, según lo que indica el transitorio de la Ley, en donde indica que se deberá o que se faculta a la Corte para que se ajuste la categoría salarial de las personas juzgadoras Agrarias, conforme a la función que desempeñan, nosotros mantenemos la recomendación puesto que actualmente nos indican que el estudio no está realizado, entonces esta es otra de las observaciones.
Y la última observación viene de la Dirección Ejecutiva en su informe 1568-2020, en donde según la discusión del Consejo Superior nos habían pedido que se hiciera un ajuste en cuanto a la remodelación de Jicaral, la Dirección Ejecutiva presenta una nueva propuesta y de tener por ejemplo 2.078.000 para remodelación ahora se tiene una propuesta de 880 mil que es una propuesta que lo que se pide es que se incorpore como parte del presupuesto para la remodelación del informe de Jicaral, entonces la observación modifica la recomendación original del informe que se había conocido, bueno ahí hay 2 observaciones en relación a los vehículos, nosotros si mantenemos lo dispuesto si la Dirección Ejecutiva nos indica que existe un riesgo si los juzgados consideran la solicitud de más de los 8 juicios por juez fuera del despacho, que si existiría un riesgo el hecho de que las administraciones no puedan cumplir con la dotación de servicios, nosotros hay indicamos que bajo una programación, las administraciones están dispuestas a tratar de solventar esta necesidad, pero no incorporamos en el caso de Limón y Pérez Zeledón mayor cantidad de vehículos, mantenemos lo dispuesto en el informe y había otra de las observaciones en relación a los espacios tanto del técnico judicial que estamos indicando se vaya para la zona de Bribrí, la administración nos dice que si cuenta con espacio, entonces incorporamos esto en el informe y además una de las plazas para Upala, dice que está sujeto a la adjudicación de un edificio en esa zona y que con eso se podría reubicar la plaza de juez que es uno de los requerimientos del informe”.
Refiere el magistrado Cruz Castro: “Ninguna observación, si licenciada Nacira”. 
Licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, indica: “Nada más que en la propuesta de acuerdo, yo indique que bueno, habían 2 observaciones que si se acogen para incorporar en el informe, pero eso solamente como una nota, para que ustedes tuvieran claro que si se acogían 2 observaciones en relación a lo que nosotros habíamos indicado, que una tiene que ver con el tema de presupuesto y espacios físicos que nos indicó la Dirección Ejecutiva, entonces tal vez eliminar lo de la propuesta de acuerdo, porque es  solamente una observación”.
Se acordó: 1.) Aprobar el informe presentado por la Dirección de Planificación 693-PLA-RH-MI-2020 relativo al resultado del análisis de las observaciones realizadas al estudio 555-PLA-RH-MI-2020 relacionado con el impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2021, Ley 9609.Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XII 

Documento N° 5670-20

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, presenta el resumen general de plazas ordinarias y extraordinarias revisadas para el 2021, conforme los diferentes estudios realizados durante el actual proceso de formulación presupuestaria 2021.
Interviene la Directora de Planificación indicando: “Bueno aquí es el resumen propiamente del total de las plazas que se analizaron en este periodo, si ustedes ven tenemos un total de 92 plazas analizadas, de esas 92 plazas analizadas en condición de ordinarias, en total están quedando 71 plazas y en condición de extraordinaria estaría quedando 21 plazas, se visibiliza por cada uno de los proyectos que quedarían consignadas, en anticorrupción y fortalecimiento de la oficina de cumplimiento, se estarían designando 3 plazas, la atención de la carga del Contravencional de Puriscal 1 plaza, atención de asuntos de Niñez y Adolescencia 2 plazas, atención de materia Penal Juvenil Restaurativa las extraordinarias de 6 plazas, Código Procesal Civil ordinarias 3, extraordinarias 7, en este análisis nosotros habíamos incorporado el escenario del juez 5, así que ahí está consignado ese escenario, y así sucesivamente cada uno de los proyectos para los cuales fueron analizados, todos los informes que aquí se vinieron y se presentaron. 
Esas 71 plazas serian en un costo estimado de dos mil doscientos treinta y cuatro millones ochocientos setenta y ocho mil colones (2.234.878.000) y las 21 plazas extraordinarias ochocientos cincuenta y dos millones setecientos ochenta y seis mil colones (852.786.000) para un total entonces de plazas analizadas en este periodo presupuestario 20-21, de 92 plazas, ahí luego se detalla por programa presupuestario cada una de ellas. Entonces si había que traerlo, se acuerdan de que ustedes habían indicado en todos los informes que quedaba sujeto a valoración última que realizara este Consejo en la asignación del recurso, entonces así está la propuesta en este momento”.
Añade la licenciada Valverde Bermúdez: “En el estudio de plazas de la Oficina de Cumplimiento se habían acordado que las plazas fueran en condición extraordinaria, les hago la valoración porque como es una oficina que ya ellos están trabajando de forma ordinaria y ya la Corte había ordenado su creación, sería como un contra sentido dejarlas en condición de extraordinarias cuando ya la Corte aprobó que se creara la oficina de forma ordinaria, entonces se los recordamos, porque así quedó, y hoy cuando estábamos viendo el cuadro total, nos llamó la atención, entonces se las comentamos para la valoración de ustedes también”. 
Interviene la Directora Ejecutiva, máster Romero Jenkins: “son las plazas de la oficina habría que incorporarlas recalificadas, tendría que hacerse ya si se van a ordinariar ya con la clasificación que les correspondería a esos puestos”.
Manifiesta el integrante Montero Zúñiga “Yo creo que corregirse el acuerdo si habíamos dicho que se remitiera a Gestión Humana para que viera la calificación de las plazas, porque eran de profesional 2, si son de Control Interno, ya hemos tomado el acuerdo que Gestión Humana tomara nota para darle la categoría correspondiente para efectos presupuestarios, lo que habría que corregir es eso que son ordinarias.
Aquí faltan manifestaciones de doña Ana Romero, una consulta del informe de Tránsito de San José 
Amplía la licenciada Valverde Bermúdez: “La recomendación para que ustedes valoren dada la situación porque nosotros no sabíamos en qué momento iba a entrar, acuérdense que en el Ministerio Publico todavía nos están quedando, tener que darle las plazas de los técnicos, porque lo único que se le ha podido dar son los fiscales,  pero si tenemos la necesidad de darle técnicos a la fiscalía que también son 6, entonces, esa es una posibilidad para poder darles el recurso”. 
Añade la licenciada Romero Jenkins: “Al final era la Dirección de Planificación que debía indicar en donde asignarlas, pero entonces más bien de una vez, casi que la respuesta sería dirigirla a la Fiscalía Anticorrupción.”

Prosigue la licenciada Valverde Bermúdez, Directora de Planificación señalando, en otro tema: “Para aclararles, había un estudio que se había hecho de ejecución contractual, esas plazas se había visibilizado la necesidad de crearlas, no sé si los integrantes de este Consejo Superior se acuerdan de ese tema, sin embargo, esas plazas recordemos que no tenían un código, no tenían una posibilidad de creación, entonces al no tener código ni posibilidad de creación, nosotros no las incorporamos en ese conglomerado que les estamos mandando de plazas, tal vez la aclaración del porque se explica que las plazas no están ahí”.
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Se acordó:  1) Según los lineamientos establecidos por del Ministerio de Hacienda, existe imposibilidad en el crecimiento de plazas nuevas, por tanto los recursos aprobados corresponden a los análisis técnicos realizados partiendo de la existencia detectada desde hace años atrás, según los lineamiento de la Corte Plena, después de revisar los recursos disponibles se le ha dado prioridad a incorporar recursos para la atención del tema de anticorrupción en el Poder Judicial, según las limitadas posibilidades existentes. 2) Aprobar las plazas de recurso humano conforme el detalle presentado, respondiendo el mismo a las aprobaciones previas que se brindaron en cada sesión de presupuesto extraordinaria realizadas con anterioridad. 3) Aprobar la reclasificación de las plazas existentes y crear las plazas de la Oficina de Cumplimiento con carácter ordinario, conforme la discusión y argumentos realizados.  Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XIII 

Documento N° 5854-20

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, presenta el oficio 706-PLA- EV-2020, suscrito por la ingeniera. Elena Gabriela Picado González, Jefe, interina de Subproceso de Modernización Institucional, en el que se indica textualmente: 
“En sesión de presupuesto del Consejo Superior 45-20, celebrada el 8 de mayo de 2020, artículo XIX, se conoció el informe 656-PLA-RH-MI-2020, relacionado con el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Código Procesal de Familia para el 2020.  
En relación a este tema, la Dirección de Planificación, recomendó la asignación de una plaza de Técnico o Técnica Judicial 2, en forma extraordinaria a partir del 2021 para el Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires, para completar la estructura de trabajo, bajo el criterio técnico de que actualmente, se atiende con una persona la manifestación y con dos personas la atención de la entrada de asuntos de las seis materias del despacho; además, de que una de las dos personas técnicas judiciales debe participar de las audiencias que se realizan fuera del despacho en materia Agraria, por lo que se presenta el riesgo de la no atención oportuna, al mantener solamente una persona técnica judicial para el trámite de asuntos de todas las materias que se atienden en el despacho.
Es importante indicar que la plaza extraordinaria solicitada para este despacho, por estar ubicado en una región con población indígena, se completó exclusivamente que domine el dialecto indígena de la zona, para así atender la necesidad de esta población vulnerable.
Al respecto en el oficio 555-PLA-RH-MI-2020, relacionado con el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2021, Ley 9609, se recomienda la asignación  de una plaza de persona Técnica Judicial 2 para el Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires; por lo tanto, siendo que en ambos informes se determinó la necesidad del mismo recurso humano, se solicita modificar lo acordado en la sesión 45-20, artículo XIX de manera que la plaza extraordinaria de Técnico o Técnica Judicial 2 para el Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires, solicitada en el informe 656-PLA-RH-MI-2020,y no sea tomada en cuenta dentro de las plazas nuevas a asignar.
Por último, este cambio trae a su vez modificaciones en las estimaciones presupuestarias, dado que en la estructura original que se planteó en el informe 656-PLA-RH-MI-2020, se estimó que el costo anual de la plaza extraordinaria es de ₡16.085.962,04 (dieciséis millones ochenta y cinco mil novecientos sesenta y dos colones con 04/100), por lo que los costos asociados a la necesidad de la nueva plaza se identificaron en el informe 555-PLA-RH-MI-2020, Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Agrario para el 2021, Ley 9609.”
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Interviene la licenciada Valverde Bermúdez: “Es solamente una observación nosotros en el informe de Familia, hicimos 2 informes, el de Familia y el de Agrario, en el incorporamos por error la misma plaza en los 2 informes, entonces lo que estamos aquí diciendo es que del informe de Familia se debe de excluir 1 plaza del Juzgado Mixto de Trabajo y Civil de Familia de Buenos Aires, ya que esa plaza se estaba contemplando en el análisis que hicimos de ese mismo Juzgado Mixto de Agrario”. 
Interviene el magistrado Cruz Castro: “eso es”.
Añade la licenciada Valverde Bermúdez: “esa es la aclaración del error que cometimos, para eliminarlo del informe de Familia”. 
- 0 -  
Se acordó: Tomar nota de la aclaración planteada por la licenciada Nacira Valverde, Directora de Planificación y aprobar la aclaración propuesta, en el sentido de que se excluya del informe de Familia una plaza del Juzgado Mixto de Trabajo y Civil de Familia de Buenos Aires. Se declara acuerdo firme.  
ARTÍCULO XIV 

Documento N° 5855-2020

La licenciada Nacira Valverde Bermúdez informa que se han presentado todos los informes por parte de la Dirección de Planificación, por tanto, relacionado con remuneraciones y gasto variable relativo a la formulación del presupuesto del 2021, así como lo relativo a la actualización de Leyes Especiales, con lo que se finaliza la presentación de temas para la etapa de discusión y análisis por parte del Consejo Superior.
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Se acordó:1.) Aprobar el Anteproyecto de Presupuesto del Poder Judicial para el 2021 y su remisión a Corte Plena para su análisis y discusión. 2) Aprobar los presupuestos y actualizaciones correspondientes a Leyes Especiales: Código Procesal Agrario, Acceso a la Justicia para Poblaciones Indígenas, Ley de Justicia Restaurativa, Código Procesal de Familia y Jurisdicción Especializada en Delincuencia Organizada, para ser enviados a Corte Plena y luego al Ministerio de Hacienda de forma complementaria o adicional al presupuesto ordinario. 3.) Autorizar a la Dirección de Planificación y a la Dirección de Gestión Humana para efectuar los ajustes correspondientes y definitivos conforme el límite presupuestario establecido por el Ministerio de Hacienda. Se declara acuerdo firme.
---o0o---

A las trece horas cuarenta y ocho minutos terminó la sesión.
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                           Secretaría General

San José, 23 de abril del 2020

N° 3732-20

Al contestar refiérase a este # de oficio



Señora

Máster Ana Eugenia Romero Jenkins

Directora Ejecutiva



	

Estimada señora:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión extraordinaria N° 24-2020 celebrada el 19 de marzo del 2020, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc35276889]“ARTÍCULO XI



Documento N° 3028-2020



En oficio número 763-DE-2020 del 11 de marzo de 2020, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remitió el siguiente informe:



“Para estudio y aprobación del Consejo Superior, remito oficio N° 120-04-SG-2020 de fecha 20 de febrero en curso, suscrito por la MBA. Alexandra Mora Steller y el Ing. José Guillermo Vindas Cantillano, por su orden, Jefa y Sub Jefe del Departamento de Servicios Generales, que contiene proyecto de “Protocolo Interno de Actuación en Caso de activación de las Alarmas contra Incendio en el Edificio de la Corte Suprema de Justicia” el cual fue elaborado en conjunto de profesionales del Departamento de Seguridad, Subproceso de Salud Ocupacional y la Sección de Mantenimiento y Construcción. Además, se contó con la asesoría de personal del Benemérito Cuerpo de Bomberos, sede Barrio Luján.



Si bien el protocolo elaborado tiene como objetivo servir de guía para el abordaje de situaciones donde se da la activación del sistema de alarma de incendios del edificio de la Corte Suprema de Justicia, para que su implementación sea exitosa se requiere, adicionalmente que:



1. Se disponga la reactivación de la Brigada de Emergencias de ese edificio, tarea que coordinará el Subproceso de Salud Ocupacional.



2. Se realicen prácticas de evacuación con la participación de todas las personas servidoras que laboran en la edificación, incluida la jerarquía.  De igual forma el Subproceso de Salud Ocupacional realizará las acciones que resulten necesarias para cumplir este objetivo.



3. Se socialice el protocolo mediante una presentación a los involucrados directos y a través de una campaña de prensa.  Esta actividad la liderará el Departamento de Servicios Generales con el acompañamiento de las dependencias y personas que elaboraron el protocolo, así como el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional.



4. Se brinde prioridad en el 2021 a la presupuestación de un sistema de voceo que permito informar a las personas que laboran en la edificación que se trata de una situación de emergencia o falsa alarma, de forma tal que no se tenga una dependencia absoluta de los compañeros y compañeras que integran las brigadas.  Para ello el Departamento de Seguridad brindará el dato del costo a la Dirección de Planificación.



(…).”
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Seguidamente se transcribe el oficio número 0120-04-SG-2020, del 20 de febrero de 2020, suscrito por la máster Alexandra Mora Steller y el ingeniero José Vindas Cantillano, por su orden, jefa y subjefe del Departamento de Servicios Generales, dirigido a la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, que literalmente dice:



“En relación con su oficio N° 219-DE-2020, mediante el cual se solicita remitir el protocolo para atender en casos de emergencia el sistema de alarma, presurización y supresión de incendio en el edificio de la Corte Suprema de Justicia, se adjunta informe N° 60-1-AI-2020, suscrito por la ingeniera María Bolaños Zeledón, Profesional II de la Sección de Arquitectura e Ingeniería de este Departamento.



Importante indicar, que el documento fue revisado por el Departamento de Seguridad, Subproceso de Salud Ocupacional y la Sección de Mantenimiento y Construcción.”
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Asimismo, se transcribe el oficio número 60-19-AI-2020, del 20 de febrero de 2020, suscrito por la ingeniera María Bolaños Zeledón, Profesional 2 de la Sección de Arquitectura e Ingeniería del Departamento de Servicios Generales, dirigido al arquitecto Denis Villalta González, Jefe de la citada Sección, que literalmente dice lo siguiente:



“Con respecto al sistema de alarma, presurización y supresión de incendio del edificio Corte Suprema de Justicia, le procedo a indicar el protocolo como deben actuar el personal del Departamento de Seguridad, Sección de Mantenimiento y Construcción, y personal capacitado cuando se dé una activación en el sistema de alarma de incendio. 



Señalar que el siguiente Protocolo fue revisado por los partes involucradas del Departamento de Seguridad, Sección de Mantenimiento y Construcción, y el Subproceso de Salud Ocupacional. Asimismo se llevó a cabo una reunión con personal del Benemérito Cuerpo de Bomberos en la cual aclararon puntos importantes del siguiente protocolo. 



Adicional el siguiente Protocolo, podrá estar sujeto a cambios según se realicen mejoras en el sistema (anunciador remoto en el COSE, sistema de voceo), se conformen las brigadas por cada piso y a estas se les suministren radios de comunicación, ente otras.



Protocolo Interno de Actuación en Caso de activación de las Alarmas contra Incendio en el Edificio de la Corte Suprema de Justicia



1. Objeto



Teniendo en cuenta las actividades propias de la Corte Suprema de Justicia, así como la presencia de personal tanto interno como externo, se requiere analizar las posibles situaciones de emergencia en caso de incendio o conato de incendio, designando a las personas responsables a poner en práctica las medidas descritas en este protocolo.



El presente protocolo pretende describir las pautas básicas que deberán tenerse en cuenta para afrontar las activaciones del sistema de alarma, presurización y supresión de incendio que pudieran tener lugar en el edificio de Corte Suprema de Justicia, ofreciendo un mecanismo general de respuesta frente a este tipo de emergencias.



2. Definiciones



A efectos de lo dispuesto en el presente protocolo se entenderá por:



A. Puesto de Seguridad F2: Espacio físico ubicado en el ingreso del edificio, donde se encuentra próximo el anunciador remoto del panel, está equipado con teléfono para la comunicación directa de eventuales emergencias.



B. Responsable del Puesto de Seguridad (F2): miembro del Departamento de Seguridad a quien, por turno le corresponde atender el Puesto de Seguridad ubicado en el ingreso contiguo al Anunciador Remoto del Panel de Incendio y llevar a cabo el resto de las funciones atribuidas por los protocolos de actuación en caso de emergencia por incendio o conato de incendio, con el objeto de garantizar una respuesta rápida, coordinada y eficaz. El mismo porta radio para la comunicación de eventuales emergencias.



C. Centro de Operaciones de Seguridad COSE: Centro encargado de monitorear todos los circuitos cerrados de cámaras, alarmas, reportes de los oficiales, asimismo coordina las situaciones de emergencia siendo el enlace con los diferentes implicados según lo que corresponda.



D. Personal de Mantenimiento: Miembros de la Sección de Mantenimiento y Construcción, los cuales tiene conocimiento y están familiarizados con sistemas y equipos instalados en el edificio.



E. Personal Capacitado: Personal Judicial, de diferentes áreas, con capacitación y medios para actuar según lo establecidos en las emergencias.



F. Panel Principal Detección de Incendio: es el panel de control electrónico que se encarga de recibir las señales del resto de elementos y, según se haya establecido, actúa enviado las señales para activación de sirenas, luces, puertas e inyectores.



El panel principal está ubicado en el pasillo compartimentado (salida personal parte de atrás) cerca del Gabinete de Incendios, en el primer piso (ver figura 1)
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Fig. 1. Imagen de Panel Principal de Detección de Incendio, ubicado en piso 1.



G. Anunciador Remoto: Panel pequeño, el cual en su pantalla se reproduce la misma información del Panel Principal de Detección de Incendio, se instala cerca de sitios con supervisión constante para fácil acceso a la información del evento.



El anunciador remoto se encuentra ubicado en el puesto de seguridad F2 en la entrada principal del edificio (ver figura 2).
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Fig. 2. Imagen del Anunciador remoto de Incendio, ubicado en entrada principal piso 1.



3. Premisa básica



La activación de la alarma acústica determinará en todos los casos la consideración de la emergencia como “real” y hará necesario el inmediato desalojo del edificio por parte de los ocupantes, que en consecuencia deberán evacuar el edificio sin esperar ningún tipo de aviso ni confirmación adicional.



4. Componentes del sistema de Detección y Alarma



La detección automática se lleva a cabo a través de los elementos sensores de humo, sensores térmicos y sensores de flama, la activación automática se da a través del accionamiento de las estaciones manuales y alarma se da mediante las luces y sirenas estroboscópicas, ubicadas en las zonas centrales de edificio, en las cuales se encuentran las puertas cortafuegos, pertenecientes al Sistema de Presurización de la Gradas de uso común,  las cuales se encuentran presurizadas. Así como del sistema de detección de la Sala de Corte Plena, Central Telefónica, Cuarto de UPS y transformadores, así como los sensores y válvulas del Sistema de Supresión de Incendios.



5. Plan de Acción ante la Activación de Alarma.



Los Oficiales de Seguridad deben actuar siguiendo las indicaciones que se dan más adelante según sea el caso, cuando se produzca la activación de la alarma acústica, las luces estroboscópicas, las sirenas así como el cierre de las puertas metálicas de los pasillos, o algún rociador de agua.



5.1. Caso 1. Activación de Alarma y Sistema de Presurización del Edificio en horas y días hábiles.



En caso de que se activen las sirenas, luces y puertas de todo el edificio se deberán seguir los siguientes pasos:



1. El personal judicial procederá a realizar la evacuación del edificio, por las rutas establecidas por las escaleras comunes dirigiéndose a la salida este y esperar indicaciones en la parte externa del edificio.  A excepción del piso #1 costado oeste quienes evacuarán por las puertas de ingreso principales (salida costado oeste).



2. El Responsable del Puesto de Seguridad F2, deberá inmediatamente informar de la activación de la alarma al COSE vía radio, quien a su vez en ese instante informará a la Sección de Mantenimiento y Construcción vía teléfono a las ext. 01-3564 ó 01-4247.



3. El Responsable del Puesto de Seguridad (F2) deberá revisar el anunciador remoto de alarma de incendios y presionar el botón “CONFIRMAR” en el Anunciador Remoto (ver figura 3) o “ACKNOWLEDGE” en el Panel Principal (ver figura 4) y leerá en la pantalla del tablero la zona activada y esta será informada al COSE el cual realizará una primera llamada al Sistema de Emergencia 9-1-1 para dar aviso de la alerta que se está presentando en los sistemas. indicándole al operador lo siguiente: “ Se activo el Sistema de Alarma de Incendio del Edificio de la Corte Suprema de Justicia y el fuego aún no ha sido confirmado”



[image: ]



Fig. 3. Imagen del botón CONFIRMAR del Anunciador Remoto
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Fig. 4. Imagen del botón ACKNOWLEDGE del Panel Principal



4. Los Oficiales de Seguridad del vestíbulo,  deberán  abrir las puertas para la evacuación del personal.



5. El Responsable del COSE verificará por medio de cámaras el status de la emergencia y trasladará la información del evento a los oficiales de seguridad y al Personal de Mantenimiento.



6. En caso de alarma confirmada (emergencia por fuego) deje que las alarmas continúen funcionando hasta que todo el personal haya evacuado las instalaciones. El COSE confirmará mediante una segunda llamada el evento al Sistema de Emergencias 9-1-1. Se le indicará al personal del 9-1-1, que el fuego está confirmado y la ubicación del mismo.



7. Después de la evacuación se esperará al menos 15 minutos, y si no existe evidencias de incendio por humo y verificación por cámara, una persona capacitada verificará,  si es falsa alarma y se procederá a restablecer el sistema. Si hay evidencia de humo solo Bomberos puede entrar e indicar cuando el incendio está controlado.



8. Si se comprueba que existe ruptura accidental de un rociador,  el Personal de Mantenimiento procederán a cerrar las válvulas por piso que corresponda o a apagar la bomba de incendios, lo que sea más rápido.



Cuando no aprecie ninguna emergencia el Personal Capacitado procederá con la activación del botón de “SIGNAL SILENCE” en el Panel Principal (ver figura 5), o “SILENCIAR SIRENAS” en el Anunciador Remoto (ver figura 6), para silenciar las sirenas. Deben verificar cuál de las estaciones manuales, sensores de humo, rociador o sensor de flujo presenta la situación (según lo indicado en el panel de control).
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Fig. 5. Imagen del botón SILENCIAR SIRENAS del Anunciador Remoto
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Fig. 6. Imagen del botón SIGNAL SILENCE del Panel Principal



9. El Personal de Mantenimiento deberá restablecer las estaciones manuales o los sensores de humo. Las estaciones manuales deben ser abiertas con la llave correspondiente que se encuentra en el Puesto de Seguridad F2, restablecerla y cerrarlas nuevamente, los sensores de humo se limpiarán.



10. Hasta que el especialista capacitado de la orden de ejecución de restablecer el sistema. El Personal de Mantenimiento deberá resetear el sistema con el botón “SYSTEM RESET” del Panel Principal (ver figura 7) o en de “REARME DEL SISTEMA” del Anunciador Remoto (ver figura 8) para rearmar el sistema, hasta que en la pantalla se indique “Sistema Normal”.
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Fig. 7. Imagen del botón REARME DEL SISTEMA del Anunciador Remoto
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Fig. 8. Imagen del botón SYSTEM RESET del Panel Principal



En este momento el Personal de Mantenimiento debe abrir todas las puertas metálicas que cuentan con imán (doorholders)  ubicadas en los pasillos de todos los pisos del edificio.



Y es hasta ese momento que se dará la orden de ingreso del personal evacuado.



5.2. Caso 2. Activación de Alarma y Sistema de Presurización del Edificio en horas y días NO hábiles



Cuando se activen las sirenas, luces y puertas de todo el edificio en horario no hábil, se deberá seguir los siguientes pasos:



1. El personal judicial procederá a realizar la evacuación del edificio, por las rutas establecidas por las escaleras comunes dirigiéndose a la salida este y esperar indicaciones en la parte externa del edificio.  A excepción del piso #1 costado oeste quienes evacuarán por las puertas de ingreso principales



2. El Responsable del Puesto de Seguridad F2, deberá inmediatamente informar de la activación de la alarma al COSE, asimismo deberá revisar el Anunciador Remoto de alarma de incendios, presionar el botón “CONFIRMAR” (ver figura 9) o en el Panel Principal el botón  “ACKNOWLEDGE” (ver figura 10) y leerá en la pantalla del tablero la zona activada.
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Fig. 9. Imagen del botón CONFIRMAR del Anunciador Remoto
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Fig. 10. Imagen del botón ACKNOWLEDGE del Panel Principal



3. El Responsable del COSE   verificará por medio de cámaras en sitio lo acontecido según lo reportado en el panel, y coordinará con el Supervisor.



4. En caso de una alarma confirmada (emergencia por fuego) deje que las alarmas continúen funcionando. El COSE debe comunicar la situación de emergencia al Sistema de Emergencias 9-1-1.



5. Si no existe confirmación vía cámaras de la situación, el personal del COSE, procederá a dar aviso al Sistema de Emergencia 9-1-1. Indicándoles lo siguiente “Existe una activación del Sistema de detección y Alarma, pero no existe confirmación del evento vía cámaras”. Y se solicita una revisión de bomberos.



6. El COSE informará a la Sección de Mantenimiento y Construcción al celular de disponibilidad 84449555, para que se aplique el procedimiento de atención de emergencias de la Sección de Mantenimiento y Construcción.



7. Si se determina que existe una ruptura accidental de un rociador, el Supervisor de Seguridad, procederá a accesar el ducto mecánico y cerrar la válvula principal del piso identificada con una etiqueta que indica lo siguiente: “Válvula de cierre de rociadores piso #”.



8. Una vez que personal de Bomberos haya realizado una revisión y se determine una falsa alarma, el Supervisor de Seguridad procederá a silenciar el sistema con el botón de “SILENCIAR SIRENAS” en el Anunciador Remoto (ver figura 11) o el botón “SIGNAL SILENCE” del Panel Principal (ver figura 12) y deben verificar cuál de las estaciones manuales o sensores de humo presenta el problema (según lo indicado en el panel de control).
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Fig. 11. Imagen del botón SILENCIAR SIRENAS del Anunciador Remoto
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Fig. 12. Imagen del botón SIGNAL SILENCE del Panel Principal



9. Si fuera el caso el Supervisor de Seguridad deberá esperar al Personal de Mantenimiento para que se presenten y restablezcan el sistema, de lo contrario el Supervisor de Seguridad deberá presionar el botón “REARME DEL SISTEMA” del Anunciador Remoto (ver figura 13) o “SYSTEM RESET” del Panel Principal”  (ver figura 14) para rearmar el sistema, hasta que en la pantalla se indique “Sistema Normal”. En este momento el personal que este atendiendo la situación coordinará la apertura de todas las puertas metálicas que cuentan con imán ubicadas en los pasillos de todos los pisos del edificio.
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Fig. 13. Imagen del botón REARME DEL SISTEMA del Anunciador Remoto
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Fig. 14. Imagen del botón SYSTEM RESET del Panel Principal



5.3. Caso 3: Activación de Alarma en Panel de Incendios.

En este caso existirá una alerta sonora únicamente en el panel de alarma de incendio ya sea el panel principal como el anunciador remoto, avisando de algún problema en el sistema.



1. El oficial de Seguridad cercano al panel, deberá leer lo indicado en la pantalla de tablero, e informar de inmediato al COSE.



2. El personal del COSE, deberá dar aviso en días y horas hábiles a la Sección de Mantenimiento y Construcción (ext. 01-3564, 01-4247), mismos que se estarán presentando a la brevedad, y en horas no hábiles se deberá llamar al celular de disponibilidad 84449555, para que se aplique el procedimiento de atención de emergencias de la Sección de Mantenimiento y Construcción.



3. Es importante indicar que la señal en el panel no se apague hasta que el personal especialista llegue a atender el problema.



5.4. Caso 4 Activación del Sistema Diluvio zona de Galería 1er piso en días y horas hábiles



La activación del sistema traerá como consecuencia el accionamiento de todos los rociadores del área.



1. Los Oficiales de Seguridad, del ingreso y cercanos podrán percibir si existe un incendio, por lo cual, en caso de confirmado el incendio, se deberá activar la estación manual más cercana con el fin de activar el sistema de alarma y presurización y que el personal proceda con el desalojo del edificio



3. El Responsable del Puesto de Seguridad, deberá informar del incendio al COSE, quien a su vez en ese instante informará al Sistema de Emergencia 9-1-1.



4. En caso de que se haya activado por error en el sistema, el oficial deberá informar de inmediato al COSE, quien a su vez en ese instante informará a la Sección de Mantenimiento y Construcción (ext. 01-3564 ó 01-4247) y o se tendrá que activar ninguna estación manual para evitar el desalojo innecesario.



3. Se deberá esperar al personal de la Sección de Mantenimiento y Construcción para que se restablezca el sistema.



5.5. Caso 5: Activación del Sistema Diluvio zona de Galería 1er piso días y horas no hábiles



La activación del sistema traerá como consecuencia el accionamiento de todos los rociadores del área.



1. Los Oficiales de Seguridad, del ingreso y cercanos podrán percibir si existe un incendio, por lo cual, en caso de confirmado el incendio, se deberá activar la estación manual más cercana con el fin de activar el sistema de alarma y presurización y que el personal proceda con el desalojo del edificio



2. El Responsable del Puesto de Seguridad, deberá informar del incendio al COSE, quien a su vez en ese instante informará al Sistema de Emergencia 9-1-1.



3. En caso de que se haya activado por error del sistema, el oficial deberá informar de inmediato al COSE, el Supervisor de Seguridad procederá accesar el ducto mecánico y cerrar la válvula principal del piso identificada.



4. El COSE deberá informar a la Sección de Mantenimiento y Construcción al celular de disponibilidad 84449555, para que se aplique el procedimiento de atención de emergencias de la Sección de Mantenimiento y Construcción y se deberá esperar al personal de la Sección de Mantenimiento y Construcción para que se restablezca el sistema.



5.6. Caso 6: Activación del sistema de forma remota



1. Si la Alarma de Incendio es activada por medio del botón remoto del COSE,  el personal del COSE deberá indicar por radio al Responsable del Puesto de Seguridad F2 el lugar donde se está presentado el evento y continuar con el protocolo de evacuación del edificio de las personas que estén.



2. Al estar la alarma confirmada (emergencia por fuego) deje que las alarmas continúen funcionando. El COSE debe comunicar la situación de emergencia al Sistema de Emergencias 9-1-1.



6. Previsiones



Es importante señalar, que el personal tanto del Departamento de Seguridad como de la Sección de Mantenimiento y Construcción debe tener la capacitación para realizar la verificación del evento, ya que si es un conato de incendio o incendio real, el personal debe proceder a evacuar de forma inmediata sin poner en riesgo su propia vida. Y una vez evacuado el Edificio el personal de Seguridad no debe permitir el ingreso hasta que por parte del Personal Capacitado o Bomberos se dé la orden de ingreso.”



- 0 -



Manifiesta la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: “Con el proyecto de reforzamiento del edificio se incorporó un sistema de alarma contra incendio muy moderno con una serie de cualidades, sin embargo, se evidencia que existe una descoordinación en cuanto a su uso y el proceder de las personas que laboran en este edificio, por lo anterior, se presenta la necesidad de establecer este protocolo, el cual fue elaborado con participación de la Dirección de Gestión Humana, específicamente los compañeros de Salud Ocupacional, el Departamento de Seguridad como departamento técnico y una asesoría del Benemérito Cuerpo de Bomberos, sede Barrio Luján, a esos efectos, se solicita su aprobación.  El informe comprende varias situaciones, días hábiles, inhábiles y para que este protocolo sea efectivo; se propone acoger las recomendaciones hechas y se active a la brevedad las brigadas de emergencias, ya que en este edificio no han estado funcionando, de esa tarea se encargaría el Subproceso de Salud Ocupacional y que en su momento se realicen las prácticas de evacuación con la participación de las personas servidoras y en el tanto el Subproceso de Salud Ocupacional dirija lo correspondiente, también que se haga una socialización del protocolo con las personas involucradas y con quienes laboran en el edificio y tengan conocimiento sobre las reacciones que se deben adoptar cuando se activen las alarmas. 



Además, se consideró que existe una ausencia importante en los tres edificios de un sistema de voceo, para que cuando se dé una situación de emergencia se brinden las instrucciones a toda la población de los edificios mediante el sistema de sonido.  En ese caso se solicita que ese sistema se presupueste como prioridad para el 2021, hemos buscado equipos que no tienen costos tan elevados y que sean efectivos, en correspondencia de lo anterior, se propone que el Departamento de Seguridad, en esa medida, lo coordine con la Dirección de Planificación”.



Señala el presidente, magistrado Cruz: “Se corrigen muchos problemas de origen. ¿Están de acuerdo?”.



Se acordó: Acoger la gestión presentada por la máster. Alexandra Mora Steller y el Ing. José Guillermo Vindas Cantillano, por su orden, jefa y Sub Jefe del Departamento de Servicios Generales y remitida por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N°763-DE-2020 del 11 de marzo de 2020, en consecuencia: 1.) Aprobar el “Protocolo Interno de Actuación en Caso de activación de las Alarmas contra Incendio en el Edificio de la Corte Suprema de Justicia”. 2.) Reactivar la Brigada de Emergencias de ese edificio, a esos efectos, el Subproceso de Salud Ocupacional coordinará lo que corresponda. 3.) Aprobar la realización de prácticas de evacuación con la participación de todas las personas servidoras que laboran en la edificación, incluida la jerarquía.  De igual forma el Subproceso de Salud Ocupacional realizará las acciones que resulten necesarias para cumplir este objetivo. 4.) El Departamento de Servicios Generales con el acompañamiento de las dependencias y personas que elaboraron el protocolo, así como el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, procederán a socializar el protocolo mediante una presentación a los involucrados directos y a través de una campaña de prensa. 5.) Priorizar para el año 2021 la presupuestación de un sistema de voceo que permita informar a las personas que laboran en la edificación que se trata de una situación de emergencia o falsa alarma, de forma tal que no se tenga una dependencia absoluta de los compañeros y compañeras que integran las brigadas, por lo que el Departamento de Seguridad brindará el dato del costo a la Dirección de Planificación.



La Dirección de Gestión Humana, el Departamento de Seguridad y el Departamento de Servicios Generales, tomarán nota para los fines consiguientes.”



Atentamente, 









Lic. Eduardo Chacón Monge

Prosecretario General interino

Corte Suprema de Justicia



 

 

c: 	Dirección de Gestión Humana

Departamento de Seguridad 

Departamento de Servicios Generales

Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional

Subproceso de Salud Ocupacional

Diligencias / Refs: (3028-20) 



Andrea

Teléfonos: 2295-3007 // 2295-3711	 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José
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PODER  JUDICIAL DIRECCIÓN EJECUTIVA

DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD

Tel.   2295 38 41                                                                   Apartado 108-1003                                                                                                       

Fax:  2257   e.mail:  seguridad@poder-judicial.go.cr                            San José, Costa Rica

172-DS-2020


 07 de mayo del 2020   


         

Máster 


Ana Eugenia Romero Jenkins


Directora Ejecutiva


Su Oficina

Estimada señora:


En atención a la solicitud del estudio preliminar para realizar un proyecto denominado Sistema de Voceo, con la finalidad de generar alertas ante emergencias naturales, así como causadas por el hombre y mejorar el control y fluidez de la comunicación durante la atención de estás emergencias en los edificios de La Corte Suprema de Justicia, el Organismo de Investigación Judicial, Tribunales de Justicia y anexos alrededor de dichos edificios en el I Circuito Judicial de San José, me permito informarle los requerimientos presupuestarios para iniciar una primera etapa en el año 2021.


Es importante mencionar que este proyecto contó con la participación de profesionales del Sub proceso de Salud Ocupacional, con quienes se definieron los sitios internos y externos en los edificios mencionados donde sería necesario contar con comunicación, misma que se considera puede ser cableada para sus módulos principales e inalámbrica y portátil en la  mayoría de los equipos. Finalizado el proyecto,  estaría a cargo de los responsables de atender las evacuaciones reales o bien los ejercicios y prácticas que se realizan cada año.


Dentro de las características más importantes que deberá reunir este sistema son:


· Una central que controle y opere todos los dispositivos instalados en los tres edificios de manera ágil y con la posibilidad de contar con equipos portátiles para administrar el sistema durante la evacuación.


· El sistema debe permitir activar y operar de manera individual en cada edificio.


· El sistema debe tener la posibilidad de integrarse o conectarse con los sistemas actuales de incendio, central de monitoreo o alarmas.


· Debe tener la capacidad de cubrir todas las áreas internas y externas que sean necesarias en los edificios que sean necesarias para una óptima comunicación.


· Debe contar con la capacidad de emitir mensajes internos o recordatorios pre-grabados para el personal y usuarios en cada uno de los edificios de forma intermitente, continúa o programada.


· Entre otras opciones que se puedan considerar de importancia al momento de su funcionamiento.


Para la valoración correspondiente se adjunta un aproximado del presupuesto requerido, mismo que se plantea para tres etapas o bien periodos presupuestarios (2021 a 2024 o 2022 a 2025), distribuidos según se plantea continuación:


Presupuesto aproximado proyecto Total


		1

		C-S6

		S6 IP Intercom Server with pre-installed VirtuoSIS - incl. Starter

		4.570,00

		 $     4.570,00 



		

		

		Licence

		

		



		1

		C-KAB-C13-US 

		Power cord US-plug to C13 for S6, AF125,AF250,AF500

		23,33

		 $           23,33 



		1

		C-L-SIS32-UPG 

		Server-Upgrade VirtuoSIS Starter to Professional

		3.560,00

		 $     3.560,00 



		20

		C-L-SIS-IP-8B 

		LicenceVirtuoSIS, 8 additional B-subscriber ports

		1.750,00

		 $   35.000,00 



		2

		C-L-SIS-IP-2B 

		LicenceVirtuoSIS, 2 additional B-subscriber ports

		466,67

		 $         933,34 



		2

		C-L-SIS-SIP-2D 

		LicenceVirtuoSIS, 2 SIP subscriber ports, Feature level D

		1.270,00

		 $     2.540,00 



		1

		C-L-SIS-IP-2D 

		LicenceVirtuoSIS, 2 additional D-subscriber ports

		1.270,00

		 $     1.270,00 



		3

		C-SIP-EE980 EE 980 

		Terminal, SIP only, touch display, polycarbonate, black

		2.533,33

		 $     7.599,99 



		3

		C-EESH9 

		Wall mountfor EE980

		63,33

		 $         189,99 



		3

		C-EEHS9 

		Handsetfor EE 980, black

		153,33

		 $         459,99 



		1

		C-L-ICCAA1 

		Licence: IntercomClient, Audio, Version 1.x, 1 Client

		563,33

		 $         563,33 



		1

		C-L-ICCDDA

		Licence: Intercom Client, Direct Dialing, 1 Module (12 Buttons per

		190

		 $         190,00 



		

		

		Module)

		

		



		150

		C-AFLS10HPW

		Hybrid IoIP/SIP Projector Loudspeaker, 10W, colour white

		963,33

		 $ 144.499,50 



		11

		C-AFLS10HHG 

		Hybrid IoIP/SIP Horn Loudspeaker, 10W, colour grey

		1.043,33

		 $   11.476,63 



		1

		C-AF125H 125 

		Watt IP amplifier, with 70/100 Volt loudspeaker output

		1.703,33

		 $     1.703,33 



		2

		90215A-801-04

		TCPA-10 5 taps, 25V,70V or 100V SpeakerIntegrated DC Blocking

		2.321,67

		 $     4.643,34 



		

		

		capacitor allowing fire alarm control panel to conduct circuit

		

		



		

		

		supervision. GREY

		

		



		1

		72377B-801

		TCPA-10 Wall Mount/ Pole mount Bracket

		300

		 $         300,00 



		1

		72378B-801 

		TCPA-10 Dual unit mounting Adapter

		58,33

		 $           58,33 



		1

		Inst

		Instalación de Cableado

		87.000,00

		 $   87.000,00 



		1

		Inalámbricos

		Equipos de conexión inalámbrica

		4.566,00

		 $     4.566,00 



		1

		Configuración

		Configuración y puesta en marcha

		2.300,00

		 $     2.300,00 



		

		

		

		Sub Total

		 $ 313.447,10 



		

		

		

		I.V.A

		 $   40.748,12 



		

		

		

		Total

		 $ 354.195,22 





Propuesta del proyecto para realizarse por etapas:


Fase 1: contemplaría la central y el voceo externo de los tres edificios, a partir de esta etapa el proyecto quedaría funcional:


		FASE 1



		



		1

		C-S6

		S6 IP Intercom Server with pre-installed VirtuoSIS - incl. Starter

		4.570,00

		 $     4.570,00 



		

		

		Licence

		

		



		1

		C-KAB-C13-US 

		Power cord US-plug to C13 for S6, AF125,AF250,AF500

		23,33

		 $           23,33 



		1

		C-L-SIS32-UPG 

		Server-Upgrade VirtuoSIS Starter to Professional

		3.560,00

		 $     3.560,00 



		10

		C-L-SIS-IP-8B 

		LicenceVirtuoSIS, 8 additional B-subscriber ports

		1.750,00

		 $   17.500,00 



		1

		C-L-SIS-IP-2B 

		LicenceVirtuoSIS, 2 additional B-subscriber ports

		466,67

		 $         466,67 



		1

		C-L-SIS-SIP-2D 

		LicenceVirtuoSIS, 2 SIP subscriber ports, Feature level D

		1.270,00

		 $     1.270,00 



		1

		C-L-SIS-IP-2D 

		LicenceVirtuoSIS, 2 additional D-subscriber ports

		1.270,00

		 $     1.270,00 



		1

		C-SIP-EE980 EE 980 

		Terminal, SIP only, touch display, polycarbonate, black

		2.533,33

		 $     2.533,33 



		1

		C-EESH9 

		Wall mountfor EE980

		63,33

		 $           63,33 



		1

		C-EEHS9 

		Handsetfor EE 980, black

		153,33

		 $         153,33 



		1

		C-L-ICCAA1 

		Licence: IntercomClient, Audio, Version 1.x, 1 Client

		563,33

		 $         563,33 



		1

		C-L-ICCDDA

		Licence: Intercom Client, Direct Dialing, 1 Module (12 Buttons per

		190

		 $         190,00 



		

		

		Module)

		

		



		50

		C-AFLS10HPW

		Hybrid IoIP/SIP Projector Loudspeaker, 10W, colour white

		963,33

		 $   48.166,50 



		11

		C-AFLS10HHG 

		Hybrid IoIP/SIP Horn Loudspeaker, 10W, colour grey

		1.043,33

		 $   11.476,63 



		1

		C-AF125H 125 

		Watt IP amplifier, with 70/100 Volt loudspeaker output

		1.703,33

		 $     1.703,33 



		1

		90215A-801-04

		TCPA-10 5 taps, 25V,70V or 100V SpeakerIntegrated DC Blocking

		2.321,67

		 $     2.321,67 



		

		

		capacitor allowing fire alarm control panel to conduct circuit

		

		



		

		

		supervision. GREY

		

		



		1

		72377B-801

		TCPA-10 Wall Mount/ Pole mount Bracket

		300

		 $         300,00 



		1

		72378B-801 

		TCPA-10 Dual unit mounting Adapter

		58,33

		 $           58,33 



		1

		Inst

		Instalación de Cableado

		43.500,00

		 $   43.500,00 



		1

		Inalámbricos

		Equipos de conexión inalámbrica

		4.566,00

		 $     4.566,00 



		1

		Configuración

		Configuración y puesta en marcha

		1.200,00

		 $     1.200,00 



		 

		

		

		Sub Total

		 $ 145.455,78 



		 

		

		

		I.V.A

		 $   18.909,25 



		 

		 

		 

		Total

		 $ 164.365,03 





Fase 2: Integración de dispositivos internos en los edificios:


		FASE 2



		



		5

		C-L-SIS-IP-8B 

		LicenceVirtuoSIS, 8 additional B-subscriber ports

		1.750,00

		 $     8.750,00 



		1

		C-L-SIS-IP-2B 

		LicenceVirtuoSIS, 2 additional B-subscriber ports

		466,67

		 $         466,67 



		1

		C-L-SIS-SIP-2D 

		LicenceVirtuoSIS, 2 SIP subscriber ports, Feature level D

		1.270,00

		 $     1.270,00 



		1

		C-SIP-EE980 EE 980 

		Terminal, SIP only, touch display, polycarbonate, black

		2.533,33

		 $     2.533,33 



		1

		C-EESH9 

		Wall mountfor EE980

		63,33

		 $           63,33 



		1

		C-EEHS9 

		Handsetfor EE 980, black

		153,33

		 $         153,33 



		50

		C-AFLS10HPW

		Hybrid IoIP/SIP Projector Loudspeaker, 10W, colour white

		963,33

		 $   48.166,50 



		1

		90215A-801-04

		TCPA-10 5 taps, 25V,70V or 100V SpeakerIntegrated DC Blocking

		2.321,67

		 $     2.321,67 



		

		

		capacitor allowing fire alarm control panel to conduct circuit

		

		



		

		

		supervision. GREY

		

		



		1

		Inst

		Instalación de Cableado

		29.000,00

		 $   29.000,00 



		1

		Configuración

		Configuración y puesta en marcha

		1.100,00

		 $     1.100,00 



		 

		

		

		Sub Total

		 $   93.824,83 



		 

		

		

		I.V.A

		 $   12.197,23 



		 

		 

		 

		Total

		 $ 106.022,06 





Fase 3: Integración de dispositivos internos en los edificios:


		FASE 3



		



		5

		C-L-SIS-IP-8B 

		LicenceVirtuoSIS, 8 additional B-subscriber ports

		1.750,00

		 $     8.750,00 



		1

		C-SIP-EE980 EE 980 

		Terminal, SIP only, touch display, polycarbonate, black

		2.533,33

		 $     2.533,33 



		1

		C-EESH9 

		Wall mountfor EE980

		63,33

		 $           63,33 



		1

		C-EEHS9 

		Handsetfor EE 980, black

		153,33

		 $         153,33 



		50

		C-AFLS10HPW

		Hybrid IoIP/SIP Projector Loudspeaker, 10W, colour white

		963,33

		 $   48.166,50 



		1

		Inst

		Instalación de Cableado

		14.500,00

		 $   14.500,00 



		1

		Configuración

		Configuración y puesta en marcha

		900,00

		 $         900,00 



		 

		

		

		Sub Total

		 $   75.066,49 



		 

		

		

		I.V.A

		 $     9.758,64 



		 

		 

		 

		Total

		 $   84.825,13 






Atentamente, 

Lic. Edward Rodríguez Murillo


Jefe, Departamento de Seguridad

Erm/cc. diligencias 
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Oferta Edificio Pérez Zeledón.docx
Miércoles 06 mayo 2020





Señores, 

Oficina de la Defensa Civil y de la Víctima.

Poder Judicial.

Estimados señores.



Quienes suscriben Deinner Rojas Salas portador de la cédula de identidad número 2-0460-0863, y el Arquitecto Adrián Sánchez Cervantes cédula de identidad 1-1218-0772 nos dirigimos a ustedes muy respetuosamente, para de manera formal y según conversación con el señor Ricardo Enrique Vega Solano, presentarles la propuesta de la construcción y venta de un edificio en la localidad de Pérez Zeledón para albergar las oficinas de la Defensa Civil y de la Víctima.

 Cabe resaltar que contamos con la experiencia de haber estado relacionados con los edificios construidos para albergar las oficinas de materia de la Reforma Laboral y Juzgado Civil de Pérez Zeledón, así como el edificio de Penal Juvenil y Ejecución de la Pena de Cartago sede Pérez Zeledón, realizados por la empresa comercial Quinto Faro S.A, por lo que somos conocedores de las características, requerimientos y logística que se necesitan para un proyecto como el que a continuación detallamos.

Propiedad a desarrollar:

Área 415 m2 según plano, SJ-278-841-19 cuenta con todos los servicios públicos, con la posibilidad de ampliar el área a 615 m2 de ser necesario,  se encuentra libre de gravámenes  y al día en el pago de impuestos y tributos, se encuentra a 650 metros este del edificio principal de Tribunales de Justicia  y cenca de diferentes oficinas y sitios de interés público como lo son Municipalidad, plantel del Ministerio de Transporte y Obras Publica, Registro Civil, sucursal terminal de autobuses urbanos entre otros, para lo cual se adjunta foto satelital con detalle como referencia.
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Construcción:

Se toman en consideración las necesidades que se nos hicieron llegar al correo electrónico donde se detallan dos áreas como posibles opciones.

576 m2 de construcción, según tabla de necesidades suministrada, se desarrolla en un área de 415 m2 según plano, SJ-278-841-19
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1. 965 m2 de construcción, según tabla de necesidades suministrada, se desarrolla en un área de 615 metros se reúnen fincas plano, SJ-278-841-19 y plano
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Oferta:

Proyecto para venta propiedad y edificio de 576 m2, de buenos acabados, llave en mano con un costo de ¢481.600.000 (cuatrocientos ochenta y un mil seiscientos millones de colones).

El precio aquí estimado incluye la venta del terreno y construcción, permisos de construcción, ascensor, materiales de construcción  y mano de obra,  no incluye honorarios ni los impuestos por traspaso. 









Proyecto para venta propiedad y edificio de 965 m2, de buenos acabados, llave en mano con un costo de ¢811.430.000 (ochocientos once mil cuatrocientos treinta millones de colones)

 El precio aquí estimado incluye la venta del terreno y construcción, permisos de construcción, ascensor, materiales de construcción  y mano de obra,  no incluye honorarios ni los impuestos por traspaso. 
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Sin más por el momento quedo atento a cualquier consulta o notificación al teléfono 8708-9836 o al correo electrónico  d.rojas70@hotmail.com

Atentamente.

Deinner Rojas Salas.

Adrian Sanchez Cervantes.
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Oficina de Defensa Civil de la Victima de Pérez

Despacho - Oficina Zeledon & Oficina de Justicia Restaurativa de
Pérez Zeledén
Descripcién Cantidad __mt2 minimos __Total mt2
Oficinas para personal Profesional 9 13 17
Bodega de suministros ] 9 9
Area comun para técnicos judiciales’ 1 25 25
Area de Recepcion al Pablico 1 15 15
Sala de Espera (una por cada piso) 3 12 36
Area de Comedor 1 22 22
Sala de Reuniones. 3 25 75
Ascensor. Ley 7600 1 4 4
Senvicios sanitarios separada por
lgénero para funcionarios, cumpliendol @ e i
Ia ley 7600 (una baterfa por cada 4
género por piso)
Baterfa de servicios sanitarios
separada por género para piblico, % T %8
cumpliendo la ley 7600 (una bateria ?
por cada género por piso)
Senvicios sanitario neutro (segundo 4 » 5
piso)
Cuarlo de Aseo ] ] ]
Parqueos 5 165 825
Cuarlo de Telemética 1 9 9
Cuarlo de Lactancia 1 10 10
Area de circulacion 755
TOTAL AREA UTIL. 576
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Despacho - Oficina

Oficina de Defensa Civil de la Victima, Oficina de
Justicia Restaurativa & Oficina de Atencién y
Proteccién a la Victima del Delito de Pérez

Zeledén
Descripeién Cantidad __mt2 minimos __Total mt2
Oficinas para personal Profesional 17 13 221
Oficina para agentes de proteccion 6 12 72
Area de juego de nifios (as) 3 6 6
Bodega de suministros 2 10 20
Area comun para técnicos judiciales 1 25 25
Area de Recepcion al Piblico 1 20 20
Sala de Espera (una por cada piso) 3 12 36
Area de Comedor 4 25 25
Sala de Reuniones 3 25 75
‘Ascensor. Ley 7600 1 4 4
Senvicios sanitarios separada por género para funcionarios|
‘cumpliendo la ley 7600 (una baterfa por cada género por 6 75 45
piso)
Baterfa de servicios sanitarios separada por género para
piblico, cumpliendo Ia ley 7600 (una bateria por cada 6 75 45
género por piso)
Senvicios sanitario neutro (segundo piso) 1 2 2
Cuarlo de Aseo 1 4 4
Parqueos 5 17 85
Parqueo para personas usuarias (Ley 7600) 2 20 40
Cochera para vehiculo oficial 3 20 60
Cuarlo de Telematica 1 9 9
Cuarlo de Lactancia 1 10 10
SUBTOTAL 804
Area de circulacion 20% 1608
TOTAL AREA UTIL 965
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Copia de Anteproyectos presupuestarios 2021.xlsx
Escenario 1

		Proyecto Presupuesto 2021 Oficina de Defensa Civil de la Víctima - Propuesta 1

		Subpartida				Código Artículo 		Detalle Artículo 		Cantidad		Costo unitario		Costo total

		10401		Servicios médicos y de laboratorio		23233		Ayuda económica para víctima -Servicio médico		1		₡2,000,000.00		₡2,000,000.00

		10402		Servicios jurídicos		19597		Servicios jurídicos		1		₡500,000.00		₡500,000.00

		10499		Otros servicios de gestión y apoyo		20912		Peritajes		1		₡30,000,000.00		₡30,000,000.00

		19999		Otros servicios no
especificados		23861		Ayuda económica a víctimas -Servicio funerario		1		₡1,500,000.00		₡1,500,000.00

		29904		Textiles y Vestuario		23240		Ayuda económica para víctima -Textiles		1		₡1,000,000.00		₡1,000,000.00

		29999		Otros útiles, materiales y suministros		23243		Ayuda económica para víctima -Otros suministros		1		₡1,500,000.00		₡1,500,000.00



		10307		Servicios de Tecnologías de Información		22901		Emisión o Renovación Certificado Firma Digital		4		₡12,000.00		₡48,000.00

		10406		Servicios Generales		23638		Lavado De Vehículos A Presión		6		₡150,000.00		₡900,000.00

		10499		Otros servicios de gestión y apoyo		5233		Servicio de Fumigación		4		₡104,525.00		₡418,100.00

		10701		Actividades de Capacitación		18872		Capacitación		1		₡4,000,000.00		₡4,000,000.00

		10801		Mantenimiento de Edificios y Locales		19545		Mantenimiento de Edificios y Locales		1		₡18,000,000.00		₡18,000,000.00

		10801		Mantenimiento de Edificios y Locales		24276		Servicio de Mantenimiento de Cortinas Metálicas		1		₡500,000.00		₡500,000.00

		10801		Mantenimiento de Edificios y Locales		21765		Mantenimiento De Edificios Y Locales (Repuestos Contrato)		1		₡500,000.00		₡500,000.00

		10805		Mantenimiento y reparación de equipo de transporte		19549		Mantenimiento y reparación de equipo de transporte		1		₡2,000,000.00		₡2,000,000.00

		10807		Mantenimiento y reparación de equipo y mobiliario de oficina		23910		Servicio de Mantenimiento de Aires Acondicionados		1		₡1,200,000.00		₡1,200,000.00

		10807		Mantenimiento y reparación de equipo y mobiliario de oficina		22689		Mantenimiento Y Rep. Equipo Y Mobiliario De Ofic (Repuestos)		1		₡600,000.00		₡600,000.00

		20101		Combustibles y lubricantes		10119		 Aceite Hidráulico De Dirección		6		₡3,501.87		₡21,011.22

		20101		Combustibles y lubricantes		21573		Combustible		6		₡900,000.00		₡5,400,000.00

		20402		Repuestos y accesorios		13855		 Filtro De Aceite		9		₡13,840.39		₡124,563.51

		20402		Repuestos y accesorios		13857		 Filtro De Aire		9		₡91,863.35		₡826,770.15

		20402		Repuestos y accesorios		13870		 Neumático		9		₡3,487.18		₡31,384.62

		20402		Repuestos y accesorios		13871		 Pastilla De Frenos		9		₡120,616.20		₡1,085,545.80

		20402		Repuestos y accesorios		14091		 Fibras De Freno		9		₡105,575.36		₡950,178.24

		20402		Repuestos y accesorios				 Batería		5		₡160,000.00		₡800,000.00

		20402		Repuestos y accesorios		22283		 Faja Distribución		6		₡119,355.12		₡716,130.72

		20402		Repuestos y accesorios				 Llantas		2		₡225,000.00		₡450,000.00

		29901		Útiles y materiales de oficina y cómputo		24211		Firma Digital		30		₡35,000.00		₡1,050,000.00

		29904		Textiles y Vestuario		15536		Persianas		3		₡444,078.70		₡1,332,236.10

		50102		Equipo de Transporte		23583		 Vehículos		5		₡27,120,000.00		₡135,600,000.00

		50103		Equipo de Comunicación		16557		Teléfonos Inalámbricos		15		₡33,900.00		₡508,500.00

		50104		Equipo y Mobiliario de Oficina		20486		Aires Acondicionados c/ Instalación		7		₡2,740,250.00		₡19,181,750.00

		50107		Equipo y mobiliario de educacional, deportivo y recreativo		17421		Pizarra de Corcho		2		₡53,980.10		₡107,960.20

		50105		Equipo de Cómputo		16909		Computadora Portátil		25		₡1,889,791.75		₡47,244,793.75

		59903		Bienes Intangibles		23990		Licencias Office 365		34		$81		₡1,676,249.64

		TOTALES												₡281,773,174





Escenario 2

		Proyecto Presupuesto 2021 Oficina de Defensa Civil de la Víctima - Propuesta 2

		Subpartida				Código Artículo 		Detalle Artículo 		Cantidad		Costo unitario		Costo total

		10401		Servicios médicos y de laboratorio		23233		Ayuda económica para víctima -Servicio médico		1		₡1,000,000.00		₡1,000,000.00

		10402		Servicios jurídicos		19597		Servicios jurídicos		1		₡500,000.00		₡500,000.00

		10499		Otros servicios de gestión y apoyo		20912		Peritajes		1		₡25,000,000.00		₡25,000,000.00

		19999		Otros servicios no
especificados		23861		Ayuda económica a víctimas -Servicio funerario		1		₡1,000,000.00		₡1,000,000.00

		29904		Textiles y Vestuario		23240		Ayuda económica para víctima -Textiles		1		₡1,000,000.00		₡1,000,000.00

		29999		Otros útiles, materiales y suministros		23243		Ayuda económica para víctima -Otros suministros		1		₡1,000,000.00		₡1,000,000.00



		10307		Servicios de Tecnologías de Información		22901		Emisión o Renovación Certificado Firma Digital		4		₡12,000.00		₡48,000.00

		10406		Servicios Generales		23638		Lavado De Vehículos A Presión		1		₡150,000.00		₡150,000.00

		10499		Otros servicios de gestión y apoyo		5233		Servicio de Fumigación		4		₡104,525.00		₡418,100.00

		10801		Mantenimiento de Edificios y Locales		24276		Servicio de Mantenimiento de Cortinas Metálicas		1		₡500,000.00		₡500,000.00

		10801		Mantenimiento de Edificios y Locales		21765		Mantenimiento De Edificios Y Locales (Repuestos Contrato)		1		₡500,000.00		₡500,000.00

		10805		Mantenimiento y reparación de equipo de transporte		19549		Mantenimiento y reparación de equipo de transporte		1		₡500,000.00		₡500,000.00

		10807		Mantenimiento y reparación de equipo y mobiliario de oficina		23910		Servicio de Mantenimiento de Aires Acondicionados		1		₡1,200,000.00		₡1,200,000.00

		10807		Mantenimiento y reparación de equipo y mobiliario de oficina		22689		Mantenimiento Y Rep. Equipo Y Mobiliario De Ofic (Repuestos)		1		₡600,000.00		₡600,000.00

		20101		Combustibles y lubricantes		10119		 Aceite Hidráulico De Dirección		2		₡3,501.87		₡7,003.74

		20101		Combustibles y lubricantes		21573		Combustible		1		₡900,000.00		₡900,000.00

		20402		Repuestos y accesorios		13855		 Filtro De Aceite		2		₡13,840.39		₡27,680.78

		20402		Repuestos y accesorios		13857		 Filtro De Aire		2		₡91,863.35		₡183,726.70

		20402		Repuestos y accesorios		13870		 Neumático		2		₡3,487.18		₡6,974.36

		20402		Repuestos y accesorios		13871		 Pastilla De Frenos		1		₡120,616.20		₡120,616.20

		20402		Repuestos y accesorios		14091		 Fibras De Freno		1		₡105,575.36		₡105,575.36

		20402		Repuestos y accesorios				 Batería		1		₡160,000.00		₡160,000.00

		20402		Repuestos y accesorios		22283		 Faja Distribución		2		₡119,355.12		₡238,710.24

		20402		Repuestos y accesorios				 Llantas		1		₡225,000.00		₡225,000.00

		29901		Útiles y materiales de oficina y cómputo		24211		Firma Digital		30		₡35,000.00		₡1,050,000.00

		29904		Textiles y Vestuario		15536		Persianas		3		₡444,078.70		₡1,332,236.10

		50104		Equipo y Mobiliario de Oficina		20486		Aires Acondicionados c/ Instalación		7		₡2,740,250.00		₡19,181,750.00

		50201		Edificios		21887		Edificios		1		₡500,000,000.00		₡500,000,000.00

		59903		Bienes Intangibles		23990		Licencias Office 365		34		$81		₡1,676,249.64

		TOTALES												₡558,631,623.12
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Fiscalía General de la República 
Ministerio Público – Poder Judicial 


 San José, Costa Rica fgeneral@poder-judicial.go.cr 


Tel: 2222-5852 
Fax 2256-3503 


 


 


 


 


San José, 11 de mayo de 2020 


Oficio N° FGR-415-2020 


 
 


 


Licenciada  
Ana Eugenia Romero Jenkins 
Dirección Ejecutiva 
Poder Judicial 
 


 


Estimada señora:   


 


Reciba un cordial saludo. 


 


Seguidamente, me permito hacer de su conocimiento la solicitud planteada por la 


Licda. Ana Daysi Quirós Barrantes, Fiscala Adjunta de la Oficina de Defensa Civil de la 


Víctima, para la incorporación dentro del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial de la 


suma de ¢500.000.000,00, para la compra de un Edificio en Pérez Zeledón, para albergar a 


la Oficina de Defensa Civil de la Víctima ( en adelante ODCV) y Oficina de Justicia 


Restaurativa, dada la necesidad de espacio por hacinamiento existente en Tribunales de 


Justicia de dicha zona.  


 


Los recursos provienen del cobro de honorarios generados de los procesos en los que 


se ha delegado la acción civil resarcitoria al Ministerio Público, y que se mantienen en la 


cuenta especial de la ODCV, contando en la actualidad con la suma total de 


¢558.631.624,00.  


 


Mediante oficios DGPN-SD-0287-2018 y DGPN-SD-0322-2019 remitidos por el 


Ministerio de Hacienda, se gira las instrucciones para que estos recursos sean trasladados a 


Caja Única del Estado, lineamiento que debe ser acatado de manera definitiva a partir del 


año 2021.  
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Fiscalía General de la República 
Ministerio Público – Poder Judicial 


 San José, Costa Rica fgeneral@poder-judicial.go.cr 


Tel: 2222-5852 
Fax 2256-3503 


 


 


 


 


 


Por esta razón, se plantea la necesidad de trasladar los recursos e incluirlos dentro de 


la corriente presupuestaria y destinarlos para facilitar y agilizar la adquisición de bienes y 


servicios para el pago de ayudas económicas urgentes a víctimas de delito (vestuario, 


atención e implementos médicos, gastos procesales y gastos funerarios) así como 


mejoramiento de la oficina, los cuales se distribuirían de la siguiente manera:  


 


 


Proyecto Presupuesto 2021 Oficina Defensa Civil de la Víctima 


   
Sub partida  Detalle  Monto 


10401 Servicios médicos y de laboratorio ₡1 000 000,00 


10307 Servicios de Tecnologías de Información ₡48 000,00 


10402 Servicios jurídicos ₡500 000,00 


10406 Servicios Generales ₡150 000,00 


10499 Otros servicios de gestión y apoyo ₡25 418 100,00 


10801 Mantenimiento de Edificios y Locales ₡1 000 000,00 


10805 Mantenimiento y reparación de equipo de transporte ₡500 000,00 


10807 
Mantenimiento y reparación de equipo y mobiliario de 


oficina 
₡1 800 000,00 


19999 Otros servicios no especificados ₡1 000 000,00 


20101 Combustibles y lubricantes ₡907 003,74 


20402 Repuestos y accesorios ₡1 068 283,64 


29901 Útiles y materiales de oficina y cómputo ₡1 050 000,00 


29904 Textiles y Vestuario ₡2 332 236,10 


29999 Otros útiles, materiales y suministros ₡1 000 000,00 


50104 Equipo y Mobiliario de Oficina ₡19 181 750,00 


50201 Edificios ₡500 000 000,00 


59903 Bienes Intangibles ₡1 676 249,64 


  Total  ₡558 631 623,12 


 


 


Dentro de esta proyección, se tiene previsto destinar recursos para la adquisición de 


un edificio, pero, es necesario tomar en cuenta la duración de estos procesos, que puede 


provocar la eventual pérdida de los recursos, por la dificultad del cumplimiento de todos los 


requisitos de ley durante el año presupuestario.  
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Fiscalía General de la República 
Ministerio Público – Poder Judicial 


 San José, Costa Rica fgeneral@poder-judicial.go.cr 


Tel: 2222-5852 
Fax 2256-3503 


 


 


 


 


 


Debido a lo anteriormente expuesto, y tomando en consideración que el Poder 


Judicial cuenta con la figura del Fideicomiso y que recientemente se autorizó la adenda 


para incluir dentro de este al Ministerio Público, se solicita valorar la posibilidad de incluir 


a la ODCV, con el fin de poder gestionar por medio de este la compra de la edificación y 


asegurar una ejecución satisfactoria de los recursos.  


 


Atentamente se despide,  


 


 


 


 


 


 


Emilia Navas Aparicio 


Fiscala General de la República 


   


    


 Archivo 


 Administración del Ministerio Público 


 Oficina de Defensa Civil de la Víctima 


 


Elaborado por: jvc 
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San José, 14 de mayo de 2020 


 
Licenciada 
Silvia Navarro Romanini 
Secretaria General de la Corte 
S.            D. 


 
 
  Asunto: Certificación de salarios para 
atender permiso con goce de salario.  
 
 


Estimada señora: 


 
En atención a la solicitud realizada por la oficina a su cargo, se adjunta certificación de contenido 


presupuestario, con la finalidad de otorgar permiso con goce de salario y sustitución a 14 puestos para 
“Reforzar el Tema de Anticorrupción y Fortalecer la Oficina del Ministerio Público”, del 01 de junio al 


31 de diciembre de 2020, según el siguiente detalle: 


 
 


1. 2 Fiscal, del 01/06/2020 al 31/12/2020 (Programa 929) 


 
2. 5 Fiscal Auxiliar, del 01/06/2020 al 31/12/2020 (Programa 929) 


 


3. 7 Técnico Jurídico, del 01/06/2020 al 31/12/2020 (Programa 929) 
 


 
La certificación se extiende dado el Presupuesto Actual del programa 929, y según lo informado por 


la Dirección de Gestión Humana, cuentan con contenido económico considerado dentro de las proyecciones 
del gasto. Lo anterior, en el entendido que se continuará analizando el comportamiento en conjunto con 


la Dirección de Gestión Humana para el período en ejecución. 
 
 
Atentamente, 
 
 
 


             Licda. Marlen Sánchez Solís 
Jefe Subproceso de Presupuesto 


 
 
 


MBA. Floribel Campos Solano 
Jefe a.í. Departamento Financiero Contable 


    MBA. María Antonieta Herrera Charraun 
Jefe Proceso Presupuestario-Contable 
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MBA. FLORIBEL CAMPOS SOLANO 


JEFA a.í., DEPARTAMENTO FINANCIERO CONTABLE 


DEL PODER JUDICIAL 


CERTIFICA 


 


En la Partida 0 “Remuneraciones”, del presupuesto del año 2020, se incorporaron recursos 


mediante Ley N.º 9791, para 14 puestos “Reforzar el Tema de Anticorrupción y Fortalecer la Oficina 


del Ministerio Público”, del 01 de junio al 31 de diciembre de 2020, por un monto total estimado de 


¢93.901.987,19 (Noventa y tres millones novecientos un mil novecientos ochenta y siete colones con 


19/100) distribuidos en los siguientes programas, subpartidas y fuente de financiamiento: 


 


 


Programa Subpartida
Fuente 


Financ.
Detalle Monto


929 105 001 Suplencias 42 856 800,00


929 301 001 Retribución por Años Servidos 12 917 047,98


929 302 001 Dedicación Exclusiva 18 674 565,00
929 399 001 Otros Incentivos Salariales 19 453 574,21


TOTAL A CERTIFICAR 93 901 987,19         
 


 
Dada en la ciudad de San José, el catorce de mayo del dos mil veinte. 


 
  



mailto:depto-fico@poder-judicial.go.cr



				2020-05-14T11:05:57-0600

		MARLEN LORENA SANCHEZ SOLIS (FIRMA)





				2020-05-14T11:58:08-0600

		San José, Costa Rica

		Dar Validez al documento





				2020-05-14T14:47:27-0600

		San José, Costa Rica

		Dar Validez al documento










image8.emf
0139-P-2020 (4ta.  Modif. a la RP).pdf


0139-P-2020 (4ta. Modif. a la RP).pdf


 


CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, PODER JUDICIAL 
DIRECCIÓN EJECUTIVA 


MACROPROCESO FINANCIERO CONTABLE 
depto-fico@poder-judicial.go.cr 


FAX:  2295-3356                                                                                                                         TELÉFONO: 2295-3355 


Oficio N° 0139-P-2020 
 


  C:\USERS\MSOTOB\DESKTOP\0139-P-2020 (4TA. MODIF. A LA RP).DOC 


 “Justicia: Un pilar del desarrollo” 


 Página 1 de 2 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


San José, 15 de mayo de 2020 


 
MBA. 


Roxana Arrieta Meléndez, Directora 


Dirección de Gestión Humana 


PODER JUDICIAL  


 


Asunto: Certificación de contenido para 
atender cuarta modificación a la RP 2020.  


 


Estimada señora: 


En atención a la solicitud realizada mediante oficio PJ-DGH-0223-2020, se adjunta certificación de 


contenido presupuestario, con la finalidad de cubrir el costo total de ¢51,533,347.55 correspondiente a 


la cuarta modificación a la relación de puestos del período 2020, en el Programa 929.  


   


La certificación se extiende según lo indicado por la Dirección de Gestión Humana referente a la 


inclusión de recursos en el Presupuesto 2020 para reasignaciones y reclasificaciones entre otras (Coletilla 


180 y sus derivadas), por programa. Esto, en el entendido que se analizará el comportamiento del 


contenido presupuestario en cada Programa y Subpartida en conjunto con la Dirección de Gestión 


Humana para el período en ejecución. 


 


 
Atentamente, 


 
 


 
 


             Licda. Marlen Sánchez Solís 
Jefa, Subproceso de Presupuesto 


 
 
 


MBA. Floribel Campos Solano 
Jefa a.í. Departamento Financiero Contable 


MBA. María Antonieta Herrera Charraun 
Jefa, Proceso Presupuestario-Contable 


 
 
 
 


 


 
masb 
C.: Archivo 
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MBA. FLORIBEL CAMPOS SOLANO 


JEFA a.í., DEPARTAMENTO FINANCIERO CONTABLE 


DEL PODER JUDICIAL 


CERTIFICA 


 


Que en la Partida 0 “Remuneraciones”, del presupuesto del año 2020 aprobado mediante 


Ley 9791, existen recursos según saldos del Módulo de Poderes que se indican para “Cubrir el 


costo total de la cuarta modificación a la relación de puestos del período 2020, en el 


Programa 929”, por un monto total estimado de ¢51,533,347.55 (cincuenta y un millones 


quinientos treinta y tres mil trescientos cuarenta y siete colones con 55/100) distribuidos en las 


siguientes subpartidas: 


 


Programa Subpartida F.F. Disponble MPP
 Monto de 


Modificación 


 Saldo aplicando 


rebajos de Modificación 


929 00101 001 8.624.581.570,69            14.603.400,00         8.609.978.170,69            


929 00301 001 2.831.330.319,65            4.514.431,50          2.826.815.888,15            


929 00302 001 4.479.004.251,08            18.674.565,00         4.460.329.686,08            
929 00399 001 4.893.237.941,33            13.740.951,05         4.879.496.990,28            


Total Programa 929 20.828.154.082,75      51.533.347,55     20.776.620.735,20      


20.828.154.082,75      51.533.347,55     20.776.620.735,20      TOTAL DE MODIFICACIÓN


     


Dada en la ciudad de San José, a los quince días de mayo del dos mil veinte. 
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Acta de Consejo Superior Nº 019 - 2019 



 FORMDROPDOWN 




Fecha: 01 de Marzo del 2019

Documentos citados: - Anexos 

ARTÍCULO XLVI


 


Documento N° 202-16 / 483-19


 


Mediante oficio Nº 34-PLA-OI-2019 del 11 de enero de 2019, el ingeniero Dixon Li Morales, Director interino de Planificación, remite el informe suscrito por la licenciada Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso de Organización Institucional, relacionado con el Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información, Modelo de Tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena, que literalmente dice:


“[…]


		INFORMACIÓN GENERAL:



		Código:

		450-PLA-18 /104-MI-18           Ref. SICE: 218-18


 



		Proyecto:

		Rediseño de Procesos del modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información. 



		Director/a:  

		Ing. Dixon Li Morales, Director a.i.



		Elaborado por

		Licda. Arlene Ruiz Barrantes y el Lic. Juan Carlos Brenes Azofeifa, bajo la coordinación del Ing. Jorge Fernando Rodríguez Salazar del Subproceso de Organización Institucional 



		Patrocinador: 

		Consejo Superior





 


		ACTA DE ENTREGA DE PRODUCTO:





 


		Número de la entrega

		 

		Fecha:

		11 de enero de 2019



		Nombre del producto

		Modelo de Tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena



		Responsable de la elaboración

		Dirección de Planificación



		Responsable de la entrega del producto 

		Ing. Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Subproceso de Organización Institucional



		1. Descripción del producto



		 


La Corte Plena en la sesión 37-12 del 29 de octubre de 2012, artículo VIII, solicitó definir el modelo de gestión de despachos. Posteriormente, en la sesión 15-16 del 16 de mayo de 2016, artículo XVII, aprobó el informe 259-66-SAO-2016 de la Auditoría Judicial relacionada al “Estudio Operativo de los Tribunales Penales.”


 


La Dirección de Planificación planteo los lineamientos generales del proyecto denominado “Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información”, el cual implicaba el análisis y diseño de un modelo de tramitación para las oficinas del Ámbito Jurisdiccional, con el fin de mejorar procesos permitiendo optimizar los tiempos de respuesta en los procesos judiciales que se tramitan en un Juzgado Penal, así como establecer cargas equitativas en el personal judicial, teniendo resultado una justicia pronta y cumplida.


 


Para la definición del modelo de tramitación idóneo se analizó el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, que del año 2012 al 2017 en promedio ha sido el despacho con mayor cantidad de asuntos entrados y terminados por plaza de Jueza o Juez a nivel nacional, obteniendo el plazo de respuesta de hasta un año en la resolución de incidentes.  


 


Este informe fue puesto en conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Penal, quienes mediante el oficio CJP087-18 indican que es necesario cuantificar los tiempos de remisión de informes por parte del Ministerio de Justicia y Paz necesarios para resolver los incidentes de libertad condicional, entre otros. También hacen la observación en el oficio CJP010-ADM-18 y en el CJP087-18   de que la Fiscala General reitera la necesidad de asignación por parte de las instancias respectivas del Poder Judicial de recursos económicos para dotar al Ministerio Público de las cinco plazas de Fiscala o Fiscal recomendadas en el presente informe técnico de Planificación y también solicitan presupuesto para nombrar dos plazas de Técnica o Técnico Judicial 2.

 


Lo anterior por cuanto la Fiscalía General indica que el Ministerio Público no cuenta con la disponibilidad de plazas necesarias para realizar una redistribución, toda vez que las Fiscalías en todo el territorio nacional tienen cargas de trabajo excesivas que se han tratado de atender con recursos propios, pero que se ha demostrado una imposibilidad material para satisfacer las necesidades de personal fiscal en los casos de mayor urgencia, incluida ejecución de la pena en Alajuela.


 


Ambas observaciones son consideradas en el estudio, indicando el resultado del estudio de tiempos y movimientos de la espera de informes del Ministerio de Justicia y Paz: 3 meses aproximadamente; además se recomienda a la Fiscala General realizar un análisis SEVRI_PJ, que le permita al Consejo Superior disponer de elementos para tomar una decisión sobre el segundo tema planteado por la Comisión. 


 


A continuación, se destacan los principales elementos que deben contemplarse en un modelo de tramitación de los Juzgados de Ejecución de la Pena:


 


Modelo para la tramitación en los Juzgados de Ejecución de la Pena del país


 


Oficinas de referencia


 


 


Juzgado Ejecución de la Pena de Alajuela 


Aspectos Metodológicos


Para establecer el modelo se analizó el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela que asume aproximadamente el 60% del total de asuntos que se generan a nivel nacional, igualmente, se analizó el Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago, rediseño a oral electrónico y también se tomaron elementos del Primer Circuito Judicial de San José.  Para el análisis se incluyeron variables cuantitativas como casos entrados, casos terminados, circulantes, diferentes plazos y cantidad de personal asignado, por su parte respecto de variables cualitativas, se analizó el tipo de persona usuaria, capacitación del personal, separación geográfica de los centros penales, entre otras.


 


La Asamblea Legislativa bajo expediente 18867, el 12 de agosto de 2013, inició el trámite del proyecto “Ley del Servicio Penitenciario Nacional y de Acceso a la Justicia para La Ejecución de la Pena”, a partir del cual, entre otros aspectos se regularía la atención de incidentes en Ejecución de la Pena; no obstante, a pesar de recibir dictamen afirmativo de mayoría, este proyecto de ley fue archivado el 12 de agosto de 2017.


 


Criterio de selección


Corresponde al despacho que atiende la mayor cantidad de personas privadas de libertad recluidas en un Centro Penitenciario, lo que permite obtener una visión más amplia del tipo de tramitación que se realiza en la materia de Ejecución de la Pena, aunado a que este despacho se identifica dentro de sus homólogos con la mayor cantidad de asuntos entrados y terminados durante el período 2011-2017, cabe rescatar que dispone de la mayor estructura de personal profesional como de apoyo lo que posibilita el establecer cuotas de trabajo comparables al interno del despacho y que serán base para los despachos especializados en ejecución de la pena. 


 


En cuanto a la distribución de carga de trabajo por asuntos entrados, en el caso de Alajuela donde hay cinco personas juzgadoras y siete plazas de apoyo, bajo la modalidad de despacho oral electrónico, el sistema distribuirá las causas por tipo de incidente para que se repartan de manera equitativa.


 


Estructura de Trabajo (sistema de trabajo)


 


ESTRUCTURA ORGANIZACIONAL BÁSICA PARA JUZGADOS DE EJECUCIÓN DE LA PENA
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Como parte del proyecto, la estructura organizacional se ajustará de acuerdo con las características del Juzgado de cada zona, así como a la cantidad de asuntos ingresados a cada despacho y a las necesidades detectadas durante las visitas a cada circuito judicial. [image: image2.png]



Los asuntos nuevos se distribuirán de manera equitativa entre todas las personas juzgadoras y del área de apoyo.


 


A continuación, se presenta la estructura organizacional ideal para los juzgados especializados en la materia de Ejecución de la Pena:


 


ü  Juezas o Jueces, dependerá de la cantidad de asuntos entrados,


ü  Técnicas o Técnicos Judiciales, dependerá de la cantidad de asuntos entrados,


ü  Coordinadora o Coordinador Judicial, en función de la carga de trabajo de cada oficina.


ü  Técnica o Técnico Judicial Tramitador, al menos una plaza por despacho,


ü  Técnica o Técnico Judicial Manifestador, variará en función de la carga de trabajo y características del despacho,


ü  Defensora o Defensor Público, una plaza por cada jueza o juez,


ü  Fiscala o Fiscal, una plaza por cada jueza o juez,


ü  Personas custodia de detenidos, dos puestos de custodias o custodios de detenidos por Jueza o Juez.


 


Cabe indicar que, la estructura anterior es la ideal para los juzgados de ejecución de la pena, por lo que en las visitas a realizar a los despachos judiciales se procurará adecuar con el personal ordinario del despacho, según las cargas de trabajo que se analicen en ese momento y las oportunidades de mejora que se detecten que permitan acrecentar la capacidad de respuesta del despacho. Debe considerarse las limitaciones presupuestarias que tiene actualmente la institución, por lo tanto, en aquellas zonas donde se detecte ese tipo de necesidad se procurará que existan distribuciones de recurso humano dada la imposibilidad de creación de plazas nuevas.


 


El siguiente detalle establece los puestos básicos para atender esta materia, que a partir del volumen de carga de trabajo puede aumentar:


 


Figura 1


 Tipos de puestos
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*Eventualmente existirán oficinas que contarán con una Coordinadora o Coordinador Judicial según la carga de trabajo de ellas.


 


Idealmente se requiere un espacio (próximo a la sala de juicios) donde la Defensa Técnica, se pueda reunir con el sentenciado previo a la audiencia para finiquitar aspectos de la estrategia.


 


 


Recepción de Documentos


Debido a que las personas usuarias de los juzgados de ejecución de la pena pueden estar recluidas en un centro penitenciario, el ingreso de nuevos asuntos puede ser a través de la Defensa Pública, familiares, Correos de Costa Rica, correo interno, correo electrónico o fax, así como por medio de la Oficina de Recepción de Documentos; en esta línea es procedente mantener la posibilidad del ingreso de documentos desde la RDD y directamente al fax del despacho. 


 


En síntesis, todos los documentos ingresarían por la RDD o Gestión en Línea (cuando se implemente el expediente electrónico); solo se aceptará directamente en el despacho, los escritos que remitan personas privadas de libertad al fax directo del despacho y que, por sus especiales circunstancias, no se les puede solicitar que lo remitan nuevamente mediante la RDD.


 


 


 


 


Roles de Distribución de asuntos nuevos


En los despachos especializados en Ejecución de la Pena, la distribución de casos nuevos se hace por número de expediente y no se considera el tipo de incidente, por asignar a cada Jueza o Juez, al igual que por cada Técnica o Técnico Judicial.


 


Para el caso concreto del despacho de Alajuela, donde se registra la mayor carga de trabajo y mayor cantidad de técnicos en comparación a juezas y jueces, para dar equidad el rol se adecua de la siguiente forma: la distribución de incidentes nuevos es por bloques de casos similares de 35 asuntos, de forma que a cada Técnica o Técnico Judicial (7 plazas en total) se le asignan cinco casos, mientras que por cada Jueza o Juez (5 plazas) le corresponden siete de estos asuntos.


 


Cada uno de los incidentes nuevos se registran en la RDD bajo el número único de expediente que derivo la sentencia de la persona usuaria, no obstante, la cantidad de incidentes simultáneos que puede presentar cada persona sentenciada, al ser registrados bajo un solo número de expediente, crean algunos inconvenientes, a saber:

 


· Personas con múltiples sentencias (cada una bajo expediente único independiente), la unificación de penas se registra en el último de los expedientes, por lo cual, el delito descrito en ese expediente no va a coincidir con la magnitud de la sentencia.


· Es normal que una misma persona sentenciada tramite varios incidentes simultáneamente, los que registrados bajo un solo número único propicia que se traspapelan escritos de un incidente en otro. 


· Alrededor del 30% de los asuntos que ingresan a los despachos de Ejecución de la Pena son quejas, respecto del servicio en los centros penales, temas que no resultan vinculantes al expediente judicial que estableció la sentencia o situación jurídica de la persona.


· Cuando diferentes personas son sentenciadas bajo un mismo expediente, los incidentes individuales son registrados bajo el mismo número único donde se les sentenció, por lo que confunden y dificulta individualizar la persona que presenta el trámite.


· Personas sentenciadas en el extranjero y que vienen a cumplir la sentencia en Costa Rica, no existe un expediente principal al cual vincular el incidente.


· Cabe indicar que la Dirección General de Adaptación Social tramita los incidentes a partir del número de cédula o nombre del sentenciado, por lo cual le resulta indiferente el número de expediente único que utiliza el Poder Judicial para identificar los casos.


· El despacho dicta medidas correctivas sobre diferentes aspectos específicos de cada centro penal y que resulta vinculante a todas las personas ahí detenidas, por lo cual, siguiendo la metodología de registro actual, habría que reconocer ese incidente en cada uno de los expedientes de las personas beneficiadas. 


· Los Tribunales de Juicio no itineran los expedientes terminados al Juzgado de Ejecución de la Pena, por lo tanto, la configuración actual de Gestión en Línea provocaría que los escritos remitidos bajo esta herramienta sean ubicados directamente a estos expedientes principales (archivados), porque ese sistema no está habilitado para trabajar con carpetas incidentales. Por lo que, en ausencia de expedientes propios del Juzgado de Ejecución de la Pena, no permitiría el trámite de los expedientes utilizando Gestión en Línea.


 


Debido a los inconvenientes antes apuntados, a lo interno del despacho asignan un nuevo número propio al caso, en el análisis realizado se identificó es la alternativa más eficiente, por lo cual, lo apropiado es que el número independiente de cada incidente sea asignado desde la RDD o Gestión en Línea. No obstante, de la consulta realizada a la Dirección de Tecnología de Información, de momento el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales y el Sistema Escritorio Virtual, no permiten dar número único a casos calificados como incidente (legajo), que es precisamente como se identifican los incidentes en Ejecución de la Pena.   Ante esta coyuntura se determinó la necesidad de que el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, coordine con la Dirección de Tecnología de Información, para una adecuación de los registros del caso en Ejecución de la Pena, para permitir que cada incidente sea registrado bajo un número único independiente. Actualmente ya se asigna número único independiente a los incidentes por Adecuación de Pena, esto implicaría desarrollar una mejora en el Escritorio Virtual y Gestión en Línea para permitir que en Ejecución de la Pena puedan crearse además de carpetas principales, carpetas incidentales, esta mejora sólo aplicaría para esa materia.


 


Por lo anterior, deberá establecerse un número único que identifique cada incidente, independiente del número del expediente que llevó a la sentencia.  Por temas de requerimientos de información para el Estado de la Nación u otra instancia de investigación, es importante que a nivel tecnológico exista un ligue para las sentencias de cada persona y los incidentes tramitados a partir del nombre, número de cédula de esas personas u otra variable que lo permita.


 


 


Descripción del proceso de tramitación general


En ejecución de la Pena se identifican los siguientes procesos generales, que se deberán replicar en el escritorio virtual para los despachos homólogos del país.

Los plazos de atención para cada uno de estos procesos fueron identificados durante el desarrollo del modelo oral electrónico del Circuito Judicial de Cartago, no obstante, el presente estudio ha propuesto significativas mejoras al sistema Escritorio Virtual, en las que debe trabajar la Dirección de Tecnología de Información y que una vez validadas permitirán establecer los nuevos plazos esperados.


 


 

1.- Incidente de libertad condicional
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2.- Incidente de ejecución diferida
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3.-Incidente de modificación o liquidación de pena
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4.- Incidente de queja
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5.- Incidente modificación de pena por monitoreo electrónico


[image: image8.png]





 


6.- Incidente de medidas de seguridad
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7.-Incidente de pena alternativa
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8.-Incidente de enfermedad
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9.- Incidente de quebrantamiento de pena
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10.-Incidente de conversión de pena
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11.- Incidente de unificación de pena
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12.- Incidente de adecuación de pena


 


[image: image15.png]3
e






 


13.- Incidente de petición o solicitud
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14.- Incidente de medidas correctivas
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15.- Incidente de prescripción de pena


[image: image18.png]i%Eﬂ






 


En general el trámite de todos los incidentes descritos resulta similar y se describe en la plantilla adjunta. 
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Tecnología (sistemas informáticos)


Para la tramitación de asuntos en Ejecución de la Pena se requiere como mínimo acceso y adecuación en función de la especialidad a los siguientes sistemas: 


 


-Sistema Escritorio Virtual y Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales: para la tramitación de expedientes. 

 


-Sistema de Obligados Alimentarios y Penal (SOAP): para el registro y levantamiento de impedimentos de salida del país, para personas que se les concede la libertad condicional, pero con impedimento de salida del país y que una vez cumplida la pena debe levantarse esta restricción.

 


 -Sistema de Administración y Control Electrónica de Juzgamientos (SACEJ): Para anotar cumplimiento, acumulación, y libertad condicional de la sentencia.


 


-Sistema de Gestión en Línea, en calidad de usuario para acceder a los expedientes y responder notificaciones que remite la Sala Constitucional. 

 


-Agenda Cronos: para la programación de audiencias.

-Complementariamente el Juzgado, la Defensa y el Ministerio Público, requieren acceso al 


 


Sistema de Información de Administración Penitenciaria (SIAP), y próximamente al IGNIS, ambos sistemas del Ministerio de Justicia y Paz, para conocer la situación jurídico- administrativo de las personas privadas de libertad.

 


Al respecto, se estima oportuno que la Dirección de Tecnología de Información, desarrolle una interconexión entre todos estos sistemas para que, al incluir la información en uno de ellos, automáticamente la información se replique en los restantes sistemas de forma automática, así la información se digitaría solo una vez, agilizando el trámite de los asuntos. Para lo anterior se procedió a incluir en el presente informe una recomendación a la Dirección de Tecnología de Información relacionada con la integración de los sistemas, la cual ya fue debidamente comunicada a la citada dirección en las diferentes sesiones de trabajo realizadas, no obstante, su limitación de capital humano no le ha permitido iniciar la mejora, por lo tanto, se tiene programado que comience a ser abordada a partir del 2019. 


 


De igual manera en el presente informe, se solicita a la Dirección de Tecnología de Información, el desarrollo de una calculadora en el Sistema Escritorio Virtual, que permita establecer la fecha exacta cuando se cumple una pena, luego de aplicar los beneficios que permiten reducir el tiempo en prisión a las personas sentenciadas, esa mejora ya fue comunicada a la Dirección de Tecnología de Información en las diferentes sesiones de trabajo efectuadas. 

 


La Dirección de Tecnología de Información indica que para la asignación de recursos y por ende establecer un plazo de entrega de estas mejoras, de previo es necesaria la aprobación por parte del Consejo Superior, por lo que de momento no se dispone de un plazo de entrega del producto. Cabe indicar que este informe en forma preliminar se hizo de conocimiento a la Comisión de la Jurisdicción Penal y de las y los jueces de ejecución de la pena de Alajuela y San José, quienes no externaron inconvenientes al respecto.


 


OTROS SISTEMAS A LOS QUE SE REQUIERE ACCESO


 


Sistemas Administrativos:


 


-Proposición Electrónica de Nombramientos (PIN): Para la inclusión de nombramientos, vacaciones, incapacidades y permisos con y sin goce de salario.

-Sistema de Formulación y Seguimiento del Plan Anual Operativo (PAO): inclusión y seguimiento del plan anual operativo.

-Sistema de Estadísticas Judiciales en línea -SIGMA-:Generación de informes estadísticos. 

-Seguridad PJ: asignar permisos para el uso de los diferentes sistemas judiciales.

- Sistemas para reportar problemas en tecnología y servicios generales, entre otros.

 


Este segundo grupo de sistemas es requerido para el correcto control administrativo de las oficinas judiciales.


 


Momento de implementación expediente electrónico


De los sistemas informáticos descritos en el punto anterior, el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela y sus homólogos (salvo el Juzgado de Cartago), no disponen del Sistema Escritorio Virtual. Por lo que la implantación del Sistema Escritorio Virtual se recomienda de inmediato, con la finalidad de brindar un mejor servicio a la persona usuaria, máxime que un porcentaje importante de esta se encuentra recluida en un centro penitenciario, aunado a que el expediente electrónico permitiría reducir costos económicos asociados a fotocopias e impresiones y no se puede obviar que el personal técnico ya no tendría que invertir tiempo en crear los legajos de los asuntos nuevos. 


 


La implementación del Escritorio Virtual está supeditada al desarrollo de la mejora tecnológica de la habilitación en Gestión en Línea de la creación de carpetas incidentales, el orden de implementación sería el siguiente:


 


ü  Juzgado Ejecución de la Pena de Alajuela,


ü  Juzgado Ejecución de la Pena de San José,


ü  Juzgado Ejecución de la Pena del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica


ü  Juzgado de Ejecución de la Pena de Puntarenas,


ü  Juzgado Ejecución de la Pena de Guanacaste (Liberia)


ü  Juzgado Ejecución de la Pena del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica


ü  Juzgado Ejecución de la Pena Cartago y su Sede del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.


 


Lo anterior implica configurar la herramienta en las unidades de la Defensa Pública y Fiscalía especializas en Ejecución de la Pena, las cuales actualmente no cuentan con un sistema electrónico para el trámite de casos, por lo que en el presente estudio se recomienda que las tres oficinas involucradas utilicen el mismo sistema, Escritorio Virtual.


 


Es importante mencionar que si bien es cierto, la Fiscalía y Defensa Pública cuentan a lo interno con su propio sistema denominado “Sistema de Seguimiento de Casos (SSC),  no se recomienda su implementación, para el trámite de la materia Ejecución de la Pena, ya que según entrevista con el personal de la Defensa Pública de Ejecución de la Pena de Cartago al utilizar el SSC en etapa de Ejecución de la Pena, se obtuvieron resultados negativos, porque la naturaleza propia del proceso de Ejecución de la Pena implica que sea la Defensa Pública quien instruya el caso y no la Fiscalía entre otras diferencias propias del momento procesal, que el  SSC no ofrece , por ese motivo como parte del modelo tanto la Defensa, la Fiscalía y los Juzgados de Ejecución de la Pena deberán utilizar el Escritorio Virtual


 


De ser acogida la sugerencia de implementar el Sistema Escritorio Virtual, será necesario revisar, actualizar y estandarizar las plantillas o “machotes” a incluir en el sistema, por lo cual se requiere otorgar un permiso con goce de salario y sustitución a una plaza de Jueza o Juez por el plazo de un mes, para asumir esta tarea; al respecto la Licda. Michelle Vega Murillo, del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, indicó estar anuente para asumir la tarea, mediante un permiso con goce de salario y sustitución. 


 


El Consejo Superior en sesión 46-18 celebrada el 22 de mayo del 2018, artículo XXXIX, acordó trasladar a estudio de la Dirección de Planificación la solicitud planteada por la Viceministra de Justicia y Paz, licenciada Isabel Porras Porras, para que se le permita al Ministerio acceder al Sistema Gestión en Línea en procura de mejorar el control sobre la situación jurídica de las personas en prisión.  Sobre el particular el 24 de julio de 2018 se desarrolló una reunión, con el Director General de Adaptación Social, máster José Luis Bermúdez y el Lic. Gian Muir Young, Profesional en Informática 3 de la Dirección de Tecnología de Información, entre otros, donde se estableció que efectivamente el acceso a este sistema favorecería positivamente la comunicación entre ambas instituciones, lo que se da en forma gratuita; no obstante, previo a proceder, se requiere migrar la mayoría de despachos que conocen materia Penal de expediente físico a expediente electrónico.  Igualmente se requiere que al interno el Ministerio de Justicia y Paz desarrolle la infraestructura tecnológica que permita el adecuado desempeño del sistema, ante lo cual la Licda. Marianella Granados Saavedra, Jefa de Informática del Ministerio de Justicia y Paz, tomó nota de los requerimientos.

 


Ante esta situación, se recomienda que simultáneamente a la migración de expediente físico a electrónico en los despachos penales, la Dirección de Tecnología de Información, desarrolle los enlaces correspondientes con el Ministerio de Justicia y Paz para que esa entidad pueda gestionar los escritos y demás informes mediante el Sistema Gestión en Línea. Para lo cual la Dirección de Tecnología de Información deberá contemplarlo dentro de su cronograma de trabajo que deberá presentar al Consejo Superior. 


 


El archivo inserto incluye minuta de la reunión realizada el 24 de julio de 2018, con servidores del Poder Judicial y del Ministerio de Justicia y Paz.
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Esta situación también se expuso a la señora Ministra de Justicia y Paz, Marcia González Aguiluz, en reunión realizada el lunes 29 de octubre de 2018, donde se acordó establecer estrecha coordinación entre el Ing. Orlando Castrillo Vargas, Subdirector de Tecnología de Información y la Licda. Daisy Matamoros Zúñiga, Viceministra de Justicia, para lograr una correcta interacción entre los sistemas informáticos de aquel Ministerio y este Poder de la Republica.

 


De no haber inconvenientes, el sistema Gestión en Línea estaría a disposición del Ministerio de Justicia y Paz, en la medida que se cambien los despachos de físico a expediente electrónico, según el cronograma de la Dirección de Tecnología de Información.


 


Lista de tareas para tramitación electrónica

Se recomienda que la Dirección de Tecnología de Información, incluya las tareas incluidas en el documento inserto, para el Sistema Escritorio Virtual en Juzgados de Ejecución de la Pena, que fueron tomadas del Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago, que fue rediseñado.  
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Lista de escritos para tramitación electrónica


Para la identificación de los escritos que ingresan al despacho mediante la RDD y los que ingresan directo al fax del Juzgado, la clasificación de escritos que se debe establecer en el Sistema Escritorio Virtual es la siguiente:
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Capacitación


Acorde con la falta de normativa concreta para la materia, se identificó que asuntos similares se resuelven diferente, a partir de la persona juzgadora que asume el caso, por lo que no existe una línea de jurisprudencia en esta materia, en procura de corregir la situación, se estima oportuno que la Escuela Judicial desarrolle un curso (virtual), donde se aborden todos los posibles incidentes en materia Ejecución de la Pena. 


Sobre el particular el Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, Gestor de Capacitación para el área Penal de la Escuela Judicial, indicó que el plan de Capacitación 2019 ya está aprobado, por lo que ante una eventual aprobación de Consejo Superior, se tomaría nota de la capacitación solicitada para su eventual atención en futuros planes de capacitación.  


Coordinación con otras instancias


COORDINACIONES CON OFICINAS EXTERNAS: 


 

- Ministerio de Justicia y Paz: Se debe coordinar con las diferentes instancias de ese Ministerio, como centros penales, Instituto de Criminología, Oficina Computo de Pena y Archivo, para lo cual, se estima necesario que la Comisión Interinstitucional de Privados de Libertad, integrada por personas de ambas instituciones, establezca los mecanismos para una pronta y apropiada comunicación.  Además, como se indicó de previo, en el desarrollo del modelo oral electrónico de este Juzgado, la Dirección de Tecnología de Información debe desarrollar un enlace para implementar   el Sistema Gestión en Línea para facilitar la notificación, la remisión y el recibo de escritos desde y hasta el Juzgado desde aquel Ministerio.

 


Igualmente, sería apropiado que la Comisión Interinstitucional de personas privadas de Libertad, motive al Ministerio de Justicia y Paz para que continúe desarrollando los sistemas de videoconferencia, lo cual vendría a disminuir el traslado de personas privadas de libertad para el trámite de las diligencias judiciales.


 


-Dirección General de Migración y Extranjería: Relativo a limitar los permisos para salidas del país, se deben coordinar con esta oficina mediante el sistema Informático SOAP, donde se registran las personas sentenciadas bajo libertad condicional y la restricción para salir del país, igualmente el despacho debe eliminar esa restricción una vez cumplida la sentencia.

 


COORDINACIONES CON OFICINAS INTERNAS: 


 


-Ministerio Público: Se tiene una relación directa en la atención de cada caso, con la implementación del Escritorio Virtual la comunicación entre ambas instancias se debe desarrollará a través de esa herramienta tecnológica.


 


-Defensa Pública: al igual que la Fiscalía, con esta se requiere coordinación directa para la atención de todos los casos. 


 


Una vez que se dé la migración de expediente físico a electrónico, la comunicación entre la Defensa Pública y el Juzgado se desarrollará mediante la herramienta Escritorio Virtual, pudiendo esta oficina incluso crear expedientes nuevos.


 


-Organismo de Investigación Judicial: Se requiere de su colaboración para el traslado y custodia de las personas sentenciadas desde los diferentes centros penales y durante la audiencia oral. 


 


-Tribunal de Juicio sentenciador, con estos despachos se debe coordinar lo relativo a la apelación.  Con la conexión del Sistema de Escritorio Virtual, en adelante deberán itinerar estos expedientes en forma electrónica y no física. Los Tribunales de Juicio en atención de las apelaciones, igualmente deben interactuar con las unidades de la Defensa Pública y Fiscalía que conocen Ejecución de la Pena.

 


-Administración Regional: Coordinación directa para la aprobación de audiencias en Sistema Agenda Cronos y equipos de videoconferencia, coordinación para la asignación de vehículos para visita carcelaria y asignación de suministros en general. 

 


-Registro Judicial: Mediante el Sistema de Administración y Control Electrónica de Juzgamientos (SACEJ), existe una relación directa para el registro de cumplimiento y  modificaciones a las penas establecidas en sentencia por cada Tribunal de Juicio; sobre el particular, se recomienda que la Dirección de Tecnología de Información, desarrolle un vínculo entre el Sistema Escritorio Virtual, el SACEJ y otros sistemas que se usan en materia Penal,  de forma que la información se digite solo en uno de los sistemas y que de forma automática la información se replique en los restantes sistemas de forma que la información solo se digite una vez.  En el caso del Sistema SACEJ, se requiere que el traslado automático de la información desde el Escritorio Virtual se dé hasta que se cumpla la fecha de cumplimiento, independiente de la fecha en que se dicta la resolución que puede ser hasta cuatro meses antes. 


 


-Archivo Criminal: Lleva el control de las personas en fuga, se propone que, mediante el Sistema Escritorio Virtual y Gestión en Línea, se pueda comunicar y dejar sin efecto las órdenes de captura de las personas en fuga. 

 


-Sala Constitucional: El despacho requiere acceso en condición de usuario al Sistema Gestión en Línea de esta Sala, para ver detalles de expediente donde se solicita amparo por la lenta atención del Juzgado y así poder responder a la Sala directamente por este medio. 

 


Para facilitar la comunicación con las personas usuarias en prisión, es necesario implementar en coordinación con el Ministerio de Justicia y Paz, el Sistema de Gestión en Línea dentro de cada centro penal, para que las personas privadas de libertad puedan consultar el estado actual de sus expedientes.  Esta posibilidad resultó de gran interés para las oficinas administrativas del Ministerio de Justicia y Paz.


 


Por lo que la Dirección de Tecnología de Información ante un eventual cambio a despacho electrónico, deberá prever que las interacciones con todas estas oficinas también se alcancen en forma digital, este tema deberá ser valorado también a nivel de Dirección Jurídica para implementar los convenios interinstitucionales que correspondan.


 


Infraestructura básica


Se debe disponer de un área para el equipo de Juzgadoras y Juzgadores del despacho, otra área para el personal de apoyo, un espacio para atender manifestación, una sala de juicios(
[1]) (en el Circuito Judicial), con equipo de grabación y acceso inalámbrico a la red, de forma que la Jueza o Juez, la Fiscala o Fiscal y Defensora o Defensor puedan acceder al expediente electrónico en forma correcta; además,  un área donde la defensa y el sentenciado se puedan reunir con discreción previo a la audiencia.


 


·         Para un máximo provecho del Sistema Escritorio Virtual, cada persona juzgadora y técnica judicial deberá tener asignado un escritorio, silla, equipo de cómputo. En los despachos que se instale expediente electrónico se deberá asignar los PAD´s que se usan para recoger la firma digital.


·         Asignación de líneas y aparatos telefónicos necesarios para atender la demanda de las personas usuarias, lo anterior dependerá de la necesidad de cada zona; en el caso de Alajuela se identifica la necesidad de al menos cuatro líneas telefónicas en el área de trámite. 


·         Para la manifestación se deberá de tener un mostrador y sillas de espera, acorde con la Ley 7600.


·         Corresponderá a la Administración Regional de cada Circuito Judicial, asignar al menos una sala de juicio, que reúna equipo de grabación de audiencias orales, conectividad a la red y las condiciones de “horizontalidad” indicadas.


La siguiente figura resume la infraestructura básica:


 


Figura 2. Distribución por área de trabajo
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En el caso del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, debido a las restricciones de espacio físico, de ser acogida la recomendación de dotar el despacho con más personal, necesariamente tendrán que laborar en horario vespertino, ya que no hay espacio disponible para más personas en horario regular.


 


Tiempo de duración de procesos


Con el rediseño de proceso propuesto, se espera una disminución en el tiempo de respuesta por parte del despacho, no obstante, la lenta remisión de información completa por parte del Ministerio de Justicia y Paz (actualmente es normal que lo haga en tractos y toma hasta tres meses disponer de la totalidad de la información requerida) (
[2]). Por lo que es necesario que la Comisión Interinstitucional de personas Privadas de Libertad, integrada por personas de ambas instituciones, estudie la posibilidad de que el Ministerio de Justicia mejore sus tiempos de respuesta.


 


Igualmente, el faltante de profesionales especializados en Ejecución de la Pena en la Fiscalía de Alajuela , involucra un atraso en la programación de audiencias, ya que actualmente son tres fiscalas para atender señalamientos de cinco juezas y jueces, de forma que por turno dos juezas o jueces deben esperar que se libere el personal de la Fiscalía para programar sus audiencias, por lo que, no se puede mejorar significativamente el plazo de la agenda, hasta que se disponga de más personal en la Fiscalía (la capacidad del Juzgado es de 15 audiencias orales por día, no obstante, a la fecha se alcanzan 9 señalamientos diarios como máximo, debido al reducido personal del Ministerio Público).  Cabe destacar que nueve audiencias orales diarios, para las tres Fiscalas designadas, afecta significativamente la capacidad de responder en tiempo, las notificaciones y otras diligencias propias de cada caso. 


 


Con base en las anteriores limitaciones, se establece un plazo de seis meses para dar por terminado el incidente con mayor complejidad (sin incluir posteriores seguimientos a lo resuelto); no obstante, la atención de las dos limitaciones antes descritas (respuesta del Ministerio y dotación de recursos al Ministerio Público), permitirían mejorar los tiempos de respuesta significativamente.


 


Entre los inconvenientes, cabe observar que la Fiscalía Adjunta de Alajuela para la atención de asuntos urgentes estableció un rol de disponibilidad en el que igualmente participan las tres plazas especializadas en Ejecución de la Pena, al respecto es claro que la reducida asignación de personal y la atención de asuntos urgentes fuera de la oficina inciden directamente en la pronta atención de la carga de trabajo en Ejecución de la Pena.  Considerando el volumen actual de la carga de trabajo (más de 1500 asuntos en circulante) y en tanto no se disponga de más plazas de Fiscala o Fiscal Auxiliar para asistir en Ejecución de la Pena, se sugiere excluir las tres plazas de Ejecución de la Pena del rol de disponibilidad durante el horario que están atendiendo asuntos de Ejecución de la Pena, que va de las 7:30 a las 16:30 horas de lunes a viernes para afectar lo menos posible la atención de asuntos ante el Juzgado de Ejecución de la Pena.

 


En resumen, la mejora esperada en los plazos con la incorporación de nuevas tecnologías se verá minimizado en tanto, el Ministerio de Justicia y Paz y el Ministerio Público no mejoren su capacidad de respuesta. 


 


Estadísticas


Para la elaboración y seguimiento de indicadores de gestión se trabajó con el Subproceso de Estadística y en coordinación con las juezas y jueces que conocen la materia para actualizar las variables estadísticas tabuladas mensualmente, para conocer con más precisión el trabajo atendido por el despacho. En esta línea se requería identificar el origen de los casos según centro penal de precedencia, se debe establecer un registro independiente para el seguimiento de asuntos relacionados con personas bajo la modalidad de monitorio electrónico por brazalete, entre otras variables que no se tabulaban; así como implementar tres diferentes estados del circulante (en trámite, seguimiento, capturas). 


 


Se adjunta minuta de reunión, donde se trabajó este tema.
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Indicadores


Los indicadores propuestos para evaluar el desempeño del Juzgado de Ejecución de la Pena, se establecieron a partir del análisis del comportamiento histórico de la carga de trabajo desde 2012 y 2018, del trabajo en cito realizados, con un muestreo de expedientes atendidos y entrevista a todo el personal del despacho de Alajuela, como se indicó de previo, estos indicadores fueron presentados al cuerpo de juezas y jueces del despacho y si bien de momento se establecieron como una expectativa por alcanzar, todos estuvieron de acuerdo en implementarlos.


 


 


Juzgado de Ejecución de la Pena: 


 


[image: image25.png]propuestos para e






 


Fiscalía de Ejecución de la Pena:
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Defensa Pública de Ejecución de la Pena.
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De momento estos indicadores están diseñados en función de Alajuela, sin embargo, se replicarán a nivel nacional las mismas categorías de indicadores para poder analizar la carga de trabajo de cada una de esas oficinas en comparación al despacho modelo.  


 


Libros de control


Además de los controles existentes, en adelante se recomienda el control electrónico de plazos a partir del Sistema Escritorio Virtual, así como el de pase a fallo, un “Informe Consolidado” para materia Ejecución de la Pena y la agenda de audiencias con base en el Sistema Cronos. 


 


Beneficios del modelo


Se identifican como beneficios del modelo los siguientes:


 


·         Se acelera la atención de los casos, porque los asuntos no deben esperar a ser trasladados de un escritorio a otro (se hace de inmediato y de forma automática).


·         El sistema electrónico emite alertas para evitar vencimiento de plazos.


·         Con expediente electrónico se minimiza el uso de papel.


·         Con sistema electrónico las notificaciones son inmediatas


·         Las partes pueden acceder al expediente electrónico en forma remota en tiempo real.


·         Las partes pueden aportar escritos en forma electrónica desde cualquier lugar, incluso fuera del país.


·         Las partes no requieren fotocopiar los expedientes.


·         Se libera espacio que normalmente ocupan los expedientes físicos.


·         Se mejoran los controles del despacho en general 


·         Se facilita la comunicación entre instituciones.


·         Las mejoras en Gestión en Línea van a permitir la recepción de escritos electrónicos desde fuera de la institución


·         La conexión de los sistemas procura evitar duplicidades de digitalización y mejorar la velocidad de los flujos de información


·         El modelo propicia una articulación con el Ministerio de Justicia y Paz lo cual permite un mejor servicio a la persona usuaria.


·         Se están generando indicadores de gestión de los Ámbitos Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia que permitan medir la carga de trabajo real de cada oficina y propiciar un mejor uso de los recursos


·         El modelo contempla estadísticas especializadas en Ejecución de la Pena.


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 



		 


 


 


Cronograma 


 



		En el caso de los Juzgados de Ejecución de Pena, una vez aprobado el informe de generalidades del Proyecto Penal por parte del Consejo Superior se actualizarán las fechas de los abordajes del rediseño, en el siguiente orden: 


 


ü  Juzgado Ejecución de la Pena de Alajuela,


ü  Juzgado Ejecución de la Pena de San José,


ü  Juzgado Ejecución de la Pena del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica


ü  Juzgado de Ejecución de la Pena de Puntarenas,


ü  Juzgado Ejecución de la Pena de Guanacaste (Liberia)


ü  Juzgado Ejecución de la Pena del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica


ü  Juzgado Ejecución de la Pena Cartago y su Sede en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.


 


Una vez aprobado este informe de generalidad del proyecto penal, durante cinco semanas en cada uno de los circuitos se realizará una revisión de cada despacho especializado en Ejecución de la Pena y se tratará de estandarizar los métodos de trabajo entre ellos. 


 


La implementación del Escritorio Virtual está supeditada al desarrollo de la mejora tecnológica de la habilitación en Gestión en Línea de la creación de carpetas incidentales.


 



		Recursos: 


 



		 


El abordaje del estudio se desarrolla con un Profesionales 2 de la Dirección de Planificación que analiza y estandariza los Juzgados de Ejecución de la Pena de cada Circuito Judicial, con base en un modelo oral electrónico, posteriormente con el equipo de profesionales de la Dirección de Tecnología de Información implementa y capacita sobre el nuevo modelo oral electrónico, a continuación el Subproceso de Estadística verifica que las nuevas aplicaciones informáticas no generen inconsistencias en los reportes, para que finalmente el subproceso de Control y Evaluación de la Dirección de Planificación le dé seguimiento al nuevo modelo.


 


OTROS ASPECTOS



		En forma complementaria, se analizará la carga de trabajo en materia de Ejecución de la Pena en los Circuitos Judiciales de San Carlos y San Ramón, donde existen Centros penales (institucional en el primero y semi-institucional en el segundo), mientras que los asuntos ahí propiciados son atendidos en el Primer Circuito Judicial de Alajuela; por lo cual, eventualmente se podría aproximar el servicio a la persona usuaria con la apertura de juzgados especializados en Ejecución de la Pena, en al menos uno de estos Circuitos Judiciales, luego de evaluar la carga de trabajo, la  infraestructura disponible en la zona y el eventual traslado de recursos desde el Juzgado de Ejecución del Primer Circuito Judicial de Alajuela.
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La información que da sustento técnico al modelo de gestión recomendando para los Juzgados de Ejecución de la Pena; así como, las conclusiones y recomendaciones respectivas se detalla a continuación:


 

		 


RESUMEN EJECUTIVO


 



		 



		Metodología

		Se efectuaron entrevistas al Lic. Mario Alberto Rodríguez Arguedas y la servidora Esmeralda Jiménez González, en su orden, Juez Coordinador y Coordinadora Judicial del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela; al Lic. Héctor Sánchez Ureña,  Coordinar del área de Ejecución de la Pena de la Defensa Pública del I Circuito Judicial de Alajuela y a la Licda. Silvia Carmona Rivas, Fiscal Adjunta de la Fiscalía especializada en Ejecución de la Pena, así como al Lic. José Antonio Román Matamoros,  Juez de Ejecución de la Pena de San José y quien participó en el rediseño del Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago;, además de efectuar visitas al Juzgado y oficinas del Ministerio Público y Defensa Pública que conocen Ejecución de la Pena en Alajuela, donde se revisaron los libros de control internos del despacho. 


 


El Consejo Superior en sesión 71-17 celebrada el 1° de agosto de 2017, acogió el informe DP-449-17, donde el Despacho de la Presidencia solicita permiso para desarrollar un estudio integral en materia penal y el posterior diseño de un modelo penal para juzgados y tribunales penales de todo el país; debido a que esta medida tendrá incidencia directa sobre el total de población sentenciada, aumentando la carga de trabajo en los juzgados de Ejecución de la Pena.  Ante la coyuntura expuesta, se estimó oportuno el rediseño del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, para tomarlo como despacho modelo por registrar la mayor entrada de asuntos nuevos y terminados por persona juzgadora y posteriormente replicar el modelo a todos los despachos especializados en Ejecución de la Penal del país.


 


Para el presente informe se tomó como referencia el estudio de rediseño realizado al Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago, contenido en el oficio 1259-PLA-2016 elaborado por la Dirección de Planificación, y aprobado por el Consejo Superior en sesión 80-16 celebrada el 24 de agosto de 2016, artículo XXXIIV y que con base en el informe de seguimiento semestral de indicadores, suministrado por la Licda. Pilar Obando Masis, Administradora Regional de Cartago, en correo del 25 de setiembre de 2027, los resultados resultaron positivos.


Mediante oficio 450-PLA-2018, los resultados preliminares de este estudio se hicieron del conocimiento de la Comisión de Asuntos Penales y todos los despachos especializados en Ejecución de la Pena del país, las observaciones dadas mediante oficio CJP087-18 del 03 de octubre de 2018, aportadas por la MSc. Rosibel López Madrigal, Magistrada Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Penal, se han incluido al presente estudio.


 



		I. Antecedentes

		1) En sesión de Consejo Superior 4-16 celebrada el 14 de enero de 2016, artículo XLV, se conoció el oficio 001-CAICJA-2016 del 6 de enero de 2016, suscrito por el licenciado Mario Rodríguez Arguedas y la máster Alexandra Mora Steller, por su orden, Presidente y Secretaria del Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial Alajuela, solicitan una plaza adicional de Juez o Jueza 2 y una plaza de apoyo para el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela; se acordó trasladar la gestión a la Dirección de Planificación.


 


2) En sesión extraordinaria de Consejo Superior 15-17 (Presupuesto 2018), celebrada el 22 de febrero del 2017, artículo II, se conoció el oficio 440-PLA-2017, donde la Dirección de Planificación, en adición al oficio 367-PLA-2017, detalla los requerimiento de recurso humano adicionales para 2018, incluidas las plazas solicitadas para el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, debido a la restricción para crear plazas nuevas para el ejercicio económico 2018, aprobada por Corte Plena en la sesión 1-17, artículo XXV, por lo que se acordó lo siguiente:


 


“Solicitar a la Dirección de Planificación que paulatinamente analice las restantes solicitudes e informe a este Consejo la necesidad de ir incluyéndolas en los presupuestos subsiguientes. En todo caso el presupuesto considerara la suma en la subpartida de sustituciones para otorgar los permisos que se requieran”.


 


3) Mediante oficio 840-PLA-2017 la Dirección de Planificación, remitió a la Dirección de Gestión Humana la solicitud de requerimiento de recurso humano para el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, entre otros despachos, con la finalidad de considerar lo pertinente en la subpartida de sustituciones y otorgar los permisos requeridos, sin embargo, de momento no se tiene aprobado el presupuesto 2018, que permitiría esta medida.


 


En línea con lo expuesto a continuación, se presenta el análisis de la situación actual del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela.



		II. Justificación

		El Consejo Superior solicitó a la Dirección de Planificación analizar la propuesta remitida por el Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de Alajuela, para la creación de una plaza de Jueza o Juez 2 y una plaza de Técnica o Técnico Judicial 2, debido a que en los últimos años el volumen de trabajo del Juzgado de Ejecución de la Pena de ese circuito se incrementó notablemente, ya que según indican, atiende a más del cincuenta por ciento de la población privada de libertad en el país. Además, a raíz del hacinamiento carcelario, el Ministerio de Justicia y Paz tiene previsto construir 1600 nuevos espacios físicos para albergar a los privados de libertad, por lo que consideran necesario la creación de las plazas mencionadas.


 


Actualmente, se trabaja en el desarrollo de un modelo penal a implementar en todos los Juzgados y tribunales penales del país, a partir del cual, se tendrían despachos altamente eficientes; medida que tendrá incidencia directa sobre el total de población penitenciaria y en la carga de trabajo de los Juzgados de Ejecución de la Pena, por lo cual, se estimó oportuno que el presente estudio igualmente valore implementar la organización de procesos, distribución de tareas y funciones, definición de controles estadísticos y productividad, automatización de procesos, atención de indicadores y clasificación de escritos, entre otras mejoras requeridas en los Juzgados de Ejecución de la Pena de todo el país, para asumir apropiadamente el impacto de aquel rediseño.


 


 



		III. Información Relevante

		3.1.- Para la elaboración del presente estudio se analizaron los informes estadísticos desde el 2011, se realizaron entrevistas al personal del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela. Para analizar la población penitenciaria del territorio nacional se utilizó el anuario estadístico 2017 del Ministerio de Justicia y Paz, sobre la población privada de libertad. Adicionalmente, se entrevistó al Lic. José Román Matamoros, Juez 2 del Juzgado de Ejecución de la Pena de San José, como experto en materia de Ejecución de la Pena.


 


3.2.-El Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, potencialmente atiende el 24% de la población penitenciaria del país[1]. El 67% permanece en Centros de Atención Institucional (CAI), el 4% está cubierta por Centros de Atención Semi Institucional (CASI) y el 29% son atendidos por Oficinas del Programa de Atención en Comunidad (OPAC).


 


3.3.- Este Juzgado tiene la competencia del CAI La Reforma, el cual históricamente concentra la mayor cantidad de personas privadas de libertad del país (alrededor del 31%); además, es el único Centro Penitenciario con celdas de máxima seguridad, en donde se albergan los privados de libertad de alta peligrosidad, que generalmente formulan casos más complejos comparativamente con otros despachos a nivel nacional.


 


3.4.- El despacho cuenta en total con 13 puestos ordinarios, entre recursos profesionales y de apoyo, siendo a nivel nacional el juzgado con la mayor dotación de personal, seguido del I Circuito Judicial de San José, con 6 plazas, Cartago con 3 puestos, mientras los restantes (Pococí, Puntarenas, Pérez Zeledón, Limón y Liberia), igualan con dos plazas cada despacho. La última asignación de recursos ocurrió en el 2008, cuando se otorgaron cuatro plazas extraordinarias como resultado de la aprobación de la Ley de Penalización a la Violencia Contra las Mujeres (LPVCM); sobre el particular, cabe aclarar que a partir de 2013, estas plazas se concedieron de forma ordinaria al Juzgado, a partir de su carga de trabajo regular, que en promedio mensual global su entrada supera a San José en 220 asuntos por mes, a Cartago en 310,  a Pococí en 363 y más 380 asuntos por arriba de Puntarenas, Liberia y Limón en promedio mensual, y no por las incidencias de la LPVCM.


 


3.5.- Tanto la estructura organizacional (organigrama) como la distribución de labores en el despacho, son similares a las que predominan en los demás juzgados homólogos del país, donde cada Técnica o Técnico Judicial solo asiste a una persona Juzgadora, se distribuyen por igual el proveído, audiencias y visitas carcelarias.


 


3.6.- El Juez Coordinador manifiesta la necesidad de más puestos para afrontar el aumento en la carga laboral (actual y a futuro), motivado por la apertura de nuevos espacios en La Reforma, por el aumento de gestiones debido a la modificación del artículo 11 de la Ley de Registro y Archivos Judiciales y la implementación de los brazaletes electrónicos. Cabe indicar que el volumen de asuntos entrados aumentó en poco más de 200 asuntos más por año de 2014 a 2016; por su parte, la atención de brazaletes electrónicos no aumento tanto el volumen de asuntos nuevos, como sí lo hace en la cantidad de tareas por realizar para resolver cada uno de estos incidentes, respecto de los restantes casos entrados, no obstante, estas tareas no se están cuantificando de momento. 


 


Se revisó la carga laboral del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela (variables de casos entrados, casos terminados y circulantes), durante el período 2011-2017, identificando un constante crecimiento; al pasar la entrada anual de 3911 asuntos en 2011 a 5188 al cierre de 2016 (1277 asuntos más por año); mientras que para 2017 hubo una disminución de 372 anuales, ingresando 4816 incidentes. 


Se efectuaron análisis comparativos de Alajuela con los despachos homólogos del país (San José, Cartago, Liberia, Puntarenas, Limón y Pococí), a partir de los datos estadísticos del período 2011-2017 (variables de casos entrados y casos terminados), identificando la mayor carga de trabajo en Alajuela.


 


Por el escaso personal en la Fiscalía para atender Ejecución de la Pena, obliga al Juzgado a recabar la prueba de la mayoría de los casos. Situación que a criterio del Lic. José Román Matamoros, Juez Coordinador del Juzgado de Ejecución de la Pena del Primer Circuito Judicial de San José; que es poco transparente, toda vez que resulta similar al sistema de trabajo aplicado con Jueces de instrucción, que recaban y valoran la prueba y que la reforma al Código Procesal Penal procuro corregir en 1998.


 


3.7.- Las plazas de Jueza o Juez 2 se encargan de la revisión y firma de proveído (expedientes tramitados por el personal de apoyo), realizan audiencias y visitan los centros penitenciarios.  El Juez Coordinador, Lic. Mario Alberto Rodríguez Arguedas, atiende estas labores en igualdad de condiciones, con labores de coordinación como recargo. El puesto de Coordinador/a Judicial 2 desarrolla labores de tipo administrativas, y coadyuva al Juez/a Coordinador/a en la dirección y supervisión del trabajo.  Las siete plazas de Técnica o Técnico Judicial 2 se encargan de las labores de manifestación (atención al público en estrados y teléfono) y trámite de los expedientes, entre otras actividades propias del cargo.


 


Para lograr equidad en la carga de trabajo de las juezas y jueces y el personal de apoyo, el puesto de Coordinador/a Judicial desarrolla un rol por incidente de forma que, en un bloque de 35 gestiones, a cada Técnica o Técnico Judicial se le asignan cinco casos, en tanto que a cada Jueza o Juez se le asignan siete de esas gestiones, sin diferenciar la complejidad entre unos y otros casos.  


 


3.8.- Para el trámite de los incidentes, en su mayoría se requiere información que suministran las diferentes oficinas del Ministerio de Justicia y Paz, donde no ofrece tiempos de respuesta deseados, ya que tardan alrededor de tres meses, por lo que resulta oportuno mejorar la comunicación con aquel Ministerio, mediante medios tecnológicos, para aligerar los tiempos de respuesta.


 


3.9.- Pese a los esfuerzos por llevar la carga de trabajo al día; en 2017, la Sala Constitucional declaró con lugar dos recursos de Habeas Corpus contra este despacho, por plazo excesivo en la definición de la libertad condicional, según expedientes 17-016177-0007-CO, referente al  incidente tramitado bajo expediente interno 1670-LC-17-E y la sumaria 17-012616-0007-CO en relación al  incidente tramitado bajo expediente interno  1933-LC-17-C1, retraso que estaría derivado en la gran cantidad de asuntos en trámite y la lenta posibilidad de hacer señalamientos en agenda a falta de personal en el Ministerio Público, de ahí que resulta oportuno implementar el Sistema de Escritorio Virtual, con un programa  de alertas para prevenir el vencimiento de plazos, como en los casos descritos.


 


De acogerse la propuesta de implementar el Sistema Escritorio Virtual, se requiere revisar, actualizar y estandarizar los “machotes” que se incluirán como plantillas del sistema, por lo cual será necesario un permiso con goce de salario y sustitución a una plaza de Jueza o Juez 2, por un mes, que asuma esta labor.


 


3.10.- Debido a la acumulación de carga de trabajo, periódicamente el Consejo de Administración apoya el Juzgado con personal supernumerario que históricamente asume alrededor del 33% de la carga de trabajo; adicionalmente la Defensa Pública debido al crecimiento de población sentenciada demandante del servicio, reforzó con cuatro plazas más la Unidad de Ejecución de la Pena del lugar. 


 


3.11.- El despacho debe registrar en el Sistema de Administración y Control Electrónico de Juzgamientos (SACEJ) y el Sistema de Obligados Alimentarios y Penal (SOAP), los antecedentes penales de personas imputadas para el control de salidas del país, entre otros, de lograrse un enlace entre estos sistemas, la información solo sería digitada una vez y luego atraída en forma automática por los restantes sistemas, reduciendo el tiempo invertido en digitar la misma información en cada uno de los sistemas.


 


3.12-. La población carcelaria en su mayoría da seguimiento a sus casos mediante consulta telefónica en forma reiterada, por lo que en el despacho se reciben alrededor de 100 llamadas cada día, que en promedio toma alrededor de tres minutos atender cada una, por lo tanto, la atención telefónica consume alrededor de cinco horas por día, y se estima que implantando en los centros penales el Sistema de Gestión en Línea a modo consulta para uso de las personas privadas de libertad, sería de esperar que la cantidad de llamadas disminuya, permitiendo al personal de planta  más tiempo para atender el trámite.


 


3.13-. En el diagnóstico del despacho se identificó atrasos en las siguientes áreas:


 


· La atención de audiencias registraba un atraso importante por falta de profesionales de la Fiscalía; donde se dispone de tres plazas para atender los señalamientos de cinco juezas y jueces de ahí que la agenda alcanza dos meses y medio plazo.


· Si bien se identificó que los auxiliares judiciales tienen pendiente de ingresar información al Sistema de Administración y Control Electrónico de Juzgamientos (SACEJ) y al Sistema de Obligados Alimentarios y Penal (SOAP) por modificaciones de pena y/o unificaciones, de 500 expedientes del 2016 y todos los incidentes atendidos en 2017 (4816); no obstante, mediante un plan remedial todos los expedientes fueron atendidos


· Igualmente, se identificó que estaba pendiente de embalar e ingresar a la base de datos alrededor de 9 mil expedientes que se encontraban terminados del año 2016 y 2017, para ser remesados a la bodega del edificio con carácter urgente, porque no se disponía de espacio para colocar más expedientes del 2018; no obstante, mediante un plan remedial, apoyado por la Administración Regional, una plaza de Técnico Supernumerario atendió este trabajo.


· Hay siete libros de control sobre varios temas, que deben ser actualizados, por ejemplo, el libro de sustitución de jueces y de auxiliares, libro de entradas de capturas, libro de pase a resolver de cada juez, así como el seguimiento de enfermedades o de libertades condicionales. Durante el seguimiento dado al despacho, estos libros fueron actualizados, no obstante, restan por agregar los registros del tercer trimestre 2018.


· Estaban pendiente del trámite respectivo 400 expedientes, para eliminar los incidentes ingresados antes de 2016 del control de juzgamientos del Archivo Judicial; no obstante, mediante un plan remedial al interno del despacho, los registros fueron realizados.


· La actualización de las 79 órdenes de captura a cargo del despacho y el seguimiento de los 284 asuntos a los cuales debe atender el despacho, fueron realizados mediante un plan remedial.


· Si bien fue actualizado el libro de pase a fallo de los cinco profesionales del despacho con un plan remedial, no obstante, nuevamente requiere ser actualizado, al respecto se propone establecer un control electrónico automático para desarrollar este control.


· Inicialmente como parte de un plan remedial, se agregaron 80 escritos de expedientes ya archivados, no obstante, continúan ingresando nuevos documentos de expedientes ya archivados que dificultan mantener el archivo al día dada la carga de trabajo del despacho.


· En su momento se depuraron casillas, no obstante, con el expediente electrónico, esta labor será más fácil de atender. 


· Luego de la depuración de casillas, se estableció un plan remedial para apoyar dos escritorios con significativo atraso, que recibieron importante apoyo del personal meritorio, a quien cabe extender reconocimiento por la entrega y dedicación, al poner estos escritorios totalmente al día. 


 


Cabe aclarar que la atención de los inconvenientes antes descritos con apoyo supernumerario y personal meritorio alcanzó a llevar el despacho a valores aceptables, pero con carácter temporal, ya que una vez suprimida la ayuda adicional (supernumerario y meritorio) la cantidad de asuntos en circulante lleva a establecer prioridades en el trámite y algunas tareas nuevamente se atrasan.


 


Ante lo expuesto, se estima oportuno que adicional al talento humano requerido también se incorporen nuevas tecnologías al despacho, para que sea oral electrónico, simplificando la tramitología en general y corregir los inconvenientes apuntados.  Igualmente autorizar la sustitución de todo el personal (incluso Fiscales especializados en Ejecución de la Pena), por ausencias hasta de un día, ya hoy día solo se permite la sustitución por ausencias mayores a siete días.  Lo anterior, hasta que se logre aumentar la estructura de personal en los términos expuestos en este informe; asimismo, hasta que se dé el aumento de personal en el Ministerio Público, se requiere sustraer los profesionales de la Fiscalía especializados en Ejecución de la Pena, del rol de atención de casos urgentes diarios (denominado rol de disponibilidad), durante la atención de asuntos de Ejecución de la Pena en horario regular de las 7:30 a las 16: 30 horas, para que la atención de esta materia se afecte lo menos posible. 


 


Bajo la modalidad de despacho oral electrónico, los escritos deberán ingresar mediante la Oficina Receptora de Documentos, por lo cual, se requiere capacitar el personal de esa Oficina para lograr una correcta clasificación de los escritos el escaneo e itineración electrónica hasta el Juzgado.  De esta forma el escritorio virtual, permitirá evitar la acumulación de expedientes físicos que contribuyen al hacinamiento; suprimir el registro reiterado de un mismo dato en diferentes sistemas, emitirá alertas de diferente tipo como el vencimiento de plazos para resolver o solicitudes pendientes de recibir y que requieren reiteración, entre otras.  Reducir la afluencia de público (mediante consulta telefónica) que en adelante podrá realizar sus consultas mediante el sistema de Gestión el Línea.  Reducir el tiempo en la ubicación física de expedientes, así como eliminar el tiempo que consume la custodia de expedientes que las partes solicitar trasladar al área de fotocopias.


 


El sistema de expediente electrónico también permitirá recibir en forma automática, alertas por el vencimiento de diversos plazos; finalmente, permitirá establecer controles respecto de los indicadores de productividad, rendimiento y tiempos de respuesta que se establecerán.


 


3.14.- Ligado a la necesidad de dar seguimiento a la gestión del despacho y establecer un sistema de evaluación del desempeño, se identifican algunos indicadores para evaluar el despacho que resulta oportuno implementar.


 


 

Categoría del indicador


N°


Indicadores


Valor identificado


Rendimiento estadístico


1


Entrada de asuntos nuevos por Jueza o Juez al mes 


De 72 a 95


2


Salida de asuntos por Jueza o Juez al mes (1)

De 71 a 85


3


Circulante por plaza de Jueza o Juez


Entre 290 y 300


4


Porcentaje de Rendimiento


De 90% a 100%


5


Porcentaje de efectividad de audiencias


De 65% a 80%


Plazos 


6


Tiempo promedio proceso total


De 4 a 6 meses


7


Tiempo promedio dictado de resoluciones


De 4 a 5 meses


8


Plazo para señalar audiencia


De 2,5 a 3 meses


Operacional


 


 


9


Porcentaje Efectividad de firmado por mes


100%


10


Expedientes en espera de prueba con antigüedad mayor a un mes sin registrar trámite (excepto de libertad condicional)


0 Expediente


11


Cantidad de auto de traslado con plazo mayor a cinco días sin haberse tramitado


0 Expedientes


12


Cantidad de expedientes para notificar pendientes por más de dos días. (con defensa designada)


0 Expedientes


13


Cantidad de resoluciones intermedias firmadas por Juez al mes (2)

De 50 a 70


 


(1) Los asuntos ingresados los últimos días de cada mes, reciben trámite hasta el mes siguiente de ahí la diferencia entre los casos entrados y terminados; además, se presentan casos a los que se debe dar seguimiento por lo cual no se terminan en corto plazo.


(2) Se trata de resoluciones que no dan por terminado el asunto.


Fuente: Juzgado de Ejecución de la Penal de Alajuela.


 


3.15.- En lo que respecta a la infraestructura, según comentó la licenciada Dayana Novoa Muñoz, Administradora Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela, de momento no disponen de espacio para plazas adicionales en el despacho, no obstante, de mediar un acuerdo de Consejo Superior, donde se les solicite acondicionar un área para una plaza adicional procederá a tomar las medidas pertinentes para atender el acuerdo, en este sentido, se estima oportuno solicitar que además de acondicionar una oficina para una persona juzgadora adicional, igualmente habiliten un espacio donde la Defensa se pueda reunir con el sentenciado en forma aislada y discreta.  


 


No obstante, en tanto se resuelve el faltante de infraestructura para ubicar plazas adicionales, de otorgarse personal adicional necesariamente sería para laborar en jornada vespertina. Cabe indicar que la atención de fallo de escritorio no requiere la presencia del sentenciado, por lo que no sería necesario contar con personal del área de Cárceles del OIJ en ese horario.  Sobre el particular se estima necesario un accionar más proactivo de la Administración Regional, de forma que el crecimiento en infraestructura se alcance oportunamente evaluando la necesidad de espacio con base en el crecimiento de las cargas de trabajo en el circuito y haciendo comunicaciones oportunas a la Comisión de Construcciones, permitiendo a futuro el inicio inmediato de las plazas adicionales sin tener que esperar de remodelaciones.  


 


3.16.-La distribución de funciones propuesta en la atención de expedientes para el despacho oral electrónico se detalla a continuación:
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3.17.- La distribución de funciones, las tareas y plazos por normalizar en el Sistema Escritorio Virtual, se describen en el documento inserto.
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3.18.- Junto a las mejoras tecnológicas, infraestructura, registros estadísticos y registro de controles respecto al rendimiento, igualmente se identificó la necesidad de personal adicional. 

 


La necesidad de más personal en materia de Ejecución de la Pena se comunicó a las jefaturas de la Defensa Pública, Ministerio Público y Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Al respecto la Dirección de la Defensa Pública, luego de un análisis y redistribución de plazas en todo el país, sin necesidad de crear plazas adicionales, logró asignar cuatro plazas más de Defensora o Defensor Público, para la atención de Ejecución de la Pena en Alajuela.


 


Por su parte, en la Fiscalía General, indicaron que les resulta imposible asignar plazas adicionales para la atención de Ejecución de la Pena de Alajuela y finalmente, el Lic. Mariano Rodríguez, del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Juridicial, indicó que de momento todas las plazas de ese Centro se encuentran ocupadas por lo que no puede ofrecer colaboración al Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela.


 


Por lo tanto, la necesidad de personal adicional para equiparar las estructuras en ejecución de la pena se describe a continuación:


 

Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela


Ministerio Público (Ejecución de la Pena)


Organismo de Investigación Judicial


· Dos juezas o jueces


· Dos técnicas o técnicos judiciales


· Cuatro Fiscales Auxiliares


· Cuatro custodias o custodios


Nota: En el caso de la Defensa Pública, la necesidad de personal profesional adicional ya fue atendido, no obstante, está pendiente una plaza de apoyo para estas nuevas plazas.


 


Relativo a la necesidad de recurso humano en la Fiscalía especializada en Ejecución de la Pena, cabe indicar que el Consejo Superior en sesión 61-17 celebrada el 27 de junio de 2017, artículo XLVII, al reconocer el pago de horas extras a una de las plazas de Fiscala especializada en Ejecución de la Pena de Alajuela, por atender una vista de apelación en jornada vespertina, concretamente en el Tribunal de Flagrancia de San Ramón; acordó, solicitar a la Dirección de Planificación un procedimiento que permita atender estos asuntos sin recurrir al pago de horas extras.

 


Analizado el tema, se estableció que durante todo el 2017 de las 232 apelaciones presentadas por incidentes de Ejecución de la Pena, solo 9 (3,8%) correspondieron a un Tribunal de Flagrancia, con la salvedad que algunos laboran en horario regular, por lo que ante una cantidad tan baja de casos se estima apropiado que el procedimiento a seguir sea la atención de vistas por apelación fuera del horario regular, utilizando plazas de la Fiscalía y de la Defensa Pública que también laboran fuera de horario regular ([2]). Concretamente las plazas que conocen flagrancia en jornada vespertina, previa capacitación por parte de las unidades de capacitación del Ministerio Público y de la Defensa Pública, respectivamente, para lo cual se requiere autorización de la Comisión Nacional de Flagrancia.  Por su parte, en el caso de apelaciones a conocer en horario regular pero fuera del Circuito Judicial, el Tribunal de Juicio, deberá atenderlas mediante videoconferencia, salvo los casos por atender directamente en el Centro Penal. De ser acogida esta sugerencia, se deberá informar al Ministerio Público como la Defensa Publica de flagrancia, su obligación de atender las apelaciones en Ejecución de la Pena en horario vespertino, mientras la carga de trabajo lo permita y así lo apruebe la Comisión Nacional de Flagrancia; igualmente, emitir una circular informando a los Tribunales de Juicio la obligación de atender las apelaciones de Ejecución de la Pena mediante videoconferencia.


 


Se adjunta borrador de circular propuesta:
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19- Bajo expediente 18867 la Asamblea Legislativa tramitó el proyecto “Ley del Servicio Penitenciario Nacional y de Acceso a la Justicia para La Ejecución de la Pena”, no obstante, el proyecto terminó archivado; si bien, se reitera la necesidad de aprobar esta normativa, no obstante, se identificó que de previo el proyecto debe ser actualizado, por cuanto no incluye regulaciones para nuevos esquemas como el cumplimiento de sentencia bajo monitoreo electrónico.


 


Al respecto el Lic. José Antonio Román Matamoros, Juez Coordinador del Juzgado de Ejecución de la Pena del Primer Circuito Judicial de San José, indicó estar dispuesto a asumir la redacción de las modificaciones, que una vez analizadas en conjunto con las demás Juezas y Jueces que tramitan materia de Ejecución de la Pena, lo expondrían ante la Comisión de Asuntos Penales, la que una vez avalado remitiría a Corte Plena para su respectiva aprobación y envío a la Asamblea Legislativa.


 


Finalmente, a partir de los resultados alcanzados con la incorporación de nuevas tecnologías al Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago y aquí recomendadas para el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, se estima apropiado continuar su implantación en los restantes juzgados de Ejecución de la Pena del país, ante lo cual el licenciado Ronny Chaves Álvarez, Coordinador de Implantaciones de Sistemas de la Dirección de Tecnología de Información, indicó que no tendría inconveniente en la medida que haya un acuerdo de Consejo Superior que respalde esta propuesta.


 


Para que la Oficina Receptora de Documentos clasifique los escritos recibidos, a continuación, se adjunta el nombre de los que se reciben en esta materia.
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El detalle de los resultados obtenidos en el estudio se presentan detalle en el cuerpo del documento anexo al final de este resumen, denominado “Estudio sobre la necesidad de recurso humano adicional en el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela”,  y en el apartado de “Elementos Conclusivos” del presente resumen ejecutivo, se detallan las necesidades más apremiantes para la atención de la materia Ejecución de la Pena en el Circuito Judicial de Alajuela en forma eficiente y afrontar correctamente el ingreso de casos (actual y futuro) en condiciones más favorables.


 



		IV. Elementos Conclusivos

		4.1.- Desde 2016, el Consejo de Administración de Alajuela, solicitó estudio para crear al menos una plaza más de Jueza o Juez 2 y otra de Técnica o Técnico Judicial 2 al Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, con base en el aumento en la carga de trabajo; sin embargo, como parte de las directrices de formulación presupuestarias aprobadas por Corte Plena, para 2017 y 2018 se suprimió la creación de plazas nuevas.

 


4.2- Mediante oficio 440-PLA-2017, la Dirección de Planificación solicitó criterio al Consejo Superior, sobre la restricción de crecimiento y la solicitud presentada por el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, entre otras dependencias, por lo cual, en sesión extraordinaria celebrada el 22 de febrero de 2017, artículo II; en términos generales acordó que se analicen paulatinamente las solicitudes presentadas y se considere incluirlas a futuro en la subpartida “sustituciones”, para otorgarlas mediante permiso con goce de salario y sustitución.


 


4.3.- El Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, dispone de la misma cantidad de plazas (5 juezas o jueces y 7 técnicas o técnicos) desde 2008, en tanto, de 2011 a 2015 la cantidad de asuntos entrados creció un 36% (de 3911 a 5319), en 2016 se redujo la entrada un 3% (5188), debido a la ausencia temporal de una plaza de Defensor Público, para 2018 proyecta continuar creciendo debido a los siguientes aspectos:


 


·                En San Rafael de Alajuela, el Ministerio de Justicia, durante 2018, creo la nueva Cárcel “Unidad de Atención Integral Reinaldo Villalobos” con capacidad para 704 personas y proyecta construir en los próximos dos años otro modulo similar con capacidad entre 800 y 1000 personas más.

·                La entrada en vigencia de la ley 9271, denominada "Ley de Mecanismos Electrónicos de Seguimiento en Materia Penal", que en el artículo 486 bis, introduce, la posibilidad de sustituir prisión por arresto domiciliario implica nuevo trabajo, con un aumento en la cantidad de seguimientos que debe dar el Juzgado y cantidad de resoluciones a dictar por las solicitudes de una misma persona con el beneficio.

·                El Consejo Superior en sesión 55-17 celebrada el 6 de junio de 2017, artículo LVII, en términos generales acordó que, a partir de octubre del 2017, cada Juzgado de Ejecución de la Pena deberá registrar la información pertinente en el Sistema de Administración y Control Electrónico de Juzgamientos (SACEJ).


·                La modificación al artículo 11 de la Ley de Registro y Archivos Judiciales que entró en vigencia en 2016, varió los parámetros de cancelación de los antecedentes penales, propiciando la cancelación de condenas previas en menor tiempo, permitiéndole a las personas sentenciadas solicitar cambios en su condición legal más rápidamente.


·                Según indicó el Máster José Luis Bermúdez Ovando, Director General de Adaptación Social, en esta zona se está trabajando en la apertura de un módulo adicional con capacidad para tres mil personas privadas de libertad. 


 


4.4.- A pesar del esfuerzo del despacho y el apoyo del Consejo de Administración por asumir la totalidad de la carga de trabajo actual; que consta en el aumento de 24% en la cantidad de asuntos terminados entre 2011 y 2017 ; igualmente en su mayor productividad a nivel nacional, superando el promedio de productividad nacional (71) en 14 asuntos terminados por funcionaria o funcionario por mes; igualmente por la implementación de nuevas modalidades de trabajo para mejorar el servicio, con la celebración de audiencias directamente en los centros penales. No obstante, persiste una diferencia de hasta el 4% anual en la cantidad de asuntos entrados sobre los terminados. 


 


4.5.- Un análisis detallado de la carga de trabajo identifica que, en el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, efectivamente la entrada de asuntos nuevos resulta alta para el personal de planta designado y aumentará más a partir del momento que aumenten los espacios penitenciarios con ámbitos adicional con capacidad para 3000 personas, en esta línea la Defensa Pública aumentó de cinco a nueve las plazas  que atienden esta materia, por lo que el circulante actual del Juzgado supera los 1700 asuntos.


 


Debido al aumento constante en la carga de trabajo, en 2017 la Sala Constitucional en dos ocasiones (expedientes 17-016177-0007-CO y 17-012616-0007-CO) declarado con lugar los recursos de hábeas corpus presentados por plazos excesivos en la definición de la libertad condicional.  Por lo cual, resulta oportuno otorgar al despacho recursos adicionales que le permitan evitar condenas por este motivo. 


 


4.6- El Rediseño de Procesos del modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información, implica un mayor dinamismo en los Tribunales de Juicio con cuotas de trabajo claramente establecidas para reducir el pendiente en materia Penal, que inevitablemente llevará un aumento en la cantidad de personas sentenciadas anualmente y que resultarán usuarias del Juzgado de Ejecución de la Pena.


 


4.7- La inevitable participación simultanea del Ministerio Público, Defensa y OIJ en la atención de asuntos de Ejecución de la Pena, y dada la carga de trabajo actual, necesariamente deben aumentar los recursos por igual en el Juzgado de Ejecución,  la Fiscalía y OIJ, para igualar la estructura en la forma alcanzada por la Defensa Pública y lograr resultados favorables en el servicio; en esta línea, la necesidad de factor humano es de cuatro Fiscales/as, que en su ausencia   implica que dos jueces deben esperar a que una de las tres plazas actuales se libere para atender sus audiencias orales, lo que deja sin tiempo a los fiscales para atender apropiadamente notificaciones, definir aspectos a resaltar durante la audiencia, entre otros inconvenientes.


 


Cabe observar que esta forma de trabajo implica que la Fiscala o Fiscal que asume la audiencia no necesariamente es la misma persona que desarrollo el caso, por lo que se presta para confusión en el trabajo que desarrolla la Fiscalía.  Por lo anterior y de forma temporal hasta que se logre aumentar el número de profesionales es oportuno separar las plazas especializadas en Ejecución de la Pena del “rol de disponibilidad” de la Fiscalía Adjunta de Alajuela establecido para atender asuntos urgentes y fuera de la oficina, entre las 7:30 y las 16:30 horas de lunes a viernes.


 


Además, para no incurrir en el pago de horas extras por la atención de audiencias de apelación en horario vespertino de algunos tribunales de flagrancia; se establece apropiado que en adelante las vistas por apelación en Ejecución de la Pena a desarrollar ante el Tribunal de Flagrancia en horario vespertino, las asuman los Fiscales y Defensores de Flagrancia, previa capacitación, así como la aprobación por parte de la Comisión Nacional de Flagrancia, lo que se sugiere considerando que solo 9 (3,8%) de las 232 apelaciones presentadas en 2017, fueron ante un Tribunal de Flagrancia. Además, las apelaciones por atender fuera del Circuito Judicial sean realizadas mediante videoconferencia.


 


Ante la posibilidad de replicar el resultado alcanzado por la Defensa Pública, donde luego de un análisis de la situación nacional, pudo redistribuir recursos para apoyar en Ejecución de la Pena; en el caso del Ministerio Público no resulta factible por lo cual corresponde al Consejo Superior, tomar una decisión respecto de la forma como se cubrirá este faltante de personal.


 


4.8- Adicional al requerimiento de recurso humano se identificaron otros aspectos que igualmente inciden en el correcto funcionamiento del despacho, según se describen a continuación:


 


4.8.1.- En promedio, toma tres meses (alrededor del 50% del total de tiempo que toma resolver los incidentes presentados) la espera para que el Instituto de Criminología del Ministerio de Justicia y Paz o las direcciones de los diferentes centros penales, suministren en forma completa la información requerida para resolver el caso; conociendo de esta situación ya  la Corte Plena en sesión 13-14 del 31 de marzo de 2014, artículo XXII,  con base en el estudio de auditoría 299-AUO-2014 del 14 de marzo de 2014, acordó trasladar éste y otros temas a la Comisión Interinstitucional de Privados de Libertad, no obstante, según informó la Secretaría General de la Corte, la citada Comisión  no se registró respuesta; por lo cual, en el apartado de recomendaciones se sugiere que la Comisión Interinstitucional de Privados de Liberad, retome este tema.


 


4.8.2.- La ley 9271, denominada "Ley de Mecanismos Electrónicos de Seguimiento en Materia Penal", agregó el artículo 486 bis al Código Procesal Penal, abriendo la posibilidad de cumplir la pena en arresto domiciliario supervisado con monitoreo electrónicos en sustitución de la pena de prisión, nueva modalidad que aumenta la carga de trabajo para el Juzgado de Ejecución, debido al abanico de solicitudes que se propicia bajo esta modalidad, ya que se presentan solicitudes desde permisos para ir a trabajar, permiso para salir a hacer compras, solicitud de permiso para salir a cortarse el cabello,  visitar familiares o salidas a estudiar, que debido a lo novedoso del tema, requieren especial estudio de la Jueza o Juez a cargo antes de otorgarlos.  Esta nueva modalidad, incide sobre la carga de trabajo con el inconveniente que el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, no registraba mensual ni trimestralmente los aspectos a cuantificar de este tipo de casos, por lo que no hay datos que evidencien lo descrito. No obstante, ya se trabaja en la inclusión de esta variable en los informes estadísticos mensuales.


 


4.8.3.- El personal de Apoyo del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, presentaban un importante atraso en la inclusión de más de 9000 registros en el Sistema de Administración y Control Electrónico de Juzgamientos (SACEJ); el remesado de igual cantidad de expedientes al Archivo, se requería actualizar la información de al menos siete libros que usan para el control administrativo del despacho (entrada de capturas, sustitución de Juezas y Jueces, pase a resolver, sustitución de personal de apoyo, entre otros).  Aspecto que según indicó la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, se requiere de una mejora tecnológica para migrar en forma automática la información entre los diferentes sistemas informáticos del Poder Judicial, de forma que los datos sean digitados solo una vez en uno de los sistemas, en tanto los restantes sistemas en forma automática reciben datos del primero, evitando la doble y hasta triple digitación de la misma información, por lo cual, se recomienda a la Dirección de Tecnología de Información trabajar en una mejora para que al menos el Escritorio Virtual, el Sistema de Administración y Control Electrónico de Juzgamientos (SACEJ), El sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales, así como el de Obligados Alimentarios y Penal (SOAP) utilizado para el control de salidas del país, estén “entrelazados” para que la información solo se digite en uno de estos sistemas y los restantes se actualicen automáticamente, migrando la información desde el primero.


 


Complementariamente, en procura de evitar que los registros nuevamente queden rezagados y apoyar de mejor manera el objetivo de reducir el circulante, se estima oportuno autorizar la sustitución de todas las plazas, indistintamente del plazo de la ausencia del titular, ya que actualmente solo se pueden sustituir ausencias superiores a siete días.


 


4.8.4.- Con el propósito de reducir el tiempo de respuesta, se coordinó el desarrollo de audiencias directamente en el Centro Penal, para lo cual, se requiere de equipo de cómputo  portátil, al respecto, la Administradora Regional del Primer Circuito de Alajuela, manifestó estar anuente a suministrarlo una vez establecido por acuerdo del Consejo Superior, por lo anterior, se estima oportuno recomendar que la Dirección Ejecutiva, responsable directo de la distribución del equipo de cómputo, apruebe la asignación de la computadora portátil para el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela para ser usada durante las visitas carcelarias. 


 


4.8.5.- El rediseño aplicado al Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago, el seguimiento de los indicadores evidencio ventajas de utilizar el modelo oral electrónico para los Juzgados de Ejecución de la Pena, por lo cual, se estima oportuno replicar el modelo en el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela y todos los demás despachos homólogos del país. 


 


4.8.6.- El rendimiento del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela en atención de la carga de trabajo, está por arriba del promedio nacional de juzgados homólogos y si bien, están dispuestos a aumentar o al menos mantener su rendimiento, durante el desarrollo del estudio se identificó que igualmente el circulante continua en crecimiento y con este se propician los recursos de habeas corpus, contra la institución. Por lo que resulta oportuno dotar el despacho de los recursos que se recomienda en este informe.


 


En esta línea, de acogerse el recurso adicional e implementarse las oportunidades de mejora que se han identificado para el despacho, todo el personal del despacho se compromete a dar el mejor uso posible del recurso asignado aumentando sus indicadores de rendimiento, en los términos que se indican en el punto “3.14” presentado paginas atrás de este resumen.


 


4.9.- Se concluye la pertinencia de implementar el Sistema Escritorio Virtual, para todos los Juzgados de Ejecución de la Pena del país.  En atención de esta sugerencia, se debe mantener la organización básica de una plaza de apoyo por cada Jueza o Juez 2. En cuanto al proceso se deberá replicar el establecido para el Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago, según se describe a continuación:


 


El proceso inicia con la recepción del incidente, ya sea por medio de la Oficina Receptora de Documentos (RDD), o presentados directamente al despacho, caso en el cual, deben ser enviados a la RDD para su ingreso formal al sistema.  El paso siguiente, consiste en itinerar el incidente al Juzgado, donde la Coordinadora o Coordinador Judicial o en su defecto la Técnica o Técnico Judicial designado, lo baja del buzón de entrada, verifica que información este completa y lo asigna siguiendo el “rol” de distribución. 


 


La Técnica o Técnico Judicial inicia el trámite, solicitando el historial del privado de libertad que presentó el incidente. Posteriormente, completa un borrador del auto de traslado y lo envía al Juez para revisión y firma (si está de acuerdo), una vez firmado, se notifica a las partes (Defensa Pública y Fiscalía); además se comunica al centro penal e Instituto de Criminología). Como siguiente paso, el incidente se ubica en condición de notificándose. Si vencido el plazo no ingresa respuestas a lo notificado, se continua el recabado de prueba y una vez recibida la prueba se pone en conocimiento de las partes (por tres días), si no existe solicitud de ampliación o aclaración de la prueba recibida, se traslada a la Jueza o Juez para que señale audiencia y resuelva.  


 


Realizada la audiencia oral o escrita donde se resuelve, se notifica y espera el vencimiento del plazo para recibir apelaciones, una vez superado ese plazo, la Técnica o Técnico Judicial  registrar el fallo en el sistema del Registro Judicial (SACEJ) y de ser necesario, la restricción a salir del país (en el SOAP), y posteriormente entrega el expediente a la Coordinadora o Coordinador Judicial para que registre el archivo en el sistema; en caso de que se resuelva dar seguimiento, el expediente su ubica en la bandeja de seguimientos y se informa a la autoridad responsable, la obligación de suministrar los respectivos informes.


Para un adecuado desempeño del nuevo modelo oral electrónico, se concluye la necesidad de disponer de los siguientes aspectos. 


 


- Establecer Número de expediente único en Ejecución de la Pena: se requiere que el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación coordine con la Dirección de Tecnología de Información para que en adelante cada incidente que ingrese se identifique con un número único propio de Ejecución de la Pena independiente del número de expediente que originó la sentencia para evitar que escritos y otras pruebas se anexen a expedientes de la misma persona, pero por diferente incidente, entre otros inconvenientes que se presentan actualmente.  De momento, solo los incidentes de Adecuación de Pena reciben número único propio del Juzgado de Ejecución de la Pena. Por lo tanto, es necesario una mejora tecnológica que permita crear en forma independiente carpetas incidentales en el Escritorio Virtual y en el Sistema de Gestión en Línea.


 


-Instalar Sistema Escritorio Virtual y las mejoras en el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales: para la tramitación de expedientes. 

 


 - Establecer enlace de los anteriores con el Sistema de Obligados Alimentarios y Penal (SOAP): para el registro y levantamiento de impedimentos de salida del país, el Sistema de Administración y Control Electrónica de Juzgamientos (SACEJ): Para el registro del cumplimiento, la acumulación o libertad condicional de la sentencia; la Agenda Cronos: para la programación de audiencias orales.


 


Sistemas Administrativos


 


Igualmente, se requiere un enlace entre los sistemas admirativos: Proposición Electrónica de Nombramientos (PIN) que se usa para incluir el nombramiento, vacaciones, incapacidades, permisos y demás detalles del personal del despacho, el Sistema de Formulación y Seguimiento del Plan Anual Operativo (PAO) donde se detalla el plan anual operativo y su desarrollo, el sistema de Proceso de Autoevaluación Institucional (PAI), donde se identifican las posibilidades de mejora del despacho, el Sistema de Estadísticas Judiciales en línea -SIGMA a partir del cual se establecen las principales variables estadísticas que genera el despacho, el sistema de Seguridad PJ: donde se asignan los permisos para el uso de los diferentes sistemas judiciales y el Sistema de Valoración de Riesgos (SEVRI).


 


Porque la interacción de estos sistemas, permitirían identificar las personas responsables (PIN) y autorizadas para atender las necesidades del despacho (Seguridad PJ), los riesgos que deben enfrentar (SEVRI), las posibilidades de mejora para el despacho (PAI), así como el plan anual operativo (PAO) establecido para enfrentar los riesgos del despacho y desarrollar las oportunidades de mejora y finalmente disponer de los datos (SIGMA) que permiten valorar los resultados de todas las acciones desplegadas para mejorar el servicio. 


 


- Además se requiere que el Ministerio de Justicia y Paz, instale las mejoras tecnológicas que permitan usar la herramienta Sistema de Gestión en Línea, en cada uno de los centros penales de forma que las personas privadas de libertad puedan consultar en línea el estado actual de sus expedientes y las autoridades penitenciarias puedan recibir las notificaciones y aportar sus escritos directamente al Juzgado de Ejecución de la Pena, mediante esta herramienta.


 


-Se requiere revisar, actualizar y estandarizar todos los “machotes” a incluir como plantillas en el sistema de expediente electrónico. 


 


4.10.- Se considera importante que exista una estandarización del modelo de atención de Ejecución de la Pena a nivel nacional para que la persona usuaria, en caos similares, pueda recibir un servicio similar indistintamente del despacho o persona juzgadora que lo conozca de ahí que sea necesario reinsertar en la corriente legislativa el proyecto de ley que se indica a continuación.


 


4.11- Se concluye la necesidad de regresar a la corriente legislativa el proyecto de ley que se tramitó bajo el expediente 18867 “Ley del Servicio Penitenciario Nacional y de Acceso a la Justicia para La Ejecución de la Pena”, no obstante, de previo el proyecto debe ser actualizado, por cuanto no incluye nuevos esquemas como la ejecución de la pena en arresto domiciliario y supervisado bajo monitoreo electrónico.


 


Al respecto el Lic. José Antonio Román Matamoros, Juez Coordinador del Juzgado de Ejecución de la Pena del Primer Circuito Judicial de San José, indicó estar dispuesto a asumir la redacción de las modificaciones, que una vez analizadas en conjunto con las demás Juezas y Jueces que tramitan materia de Ejecución de la Pena, lo expondrían ante la Comisión de Asuntos Penales, la que una vez avalado remitiría a Corte Plena para su respectiva aprobación envío a la Asamblea Legislativa.


 


Ante la falta de normativa específica para la materia, cabe apuntar que se identificó que asuntos similares se resuelven de forma diferente, sin una línea de jurisprudencia, ante esta particularidad, igualmente se identificó que la Escuela Judicial en ningún momento ha impartido al personal del despacho capacitación especifica en materia de Ejecución de la Pena. Ante esta situación, se estima oportuno que la Escuela Judicial desarrolle un curso (virtual), sobre el trámite de la materia Ejecución de la Pena.


 


4.12.-. La cantidad y el tamaño de los correos electrónicos que ingresan al despacho mediante la única cuenta oficial, en reiteradas ocasiones  saturan de información la persona encargada, situación que se incrementa negativamente por el volumen de correos masivos que se generan al interno de la institución del Área de Comunicación Organizacional de Prensa y Comunicación, Protocolo y Relaciones Públicas y Observatorio Judicial, entre otros, ante lo cual, resulta oportuno que los correos masivos previamente sean clasificados y remitidos únicamente a las instancias interesadas del tema, o en su defecto, la información global se incluya en un único correo, que en su interior redireccione mediante links o enlaces a cada uno de los temas desarrollados.



		

		

		





 

		V. Recomendaciones

		Con base en la información analizada se formulan las siguientes recomendaciones:

 


AL CONSEJO SUPERIOR, SE RECOMIENDA:

 


5.1 – Que solicite a la Dirección de Tecnología de Información proceder a realizar las siguientes tareas:


 


 


a. Desarrollar una mejora en Gestión en Línea que permita la creación de carpetas incidentales y que el sistema cuente con la posibilidad de poder identificar las sentencias relacionadas a cada incidente.


 


b. Una vez que se cuente con la mejora en Gestión en Línea se debe implantar la herramienta actualizada Sistema Escritorio Virtual, en todos los juzgados de Ejecución de la Pena del país, con aplicación y enlace a las unidades de Ejecución de la Pena de la Defensa Pública y del Ministerio Público.  En esta línea se recomienda que solicite a la Defensa Pública como al Ministerio Público tomar las previsiones para alcanzar el máximo uso posible de esta herramienta tecnológica.  En esta línea no se recomienda la interface del Sistema Escritorio Virtual con el Sistema Seguimiento de Casos (SSC), en tanto el segundo fue desarrollado para atender materia Penal regular y no en etapa de Ejecución de la Pena, donde se presentan importantes diferencias, como el hecho de que en esta etapa es la Defensa Pública la responsable de instruir el caso y no la Fiscalía como sí ocurre ante el Juzgado Penal y Tribunal de Juicio, entre otras diferencias. 


 


5.2.- Ante la necesidad de recurso humano adicional, la Defensa Pública alcanzó a aumentar en cuatro plazas la Unidad de Ejecución de la Pena en Alajuela, pasando de cinco a nueve plazas profesionales. No obstante, la asignación de más plazas en el Juzgado, la Fiscalía y el área de Cárceles del OIJ está pendiente, según se detalla a continuación:


 


 


Juzgado de Ejecución de la Pena


Ministerio Público


Organismo de Investigación Judicial


 


-    2 Juezas o jueces


- 2 Técnicas o técnicos judiciales


-  4 Fiscales Auxiliares


- 4 Custodia o custodio de personas detenidas


 


En el caso de la Defensa Pública, si bien se alcanzaron cuatro plazas profesionales más, del análisis realizado se identificó la conveniencia de asignar también una plaza de apoyo administrativo que las asista.


 


Adicionalmente a la estructura anterior la Fiscala General de la República, Licda. Emilia Navas, solicita el contenido presupuestario para la creación adicional de dos plazas de Técnica o Técnico Judicial. La Fiscalía General indica en el oficio FGR 595-2018 que el Ministerio Público no cuenta con la disponibilidad de plazas necesarias para realizar una redistribución, toda vez que las Fiscalías en todo el territorio nacional tienen cargas de trabajo excesivas que se han tratado de atender con recursos propios, pero que se ha demostrado una imposibilidad material para satisfacer las necesidades de personal fiscal en los casos de mayor urgencia, incluida ejecución de la pena en Alajuela.

 


5.2.1.- Ante las limitaciones presupuestarias para crear plazas nuevas se solicitó colaboración al Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de Función Judicial (CACMFJ) y al respecto, mediante oficio 360-CACMFJ-AGA-2018, el CACMFJ indicó que, de momento no resulta factible asignar plazas al Juzgado.  Al respecto se sugiere al Consejo Superior, que solicite al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, aportar semestralmente un cronograma donde se describa la asignación del recurso supernumerario, los objetivos y resultados esperados en cada asignación, de forma que se pueda visibilizar por parte de las oficinas los objetivos a alcanzar, e identificar una eventual fecha y periodo durante el cual podría recibir colaboración el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela.


 


El cronograma requerido deberá ser presentado en forma semestral, al último día hábil de enero y de julio de cada año, ante el Consejo Superior y copia al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, la Auditoria Judicial, Control Interno e Inspección Judicial, para que estas dependencias puedan ponderar dentro de los estudios que realizan a cada despacho, el impacto del recurso adicional en relación con el trabajo regular de cada Juzgado que lo recibe.


 


5.2.2.- Igualmente, se solicitó a la Fiscalía General que realizara una redistribución de plazas similar a la que hizo la Defensa Pública, para cubrir el faltante, no obstante, en oficio EJP010-ADM-18, la comisión de la Jurisdicción Penal comunica que la Máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General, al respecto indicó que de momento no dispone de recursos para cubrir las plazas aquí solicitadas. Por lo anterior, corresponde al Consejo Superior, tomar una decisión respecto de la forma como se cubrirá este faltante de personal. Sin embargo, es de rescatar que las limitaciones presupuestarias imposibilitan la creación de plazas nuevas.


 

5.2.3.-La Defensa Pública, luego de un estudio integral de la carga de trabajo en todo el país y en todas las áreas de atención, logró redistribuir su personal internamente y reforzó la atención de Ejecución de la Pena de Alajuela con cuatro plazas más; por lo tanto, se recomienda al Consejo Superior extender un atento reconocimiento por el esfuerzo y resultados alcanzados. También se recomienda a la Dirección de la Defensa Pública realizar un nuevo análisis para lograr la redistribución de auxiliares administrativos para poder dotar a las nuevas plazas de la Unidad de Alajuela de apoyo administrativo.


 

5.2.4.- En el caso del OIJ para el traslado y custodia de las personas detenidas, se requieren cuatro plazas más en el área de cárceles, situación que se podría solventar si entre el Ministerio de Justicia y Paz y el Poder Judicial se logran fortalecer los sistemas de videoconferencia.


 


5.3.- Se recomienda autorizar en el plan de vacaciones institucional la sustitución hasta por un día a todo el personal involucrado en la atención de la Materia Ejecución de la Pena en Alajuela (Juzgado, Fiscalía, OIJ), excepto de la Defensa Pública (actualmente solo se puede sustituir en ausencias mayores a siete días), hasta que se logre solventar las limitaciones de recurso humano. 


 


 


A LA ESCUELA JUDICIAL, SE RECOMIENDA


 


5.4.- Se recomienda a la Escuela Judicial que desarrolle un curso (virtual), dirigido a las personas juzgadoras como personal de apoyo, sobre el trámite y atención de la materia Ejecución de la Pena, aplicando el sistema Escritorio Virtual.


 


SE RECOMIENDA AL JUZGADO DE EJECUCIÓN DE LA PENA DE ALAJUELA:


 


5.5.- De acogerse el presente informe, se recomienda que el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela atender las cuotas de rendimiento descritas en el punto “3.8.7.” del presente estudio, según se detallan en archivo inserto
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 LA COMISIÓN INTERINSTITUCIONAL DE PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD


 


5.6.- Se recomienda que coordine con el área de infraestructura del Ministerio de Justicia y Paz para que en los centros penales se cuente con un espacio seguro, cómodo y relativa privacidad para que la Defensa Pública pueda entrevistar a las personas detenidas.


 


5.7.- Para la correcta comunicación del resultado de las gestiones y en complemento a la implementación del Sistema de Gestión en Línea, se recomienda que gestione a lo interno del Ministerio de Justicia y Paz, para establecer un procedimiento y una persona responsable de recibir y distribuir las notificaciones a las personas privadas de libertad, cabe observar que actualmente esa tarea la realizan las Defensoras y Defensores Públicos, profesionales de alto costo para atender esa tarea.
[3] 

 


5.8.- Se recomienda a la Comisión incentivar a lo interno del Ministerio de Justicia la instalación y divulgación de la existencia de equipos de videoconferencia para reducir el número de personas trasladadas por el OIJ hasta las salas de audiencia.


 


A LA DIRECCIÓN EJECUTIVA, SE RECOMIENDA:


 


5.9.- Se recomienda que la Dirección Ejecutiva apoye a la Unidad de Ejecución de la Pena de la Defensa Pública para alcanzar los accesos al Sistema de Información de Administración Penitenciaria (SIAP), y próximamente al IGNIS, ambos sistemas del Ministerio de Justicia y Paz, que permiten conocer la situación jurídico- administrativa de las personas privadas de libertad. Cabe acentuar que corresponde a la Unidad de Ejecución de la Pena de la Defensa Pública aportar toda la información requerida para este fin. 


 


5.10 Se recomienda asignar una computadora portátil con su respectiva impresora también portátil, al Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela para que puedan realizar audiencias masivas directamente en los centros penales.


 


5.11.- Para que las nueve plazas de la Defensa Pública puedan realizar la visita carcelaria, los martes de cada semana, en un solo vehículo, se recomienda que la Dirección Ejecutiva gestione lo pertinente dentro de las posibilidades dotar al Primer Circuito Judicial de Alajuela, para suplir esa necesidad.


 


A LA DIRECCIÓN DE LA DEFENSA PÚBLICA SE RECOMIENDA.


 


5.12.- Gestionar lo que corresponda con la Dirección Ejecutiva para que todas las plazas que conocen Ejecución de la Pena a nivel nacional tengan acceso al Sistema de Información Administrativa Penitenciaria del Ministerio de Justicia y Paz (SIAP) y una vez en operación también tengan acceso al IGNIS 


 


5.13.- Se recomienda que la Dirección de la Defensa Pública, analice mejoras, valide e inicie la aplicación de los indicadores de gestión que se propone para la Unidad de Ejecución de la Pena de la Defensa Pública a partir de enero 2019.
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5.14.- Se recomienda a la Dirección de la Defensa Pública que dé seguimiento a la recomendación propuesta para dotar al Circuito Judicial de Alajuela de un vehículo que permita el traslado simultáneo de las nueve plazas de defensoras y defensores públicos durante la visita carcelaria.


 


También se recomienda a la Dirección de la Defensa Pública realizar una redistribución de plazas de Auxiliar Administrativo a lo interno para poder dotar a las nuevas plazas de la Unidad de Alajuela de apoyo administrativo.


 


 


A LA FISCALÍA GENERAL SE RECOMIENDA:


 


5.15.- Se sugiere que la Fiscalía General revise y actualice la conveniencia de mantener Fiscalas o Fiscales Auxiliar bajo la dirección simultanea de Fiscalías Adjuntos Especializados (en este caso en Ejecución de la Pena) y al mismo tiempo bajo la dirección de las Fiscalías Adjunto Regional, (en este caso concreto de la Fiscalía Adjunta de Alajuela),  por cuanto las teorías administrativas identifican la existencia de dificultades de forma predominante para las organizaciones con dualidad de mando, sobre los subalternos.


 


 


5.16.- Se recomienda que la Fiscalía General analice, mejore y valide los indicadores propuestos para la Unidad de Ejecución de la Pena de la Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de Alajuela, según se propone a continuación, para que inicie su recopilación a partir de enero de 2019. La propuesta final deberá ser informada a la Dirección de Planificación.
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5.17 Se recomienda que bajo la metodología del SEVRI, evalúe el eventual riesgo que implica el escaso personal en la Fiscalía de Ejecución de la Pena de Alajuela en función del recurso humano del Juzgado y Defensa Pública y aporte lo resultados el análisis al Consejo Superior, para facilitar la toma de decisiones al respecto
[5].


 


A LA DIRECCIÓN DE TECNOLOGÍA DE INFORMACIÓN SE RECOMIENDA:


 


5.18. Implementar a nivel nacional el sistema de Escritorio Virtual, una vez que se cuente con la mejora en Gestión en Línea de la creación de carpetas incidentales, en los Juzgados, Fiscalías y Defensas Públicas de Ejecución de la Pena, para lo cual deberá plantearle al Consejo Superior el cronograma y recurso humano para esta implementación.


 


5.19 Para la implementación del expediente electrónico es necesaria una mejora en Gestión en Línea y en el Escritorio Virtual que permita crear carpetas incidentales para la materia de Ejecución de la Pena.


 


5.20 Se recomienda establecer un vínculo entre los diferentes sistemas informáticos del Poder Judicial (Sistema de Gestión, PIN; Escritorio Virtual, SACEJ y SOAP, ECU, SSC, entre otros), para que de forma automática la información digitada en uno de ellos sea atraída por los restantes sistemas, evitando el reproceso de digitar la misma información cada vez que el expediente cambia de usuario o estado. Se recomienda que en el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales y el Sistema Escritorio Virtual, agregue un apartado, donde se identifique el centro penal donde se encuentra la persona que gestiona; ya sea del programa de Atención Institucional, semi-institucional o del programa de casa por cárcel con supervisión mediante brazalete electrónico. 


 


5.21.- Se recomienda a la Dirección de Tecnología de Información, que agregue un apartado en la herramienta Sistema Escritorio Virtual, que permita el cálculo de la fecha exacta del cumplimiento de la media pena y de la pena completa, considerando los eventuales beneficios como unificación de la pena, adecuación de la pena y descuentos por tiempo trabajado, estudio, entre otros factores determinantes del tiempo que deben estar en prisión la persona usuaria.

 


5.22.-Se recomienda que simultáneamente a la migración de los despachos penales de expediente físico a electrónico, la Dirección de Tecnología de Información, desarrolle los enlaces correspondientes con el Ministerio de Justicia y Paz para que esa entidad pueda gestionar los escritos y demás informes mediante el Sistema Gestión en Línea.


 


5.23.- Se recomienda que la Dirección de Tecnología de Información, incorpore las tareas incluidas en el documento inserto en sus respectivos catálogos, para el Sistema Escritorio Virtual en Juzgados de Ejecución de la Pena: 
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5.24.- Igualmente, se recomienda que aplique la siguiente identificación de escritos para lo que ingresa a la RDD para el despacho de Ejecución de la Pena:
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AL SUBPROCESO DE ESTADÍSTICA DE LA DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN SE RECOMIENDA


 


5.25.- Se le recomienda actualizar el compendio de variables tabuladas para evaluar el contexto de los juzgados de Ejecución de la Pena, con nuevas variables que han surgido con la aplicación de normativa reciente como el artículo 57 bis del Código Procesal Penal, que permite el uso de dispositivos electrónicos y propiciar un número aún indeterminado de solicitudes, que el despacho estima oportuno identificar y cuantificar. 


 


Dentro del grupo de variables generales a cuantificar, se deberá incluir, variables como los tiempos de duración del caso, audiencias programadas y celebradas, cantidad de sentencias sin audiencia, estados, entre otras que resultan de gran relevancia al establecer los indicadores de rendimiento para el despacho; igualmente identificar el centro penal o ubicación del sentenciado que está presentando el incidente, para lo cual se realizó una sesión de trabajo con personal del área de Normalización de la Dirección de Tecnología de Información y del Subproceso de Estadística, a fin de determinar la viabilidad de lo sugerido. Al respecto, se tomaron las previsiones para abordar lo sugerido.


 


5.26.- Se recomienda coordinar con la Dirección de Tecnología de Información para permitir el registro de los incidentes en Ejecución de la Pena, mediante expedientes independientes del número único que derivo la sentencia. 


 


Sobre estas dos recomendaciones, cabe agregar que, a lo interno de la Dirección de Planificación ya se ha coordinado la actualización de las variables y o indicado y se está a la espera de que la Dirección de Tecnología de Información aplique las respectivas mejoras. 


 


OTRAS RECOMENDACIONES


 


5.27.-De acogerse la implementación del Sistema Escritorio Virtual para los despachos que tramitan Ejecución de la Pena, en forma complementaria se recomienda al Consejo Superior autorizar un permiso con goce de salario y sustitución por un mes a una Jueza o Juez, que revise, actualice y estandarice los “machotes” a utilizar bajo el nuevo sistema.  
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		VI. Anexos

		En el documento adjunto, se presenta el diagnóstico, las conclusiones, las recomendaciones generales del estudio realizado y la matriz de indicadores para el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela. 
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       Se acordó: 1) Tener por rendido el oficio Nº 34-PLA-OI-2019 de la Dirección de Planificación, en el que se remite el informe relacionado con el Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información, Modelo de Tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena. 2) Acoger las recomendaciones emitidas por la Dirección de Planificación en el apartado V del informe antes mencionado, dirigidas a la Dirección de Tecnología de la Información, la Dirección de la Defensa Pública, la Fiscalía General de la República, el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, la Escuela Judicial, la Comisión Interinstitucional de personas privadas de libertad, la Dirección Ejecutiva, el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, las cuales deberán ser acatadas en lo que les corresponda. 3) El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, así como la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela, deberán programar las fechas en las que será posible brindar apoyo al Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, concediéndole el recurso humano recomendado en el punto 5.2 de este informe (2 juezas/ces 2, 2 técnicas/os judiciales), lo cual deberán comunicar a este Consejo y a la Dirección de Planificación. 4) La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Fiscalía General de la República, deberán realizar un esfuerzo en la redistribución de su personal, para que se asignen a lo interno la cantidad de plazas recomendadas (4 fiscalas/es y 4 custodias/os de personas detenidas), que atenderán específicamente la materia de Ejecución de la Pena en Alajuela, por lo que deberán comunicar a la brevedad posible a este Consejo y a la Dirección de Planificación las medidas adoptadas y las fechas en que se podrá disponer de dicho recurso, en aras de no perjudicar los objetivos del modelo propuesto. 5) El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, deberá aportar semestralmente un cronograma donde se describa la asignación del recurso supernumerario, los objetivos y resultados esperados en cada asignación, de forma que se pueda visibilizar por parte de las oficinas los objetivos a alcanzar, e identificar una eventual fecha y período durante el cual podría recibir colaboración el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela. El cronograma requerido deberá ser presentado en forma semestral, al último día hábil de enero y de julio de cada año, ante el Consejo Superior y copia al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, la Auditoría Judicial, la Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción y a la Inspección Judicial, para que estas dependencias puedan ponderar dentro de los estudios que realizan a cada despacho, el impacto del recurso adicional en relación con el trabajo regular de cada Juzgado que lo recibe. 6) En virtud de las limitaciones presupuestarias a nivel institucional, este Consejo rechaza la solicitud de la Fiscalía General de la República, sobre la creación adicional de dos plazas de Técnica/o Judicial. 7) Autorizar temporalmente en el plan de vacaciones institucional la sustitución hasta por un día al personal administrativo y profesional de la Fiscalía de Ejecución de la Pena y el Juzgado de Ejecución de la Pena, ambas de Alajuela, así como, a las personas custodias de detenidos/as del Organismo de Investigación Judicial de Alajuela que se encuentren destacados en materia de Ejecución de la Pena, hasta que se logre solventar las limitaciones de recurso humano. 8) Autorizar el permiso con goce de salario y sustitución por un mes a una Jueza o Juez, que revise, actualice y estandarice los “machotes” a utilizar bajo el nuevo Sistema de Escritorio Virtual, por lo que la Dirección de Planificación deberá informar a este Consejo el número de plaza y el período comprendido, así como aportar la certificación de contenido presupuestario para su aval. 9) Este Consejo resalta el esfuerzo y los resultados obtenidos por la Dirección de la Defensa Pública, al disponer de recurso humano adicional para la atención de la materia de ejecución de la pena en Alajuela. 10) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela, de la Comisión de la Jurisdicción Penal, de la Dirección Ejecutiva, de la Dirección de Tecnología de la Información, de la Corte Plena, del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, de la Auditoría Judicial, de la  Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción, de la Dirección de Gestión Humana, de la Inspección Judicial, del Despacho de la Presidencia, de la Fiscalía General de la República, de la Dirección de la Defensa Pública, del Organismo de Investigación Judicial, del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, de la Fiscalía de Ejecución de la Pena de Alajuela, de la Unidad de Ejecución de la Defensa Pública de Alajuela, del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, de la Comisión Interinstitucional de personas privadas de libertad, de todos los Juzgados de Ejecución de la Pena y del Ministerio de Justicia y Paz, para lo que a cada una corresponda. 11) La Dirección de Planificación realizará el seguimiento correspondiente e informará oportunamente a este Consejo lo pertinente. Se declara acuerdo firme.


 




[1] Este valor se obtiene así: (8464 personas privadas de libertad en el CAI La Reforma /35921 total de personas privadas de libertad ubicadas en todos los Centros de Atención Institucional (CAI) del país) *100 = 49%.

 


7 Importante agregar que a diferencia de las etapas previas donde corresponde al Ministerio Público instruir el caso, en etapa de ejecución se invierten los papeles y le corresponde a la Defensa aportar las pruebas donde se demuestra que la persona está preparada para reinsertarse a la sociedad, mientras el Ministerio Público solo “fiscaliza” que se aporte toda la información necesaria y que los peritajes sean suficientes y completos para demostrar esa posibilidad, consideramos que el Ministerio Público debe valorar el riesgo institucional de no trasladar recursos propios a esta materia. 
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Fecha: 15 de Marzo del 2018

Descriptores/Temas: Convenios Nacionales

ARTÍCULO XVIII 


DOCUMENTO N° 2774-18


 


La Secretaría General de la Corte, mediante circular N° 160-2014 del 8 de agosto de 2014, hizo de conocimiento de los Juzgados Judiciales del país, el acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión N° 60-14 celebrada el 3 de julio de 2014, artículo LXXI, en que aprobó el “Manual para la formulación y trámite de convenios”. 


La licenciada Patricia Álvarez Mondragón, Coordinadora de Área de Contratación Administrativa de la Dirección Jurídica, en oficio N° 119-DJ/CAD-2018, del 2 de marzo de 2018, remitió:


“En respuesta al oficio DP-899-2017 de 13 de noviembre anterior, por medio del cual la Licda. Andrea Renauld Castro, Asistente de ese Despacho, realizó observaciones y recomendaciones de forma al proyecto de “Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Poder Judicial y el Ministerio de Justicia y Paz”, se remite el referido proyecto con las observaciones debidamente implementadas, las cuales esta Dirección avala.

Por su parte, respecto de la especificación sugerida por la Licda. Renauld Castro, sobre la modalidad por medio de la cual se facilitarían los equipos de videoconferencia al Ministerio de Justicia, esta Dirección por oficio N° 457-DJ/CAD-2017 de 1° de febrero último, realizó la respectiva consulta a la Dirección Ejecutiva, como enlace del eventual convenio, y mediante oficio N° 640-DE-2018 de 9 de febrero pasado, indicó que “(…) los equipos otorgados para realizar las videoconferencias son parte de la red de videoconferencias del Poder Judicial, por lo cual están en calidad de préstamo en ese Ministerio.”; por lo que así se consignó en el punto uno de la cláusula primera.


Así las cosas, implementadas las observaciones realizadas por la Licda. Andrea Renauld Castro, se remite nuevamente el referido proyecto, a fin de que sea valorado por el respectivo asesor legal de la Presidencia de la Corte y una vez que se cuente con el debido visto bueno, puede ser remitido al Consejo Superior para su correspondiente aprobación, previo a la suscripción del convenio.”


- 0 –


Aunado con lo anterior, se adjunta el citado proyecto.
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Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe de la licenciada Patricia Álvarez Mondragón, Coordinadora de Área de Contratación Administrativa de la Dirección Jurídica y autorizar la suscripción del Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Poder Judicial y el Ministerio de Justicia y Paz, con las observaciones y recomendaciones dadas. 2.) Instar a la Defensa Pública para que haga uso de los sistemas de videoconferencia ya que dicha herramienta, agiliza los procesos judiciales, en el tanto, las audiencias, juicios y otros se realizan aunque las personas involucradas se encuentren en diferentes lugares o países.

 El  Despacho de la Presidencia tomara nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme.

 

Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.


Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 19-05-2020 09:33:25.
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Fecha: 31 de Marzo del 2020

 


ARTÍCULO XL 


Documento N° 1810-2020 / 4005-2020.


Mediante la circular número 57-2020, del 27 de marzo de 2020, la Secretaría General de la Corte hizo de conocimiento de todos los despachos judiciales de país que conocen materia penal que este Consejo Superior en sesión extraordinaria número 29-2020, celebrada el 27 de marzo de 2020, artículo único, con fundamento en las medidas adoptadas por el Ministerio de Salud, por el Decreto Ejecutivo 42227-MS emitido el día 16 de marzo de 2020, en que se declara estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de Costa Rica, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, así como en las atribuciones conferidas en el punto K) de la circular de la Secretaría General de la Corte número 52-20 del 20 de marzo de 2020 (acuerdo de Corte Plena tomado en sesión número 15-2020 del 20 de marzo de 2020); acordó comunicar las disposiciones para el adecuado funcionamiento del sistema de justicia penal durante la atención de la emergencia nacional por los riesgos de contagio del virus que ocasiona la enfermedad del Covid-19, dentro de las cuales se encontraba la siguiente: “1.9.- Con el objetivo de poder coordinar con el Ministerio de Justicia y Paz la utilización de videoconferencias las oficinas penales deberán levantar un listado de todas las diligencias programadas con personas privadas de libertad a partir del 1° de abril hasta el 30 de junio (NUE, fecha de vencimiento de la prisión preventiva, nombre de la persona, centro penal donde se encuentra, fecha y hora de la diligencia). Este listado también servirá al Ministerio para el seguimiento respectivo de las condiciones de salud de esa persona y revisar su capacidad para poder hacer la videoconferencia. Las oficinas penales que no cuenten con la tecnología para realizar la videoconferencia deberán buscar solventar en la medida de lo posible con alguna otra oficina o despacho cercano. El Ministerio de Justicia y Paz dará los contactos oficiales para poder remitir esa lista.”


En correo electrónico del 30 de marzo de 2020, la magistrada Patricia Solano Castro, Vicepresidenta de la Corte, solicitó que se corrija el punto 1.9, de la circular número 57-2020, del 27 de marzo de 2020, en el sentido de que las audiencias se realizarán preferiblemente y en la medida de que los recursos lo permitan, por videoconferencia, sin que ello implique que sea el único medio para realizar las audiencias, las cuales, tratándose de personas privadas de libertad deber llevarse a cabo.


De conformidad con lo manifestado por la magistrada Patricia Solano Castro, se acordó: Aclarar el punto número 1.9. de la circular número 57-2020, del 27 de marzo de 2020, denominada “disposiciones para el funcionamiento del sistema de justicia penal durante la atención de la emergencia nacional por los riesgos de contagio del virus que ocasiona la enfermedad del Covid-19, conforme a lo dispuesto en la circular de la Secretaría General de la Corte número 52-20 del 20 de marzo de 2020”, en el sentido de que las audiencias en materia penal se realizarán preferiblemente y en la medida que los recursos lo permitan, por videoconferencia, sin que ello implique que sea el único medio para realizar las audiencias, las cuales, tratándose de personas privadas de libertad deben llevarse a cabo.


La Secretaría General de la Corte tomará nota para los fines correspondiente. Se declara acuerdo firme.

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 19-05-2020 09:14:51.
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Circular de Secretaría de la Corte N° 105 - 2018


27 de Agosto del 2018


Fecha de Publicación: 21 de Noviembre del 2018

Descriptores/Temas: Videoconferencias

Documentos citados: Actas 

Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°105 del 27 de agosto del 2018


CIRCULAR Nº 105-2018


 Asunto: Deber de utilizar el sistema de videoconferencia en distintas etapas del proceso penal, pensiones alimentarias y familia.

A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 


SE LES HACE SABER QUE:

Con el propósito de disminuir los traslados de personas de privados de libertad a los Tribunales de Justicia, mejorar el acceso a la justicia de estas personas, reducir los riesgos inherentes en cuanto al traslado de esta población y reducir los costos asociados, dentro del marco del Convenio de Cooperación Interinstitucional Poder Judicial-Ministerio de Justicia Nº3-CG-2018, el Consejo Superior en sesión N° 71-18 celebrada el 9 de agosto de 2018, artículo XXIII, aprobó que dentro del proceso penal y otros  en sus distintas etapas, se utilice el sistema de videoconferencia en los siguientes actos y diligencias.  Para ello, deben cumplirse las siguientes condiciones: 


1.- Corresponde a la Defensa Material manifestar su anuencia o no a intervenir en las diligencias judiciales de manera presencial o mediante videoconferencia y prevalecerá la posición de la persona sometida al proceso penal o sentenciada por encima de cualquier otra consideración.  En igual sentido, en caso de que la defensa técnica detecte que el uso de la videoconferencia produce lesión a derechos fundamentales, podrá negarse a su utilización.


2.- Deberá garantizarse que, en la realización de la actuación procesal, la persona imputada o sentenciada y la persona defensora cuenten con mecanismos idóneos, privados y simultáneos de comunicación, de modo que en ningún momento se violente el derecho de la persona imputada de mantener contacto pleno y efectivo con la persona que ejerza su defensa técnica, sin vulnerar el secreto profesional y sin ningún tipo de dificultad técnica relacionada con los medios de comunicación.


3.- Aun cuando por su naturaleza los actos procesales que se proponen son susceptibles de ser realizados con apoyo de la herramienta de la videoconferencia, cuando por la cantidad de intervinientes, la naturaleza del delito o la complejidad del asunto resulte más conveniente la realización de la diligencia judicial con la presencia de todas las partes, así se dispondrá en tutela de los principios de inmediación y oralidad.


4.- En los casos en que la Defensa Técnica lo requiera, esta podrá coordinar la participación de un segundo defensor que participe en la diligencia asesorando al imputado o ubicándose en el lugar que así lo requiera.


Los actos procesales que se proponen son:


A) Etapa Preparatoria


·       Apertura de evidencias


·       Audiencia temprana de medidas alternas.


·       Prórrogas de medidas cautelares.


·       Entrevistas de testigos.


·       Audiencia de reserva de identidad y su posible apelación.


·       Audiencias de incompetencia, recusaciones o inhibitorias.


B) Etapa Intermedia


·       Audiencia de verificaciones de cumplimiento de medidas alternas.


·       Prórrogas de medidas cautelares.


 C) Etapa de Juicio


·       Audiencia para verificación de la aplicación del procedimiento abreviado.


·       Prórrogas de medidas cautelares.


·       Recepción de testigos y peritos.


·       Lectura integral de la sentencia.


·       Audiencia de verificaciones de cumplimiento de medidas alternas.


 D) Etapa de impugnaciones


·       Prórrogas extraordinarias de prisión preventiva.


·       Vistas de apelación de sentencia.


E) Etapa de Ejecución de la Pena


·       Las Audiencias Orales de personas con discapacidad psicosocial en el espacio de su ubicación o internamiento. 


F) Otras diligencias


·       Incidentes de Enfermedad (cuando se requiera audiencia para su resolución)


·       Incidentes de Libertad Condicional 


·       Audiencias de Apelación (para evitar el desplazamiento de las partes y el traslado de la persona usuaria a jurisdicciones alejadas de su centro penal)


·       Incidentes de Queja (cuando se requiera audiencia para su resolución)


Además, conforme diversos acuerdos del Consejo Superior y Corte Plena también se considera el uso del sistema de videoconferencias, con especial énfasis con los Centro de Atención Institucional, en actos procesales tales como:


·       Debates


·       Audiencias preliminares


·       Anticipos jurisdiccionales de prueba


Estos últimos, con la salvedad de que en los anticipos jurisdiccionales de prueba y en los debates, resulte aplicable mientras no se utilice la videoconferencia para las personas testigos cuya declaración pretende recibirse, por un tema de inmediación de la prueba.


 


San José, 27 de agosto de 2018 


 


 


 


Lic. Carlos T. Mora Rodríguez


Subsecretario General interino


Corte Suprema de Justicia


 


 


 


Ref.: 13273-13/ 8885-18


Melany Villalobos Granados


 


Clasificación elaborada por SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE del Poder Judicial. Prohibida su reproducción y/o distribución en forma onerosa.


Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 19-05-2020 09:04:05.
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Fecha: 01 de Marzo del 2019

Documentos citados: - Anexos 

ARTÍCULO XLVI


 


Documento N° 202-16 / 483-19


 


Mediante oficio Nº 34-PLA-OI-2019 del 11 de enero de 2019, el ingeniero Dixon Li Morales, Director interino de Planificación, remite el informe suscrito por la licenciada Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso de Organización Institucional, relacionado con el Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información, Modelo de Tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena, que literalmente dice:


“[…]


		INFORMACIÓN GENERAL:



		Código:

		450-PLA-18 /104-MI-18           Ref. SICE: 218-18


 



		Proyecto:

		Rediseño de Procesos del modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información. 



		Director/a:  

		Ing. Dixon Li Morales, Director a.i.



		Elaborado por

		Licda. Arlene Ruiz Barrantes y el Lic. Juan Carlos Brenes Azofeifa, bajo la coordinación del Ing. Jorge Fernando Rodríguez Salazar del Subproceso de Organización Institucional 



		Patrocinador: 

		Consejo Superior





 


		ACTA DE ENTREGA DE PRODUCTO:





 


		Número de la entrega

		 

		Fecha:

		11 de enero de 2019



		Nombre del producto

		Modelo de Tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena



		Responsable de la elaboración

		Dirección de Planificación



		Responsable de la entrega del producto 

		Ing. Jorge Fernando Rodríguez Salazar, Subproceso de Organización Institucional



		1. Descripción del producto



		 


La Corte Plena en la sesión 37-12 del 29 de octubre de 2012, artículo VIII, solicitó definir el modelo de gestión de despachos. Posteriormente, en la sesión 15-16 del 16 de mayo de 2016, artículo XVII, aprobó el informe 259-66-SAO-2016 de la Auditoría Judicial relacionada al “Estudio Operativo de los Tribunales Penales.”


 


La Dirección de Planificación planteo los lineamientos generales del proyecto denominado “Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información”, el cual implicaba el análisis y diseño de un modelo de tramitación para las oficinas del Ámbito Jurisdiccional, con el fin de mejorar procesos permitiendo optimizar los tiempos de respuesta en los procesos judiciales que se tramitan en un Juzgado Penal, así como establecer cargas equitativas en el personal judicial, teniendo resultado una justicia pronta y cumplida.


 


Para la definición del modelo de tramitación idóneo se analizó el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, que del año 2012 al 2017 en promedio ha sido el despacho con mayor cantidad de asuntos entrados y terminados por plaza de Jueza o Juez a nivel nacional, obteniendo el plazo de respuesta de hasta un año en la resolución de incidentes.  


 


Este informe fue puesto en conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Penal, quienes mediante el oficio CJP087-18 indican que es necesario cuantificar los tiempos de remisión de informes por parte del Ministerio de Justicia y Paz necesarios para resolver los incidentes de libertad condicional, entre otros. También hacen la observación en el oficio CJP010-ADM-18 y en el CJP087-18   de que la Fiscala General reitera la necesidad de asignación por parte de las instancias respectivas del Poder Judicial de recursos económicos para dotar al Ministerio Público de las cinco plazas de Fiscala o Fiscal recomendadas en el presente informe técnico de Planificación y también solicitan presupuesto para nombrar dos plazas de Técnica o Técnico Judicial 2.

 


Lo anterior por cuanto la Fiscalía General indica que el Ministerio Público no cuenta con la disponibilidad de plazas necesarias para realizar una redistribución, toda vez que las Fiscalías en todo el territorio nacional tienen cargas de trabajo excesivas que se han tratado de atender con recursos propios, pero que se ha demostrado una imposibilidad material para satisfacer las necesidades de personal fiscal en los casos de mayor urgencia, incluida ejecución de la pena en Alajuela.


 


Ambas observaciones son consideradas en el estudio, indicando el resultado del estudio de tiempos y movimientos de la espera de informes del Ministerio de Justicia y Paz: 3 meses aproximadamente; además se recomienda a la Fiscala General realizar un análisis SEVRI_PJ, que le permita al Consejo Superior disponer de elementos para tomar una decisión sobre el segundo tema planteado por la Comisión. 


 


A continuación, se destacan los principales elementos que deben contemplarse en un modelo de tramitación de los Juzgados de Ejecución de la Pena:


 


Modelo para la tramitación en los Juzgados de Ejecución de la Pena del país


 


Oficinas de referencia


 


 


Juzgado Ejecución de la Pena de Alajuela 


Aspectos Metodológicos


Para establecer el modelo se analizó el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela que asume aproximadamente el 60% del total de asuntos que se generan a nivel nacional, igualmente, se analizó el Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago, rediseño a oral electrónico y también se tomaron elementos del Primer Circuito Judicial de San José.  Para el análisis se incluyeron variables cuantitativas como casos entrados, casos terminados, circulantes, diferentes plazos y cantidad de personal asignado, por su parte respecto de variables cualitativas, se analizó el tipo de persona usuaria, capacitación del personal, separación geográfica de los centros penales, entre otras.


 


La Asamblea Legislativa bajo expediente 18867, el 12 de agosto de 2013, inició el trámite del proyecto “Ley del Servicio Penitenciario Nacional y de Acceso a la Justicia para La Ejecución de la Pena”, a partir del cual, entre otros aspectos se regularía la atención de incidentes en Ejecución de la Pena; no obstante, a pesar de recibir dictamen afirmativo de mayoría, este proyecto de ley fue archivado el 12 de agosto de 2017.


 


Criterio de selección


Corresponde al despacho que atiende la mayor cantidad de personas privadas de libertad recluidas en un Centro Penitenciario, lo que permite obtener una visión más amplia del tipo de tramitación que se realiza en la materia de Ejecución de la Pena, aunado a que este despacho se identifica dentro de sus homólogos con la mayor cantidad de asuntos entrados y terminados durante el período 2011-2017, cabe rescatar que dispone de la mayor estructura de personal profesional como de apoyo lo que posibilita el establecer cuotas de trabajo comparables al interno del despacho y que serán base para los despachos especializados en ejecución de la pena. 


 


En cuanto a la distribución de carga de trabajo por asuntos entrados, en el caso de Alajuela donde hay cinco personas juzgadoras y siete plazas de apoyo, bajo la modalidad de despacho oral electrónico, el sistema distribuirá las causas por tipo de incidente para que se repartan de manera equitativa.


 


Estructura de Trabajo (sistema de trabajo)


 


ESTRUCTURA ORGANIZACIONAL BÁSICA PARA JUZGADOS DE EJECUCIÓN DE LA PENA
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Como parte del proyecto, la estructura organizacional se ajustará de acuerdo con las características del Juzgado de cada zona, así como a la cantidad de asuntos ingresados a cada despacho y a las necesidades detectadas durante las visitas a cada circuito judicial. [image: image2.png]



Los asuntos nuevos se distribuirán de manera equitativa entre todas las personas juzgadoras y del área de apoyo.


 


A continuación, se presenta la estructura organizacional ideal para los juzgados especializados en la materia de Ejecución de la Pena:


 


ü  Juezas o Jueces, dependerá de la cantidad de asuntos entrados,


ü  Técnicas o Técnicos Judiciales, dependerá de la cantidad de asuntos entrados,


ü  Coordinadora o Coordinador Judicial, en función de la carga de trabajo de cada oficina.


ü  Técnica o Técnico Judicial Tramitador, al menos una plaza por despacho,


ü  Técnica o Técnico Judicial Manifestador, variará en función de la carga de trabajo y características del despacho,


ü  Defensora o Defensor Público, una plaza por cada jueza o juez,


ü  Fiscala o Fiscal, una plaza por cada jueza o juez,


ü  Personas custodia de detenidos, dos puestos de custodias o custodios de detenidos por Jueza o Juez.


 


Cabe indicar que, la estructura anterior es la ideal para los juzgados de ejecución de la pena, por lo que en las visitas a realizar a los despachos judiciales se procurará adecuar con el personal ordinario del despacho, según las cargas de trabajo que se analicen en ese momento y las oportunidades de mejora que se detecten que permitan acrecentar la capacidad de respuesta del despacho. Debe considerarse las limitaciones presupuestarias que tiene actualmente la institución, por lo tanto, en aquellas zonas donde se detecte ese tipo de necesidad se procurará que existan distribuciones de recurso humano dada la imposibilidad de creación de plazas nuevas.


 


El siguiente detalle establece los puestos básicos para atender esta materia, que a partir del volumen de carga de trabajo puede aumentar:


 


Figura 1


 Tipos de puestos
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*Eventualmente existirán oficinas que contarán con una Coordinadora o Coordinador Judicial según la carga de trabajo de ellas.


 


Idealmente se requiere un espacio (próximo a la sala de juicios) donde la Defensa Técnica, se pueda reunir con el sentenciado previo a la audiencia para finiquitar aspectos de la estrategia.


 


 


Recepción de Documentos


Debido a que las personas usuarias de los juzgados de ejecución de la pena pueden estar recluidas en un centro penitenciario, el ingreso de nuevos asuntos puede ser a través de la Defensa Pública, familiares, Correos de Costa Rica, correo interno, correo electrónico o fax, así como por medio de la Oficina de Recepción de Documentos; en esta línea es procedente mantener la posibilidad del ingreso de documentos desde la RDD y directamente al fax del despacho. 


 


En síntesis, todos los documentos ingresarían por la RDD o Gestión en Línea (cuando se implemente el expediente electrónico); solo se aceptará directamente en el despacho, los escritos que remitan personas privadas de libertad al fax directo del despacho y que, por sus especiales circunstancias, no se les puede solicitar que lo remitan nuevamente mediante la RDD.


 


 


 


 


Roles de Distribución de asuntos nuevos


En los despachos especializados en Ejecución de la Pena, la distribución de casos nuevos se hace por número de expediente y no se considera el tipo de incidente, por asignar a cada Jueza o Juez, al igual que por cada Técnica o Técnico Judicial.


 


Para el caso concreto del despacho de Alajuela, donde se registra la mayor carga de trabajo y mayor cantidad de técnicos en comparación a juezas y jueces, para dar equidad el rol se adecua de la siguiente forma: la distribución de incidentes nuevos es por bloques de casos similares de 35 asuntos, de forma que a cada Técnica o Técnico Judicial (7 plazas en total) se le asignan cinco casos, mientras que por cada Jueza o Juez (5 plazas) le corresponden siete de estos asuntos.


 


Cada uno de los incidentes nuevos se registran en la RDD bajo el número único de expediente que derivo la sentencia de la persona usuaria, no obstante, la cantidad de incidentes simultáneos que puede presentar cada persona sentenciada, al ser registrados bajo un solo número de expediente, crean algunos inconvenientes, a saber:

 


· Personas con múltiples sentencias (cada una bajo expediente único independiente), la unificación de penas se registra en el último de los expedientes, por lo cual, el delito descrito en ese expediente no va a coincidir con la magnitud de la sentencia.


· Es normal que una misma persona sentenciada tramite varios incidentes simultáneamente, los que registrados bajo un solo número único propicia que se traspapelan escritos de un incidente en otro. 


· Alrededor del 30% de los asuntos que ingresan a los despachos de Ejecución de la Pena son quejas, respecto del servicio en los centros penales, temas que no resultan vinculantes al expediente judicial que estableció la sentencia o situación jurídica de la persona.


· Cuando diferentes personas son sentenciadas bajo un mismo expediente, los incidentes individuales son registrados bajo el mismo número único donde se les sentenció, por lo que confunden y dificulta individualizar la persona que presenta el trámite.


· Personas sentenciadas en el extranjero y que vienen a cumplir la sentencia en Costa Rica, no existe un expediente principal al cual vincular el incidente.


· Cabe indicar que la Dirección General de Adaptación Social tramita los incidentes a partir del número de cédula o nombre del sentenciado, por lo cual le resulta indiferente el número de expediente único que utiliza el Poder Judicial para identificar los casos.


· El despacho dicta medidas correctivas sobre diferentes aspectos específicos de cada centro penal y que resulta vinculante a todas las personas ahí detenidas, por lo cual, siguiendo la metodología de registro actual, habría que reconocer ese incidente en cada uno de los expedientes de las personas beneficiadas. 


· Los Tribunales de Juicio no itineran los expedientes terminados al Juzgado de Ejecución de la Pena, por lo tanto, la configuración actual de Gestión en Línea provocaría que los escritos remitidos bajo esta herramienta sean ubicados directamente a estos expedientes principales (archivados), porque ese sistema no está habilitado para trabajar con carpetas incidentales. Por lo que, en ausencia de expedientes propios del Juzgado de Ejecución de la Pena, no permitiría el trámite de los expedientes utilizando Gestión en Línea.


 


Debido a los inconvenientes antes apuntados, a lo interno del despacho asignan un nuevo número propio al caso, en el análisis realizado se identificó es la alternativa más eficiente, por lo cual, lo apropiado es que el número independiente de cada incidente sea asignado desde la RDD o Gestión en Línea. No obstante, de la consulta realizada a la Dirección de Tecnología de Información, de momento el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales y el Sistema Escritorio Virtual, no permiten dar número único a casos calificados como incidente (legajo), que es precisamente como se identifican los incidentes en Ejecución de la Pena.   Ante esta coyuntura se determinó la necesidad de que el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, coordine con la Dirección de Tecnología de Información, para una adecuación de los registros del caso en Ejecución de la Pena, para permitir que cada incidente sea registrado bajo un número único independiente. Actualmente ya se asigna número único independiente a los incidentes por Adecuación de Pena, esto implicaría desarrollar una mejora en el Escritorio Virtual y Gestión en Línea para permitir que en Ejecución de la Pena puedan crearse además de carpetas principales, carpetas incidentales, esta mejora sólo aplicaría para esa materia.


 


Por lo anterior, deberá establecerse un número único que identifique cada incidente, independiente del número del expediente que llevó a la sentencia.  Por temas de requerimientos de información para el Estado de la Nación u otra instancia de investigación, es importante que a nivel tecnológico exista un ligue para las sentencias de cada persona y los incidentes tramitados a partir del nombre, número de cédula de esas personas u otra variable que lo permita.


 


 


Descripción del proceso de tramitación general


En ejecución de la Pena se identifican los siguientes procesos generales, que se deberán replicar en el escritorio virtual para los despachos homólogos del país.

Los plazos de atención para cada uno de estos procesos fueron identificados durante el desarrollo del modelo oral electrónico del Circuito Judicial de Cartago, no obstante, el presente estudio ha propuesto significativas mejoras al sistema Escritorio Virtual, en las que debe trabajar la Dirección de Tecnología de Información y que una vez validadas permitirán establecer los nuevos plazos esperados.


 


 

1.- Incidente de libertad condicional
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2.- Incidente de ejecución diferida
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3.-Incidente de modificación o liquidación de pena
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4.- Incidente de queja
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5.- Incidente modificación de pena por monitoreo electrónico
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6.- Incidente de medidas de seguridad
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7.-Incidente de pena alternativa
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8.-Incidente de enfermedad
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9.- Incidente de quebrantamiento de pena
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10.-Incidente de conversión de pena
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11.- Incidente de unificación de pena
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12.- Incidente de adecuación de pena
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13.- Incidente de petición o solicitud


[image: image16.png]souanm o
PEION






 


14.- Incidente de medidas correctivas
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15.- Incidente de prescripción de pena
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En general el trámite de todos los incidentes descritos resulta similar y se describe en la plantilla adjunta. 
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Tecnología (sistemas informáticos)


Para la tramitación de asuntos en Ejecución de la Pena se requiere como mínimo acceso y adecuación en función de la especialidad a los siguientes sistemas: 


 


-Sistema Escritorio Virtual y Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales: para la tramitación de expedientes. 

 


-Sistema de Obligados Alimentarios y Penal (SOAP): para el registro y levantamiento de impedimentos de salida del país, para personas que se les concede la libertad condicional, pero con impedimento de salida del país y que una vez cumplida la pena debe levantarse esta restricción.

 


 -Sistema de Administración y Control Electrónica de Juzgamientos (SACEJ): Para anotar cumplimiento, acumulación, y libertad condicional de la sentencia.


 


-Sistema de Gestión en Línea, en calidad de usuario para acceder a los expedientes y responder notificaciones que remite la Sala Constitucional. 

 


-Agenda Cronos: para la programación de audiencias.

-Complementariamente el Juzgado, la Defensa y el Ministerio Público, requieren acceso al 


 


Sistema de Información de Administración Penitenciaria (SIAP), y próximamente al IGNIS, ambos sistemas del Ministerio de Justicia y Paz, para conocer la situación jurídico- administrativo de las personas privadas de libertad.

 


Al respecto, se estima oportuno que la Dirección de Tecnología de Información, desarrolle una interconexión entre todos estos sistemas para que, al incluir la información en uno de ellos, automáticamente la información se replique en los restantes sistemas de forma automática, así la información se digitaría solo una vez, agilizando el trámite de los asuntos. Para lo anterior se procedió a incluir en el presente informe una recomendación a la Dirección de Tecnología de Información relacionada con la integración de los sistemas, la cual ya fue debidamente comunicada a la citada dirección en las diferentes sesiones de trabajo realizadas, no obstante, su limitación de capital humano no le ha permitido iniciar la mejora, por lo tanto, se tiene programado que comience a ser abordada a partir del 2019. 


 


De igual manera en el presente informe, se solicita a la Dirección de Tecnología de Información, el desarrollo de una calculadora en el Sistema Escritorio Virtual, que permita establecer la fecha exacta cuando se cumple una pena, luego de aplicar los beneficios que permiten reducir el tiempo en prisión a las personas sentenciadas, esa mejora ya fue comunicada a la Dirección de Tecnología de Información en las diferentes sesiones de trabajo efectuadas. 

 


La Dirección de Tecnología de Información indica que para la asignación de recursos y por ende establecer un plazo de entrega de estas mejoras, de previo es necesaria la aprobación por parte del Consejo Superior, por lo que de momento no se dispone de un plazo de entrega del producto. Cabe indicar que este informe en forma preliminar se hizo de conocimiento a la Comisión de la Jurisdicción Penal y de las y los jueces de ejecución de la pena de Alajuela y San José, quienes no externaron inconvenientes al respecto.


 


OTROS SISTEMAS A LOS QUE SE REQUIERE ACCESO


 


Sistemas Administrativos:


 


-Proposición Electrónica de Nombramientos (PIN): Para la inclusión de nombramientos, vacaciones, incapacidades y permisos con y sin goce de salario.

-Sistema de Formulación y Seguimiento del Plan Anual Operativo (PAO): inclusión y seguimiento del plan anual operativo.

-Sistema de Estadísticas Judiciales en línea -SIGMA-:Generación de informes estadísticos. 

-Seguridad PJ: asignar permisos para el uso de los diferentes sistemas judiciales.

- Sistemas para reportar problemas en tecnología y servicios generales, entre otros.

 


Este segundo grupo de sistemas es requerido para el correcto control administrativo de las oficinas judiciales.


 


Momento de implementación expediente electrónico


De los sistemas informáticos descritos en el punto anterior, el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela y sus homólogos (salvo el Juzgado de Cartago), no disponen del Sistema Escritorio Virtual. Por lo que la implantación del Sistema Escritorio Virtual se recomienda de inmediato, con la finalidad de brindar un mejor servicio a la persona usuaria, máxime que un porcentaje importante de esta se encuentra recluida en un centro penitenciario, aunado a que el expediente electrónico permitiría reducir costos económicos asociados a fotocopias e impresiones y no se puede obviar que el personal técnico ya no tendría que invertir tiempo en crear los legajos de los asuntos nuevos. 


 


La implementación del Escritorio Virtual está supeditada al desarrollo de la mejora tecnológica de la habilitación en Gestión en Línea de la creación de carpetas incidentales, el orden de implementación sería el siguiente:


 


ü  Juzgado Ejecución de la Pena de Alajuela,


ü  Juzgado Ejecución de la Pena de San José,


ü  Juzgado Ejecución de la Pena del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica


ü  Juzgado de Ejecución de la Pena de Puntarenas,


ü  Juzgado Ejecución de la Pena de Guanacaste (Liberia)


ü  Juzgado Ejecución de la Pena del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica


ü  Juzgado Ejecución de la Pena Cartago y su Sede del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.


 


Lo anterior implica configurar la herramienta en las unidades de la Defensa Pública y Fiscalía especializas en Ejecución de la Pena, las cuales actualmente no cuentan con un sistema electrónico para el trámite de casos, por lo que en el presente estudio se recomienda que las tres oficinas involucradas utilicen el mismo sistema, Escritorio Virtual.


 


Es importante mencionar que si bien es cierto, la Fiscalía y Defensa Pública cuentan a lo interno con su propio sistema denominado “Sistema de Seguimiento de Casos (SSC),  no se recomienda su implementación, para el trámite de la materia Ejecución de la Pena, ya que según entrevista con el personal de la Defensa Pública de Ejecución de la Pena de Cartago al utilizar el SSC en etapa de Ejecución de la Pena, se obtuvieron resultados negativos, porque la naturaleza propia del proceso de Ejecución de la Pena implica que sea la Defensa Pública quien instruya el caso y no la Fiscalía entre otras diferencias propias del momento procesal, que el  SSC no ofrece , por ese motivo como parte del modelo tanto la Defensa, la Fiscalía y los Juzgados de Ejecución de la Pena deberán utilizar el Escritorio Virtual


 


De ser acogida la sugerencia de implementar el Sistema Escritorio Virtual, será necesario revisar, actualizar y estandarizar las plantillas o “machotes” a incluir en el sistema, por lo cual se requiere otorgar un permiso con goce de salario y sustitución a una plaza de Jueza o Juez por el plazo de un mes, para asumir esta tarea; al respecto la Licda. Michelle Vega Murillo, del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, indicó estar anuente para asumir la tarea, mediante un permiso con goce de salario y sustitución. 


 


El Consejo Superior en sesión 46-18 celebrada el 22 de mayo del 2018, artículo XXXIX, acordó trasladar a estudio de la Dirección de Planificación la solicitud planteada por la Viceministra de Justicia y Paz, licenciada Isabel Porras Porras, para que se le permita al Ministerio acceder al Sistema Gestión en Línea en procura de mejorar el control sobre la situación jurídica de las personas en prisión.  Sobre el particular el 24 de julio de 2018 se desarrolló una reunión, con el Director General de Adaptación Social, máster José Luis Bermúdez y el Lic. Gian Muir Young, Profesional en Informática 3 de la Dirección de Tecnología de Información, entre otros, donde se estableció que efectivamente el acceso a este sistema favorecería positivamente la comunicación entre ambas instituciones, lo que se da en forma gratuita; no obstante, previo a proceder, se requiere migrar la mayoría de despachos que conocen materia Penal de expediente físico a expediente electrónico.  Igualmente se requiere que al interno el Ministerio de Justicia y Paz desarrolle la infraestructura tecnológica que permita el adecuado desempeño del sistema, ante lo cual la Licda. Marianella Granados Saavedra, Jefa de Informática del Ministerio de Justicia y Paz, tomó nota de los requerimientos.

 


Ante esta situación, se recomienda que simultáneamente a la migración de expediente físico a electrónico en los despachos penales, la Dirección de Tecnología de Información, desarrolle los enlaces correspondientes con el Ministerio de Justicia y Paz para que esa entidad pueda gestionar los escritos y demás informes mediante el Sistema Gestión en Línea. Para lo cual la Dirección de Tecnología de Información deberá contemplarlo dentro de su cronograma de trabajo que deberá presentar al Consejo Superior. 


 


El archivo inserto incluye minuta de la reunión realizada el 24 de julio de 2018, con servidores del Poder Judicial y del Ministerio de Justicia y Paz.
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Esta situación también se expuso a la señora Ministra de Justicia y Paz, Marcia González Aguiluz, en reunión realizada el lunes 29 de octubre de 2018, donde se acordó establecer estrecha coordinación entre el Ing. Orlando Castrillo Vargas, Subdirector de Tecnología de Información y la Licda. Daisy Matamoros Zúñiga, Viceministra de Justicia, para lograr una correcta interacción entre los sistemas informáticos de aquel Ministerio y este Poder de la Republica.

 


De no haber inconvenientes, el sistema Gestión en Línea estaría a disposición del Ministerio de Justicia y Paz, en la medida que se cambien los despachos de físico a expediente electrónico, según el cronograma de la Dirección de Tecnología de Información.


 


Lista de tareas para tramitación electrónica

Se recomienda que la Dirección de Tecnología de Información, incluya las tareas incluidas en el documento inserto, para el Sistema Escritorio Virtual en Juzgados de Ejecución de la Pena, que fueron tomadas del Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago, que fue rediseñado.  
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Lista de escritos para tramitación electrónica


Para la identificación de los escritos que ingresan al despacho mediante la RDD y los que ingresan directo al fax del Juzgado, la clasificación de escritos que se debe establecer en el Sistema Escritorio Virtual es la siguiente:
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Capacitación


Acorde con la falta de normativa concreta para la materia, se identificó que asuntos similares se resuelven diferente, a partir de la persona juzgadora que asume el caso, por lo que no existe una línea de jurisprudencia en esta materia, en procura de corregir la situación, se estima oportuno que la Escuela Judicial desarrolle un curso (virtual), donde se aborden todos los posibles incidentes en materia Ejecución de la Pena. 


Sobre el particular el Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, Gestor de Capacitación para el área Penal de la Escuela Judicial, indicó que el plan de Capacitación 2019 ya está aprobado, por lo que ante una eventual aprobación de Consejo Superior, se tomaría nota de la capacitación solicitada para su eventual atención en futuros planes de capacitación.  


Coordinación con otras instancias


COORDINACIONES CON OFICINAS EXTERNAS: 


 

- Ministerio de Justicia y Paz: Se debe coordinar con las diferentes instancias de ese Ministerio, como centros penales, Instituto de Criminología, Oficina Computo de Pena y Archivo, para lo cual, se estima necesario que la Comisión Interinstitucional de Privados de Libertad, integrada por personas de ambas instituciones, establezca los mecanismos para una pronta y apropiada comunicación.  Además, como se indicó de previo, en el desarrollo del modelo oral electrónico de este Juzgado, la Dirección de Tecnología de Información debe desarrollar un enlace para implementar   el Sistema Gestión en Línea para facilitar la notificación, la remisión y el recibo de escritos desde y hasta el Juzgado desde aquel Ministerio.

 


Igualmente, sería apropiado que la Comisión Interinstitucional de personas privadas de Libertad, motive al Ministerio de Justicia y Paz para que continúe desarrollando los sistemas de videoconferencia, lo cual vendría a disminuir el traslado de personas privadas de libertad para el trámite de las diligencias judiciales.


 


-Dirección General de Migración y Extranjería: Relativo a limitar los permisos para salidas del país, se deben coordinar con esta oficina mediante el sistema Informático SOAP, donde se registran las personas sentenciadas bajo libertad condicional y la restricción para salir del país, igualmente el despacho debe eliminar esa restricción una vez cumplida la sentencia.

 


COORDINACIONES CON OFICINAS INTERNAS: 


 


-Ministerio Público: Se tiene una relación directa en la atención de cada caso, con la implementación del Escritorio Virtual la comunicación entre ambas instancias se debe desarrollará a través de esa herramienta tecnológica.


 


-Defensa Pública: al igual que la Fiscalía, con esta se requiere coordinación directa para la atención de todos los casos. 


 


Una vez que se dé la migración de expediente físico a electrónico, la comunicación entre la Defensa Pública y el Juzgado se desarrollará mediante la herramienta Escritorio Virtual, pudiendo esta oficina incluso crear expedientes nuevos.


 


-Organismo de Investigación Judicial: Se requiere de su colaboración para el traslado y custodia de las personas sentenciadas desde los diferentes centros penales y durante la audiencia oral. 


 


-Tribunal de Juicio sentenciador, con estos despachos se debe coordinar lo relativo a la apelación.  Con la conexión del Sistema de Escritorio Virtual, en adelante deberán itinerar estos expedientes en forma electrónica y no física. Los Tribunales de Juicio en atención de las apelaciones, igualmente deben interactuar con las unidades de la Defensa Pública y Fiscalía que conocen Ejecución de la Pena.

 


-Administración Regional: Coordinación directa para la aprobación de audiencias en Sistema Agenda Cronos y equipos de videoconferencia, coordinación para la asignación de vehículos para visita carcelaria y asignación de suministros en general. 

 


-Registro Judicial: Mediante el Sistema de Administración y Control Electrónica de Juzgamientos (SACEJ), existe una relación directa para el registro de cumplimiento y  modificaciones a las penas establecidas en sentencia por cada Tribunal de Juicio; sobre el particular, se recomienda que la Dirección de Tecnología de Información, desarrolle un vínculo entre el Sistema Escritorio Virtual, el SACEJ y otros sistemas que se usan en materia Penal,  de forma que la información se digite solo en uno de los sistemas y que de forma automática la información se replique en los restantes sistemas de forma que la información solo se digite una vez.  En el caso del Sistema SACEJ, se requiere que el traslado automático de la información desde el Escritorio Virtual se dé hasta que se cumpla la fecha de cumplimiento, independiente de la fecha en que se dicta la resolución que puede ser hasta cuatro meses antes. 


 


-Archivo Criminal: Lleva el control de las personas en fuga, se propone que, mediante el Sistema Escritorio Virtual y Gestión en Línea, se pueda comunicar y dejar sin efecto las órdenes de captura de las personas en fuga. 

 


-Sala Constitucional: El despacho requiere acceso en condición de usuario al Sistema Gestión en Línea de esta Sala, para ver detalles de expediente donde se solicita amparo por la lenta atención del Juzgado y así poder responder a la Sala directamente por este medio. 

 


Para facilitar la comunicación con las personas usuarias en prisión, es necesario implementar en coordinación con el Ministerio de Justicia y Paz, el Sistema de Gestión en Línea dentro de cada centro penal, para que las personas privadas de libertad puedan consultar el estado actual de sus expedientes.  Esta posibilidad resultó de gran interés para las oficinas administrativas del Ministerio de Justicia y Paz.


 


Por lo que la Dirección de Tecnología de Información ante un eventual cambio a despacho electrónico, deberá prever que las interacciones con todas estas oficinas también se alcancen en forma digital, este tema deberá ser valorado también a nivel de Dirección Jurídica para implementar los convenios interinstitucionales que correspondan.


 


Infraestructura básica


Se debe disponer de un área para el equipo de Juzgadoras y Juzgadores del despacho, otra área para el personal de apoyo, un espacio para atender manifestación, una sala de juicios(
[1]) (en el Circuito Judicial), con equipo de grabación y acceso inalámbrico a la red, de forma que la Jueza o Juez, la Fiscala o Fiscal y Defensora o Defensor puedan acceder al expediente electrónico en forma correcta; además,  un área donde la defensa y el sentenciado se puedan reunir con discreción previo a la audiencia.


 


·         Para un máximo provecho del Sistema Escritorio Virtual, cada persona juzgadora y técnica judicial deberá tener asignado un escritorio, silla, equipo de cómputo. En los despachos que se instale expediente electrónico se deberá asignar los PAD´s que se usan para recoger la firma digital.


·         Asignación de líneas y aparatos telefónicos necesarios para atender la demanda de las personas usuarias, lo anterior dependerá de la necesidad de cada zona; en el caso de Alajuela se identifica la necesidad de al menos cuatro líneas telefónicas en el área de trámite. 


·         Para la manifestación se deberá de tener un mostrador y sillas de espera, acorde con la Ley 7600.


·         Corresponderá a la Administración Regional de cada Circuito Judicial, asignar al menos una sala de juicio, que reúna equipo de grabación de audiencias orales, conectividad a la red y las condiciones de “horizontalidad” indicadas.


La siguiente figura resume la infraestructura básica:


 


Figura 2. Distribución por área de trabajo
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En el caso del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, debido a las restricciones de espacio físico, de ser acogida la recomendación de dotar el despacho con más personal, necesariamente tendrán que laborar en horario vespertino, ya que no hay espacio disponible para más personas en horario regular.


 


Tiempo de duración de procesos


Con el rediseño de proceso propuesto, se espera una disminución en el tiempo de respuesta por parte del despacho, no obstante, la lenta remisión de información completa por parte del Ministerio de Justicia y Paz (actualmente es normal que lo haga en tractos y toma hasta tres meses disponer de la totalidad de la información requerida) (
[2]). Por lo que es necesario que la Comisión Interinstitucional de personas Privadas de Libertad, integrada por personas de ambas instituciones, estudie la posibilidad de que el Ministerio de Justicia mejore sus tiempos de respuesta.


 


Igualmente, el faltante de profesionales especializados en Ejecución de la Pena en la Fiscalía de Alajuela , involucra un atraso en la programación de audiencias, ya que actualmente son tres fiscalas para atender señalamientos de cinco juezas y jueces, de forma que por turno dos juezas o jueces deben esperar que se libere el personal de la Fiscalía para programar sus audiencias, por lo que, no se puede mejorar significativamente el plazo de la agenda, hasta que se disponga de más personal en la Fiscalía (la capacidad del Juzgado es de 15 audiencias orales por día, no obstante, a la fecha se alcanzan 9 señalamientos diarios como máximo, debido al reducido personal del Ministerio Público).  Cabe destacar que nueve audiencias orales diarios, para las tres Fiscalas designadas, afecta significativamente la capacidad de responder en tiempo, las notificaciones y otras diligencias propias de cada caso. 


 


Con base en las anteriores limitaciones, se establece un plazo de seis meses para dar por terminado el incidente con mayor complejidad (sin incluir posteriores seguimientos a lo resuelto); no obstante, la atención de las dos limitaciones antes descritas (respuesta del Ministerio y dotación de recursos al Ministerio Público), permitirían mejorar los tiempos de respuesta significativamente.


 


Entre los inconvenientes, cabe observar que la Fiscalía Adjunta de Alajuela para la atención de asuntos urgentes estableció un rol de disponibilidad en el que igualmente participan las tres plazas especializadas en Ejecución de la Pena, al respecto es claro que la reducida asignación de personal y la atención de asuntos urgentes fuera de la oficina inciden directamente en la pronta atención de la carga de trabajo en Ejecución de la Pena.  Considerando el volumen actual de la carga de trabajo (más de 1500 asuntos en circulante) y en tanto no se disponga de más plazas de Fiscala o Fiscal Auxiliar para asistir en Ejecución de la Pena, se sugiere excluir las tres plazas de Ejecución de la Pena del rol de disponibilidad durante el horario que están atendiendo asuntos de Ejecución de la Pena, que va de las 7:30 a las 16:30 horas de lunes a viernes para afectar lo menos posible la atención de asuntos ante el Juzgado de Ejecución de la Pena.

 


En resumen, la mejora esperada en los plazos con la incorporación de nuevas tecnologías se verá minimizado en tanto, el Ministerio de Justicia y Paz y el Ministerio Público no mejoren su capacidad de respuesta. 


 


Estadísticas


Para la elaboración y seguimiento de indicadores de gestión se trabajó con el Subproceso de Estadística y en coordinación con las juezas y jueces que conocen la materia para actualizar las variables estadísticas tabuladas mensualmente, para conocer con más precisión el trabajo atendido por el despacho. En esta línea se requería identificar el origen de los casos según centro penal de precedencia, se debe establecer un registro independiente para el seguimiento de asuntos relacionados con personas bajo la modalidad de monitorio electrónico por brazalete, entre otras variables que no se tabulaban; así como implementar tres diferentes estados del circulante (en trámite, seguimiento, capturas). 


 


Se adjunta minuta de reunión, donde se trabajó este tema.
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Indicadores


Los indicadores propuestos para evaluar el desempeño del Juzgado de Ejecución de la Pena, se establecieron a partir del análisis del comportamiento histórico de la carga de trabajo desde 2012 y 2018, del trabajo en cito realizados, con un muestreo de expedientes atendidos y entrevista a todo el personal del despacho de Alajuela, como se indicó de previo, estos indicadores fueron presentados al cuerpo de juezas y jueces del despacho y si bien de momento se establecieron como una expectativa por alcanzar, todos estuvieron de acuerdo en implementarlos.


 


 


Juzgado de Ejecución de la Pena: 
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Fiscalía de Ejecución de la Pena:
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Defensa Pública de Ejecución de la Pena.
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De momento estos indicadores están diseñados en función de Alajuela, sin embargo, se replicarán a nivel nacional las mismas categorías de indicadores para poder analizar la carga de trabajo de cada una de esas oficinas en comparación al despacho modelo.  


 


Libros de control


Además de los controles existentes, en adelante se recomienda el control electrónico de plazos a partir del Sistema Escritorio Virtual, así como el de pase a fallo, un “Informe Consolidado” para materia Ejecución de la Pena y la agenda de audiencias con base en el Sistema Cronos. 


 


Beneficios del modelo


Se identifican como beneficios del modelo los siguientes:


 


·         Se acelera la atención de los casos, porque los asuntos no deben esperar a ser trasladados de un escritorio a otro (se hace de inmediato y de forma automática).


·         El sistema electrónico emite alertas para evitar vencimiento de plazos.


·         Con expediente electrónico se minimiza el uso de papel.


·         Con sistema electrónico las notificaciones son inmediatas


·         Las partes pueden acceder al expediente electrónico en forma remota en tiempo real.


·         Las partes pueden aportar escritos en forma electrónica desde cualquier lugar, incluso fuera del país.


·         Las partes no requieren fotocopiar los expedientes.


·         Se libera espacio que normalmente ocupan los expedientes físicos.


·         Se mejoran los controles del despacho en general 


·         Se facilita la comunicación entre instituciones.


·         Las mejoras en Gestión en Línea van a permitir la recepción de escritos electrónicos desde fuera de la institución


·         La conexión de los sistemas procura evitar duplicidades de digitalización y mejorar la velocidad de los flujos de información


·         El modelo propicia una articulación con el Ministerio de Justicia y Paz lo cual permite un mejor servicio a la persona usuaria.


·         Se están generando indicadores de gestión de los Ámbitos Jurisdiccional y Auxiliar de Justicia que permitan medir la carga de trabajo real de cada oficina y propiciar un mejor uso de los recursos


·         El modelo contempla estadísticas especializadas en Ejecución de la Pena.


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 



		 


 


 


Cronograma 


 



		En el caso de los Juzgados de Ejecución de Pena, una vez aprobado el informe de generalidades del Proyecto Penal por parte del Consejo Superior se actualizarán las fechas de los abordajes del rediseño, en el siguiente orden: 


 


ü  Juzgado Ejecución de la Pena de Alajuela,


ü  Juzgado Ejecución de la Pena de San José,


ü  Juzgado Ejecución de la Pena del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica


ü  Juzgado de Ejecución de la Pena de Puntarenas,


ü  Juzgado Ejecución de la Pena de Guanacaste (Liberia)


ü  Juzgado Ejecución de la Pena del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica


ü  Juzgado Ejecución de la Pena Cartago y su Sede en el Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.


 


Una vez aprobado este informe de generalidad del proyecto penal, durante cinco semanas en cada uno de los circuitos se realizará una revisión de cada despacho especializado en Ejecución de la Pena y se tratará de estandarizar los métodos de trabajo entre ellos. 


 


La implementación del Escritorio Virtual está supeditada al desarrollo de la mejora tecnológica de la habilitación en Gestión en Línea de la creación de carpetas incidentales.


 



		Recursos: 


 



		 


El abordaje del estudio se desarrolla con un Profesionales 2 de la Dirección de Planificación que analiza y estandariza los Juzgados de Ejecución de la Pena de cada Circuito Judicial, con base en un modelo oral electrónico, posteriormente con el equipo de profesionales de la Dirección de Tecnología de Información implementa y capacita sobre el nuevo modelo oral electrónico, a continuación el Subproceso de Estadística verifica que las nuevas aplicaciones informáticas no generen inconsistencias en los reportes, para que finalmente el subproceso de Control y Evaluación de la Dirección de Planificación le dé seguimiento al nuevo modelo.


 


OTROS ASPECTOS



		En forma complementaria, se analizará la carga de trabajo en materia de Ejecución de la Pena en los Circuitos Judiciales de San Carlos y San Ramón, donde existen Centros penales (institucional en el primero y semi-institucional en el segundo), mientras que los asuntos ahí propiciados son atendidos en el Primer Circuito Judicial de Alajuela; por lo cual, eventualmente se podría aproximar el servicio a la persona usuaria con la apertura de juzgados especializados en Ejecución de la Pena, en al menos uno de estos Circuitos Judiciales, luego de evaluar la carga de trabajo, la  infraestructura disponible en la zona y el eventual traslado de recursos desde el Juzgado de Ejecución del Primer Circuito Judicial de Alajuela.
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La información que da sustento técnico al modelo de gestión recomendando para los Juzgados de Ejecución de la Pena; así como, las conclusiones y recomendaciones respectivas se detalla a continuación:


 

		 


RESUMEN EJECUTIVO


 



		 



		Metodología

		Se efectuaron entrevistas al Lic. Mario Alberto Rodríguez Arguedas y la servidora Esmeralda Jiménez González, en su orden, Juez Coordinador y Coordinadora Judicial del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela; al Lic. Héctor Sánchez Ureña,  Coordinar del área de Ejecución de la Pena de la Defensa Pública del I Circuito Judicial de Alajuela y a la Licda. Silvia Carmona Rivas, Fiscal Adjunta de la Fiscalía especializada en Ejecución de la Pena, así como al Lic. José Antonio Román Matamoros,  Juez de Ejecución de la Pena de San José y quien participó en el rediseño del Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago;, además de efectuar visitas al Juzgado y oficinas del Ministerio Público y Defensa Pública que conocen Ejecución de la Pena en Alajuela, donde se revisaron los libros de control internos del despacho. 


 


El Consejo Superior en sesión 71-17 celebrada el 1° de agosto de 2017, acogió el informe DP-449-17, donde el Despacho de la Presidencia solicita permiso para desarrollar un estudio integral en materia penal y el posterior diseño de un modelo penal para juzgados y tribunales penales de todo el país; debido a que esta medida tendrá incidencia directa sobre el total de población sentenciada, aumentando la carga de trabajo en los juzgados de Ejecución de la Pena.  Ante la coyuntura expuesta, se estimó oportuno el rediseño del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, para tomarlo como despacho modelo por registrar la mayor entrada de asuntos nuevos y terminados por persona juzgadora y posteriormente replicar el modelo a todos los despachos especializados en Ejecución de la Penal del país.


 


Para el presente informe se tomó como referencia el estudio de rediseño realizado al Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago, contenido en el oficio 1259-PLA-2016 elaborado por la Dirección de Planificación, y aprobado por el Consejo Superior en sesión 80-16 celebrada el 24 de agosto de 2016, artículo XXXIIV y que con base en el informe de seguimiento semestral de indicadores, suministrado por la Licda. Pilar Obando Masis, Administradora Regional de Cartago, en correo del 25 de setiembre de 2027, los resultados resultaron positivos.


Mediante oficio 450-PLA-2018, los resultados preliminares de este estudio se hicieron del conocimiento de la Comisión de Asuntos Penales y todos los despachos especializados en Ejecución de la Pena del país, las observaciones dadas mediante oficio CJP087-18 del 03 de octubre de 2018, aportadas por la MSc. Rosibel López Madrigal, Magistrada Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Penal, se han incluido al presente estudio.


 



		I. Antecedentes

		1) En sesión de Consejo Superior 4-16 celebrada el 14 de enero de 2016, artículo XLV, se conoció el oficio 001-CAICJA-2016 del 6 de enero de 2016, suscrito por el licenciado Mario Rodríguez Arguedas y la máster Alexandra Mora Steller, por su orden, Presidente y Secretaria del Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial Alajuela, solicitan una plaza adicional de Juez o Jueza 2 y una plaza de apoyo para el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela; se acordó trasladar la gestión a la Dirección de Planificación.


 


2) En sesión extraordinaria de Consejo Superior 15-17 (Presupuesto 2018), celebrada el 22 de febrero del 2017, artículo II, se conoció el oficio 440-PLA-2017, donde la Dirección de Planificación, en adición al oficio 367-PLA-2017, detalla los requerimiento de recurso humano adicionales para 2018, incluidas las plazas solicitadas para el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, debido a la restricción para crear plazas nuevas para el ejercicio económico 2018, aprobada por Corte Plena en la sesión 1-17, artículo XXV, por lo que se acordó lo siguiente:


 


“Solicitar a la Dirección de Planificación que paulatinamente analice las restantes solicitudes e informe a este Consejo la necesidad de ir incluyéndolas en los presupuestos subsiguientes. En todo caso el presupuesto considerara la suma en la subpartida de sustituciones para otorgar los permisos que se requieran”.


 


3) Mediante oficio 840-PLA-2017 la Dirección de Planificación, remitió a la Dirección de Gestión Humana la solicitud de requerimiento de recurso humano para el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, entre otros despachos, con la finalidad de considerar lo pertinente en la subpartida de sustituciones y otorgar los permisos requeridos, sin embargo, de momento no se tiene aprobado el presupuesto 2018, que permitiría esta medida.


 


En línea con lo expuesto a continuación, se presenta el análisis de la situación actual del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela.



		II. Justificación

		El Consejo Superior solicitó a la Dirección de Planificación analizar la propuesta remitida por el Consejo de Administración del Primer Circuito Judicial de Alajuela, para la creación de una plaza de Jueza o Juez 2 y una plaza de Técnica o Técnico Judicial 2, debido a que en los últimos años el volumen de trabajo del Juzgado de Ejecución de la Pena de ese circuito se incrementó notablemente, ya que según indican, atiende a más del cincuenta por ciento de la población privada de libertad en el país. Además, a raíz del hacinamiento carcelario, el Ministerio de Justicia y Paz tiene previsto construir 1600 nuevos espacios físicos para albergar a los privados de libertad, por lo que consideran necesario la creación de las plazas mencionadas.


 


Actualmente, se trabaja en el desarrollo de un modelo penal a implementar en todos los Juzgados y tribunales penales del país, a partir del cual, se tendrían despachos altamente eficientes; medida que tendrá incidencia directa sobre el total de población penitenciaria y en la carga de trabajo de los Juzgados de Ejecución de la Pena, por lo cual, se estimó oportuno que el presente estudio igualmente valore implementar la organización de procesos, distribución de tareas y funciones, definición de controles estadísticos y productividad, automatización de procesos, atención de indicadores y clasificación de escritos, entre otras mejoras requeridas en los Juzgados de Ejecución de la Pena de todo el país, para asumir apropiadamente el impacto de aquel rediseño.


 


 



		III. Información Relevante

		3.1.- Para la elaboración del presente estudio se analizaron los informes estadísticos desde el 2011, se realizaron entrevistas al personal del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela. Para analizar la población penitenciaria del territorio nacional se utilizó el anuario estadístico 2017 del Ministerio de Justicia y Paz, sobre la población privada de libertad. Adicionalmente, se entrevistó al Lic. José Román Matamoros, Juez 2 del Juzgado de Ejecución de la Pena de San José, como experto en materia de Ejecución de la Pena.


 


3.2.-El Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, potencialmente atiende el 24% de la población penitenciaria del país[1]. El 67% permanece en Centros de Atención Institucional (CAI), el 4% está cubierta por Centros de Atención Semi Institucional (CASI) y el 29% son atendidos por Oficinas del Programa de Atención en Comunidad (OPAC).


 


3.3.- Este Juzgado tiene la competencia del CAI La Reforma, el cual históricamente concentra la mayor cantidad de personas privadas de libertad del país (alrededor del 31%); además, es el único Centro Penitenciario con celdas de máxima seguridad, en donde se albergan los privados de libertad de alta peligrosidad, que generalmente formulan casos más complejos comparativamente con otros despachos a nivel nacional.


 


3.4.- El despacho cuenta en total con 13 puestos ordinarios, entre recursos profesionales y de apoyo, siendo a nivel nacional el juzgado con la mayor dotación de personal, seguido del I Circuito Judicial de San José, con 6 plazas, Cartago con 3 puestos, mientras los restantes (Pococí, Puntarenas, Pérez Zeledón, Limón y Liberia), igualan con dos plazas cada despacho. La última asignación de recursos ocurrió en el 2008, cuando se otorgaron cuatro plazas extraordinarias como resultado de la aprobación de la Ley de Penalización a la Violencia Contra las Mujeres (LPVCM); sobre el particular, cabe aclarar que a partir de 2013, estas plazas se concedieron de forma ordinaria al Juzgado, a partir de su carga de trabajo regular, que en promedio mensual global su entrada supera a San José en 220 asuntos por mes, a Cartago en 310,  a Pococí en 363 y más 380 asuntos por arriba de Puntarenas, Liberia y Limón en promedio mensual, y no por las incidencias de la LPVCM.


 


3.5.- Tanto la estructura organizacional (organigrama) como la distribución de labores en el despacho, son similares a las que predominan en los demás juzgados homólogos del país, donde cada Técnica o Técnico Judicial solo asiste a una persona Juzgadora, se distribuyen por igual el proveído, audiencias y visitas carcelarias.


 


3.6.- El Juez Coordinador manifiesta la necesidad de más puestos para afrontar el aumento en la carga laboral (actual y a futuro), motivado por la apertura de nuevos espacios en La Reforma, por el aumento de gestiones debido a la modificación del artículo 11 de la Ley de Registro y Archivos Judiciales y la implementación de los brazaletes electrónicos. Cabe indicar que el volumen de asuntos entrados aumentó en poco más de 200 asuntos más por año de 2014 a 2016; por su parte, la atención de brazaletes electrónicos no aumento tanto el volumen de asuntos nuevos, como sí lo hace en la cantidad de tareas por realizar para resolver cada uno de estos incidentes, respecto de los restantes casos entrados, no obstante, estas tareas no se están cuantificando de momento. 


 


Se revisó la carga laboral del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela (variables de casos entrados, casos terminados y circulantes), durante el período 2011-2017, identificando un constante crecimiento; al pasar la entrada anual de 3911 asuntos en 2011 a 5188 al cierre de 2016 (1277 asuntos más por año); mientras que para 2017 hubo una disminución de 372 anuales, ingresando 4816 incidentes. 


Se efectuaron análisis comparativos de Alajuela con los despachos homólogos del país (San José, Cartago, Liberia, Puntarenas, Limón y Pococí), a partir de los datos estadísticos del período 2011-2017 (variables de casos entrados y casos terminados), identificando la mayor carga de trabajo en Alajuela.


 


Por el escaso personal en la Fiscalía para atender Ejecución de la Pena, obliga al Juzgado a recabar la prueba de la mayoría de los casos. Situación que a criterio del Lic. José Román Matamoros, Juez Coordinador del Juzgado de Ejecución de la Pena del Primer Circuito Judicial de San José; que es poco transparente, toda vez que resulta similar al sistema de trabajo aplicado con Jueces de instrucción, que recaban y valoran la prueba y que la reforma al Código Procesal Penal procuro corregir en 1998.


 


3.7.- Las plazas de Jueza o Juez 2 se encargan de la revisión y firma de proveído (expedientes tramitados por el personal de apoyo), realizan audiencias y visitan los centros penitenciarios.  El Juez Coordinador, Lic. Mario Alberto Rodríguez Arguedas, atiende estas labores en igualdad de condiciones, con labores de coordinación como recargo. El puesto de Coordinador/a Judicial 2 desarrolla labores de tipo administrativas, y coadyuva al Juez/a Coordinador/a en la dirección y supervisión del trabajo.  Las siete plazas de Técnica o Técnico Judicial 2 se encargan de las labores de manifestación (atención al público en estrados y teléfono) y trámite de los expedientes, entre otras actividades propias del cargo.


 


Para lograr equidad en la carga de trabajo de las juezas y jueces y el personal de apoyo, el puesto de Coordinador/a Judicial desarrolla un rol por incidente de forma que, en un bloque de 35 gestiones, a cada Técnica o Técnico Judicial se le asignan cinco casos, en tanto que a cada Jueza o Juez se le asignan siete de esas gestiones, sin diferenciar la complejidad entre unos y otros casos.  


 


3.8.- Para el trámite de los incidentes, en su mayoría se requiere información que suministran las diferentes oficinas del Ministerio de Justicia y Paz, donde no ofrece tiempos de respuesta deseados, ya que tardan alrededor de tres meses, por lo que resulta oportuno mejorar la comunicación con aquel Ministerio, mediante medios tecnológicos, para aligerar los tiempos de respuesta.


 


3.9.- Pese a los esfuerzos por llevar la carga de trabajo al día; en 2017, la Sala Constitucional declaró con lugar dos recursos de Habeas Corpus contra este despacho, por plazo excesivo en la definición de la libertad condicional, según expedientes 17-016177-0007-CO, referente al  incidente tramitado bajo expediente interno 1670-LC-17-E y la sumaria 17-012616-0007-CO en relación al  incidente tramitado bajo expediente interno  1933-LC-17-C1, retraso que estaría derivado en la gran cantidad de asuntos en trámite y la lenta posibilidad de hacer señalamientos en agenda a falta de personal en el Ministerio Público, de ahí que resulta oportuno implementar el Sistema de Escritorio Virtual, con un programa  de alertas para prevenir el vencimiento de plazos, como en los casos descritos.


 


De acogerse la propuesta de implementar el Sistema Escritorio Virtual, se requiere revisar, actualizar y estandarizar los “machotes” que se incluirán como plantillas del sistema, por lo cual será necesario un permiso con goce de salario y sustitución a una plaza de Jueza o Juez 2, por un mes, que asuma esta labor.


 


3.10.- Debido a la acumulación de carga de trabajo, periódicamente el Consejo de Administración apoya el Juzgado con personal supernumerario que históricamente asume alrededor del 33% de la carga de trabajo; adicionalmente la Defensa Pública debido al crecimiento de población sentenciada demandante del servicio, reforzó con cuatro plazas más la Unidad de Ejecución de la Pena del lugar. 


 


3.11.- El despacho debe registrar en el Sistema de Administración y Control Electrónico de Juzgamientos (SACEJ) y el Sistema de Obligados Alimentarios y Penal (SOAP), los antecedentes penales de personas imputadas para el control de salidas del país, entre otros, de lograrse un enlace entre estos sistemas, la información solo sería digitada una vez y luego atraída en forma automática por los restantes sistemas, reduciendo el tiempo invertido en digitar la misma información en cada uno de los sistemas.


 


3.12-. La población carcelaria en su mayoría da seguimiento a sus casos mediante consulta telefónica en forma reiterada, por lo que en el despacho se reciben alrededor de 100 llamadas cada día, que en promedio toma alrededor de tres minutos atender cada una, por lo tanto, la atención telefónica consume alrededor de cinco horas por día, y se estima que implantando en los centros penales el Sistema de Gestión en Línea a modo consulta para uso de las personas privadas de libertad, sería de esperar que la cantidad de llamadas disminuya, permitiendo al personal de planta  más tiempo para atender el trámite.


 


3.13-. En el diagnóstico del despacho se identificó atrasos en las siguientes áreas:


 


· La atención de audiencias registraba un atraso importante por falta de profesionales de la Fiscalía; donde se dispone de tres plazas para atender los señalamientos de cinco juezas y jueces de ahí que la agenda alcanza dos meses y medio plazo.


· Si bien se identificó que los auxiliares judiciales tienen pendiente de ingresar información al Sistema de Administración y Control Electrónico de Juzgamientos (SACEJ) y al Sistema de Obligados Alimentarios y Penal (SOAP) por modificaciones de pena y/o unificaciones, de 500 expedientes del 2016 y todos los incidentes atendidos en 2017 (4816); no obstante, mediante un plan remedial todos los expedientes fueron atendidos


· Igualmente, se identificó que estaba pendiente de embalar e ingresar a la base de datos alrededor de 9 mil expedientes que se encontraban terminados del año 2016 y 2017, para ser remesados a la bodega del edificio con carácter urgente, porque no se disponía de espacio para colocar más expedientes del 2018; no obstante, mediante un plan remedial, apoyado por la Administración Regional, una plaza de Técnico Supernumerario atendió este trabajo.


· Hay siete libros de control sobre varios temas, que deben ser actualizados, por ejemplo, el libro de sustitución de jueces y de auxiliares, libro de entradas de capturas, libro de pase a resolver de cada juez, así como el seguimiento de enfermedades o de libertades condicionales. Durante el seguimiento dado al despacho, estos libros fueron actualizados, no obstante, restan por agregar los registros del tercer trimestre 2018.


· Estaban pendiente del trámite respectivo 400 expedientes, para eliminar los incidentes ingresados antes de 2016 del control de juzgamientos del Archivo Judicial; no obstante, mediante un plan remedial al interno del despacho, los registros fueron realizados.


· La actualización de las 79 órdenes de captura a cargo del despacho y el seguimiento de los 284 asuntos a los cuales debe atender el despacho, fueron realizados mediante un plan remedial.


· Si bien fue actualizado el libro de pase a fallo de los cinco profesionales del despacho con un plan remedial, no obstante, nuevamente requiere ser actualizado, al respecto se propone establecer un control electrónico automático para desarrollar este control.


· Inicialmente como parte de un plan remedial, se agregaron 80 escritos de expedientes ya archivados, no obstante, continúan ingresando nuevos documentos de expedientes ya archivados que dificultan mantener el archivo al día dada la carga de trabajo del despacho.


· En su momento se depuraron casillas, no obstante, con el expediente electrónico, esta labor será más fácil de atender. 


· Luego de la depuración de casillas, se estableció un plan remedial para apoyar dos escritorios con significativo atraso, que recibieron importante apoyo del personal meritorio, a quien cabe extender reconocimiento por la entrega y dedicación, al poner estos escritorios totalmente al día. 


 


Cabe aclarar que la atención de los inconvenientes antes descritos con apoyo supernumerario y personal meritorio alcanzó a llevar el despacho a valores aceptables, pero con carácter temporal, ya que una vez suprimida la ayuda adicional (supernumerario y meritorio) la cantidad de asuntos en circulante lleva a establecer prioridades en el trámite y algunas tareas nuevamente se atrasan.


 


Ante lo expuesto, se estima oportuno que adicional al talento humano requerido también se incorporen nuevas tecnologías al despacho, para que sea oral electrónico, simplificando la tramitología en general y corregir los inconvenientes apuntados.  Igualmente autorizar la sustitución de todo el personal (incluso Fiscales especializados en Ejecución de la Pena), por ausencias hasta de un día, ya hoy día solo se permite la sustitución por ausencias mayores a siete días.  Lo anterior, hasta que se logre aumentar la estructura de personal en los términos expuestos en este informe; asimismo, hasta que se dé el aumento de personal en el Ministerio Público, se requiere sustraer los profesionales de la Fiscalía especializados en Ejecución de la Pena, del rol de atención de casos urgentes diarios (denominado rol de disponibilidad), durante la atención de asuntos de Ejecución de la Pena en horario regular de las 7:30 a las 16: 30 horas, para que la atención de esta materia se afecte lo menos posible. 


 


Bajo la modalidad de despacho oral electrónico, los escritos deberán ingresar mediante la Oficina Receptora de Documentos, por lo cual, se requiere capacitar el personal de esa Oficina para lograr una correcta clasificación de los escritos el escaneo e itineración electrónica hasta el Juzgado.  De esta forma el escritorio virtual, permitirá evitar la acumulación de expedientes físicos que contribuyen al hacinamiento; suprimir el registro reiterado de un mismo dato en diferentes sistemas, emitirá alertas de diferente tipo como el vencimiento de plazos para resolver o solicitudes pendientes de recibir y que requieren reiteración, entre otras.  Reducir la afluencia de público (mediante consulta telefónica) que en adelante podrá realizar sus consultas mediante el sistema de Gestión el Línea.  Reducir el tiempo en la ubicación física de expedientes, así como eliminar el tiempo que consume la custodia de expedientes que las partes solicitar trasladar al área de fotocopias.


 


El sistema de expediente electrónico también permitirá recibir en forma automática, alertas por el vencimiento de diversos plazos; finalmente, permitirá establecer controles respecto de los indicadores de productividad, rendimiento y tiempos de respuesta que se establecerán.


 


3.14.- Ligado a la necesidad de dar seguimiento a la gestión del despacho y establecer un sistema de evaluación del desempeño, se identifican algunos indicadores para evaluar el despacho que resulta oportuno implementar.


 


 

Categoría del indicador


N°


Indicadores


Valor identificado


Rendimiento estadístico


1


Entrada de asuntos nuevos por Jueza o Juez al mes 


De 72 a 95


2


Salida de asuntos por Jueza o Juez al mes (1)

De 71 a 85


3


Circulante por plaza de Jueza o Juez


Entre 290 y 300


4


Porcentaje de Rendimiento


De 90% a 100%


5


Porcentaje de efectividad de audiencias


De 65% a 80%


Plazos 


6


Tiempo promedio proceso total


De 4 a 6 meses


7


Tiempo promedio dictado de resoluciones


De 4 a 5 meses


8


Plazo para señalar audiencia


De 2,5 a 3 meses


Operacional


 


 


9


Porcentaje Efectividad de firmado por mes


100%


10


Expedientes en espera de prueba con antigüedad mayor a un mes sin registrar trámite (excepto de libertad condicional)


0 Expediente


11


Cantidad de auto de traslado con plazo mayor a cinco días sin haberse tramitado


0 Expedientes


12


Cantidad de expedientes para notificar pendientes por más de dos días. (con defensa designada)


0 Expedientes


13


Cantidad de resoluciones intermedias firmadas por Juez al mes (2)

De 50 a 70


 


(1) Los asuntos ingresados los últimos días de cada mes, reciben trámite hasta el mes siguiente de ahí la diferencia entre los casos entrados y terminados; además, se presentan casos a los que se debe dar seguimiento por lo cual no se terminan en corto plazo.


(2) Se trata de resoluciones que no dan por terminado el asunto.


Fuente: Juzgado de Ejecución de la Penal de Alajuela.


 


3.15.- En lo que respecta a la infraestructura, según comentó la licenciada Dayana Novoa Muñoz, Administradora Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela, de momento no disponen de espacio para plazas adicionales en el despacho, no obstante, de mediar un acuerdo de Consejo Superior, donde se les solicite acondicionar un área para una plaza adicional procederá a tomar las medidas pertinentes para atender el acuerdo, en este sentido, se estima oportuno solicitar que además de acondicionar una oficina para una persona juzgadora adicional, igualmente habiliten un espacio donde la Defensa se pueda reunir con el sentenciado en forma aislada y discreta.  


 


No obstante, en tanto se resuelve el faltante de infraestructura para ubicar plazas adicionales, de otorgarse personal adicional necesariamente sería para laborar en jornada vespertina. Cabe indicar que la atención de fallo de escritorio no requiere la presencia del sentenciado, por lo que no sería necesario contar con personal del área de Cárceles del OIJ en ese horario.  Sobre el particular se estima necesario un accionar más proactivo de la Administración Regional, de forma que el crecimiento en infraestructura se alcance oportunamente evaluando la necesidad de espacio con base en el crecimiento de las cargas de trabajo en el circuito y haciendo comunicaciones oportunas a la Comisión de Construcciones, permitiendo a futuro el inicio inmediato de las plazas adicionales sin tener que esperar de remodelaciones.  


 


3.16.-La distribución de funciones propuesta en la atención de expedientes para el despacho oral electrónico se detalla a continuación:
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3.17.- La distribución de funciones, las tareas y plazos por normalizar en el Sistema Escritorio Virtual, se describen en el documento inserto.
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3.18.- Junto a las mejoras tecnológicas, infraestructura, registros estadísticos y registro de controles respecto al rendimiento, igualmente se identificó la necesidad de personal adicional. 

 


La necesidad de más personal en materia de Ejecución de la Pena se comunicó a las jefaturas de la Defensa Pública, Ministerio Público y Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Al respecto la Dirección de la Defensa Pública, luego de un análisis y redistribución de plazas en todo el país, sin necesidad de crear plazas adicionales, logró asignar cuatro plazas más de Defensora o Defensor Público, para la atención de Ejecución de la Pena en Alajuela.


 


Por su parte, en la Fiscalía General, indicaron que les resulta imposible asignar plazas adicionales para la atención de Ejecución de la Pena de Alajuela y finalmente, el Lic. Mariano Rodríguez, del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Juridicial, indicó que de momento todas las plazas de ese Centro se encuentran ocupadas por lo que no puede ofrecer colaboración al Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela.


 


Por lo tanto, la necesidad de personal adicional para equiparar las estructuras en ejecución de la pena se describe a continuación:


 

Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela


Ministerio Público (Ejecución de la Pena)


Organismo de Investigación Judicial


· Dos juezas o jueces


· Dos técnicas o técnicos judiciales


· Cuatro Fiscales Auxiliares


· Cuatro custodias o custodios


Nota: En el caso de la Defensa Pública, la necesidad de personal profesional adicional ya fue atendido, no obstante, está pendiente una plaza de apoyo para estas nuevas plazas.


 


Relativo a la necesidad de recurso humano en la Fiscalía especializada en Ejecución de la Pena, cabe indicar que el Consejo Superior en sesión 61-17 celebrada el 27 de junio de 2017, artículo XLVII, al reconocer el pago de horas extras a una de las plazas de Fiscala especializada en Ejecución de la Pena de Alajuela, por atender una vista de apelación en jornada vespertina, concretamente en el Tribunal de Flagrancia de San Ramón; acordó, solicitar a la Dirección de Planificación un procedimiento que permita atender estos asuntos sin recurrir al pago de horas extras.

 


Analizado el tema, se estableció que durante todo el 2017 de las 232 apelaciones presentadas por incidentes de Ejecución de la Pena, solo 9 (3,8%) correspondieron a un Tribunal de Flagrancia, con la salvedad que algunos laboran en horario regular, por lo que ante una cantidad tan baja de casos se estima apropiado que el procedimiento a seguir sea la atención de vistas por apelación fuera del horario regular, utilizando plazas de la Fiscalía y de la Defensa Pública que también laboran fuera de horario regular ([2]). Concretamente las plazas que conocen flagrancia en jornada vespertina, previa capacitación por parte de las unidades de capacitación del Ministerio Público y de la Defensa Pública, respectivamente, para lo cual se requiere autorización de la Comisión Nacional de Flagrancia.  Por su parte, en el caso de apelaciones a conocer en horario regular pero fuera del Circuito Judicial, el Tribunal de Juicio, deberá atenderlas mediante videoconferencia, salvo los casos por atender directamente en el Centro Penal. De ser acogida esta sugerencia, se deberá informar al Ministerio Público como la Defensa Publica de flagrancia, su obligación de atender las apelaciones en Ejecución de la Pena en horario vespertino, mientras la carga de trabajo lo permita y así lo apruebe la Comisión Nacional de Flagrancia; igualmente, emitir una circular informando a los Tribunales de Juicio la obligación de atender las apelaciones de Ejecución de la Pena mediante videoconferencia.


 


Se adjunta borrador de circular propuesta:
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19- Bajo expediente 18867 la Asamblea Legislativa tramitó el proyecto “Ley del Servicio Penitenciario Nacional y de Acceso a la Justicia para La Ejecución de la Pena”, no obstante, el proyecto terminó archivado; si bien, se reitera la necesidad de aprobar esta normativa, no obstante, se identificó que de previo el proyecto debe ser actualizado, por cuanto no incluye regulaciones para nuevos esquemas como el cumplimiento de sentencia bajo monitoreo electrónico.


 


Al respecto el Lic. José Antonio Román Matamoros, Juez Coordinador del Juzgado de Ejecución de la Pena del Primer Circuito Judicial de San José, indicó estar dispuesto a asumir la redacción de las modificaciones, que una vez analizadas en conjunto con las demás Juezas y Jueces que tramitan materia de Ejecución de la Pena, lo expondrían ante la Comisión de Asuntos Penales, la que una vez avalado remitiría a Corte Plena para su respectiva aprobación y envío a la Asamblea Legislativa.


 


Finalmente, a partir de los resultados alcanzados con la incorporación de nuevas tecnologías al Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago y aquí recomendadas para el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, se estima apropiado continuar su implantación en los restantes juzgados de Ejecución de la Pena del país, ante lo cual el licenciado Ronny Chaves Álvarez, Coordinador de Implantaciones de Sistemas de la Dirección de Tecnología de Información, indicó que no tendría inconveniente en la medida que haya un acuerdo de Consejo Superior que respalde esta propuesta.


 


Para que la Oficina Receptora de Documentos clasifique los escritos recibidos, a continuación, se adjunta el nombre de los que se reciben en esta materia.
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El detalle de los resultados obtenidos en el estudio se presentan detalle en el cuerpo del documento anexo al final de este resumen, denominado “Estudio sobre la necesidad de recurso humano adicional en el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela”,  y en el apartado de “Elementos Conclusivos” del presente resumen ejecutivo, se detallan las necesidades más apremiantes para la atención de la materia Ejecución de la Pena en el Circuito Judicial de Alajuela en forma eficiente y afrontar correctamente el ingreso de casos (actual y futuro) en condiciones más favorables.


 



		IV. Elementos Conclusivos

		4.1.- Desde 2016, el Consejo de Administración de Alajuela, solicitó estudio para crear al menos una plaza más de Jueza o Juez 2 y otra de Técnica o Técnico Judicial 2 al Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, con base en el aumento en la carga de trabajo; sin embargo, como parte de las directrices de formulación presupuestarias aprobadas por Corte Plena, para 2017 y 2018 se suprimió la creación de plazas nuevas.

 


4.2- Mediante oficio 440-PLA-2017, la Dirección de Planificación solicitó criterio al Consejo Superior, sobre la restricción de crecimiento y la solicitud presentada por el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, entre otras dependencias, por lo cual, en sesión extraordinaria celebrada el 22 de febrero de 2017, artículo II; en términos generales acordó que se analicen paulatinamente las solicitudes presentadas y se considere incluirlas a futuro en la subpartida “sustituciones”, para otorgarlas mediante permiso con goce de salario y sustitución.


 


4.3.- El Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, dispone de la misma cantidad de plazas (5 juezas o jueces y 7 técnicas o técnicos) desde 2008, en tanto, de 2011 a 2015 la cantidad de asuntos entrados creció un 36% (de 3911 a 5319), en 2016 se redujo la entrada un 3% (5188), debido a la ausencia temporal de una plaza de Defensor Público, para 2018 proyecta continuar creciendo debido a los siguientes aspectos:


 


·                En San Rafael de Alajuela, el Ministerio de Justicia, durante 2018, creo la nueva Cárcel “Unidad de Atención Integral Reinaldo Villalobos” con capacidad para 704 personas y proyecta construir en los próximos dos años otro modulo similar con capacidad entre 800 y 1000 personas más.

·                La entrada en vigencia de la ley 9271, denominada "Ley de Mecanismos Electrónicos de Seguimiento en Materia Penal", que en el artículo 486 bis, introduce, la posibilidad de sustituir prisión por arresto domiciliario implica nuevo trabajo, con un aumento en la cantidad de seguimientos que debe dar el Juzgado y cantidad de resoluciones a dictar por las solicitudes de una misma persona con el beneficio.

·                El Consejo Superior en sesión 55-17 celebrada el 6 de junio de 2017, artículo LVII, en términos generales acordó que, a partir de octubre del 2017, cada Juzgado de Ejecución de la Pena deberá registrar la información pertinente en el Sistema de Administración y Control Electrónico de Juzgamientos (SACEJ).


·                La modificación al artículo 11 de la Ley de Registro y Archivos Judiciales que entró en vigencia en 2016, varió los parámetros de cancelación de los antecedentes penales, propiciando la cancelación de condenas previas en menor tiempo, permitiéndole a las personas sentenciadas solicitar cambios en su condición legal más rápidamente.


·                Según indicó el Máster José Luis Bermúdez Ovando, Director General de Adaptación Social, en esta zona se está trabajando en la apertura de un módulo adicional con capacidad para tres mil personas privadas de libertad. 


 


4.4.- A pesar del esfuerzo del despacho y el apoyo del Consejo de Administración por asumir la totalidad de la carga de trabajo actual; que consta en el aumento de 24% en la cantidad de asuntos terminados entre 2011 y 2017 ; igualmente en su mayor productividad a nivel nacional, superando el promedio de productividad nacional (71) en 14 asuntos terminados por funcionaria o funcionario por mes; igualmente por la implementación de nuevas modalidades de trabajo para mejorar el servicio, con la celebración de audiencias directamente en los centros penales. No obstante, persiste una diferencia de hasta el 4% anual en la cantidad de asuntos entrados sobre los terminados. 


 


4.5.- Un análisis detallado de la carga de trabajo identifica que, en el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, efectivamente la entrada de asuntos nuevos resulta alta para el personal de planta designado y aumentará más a partir del momento que aumenten los espacios penitenciarios con ámbitos adicional con capacidad para 3000 personas, en esta línea la Defensa Pública aumentó de cinco a nueve las plazas  que atienden esta materia, por lo que el circulante actual del Juzgado supera los 1700 asuntos.


 


Debido al aumento constante en la carga de trabajo, en 2017 la Sala Constitucional en dos ocasiones (expedientes 17-016177-0007-CO y 17-012616-0007-CO) declarado con lugar los recursos de hábeas corpus presentados por plazos excesivos en la definición de la libertad condicional.  Por lo cual, resulta oportuno otorgar al despacho recursos adicionales que le permitan evitar condenas por este motivo. 


 


4.6- El Rediseño de Procesos del modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información, implica un mayor dinamismo en los Tribunales de Juicio con cuotas de trabajo claramente establecidas para reducir el pendiente en materia Penal, que inevitablemente llevará un aumento en la cantidad de personas sentenciadas anualmente y que resultarán usuarias del Juzgado de Ejecución de la Pena.


 


4.7- La inevitable participación simultanea del Ministerio Público, Defensa y OIJ en la atención de asuntos de Ejecución de la Pena, y dada la carga de trabajo actual, necesariamente deben aumentar los recursos por igual en el Juzgado de Ejecución,  la Fiscalía y OIJ, para igualar la estructura en la forma alcanzada por la Defensa Pública y lograr resultados favorables en el servicio; en esta línea, la necesidad de factor humano es de cuatro Fiscales/as, que en su ausencia   implica que dos jueces deben esperar a que una de las tres plazas actuales se libere para atender sus audiencias orales, lo que deja sin tiempo a los fiscales para atender apropiadamente notificaciones, definir aspectos a resaltar durante la audiencia, entre otros inconvenientes.


 


Cabe observar que esta forma de trabajo implica que la Fiscala o Fiscal que asume la audiencia no necesariamente es la misma persona que desarrollo el caso, por lo que se presta para confusión en el trabajo que desarrolla la Fiscalía.  Por lo anterior y de forma temporal hasta que se logre aumentar el número de profesionales es oportuno separar las plazas especializadas en Ejecución de la Pena del “rol de disponibilidad” de la Fiscalía Adjunta de Alajuela establecido para atender asuntos urgentes y fuera de la oficina, entre las 7:30 y las 16:30 horas de lunes a viernes.


 


Además, para no incurrir en el pago de horas extras por la atención de audiencias de apelación en horario vespertino de algunos tribunales de flagrancia; se establece apropiado que en adelante las vistas por apelación en Ejecución de la Pena a desarrollar ante el Tribunal de Flagrancia en horario vespertino, las asuman los Fiscales y Defensores de Flagrancia, previa capacitación, así como la aprobación por parte de la Comisión Nacional de Flagrancia, lo que se sugiere considerando que solo 9 (3,8%) de las 232 apelaciones presentadas en 2017, fueron ante un Tribunal de Flagrancia. Además, las apelaciones por atender fuera del Circuito Judicial sean realizadas mediante videoconferencia.


 


Ante la posibilidad de replicar el resultado alcanzado por la Defensa Pública, donde luego de un análisis de la situación nacional, pudo redistribuir recursos para apoyar en Ejecución de la Pena; en el caso del Ministerio Público no resulta factible por lo cual corresponde al Consejo Superior, tomar una decisión respecto de la forma como se cubrirá este faltante de personal.


 


4.8- Adicional al requerimiento de recurso humano se identificaron otros aspectos que igualmente inciden en el correcto funcionamiento del despacho, según se describen a continuación:


 


4.8.1.- En promedio, toma tres meses (alrededor del 50% del total de tiempo que toma resolver los incidentes presentados) la espera para que el Instituto de Criminología del Ministerio de Justicia y Paz o las direcciones de los diferentes centros penales, suministren en forma completa la información requerida para resolver el caso; conociendo de esta situación ya  la Corte Plena en sesión 13-14 del 31 de marzo de 2014, artículo XXII,  con base en el estudio de auditoría 299-AUO-2014 del 14 de marzo de 2014, acordó trasladar éste y otros temas a la Comisión Interinstitucional de Privados de Libertad, no obstante, según informó la Secretaría General de la Corte, la citada Comisión  no se registró respuesta; por lo cual, en el apartado de recomendaciones se sugiere que la Comisión Interinstitucional de Privados de Liberad, retome este tema.


 


4.8.2.- La ley 9271, denominada "Ley de Mecanismos Electrónicos de Seguimiento en Materia Penal", agregó el artículo 486 bis al Código Procesal Penal, abriendo la posibilidad de cumplir la pena en arresto domiciliario supervisado con monitoreo electrónicos en sustitución de la pena de prisión, nueva modalidad que aumenta la carga de trabajo para el Juzgado de Ejecución, debido al abanico de solicitudes que se propicia bajo esta modalidad, ya que se presentan solicitudes desde permisos para ir a trabajar, permiso para salir a hacer compras, solicitud de permiso para salir a cortarse el cabello,  visitar familiares o salidas a estudiar, que debido a lo novedoso del tema, requieren especial estudio de la Jueza o Juez a cargo antes de otorgarlos.  Esta nueva modalidad, incide sobre la carga de trabajo con el inconveniente que el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, no registraba mensual ni trimestralmente los aspectos a cuantificar de este tipo de casos, por lo que no hay datos que evidencien lo descrito. No obstante, ya se trabaja en la inclusión de esta variable en los informes estadísticos mensuales.


 


4.8.3.- El personal de Apoyo del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, presentaban un importante atraso en la inclusión de más de 9000 registros en el Sistema de Administración y Control Electrónico de Juzgamientos (SACEJ); el remesado de igual cantidad de expedientes al Archivo, se requería actualizar la información de al menos siete libros que usan para el control administrativo del despacho (entrada de capturas, sustitución de Juezas y Jueces, pase a resolver, sustitución de personal de apoyo, entre otros).  Aspecto que según indicó la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, se requiere de una mejora tecnológica para migrar en forma automática la información entre los diferentes sistemas informáticos del Poder Judicial, de forma que los datos sean digitados solo una vez en uno de los sistemas, en tanto los restantes sistemas en forma automática reciben datos del primero, evitando la doble y hasta triple digitación de la misma información, por lo cual, se recomienda a la Dirección de Tecnología de Información trabajar en una mejora para que al menos el Escritorio Virtual, el Sistema de Administración y Control Electrónico de Juzgamientos (SACEJ), El sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales, así como el de Obligados Alimentarios y Penal (SOAP) utilizado para el control de salidas del país, estén “entrelazados” para que la información solo se digite en uno de estos sistemas y los restantes se actualicen automáticamente, migrando la información desde el primero.


 


Complementariamente, en procura de evitar que los registros nuevamente queden rezagados y apoyar de mejor manera el objetivo de reducir el circulante, se estima oportuno autorizar la sustitución de todas las plazas, indistintamente del plazo de la ausencia del titular, ya que actualmente solo se pueden sustituir ausencias superiores a siete días.


 


4.8.4.- Con el propósito de reducir el tiempo de respuesta, se coordinó el desarrollo de audiencias directamente en el Centro Penal, para lo cual, se requiere de equipo de cómputo  portátil, al respecto, la Administradora Regional del Primer Circuito de Alajuela, manifestó estar anuente a suministrarlo una vez establecido por acuerdo del Consejo Superior, por lo anterior, se estima oportuno recomendar que la Dirección Ejecutiva, responsable directo de la distribución del equipo de cómputo, apruebe la asignación de la computadora portátil para el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela para ser usada durante las visitas carcelarias. 


 


4.8.5.- El rediseño aplicado al Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago, el seguimiento de los indicadores evidencio ventajas de utilizar el modelo oral electrónico para los Juzgados de Ejecución de la Pena, por lo cual, se estima oportuno replicar el modelo en el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela y todos los demás despachos homólogos del país. 


 


4.8.6.- El rendimiento del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela en atención de la carga de trabajo, está por arriba del promedio nacional de juzgados homólogos y si bien, están dispuestos a aumentar o al menos mantener su rendimiento, durante el desarrollo del estudio se identificó que igualmente el circulante continua en crecimiento y con este se propician los recursos de habeas corpus, contra la institución. Por lo que resulta oportuno dotar el despacho de los recursos que se recomienda en este informe.


 


En esta línea, de acogerse el recurso adicional e implementarse las oportunidades de mejora que se han identificado para el despacho, todo el personal del despacho se compromete a dar el mejor uso posible del recurso asignado aumentando sus indicadores de rendimiento, en los términos que se indican en el punto “3.14” presentado paginas atrás de este resumen.


 


4.9.- Se concluye la pertinencia de implementar el Sistema Escritorio Virtual, para todos los Juzgados de Ejecución de la Pena del país.  En atención de esta sugerencia, se debe mantener la organización básica de una plaza de apoyo por cada Jueza o Juez 2. En cuanto al proceso se deberá replicar el establecido para el Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago, según se describe a continuación:


 


El proceso inicia con la recepción del incidente, ya sea por medio de la Oficina Receptora de Documentos (RDD), o presentados directamente al despacho, caso en el cual, deben ser enviados a la RDD para su ingreso formal al sistema.  El paso siguiente, consiste en itinerar el incidente al Juzgado, donde la Coordinadora o Coordinador Judicial o en su defecto la Técnica o Técnico Judicial designado, lo baja del buzón de entrada, verifica que información este completa y lo asigna siguiendo el “rol” de distribución. 


 


La Técnica o Técnico Judicial inicia el trámite, solicitando el historial del privado de libertad que presentó el incidente. Posteriormente, completa un borrador del auto de traslado y lo envía al Juez para revisión y firma (si está de acuerdo), una vez firmado, se notifica a las partes (Defensa Pública y Fiscalía); además se comunica al centro penal e Instituto de Criminología). Como siguiente paso, el incidente se ubica en condición de notificándose. Si vencido el plazo no ingresa respuestas a lo notificado, se continua el recabado de prueba y una vez recibida la prueba se pone en conocimiento de las partes (por tres días), si no existe solicitud de ampliación o aclaración de la prueba recibida, se traslada a la Jueza o Juez para que señale audiencia y resuelva.  


 


Realizada la audiencia oral o escrita donde se resuelve, se notifica y espera el vencimiento del plazo para recibir apelaciones, una vez superado ese plazo, la Técnica o Técnico Judicial  registrar el fallo en el sistema del Registro Judicial (SACEJ) y de ser necesario, la restricción a salir del país (en el SOAP), y posteriormente entrega el expediente a la Coordinadora o Coordinador Judicial para que registre el archivo en el sistema; en caso de que se resuelva dar seguimiento, el expediente su ubica en la bandeja de seguimientos y se informa a la autoridad responsable, la obligación de suministrar los respectivos informes.


Para un adecuado desempeño del nuevo modelo oral electrónico, se concluye la necesidad de disponer de los siguientes aspectos. 


 


- Establecer Número de expediente único en Ejecución de la Pena: se requiere que el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación coordine con la Dirección de Tecnología de Información para que en adelante cada incidente que ingrese se identifique con un número único propio de Ejecución de la Pena independiente del número de expediente que originó la sentencia para evitar que escritos y otras pruebas se anexen a expedientes de la misma persona, pero por diferente incidente, entre otros inconvenientes que se presentan actualmente.  De momento, solo los incidentes de Adecuación de Pena reciben número único propio del Juzgado de Ejecución de la Pena. Por lo tanto, es necesario una mejora tecnológica que permita crear en forma independiente carpetas incidentales en el Escritorio Virtual y en el Sistema de Gestión en Línea.


 


-Instalar Sistema Escritorio Virtual y las mejoras en el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales: para la tramitación de expedientes. 

 


 - Establecer enlace de los anteriores con el Sistema de Obligados Alimentarios y Penal (SOAP): para el registro y levantamiento de impedimentos de salida del país, el Sistema de Administración y Control Electrónica de Juzgamientos (SACEJ): Para el registro del cumplimiento, la acumulación o libertad condicional de la sentencia; la Agenda Cronos: para la programación de audiencias orales.


 


Sistemas Administrativos


 


Igualmente, se requiere un enlace entre los sistemas admirativos: Proposición Electrónica de Nombramientos (PIN) que se usa para incluir el nombramiento, vacaciones, incapacidades, permisos y demás detalles del personal del despacho, el Sistema de Formulación y Seguimiento del Plan Anual Operativo (PAO) donde se detalla el plan anual operativo y su desarrollo, el sistema de Proceso de Autoevaluación Institucional (PAI), donde se identifican las posibilidades de mejora del despacho, el Sistema de Estadísticas Judiciales en línea -SIGMA a partir del cual se establecen las principales variables estadísticas que genera el despacho, el sistema de Seguridad PJ: donde se asignan los permisos para el uso de los diferentes sistemas judiciales y el Sistema de Valoración de Riesgos (SEVRI).


 


Porque la interacción de estos sistemas, permitirían identificar las personas responsables (PIN) y autorizadas para atender las necesidades del despacho (Seguridad PJ), los riesgos que deben enfrentar (SEVRI), las posibilidades de mejora para el despacho (PAI), así como el plan anual operativo (PAO) establecido para enfrentar los riesgos del despacho y desarrollar las oportunidades de mejora y finalmente disponer de los datos (SIGMA) que permiten valorar los resultados de todas las acciones desplegadas para mejorar el servicio. 


 


- Además se requiere que el Ministerio de Justicia y Paz, instale las mejoras tecnológicas que permitan usar la herramienta Sistema de Gestión en Línea, en cada uno de los centros penales de forma que las personas privadas de libertad puedan consultar en línea el estado actual de sus expedientes y las autoridades penitenciarias puedan recibir las notificaciones y aportar sus escritos directamente al Juzgado de Ejecución de la Pena, mediante esta herramienta.


 


-Se requiere revisar, actualizar y estandarizar todos los “machotes” a incluir como plantillas en el sistema de expediente electrónico. 


 


4.10.- Se considera importante que exista una estandarización del modelo de atención de Ejecución de la Pena a nivel nacional para que la persona usuaria, en caos similares, pueda recibir un servicio similar indistintamente del despacho o persona juzgadora que lo conozca de ahí que sea necesario reinsertar en la corriente legislativa el proyecto de ley que se indica a continuación.


 


4.11- Se concluye la necesidad de regresar a la corriente legislativa el proyecto de ley que se tramitó bajo el expediente 18867 “Ley del Servicio Penitenciario Nacional y de Acceso a la Justicia para La Ejecución de la Pena”, no obstante, de previo el proyecto debe ser actualizado, por cuanto no incluye nuevos esquemas como la ejecución de la pena en arresto domiciliario y supervisado bajo monitoreo electrónico.


 


Al respecto el Lic. José Antonio Román Matamoros, Juez Coordinador del Juzgado de Ejecución de la Pena del Primer Circuito Judicial de San José, indicó estar dispuesto a asumir la redacción de las modificaciones, que una vez analizadas en conjunto con las demás Juezas y Jueces que tramitan materia de Ejecución de la Pena, lo expondrían ante la Comisión de Asuntos Penales, la que una vez avalado remitiría a Corte Plena para su respectiva aprobación envío a la Asamblea Legislativa.


 


Ante la falta de normativa específica para la materia, cabe apuntar que se identificó que asuntos similares se resuelven de forma diferente, sin una línea de jurisprudencia, ante esta particularidad, igualmente se identificó que la Escuela Judicial en ningún momento ha impartido al personal del despacho capacitación especifica en materia de Ejecución de la Pena. Ante esta situación, se estima oportuno que la Escuela Judicial desarrolle un curso (virtual), sobre el trámite de la materia Ejecución de la Pena.


 


4.12.-. La cantidad y el tamaño de los correos electrónicos que ingresan al despacho mediante la única cuenta oficial, en reiteradas ocasiones  saturan de información la persona encargada, situación que se incrementa negativamente por el volumen de correos masivos que se generan al interno de la institución del Área de Comunicación Organizacional de Prensa y Comunicación, Protocolo y Relaciones Públicas y Observatorio Judicial, entre otros, ante lo cual, resulta oportuno que los correos masivos previamente sean clasificados y remitidos únicamente a las instancias interesadas del tema, o en su defecto, la información global se incluya en un único correo, que en su interior redireccione mediante links o enlaces a cada uno de los temas desarrollados.



		

		

		





 

		V. Recomendaciones

		Con base en la información analizada se formulan las siguientes recomendaciones:

 


AL CONSEJO SUPERIOR, SE RECOMIENDA:

 


5.1 – Que solicite a la Dirección de Tecnología de Información proceder a realizar las siguientes tareas:


 


 


a. Desarrollar una mejora en Gestión en Línea que permita la creación de carpetas incidentales y que el sistema cuente con la posibilidad de poder identificar las sentencias relacionadas a cada incidente.


 


b. Una vez que se cuente con la mejora en Gestión en Línea se debe implantar la herramienta actualizada Sistema Escritorio Virtual, en todos los juzgados de Ejecución de la Pena del país, con aplicación y enlace a las unidades de Ejecución de la Pena de la Defensa Pública y del Ministerio Público.  En esta línea se recomienda que solicite a la Defensa Pública como al Ministerio Público tomar las previsiones para alcanzar el máximo uso posible de esta herramienta tecnológica.  En esta línea no se recomienda la interface del Sistema Escritorio Virtual con el Sistema Seguimiento de Casos (SSC), en tanto el segundo fue desarrollado para atender materia Penal regular y no en etapa de Ejecución de la Pena, donde se presentan importantes diferencias, como el hecho de que en esta etapa es la Defensa Pública la responsable de instruir el caso y no la Fiscalía como sí ocurre ante el Juzgado Penal y Tribunal de Juicio, entre otras diferencias. 


 


5.2.- Ante la necesidad de recurso humano adicional, la Defensa Pública alcanzó a aumentar en cuatro plazas la Unidad de Ejecución de la Pena en Alajuela, pasando de cinco a nueve plazas profesionales. No obstante, la asignación de más plazas en el Juzgado, la Fiscalía y el área de Cárceles del OIJ está pendiente, según se detalla a continuación:


 


 


Juzgado de Ejecución de la Pena


Ministerio Público


Organismo de Investigación Judicial


 


-    2 Juezas o jueces


- 2 Técnicas o técnicos judiciales


-  4 Fiscales Auxiliares


- 4 Custodia o custodio de personas detenidas


 


En el caso de la Defensa Pública, si bien se alcanzaron cuatro plazas profesionales más, del análisis realizado se identificó la conveniencia de asignar también una plaza de apoyo administrativo que las asista.


 


Adicionalmente a la estructura anterior la Fiscala General de la República, Licda. Emilia Navas, solicita el contenido presupuestario para la creación adicional de dos plazas de Técnica o Técnico Judicial. La Fiscalía General indica en el oficio FGR 595-2018 que el Ministerio Público no cuenta con la disponibilidad de plazas necesarias para realizar una redistribución, toda vez que las Fiscalías en todo el territorio nacional tienen cargas de trabajo excesivas que se han tratado de atender con recursos propios, pero que se ha demostrado una imposibilidad material para satisfacer las necesidades de personal fiscal en los casos de mayor urgencia, incluida ejecución de la pena en Alajuela.

 


5.2.1.- Ante las limitaciones presupuestarias para crear plazas nuevas se solicitó colaboración al Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de Función Judicial (CACMFJ) y al respecto, mediante oficio 360-CACMFJ-AGA-2018, el CACMFJ indicó que, de momento no resulta factible asignar plazas al Juzgado.  Al respecto se sugiere al Consejo Superior, que solicite al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, aportar semestralmente un cronograma donde se describa la asignación del recurso supernumerario, los objetivos y resultados esperados en cada asignación, de forma que se pueda visibilizar por parte de las oficinas los objetivos a alcanzar, e identificar una eventual fecha y periodo durante el cual podría recibir colaboración el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela.


 


El cronograma requerido deberá ser presentado en forma semestral, al último día hábil de enero y de julio de cada año, ante el Consejo Superior y copia al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, la Auditoria Judicial, Control Interno e Inspección Judicial, para que estas dependencias puedan ponderar dentro de los estudios que realizan a cada despacho, el impacto del recurso adicional en relación con el trabajo regular de cada Juzgado que lo recibe.


 


5.2.2.- Igualmente, se solicitó a la Fiscalía General que realizara una redistribución de plazas similar a la que hizo la Defensa Pública, para cubrir el faltante, no obstante, en oficio EJP010-ADM-18, la comisión de la Jurisdicción Penal comunica que la Máster Emilia Navas Aparicio, Fiscala General, al respecto indicó que de momento no dispone de recursos para cubrir las plazas aquí solicitadas. Por lo anterior, corresponde al Consejo Superior, tomar una decisión respecto de la forma como se cubrirá este faltante de personal. Sin embargo, es de rescatar que las limitaciones presupuestarias imposibilitan la creación de plazas nuevas.


 

5.2.3.-La Defensa Pública, luego de un estudio integral de la carga de trabajo en todo el país y en todas las áreas de atención, logró redistribuir su personal internamente y reforzó la atención de Ejecución de la Pena de Alajuela con cuatro plazas más; por lo tanto, se recomienda al Consejo Superior extender un atento reconocimiento por el esfuerzo y resultados alcanzados. También se recomienda a la Dirección de la Defensa Pública realizar un nuevo análisis para lograr la redistribución de auxiliares administrativos para poder dotar a las nuevas plazas de la Unidad de Alajuela de apoyo administrativo.


 

5.2.4.- En el caso del OIJ para el traslado y custodia de las personas detenidas, se requieren cuatro plazas más en el área de cárceles, situación que se podría solventar si entre el Ministerio de Justicia y Paz y el Poder Judicial se logran fortalecer los sistemas de videoconferencia.


 


5.3.- Se recomienda autorizar en el plan de vacaciones institucional la sustitución hasta por un día a todo el personal involucrado en la atención de la Materia Ejecución de la Pena en Alajuela (Juzgado, Fiscalía, OIJ), excepto de la Defensa Pública (actualmente solo se puede sustituir en ausencias mayores a siete días), hasta que se logre solventar las limitaciones de recurso humano. 


 


 


A LA ESCUELA JUDICIAL, SE RECOMIENDA


 


5.4.- Se recomienda a la Escuela Judicial que desarrolle un curso (virtual), dirigido a las personas juzgadoras como personal de apoyo, sobre el trámite y atención de la materia Ejecución de la Pena, aplicando el sistema Escritorio Virtual.


 


SE RECOMIENDA AL JUZGADO DE EJECUCIÓN DE LA PENA DE ALAJUELA:


 


5.5.- De acogerse el presente informe, se recomienda que el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela atender las cuotas de rendimiento descritas en el punto “3.8.7.” del presente estudio, según se detallan en archivo inserto
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 LA COMISIÓN INTERINSTITUCIONAL DE PERSONAS PRIVADAS DE LIBERTAD


 


5.6.- Se recomienda que coordine con el área de infraestructura del Ministerio de Justicia y Paz para que en los centros penales se cuente con un espacio seguro, cómodo y relativa privacidad para que la Defensa Pública pueda entrevistar a las personas detenidas.


 


5.7.- Para la correcta comunicación del resultado de las gestiones y en complemento a la implementación del Sistema de Gestión en Línea, se recomienda que gestione a lo interno del Ministerio de Justicia y Paz, para establecer un procedimiento y una persona responsable de recibir y distribuir las notificaciones a las personas privadas de libertad, cabe observar que actualmente esa tarea la realizan las Defensoras y Defensores Públicos, profesionales de alto costo para atender esa tarea.
[3] 

 


5.8.- Se recomienda a la Comisión incentivar a lo interno del Ministerio de Justicia la instalación y divulgación de la existencia de equipos de videoconferencia para reducir el número de personas trasladadas por el OIJ hasta las salas de audiencia.


 


A LA DIRECCIÓN EJECUTIVA, SE RECOMIENDA:


 


5.9.- Se recomienda que la Dirección Ejecutiva apoye a la Unidad de Ejecución de la Pena de la Defensa Pública para alcanzar los accesos al Sistema de Información de Administración Penitenciaria (SIAP), y próximamente al IGNIS, ambos sistemas del Ministerio de Justicia y Paz, que permiten conocer la situación jurídico- administrativa de las personas privadas de libertad. Cabe acentuar que corresponde a la Unidad de Ejecución de la Pena de la Defensa Pública aportar toda la información requerida para este fin. 


 


5.10 Se recomienda asignar una computadora portátil con su respectiva impresora también portátil, al Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela para que puedan realizar audiencias masivas directamente en los centros penales.


 


5.11.- Para que las nueve plazas de la Defensa Pública puedan realizar la visita carcelaria, los martes de cada semana, en un solo vehículo, se recomienda que la Dirección Ejecutiva gestione lo pertinente dentro de las posibilidades dotar al Primer Circuito Judicial de Alajuela, para suplir esa necesidad.


 


A LA DIRECCIÓN DE LA DEFENSA PÚBLICA SE RECOMIENDA.


 


5.12.- Gestionar lo que corresponda con la Dirección Ejecutiva para que todas las plazas que conocen Ejecución de la Pena a nivel nacional tengan acceso al Sistema de Información Administrativa Penitenciaria del Ministerio de Justicia y Paz (SIAP) y una vez en operación también tengan acceso al IGNIS 


 


5.13.- Se recomienda que la Dirección de la Defensa Pública, analice mejoras, valide e inicie la aplicación de los indicadores de gestión que se propone para la Unidad de Ejecución de la Pena de la Defensa Pública a partir de enero 2019.
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5.14.- Se recomienda a la Dirección de la Defensa Pública que dé seguimiento a la recomendación propuesta para dotar al Circuito Judicial de Alajuela de un vehículo que permita el traslado simultáneo de las nueve plazas de defensoras y defensores públicos durante la visita carcelaria.


 


También se recomienda a la Dirección de la Defensa Pública realizar una redistribución de plazas de Auxiliar Administrativo a lo interno para poder dotar a las nuevas plazas de la Unidad de Alajuela de apoyo administrativo.


 


 


A LA FISCALÍA GENERAL SE RECOMIENDA:


 


5.15.- Se sugiere que la Fiscalía General revise y actualice la conveniencia de mantener Fiscalas o Fiscales Auxiliar bajo la dirección simultanea de Fiscalías Adjuntos Especializados (en este caso en Ejecución de la Pena) y al mismo tiempo bajo la dirección de las Fiscalías Adjunto Regional, (en este caso concreto de la Fiscalía Adjunta de Alajuela),  por cuanto las teorías administrativas identifican la existencia de dificultades de forma predominante para las organizaciones con dualidad de mando, sobre los subalternos.


 


 


5.16.- Se recomienda que la Fiscalía General analice, mejore y valide los indicadores propuestos para la Unidad de Ejecución de la Pena de la Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de Alajuela, según se propone a continuación, para que inicie su recopilación a partir de enero de 2019. La propuesta final deberá ser informada a la Dirección de Planificación.
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5.17 Se recomienda que bajo la metodología del SEVRI, evalúe el eventual riesgo que implica el escaso personal en la Fiscalía de Ejecución de la Pena de Alajuela en función del recurso humano del Juzgado y Defensa Pública y aporte lo resultados el análisis al Consejo Superior, para facilitar la toma de decisiones al respecto
[5].


 


A LA DIRECCIÓN DE TECNOLOGÍA DE INFORMACIÓN SE RECOMIENDA:


 


5.18. Implementar a nivel nacional el sistema de Escritorio Virtual, una vez que se cuente con la mejora en Gestión en Línea de la creación de carpetas incidentales, en los Juzgados, Fiscalías y Defensas Públicas de Ejecución de la Pena, para lo cual deberá plantearle al Consejo Superior el cronograma y recurso humano para esta implementación.


 


5.19 Para la implementación del expediente electrónico es necesaria una mejora en Gestión en Línea y en el Escritorio Virtual que permita crear carpetas incidentales para la materia de Ejecución de la Pena.


 


5.20 Se recomienda establecer un vínculo entre los diferentes sistemas informáticos del Poder Judicial (Sistema de Gestión, PIN; Escritorio Virtual, SACEJ y SOAP, ECU, SSC, entre otros), para que de forma automática la información digitada en uno de ellos sea atraída por los restantes sistemas, evitando el reproceso de digitar la misma información cada vez que el expediente cambia de usuario o estado. Se recomienda que en el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales y el Sistema Escritorio Virtual, agregue un apartado, donde se identifique el centro penal donde se encuentra la persona que gestiona; ya sea del programa de Atención Institucional, semi-institucional o del programa de casa por cárcel con supervisión mediante brazalete electrónico. 


 


5.21.- Se recomienda a la Dirección de Tecnología de Información, que agregue un apartado en la herramienta Sistema Escritorio Virtual, que permita el cálculo de la fecha exacta del cumplimiento de la media pena y de la pena completa, considerando los eventuales beneficios como unificación de la pena, adecuación de la pena y descuentos por tiempo trabajado, estudio, entre otros factores determinantes del tiempo que deben estar en prisión la persona usuaria.

 


5.22.-Se recomienda que simultáneamente a la migración de los despachos penales de expediente físico a electrónico, la Dirección de Tecnología de Información, desarrolle los enlaces correspondientes con el Ministerio de Justicia y Paz para que esa entidad pueda gestionar los escritos y demás informes mediante el Sistema Gestión en Línea.


 


5.23.- Se recomienda que la Dirección de Tecnología de Información, incorpore las tareas incluidas en el documento inserto en sus respectivos catálogos, para el Sistema Escritorio Virtual en Juzgados de Ejecución de la Pena: 
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5.24.- Igualmente, se recomienda que aplique la siguiente identificación de escritos para lo que ingresa a la RDD para el despacho de Ejecución de la Pena:
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AL SUBPROCESO DE ESTADÍSTICA DE LA DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN SE RECOMIENDA


 


5.25.- Se le recomienda actualizar el compendio de variables tabuladas para evaluar el contexto de los juzgados de Ejecución de la Pena, con nuevas variables que han surgido con la aplicación de normativa reciente como el artículo 57 bis del Código Procesal Penal, que permite el uso de dispositivos electrónicos y propiciar un número aún indeterminado de solicitudes, que el despacho estima oportuno identificar y cuantificar. 


 


Dentro del grupo de variables generales a cuantificar, se deberá incluir, variables como los tiempos de duración del caso, audiencias programadas y celebradas, cantidad de sentencias sin audiencia, estados, entre otras que resultan de gran relevancia al establecer los indicadores de rendimiento para el despacho; igualmente identificar el centro penal o ubicación del sentenciado que está presentando el incidente, para lo cual se realizó una sesión de trabajo con personal del área de Normalización de la Dirección de Tecnología de Información y del Subproceso de Estadística, a fin de determinar la viabilidad de lo sugerido. Al respecto, se tomaron las previsiones para abordar lo sugerido.


 


5.26.- Se recomienda coordinar con la Dirección de Tecnología de Información para permitir el registro de los incidentes en Ejecución de la Pena, mediante expedientes independientes del número único que derivo la sentencia. 


 


Sobre estas dos recomendaciones, cabe agregar que, a lo interno de la Dirección de Planificación ya se ha coordinado la actualización de las variables y o indicado y se está a la espera de que la Dirección de Tecnología de Información aplique las respectivas mejoras. 


 


OTRAS RECOMENDACIONES


 


5.27.-De acogerse la implementación del Sistema Escritorio Virtual para los despachos que tramitan Ejecución de la Pena, en forma complementaria se recomienda al Consejo Superior autorizar un permiso con goce de salario y sustitución por un mes a una Jueza o Juez, que revise, actualice y estandarice los “machotes” a utilizar bajo el nuevo sistema.  
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		VI. Anexos

		En el documento adjunto, se presenta el diagnóstico, las conclusiones, las recomendaciones generales del estudio realizado y la matriz de indicadores para el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela. 
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       Se acordó: 1) Tener por rendido el oficio Nº 34-PLA-OI-2019 de la Dirección de Planificación, en el que se remite el informe relacionado con el Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información, Modelo de Tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena. 2) Acoger las recomendaciones emitidas por la Dirección de Planificación en el apartado V del informe antes mencionado, dirigidas a la Dirección de Tecnología de la Información, la Dirección de la Defensa Pública, la Fiscalía General de la República, el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, la Escuela Judicial, la Comisión Interinstitucional de personas privadas de libertad, la Dirección Ejecutiva, el Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, las cuales deberán ser acatadas en lo que les corresponda. 3) El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, así como la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela, deberán programar las fechas en las que será posible brindar apoyo al Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, concediéndole el recurso humano recomendado en el punto 5.2 de este informe (2 juezas/ces 2, 2 técnicas/os judiciales), lo cual deberán comunicar a este Consejo y a la Dirección de Planificación. 4) La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Fiscalía General de la República, deberán realizar un esfuerzo en la redistribución de su personal, para que se asignen a lo interno la cantidad de plazas recomendadas (4 fiscalas/es y 4 custodias/os de personas detenidas), que atenderán específicamente la materia de Ejecución de la Pena en Alajuela, por lo que deberán comunicar a la brevedad posible a este Consejo y a la Dirección de Planificación las medidas adoptadas y las fechas en que se podrá disponer de dicho recurso, en aras de no perjudicar los objetivos del modelo propuesto. 5) El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, deberá aportar semestralmente un cronograma donde se describa la asignación del recurso supernumerario, los objetivos y resultados esperados en cada asignación, de forma que se pueda visibilizar por parte de las oficinas los objetivos a alcanzar, e identificar una eventual fecha y período durante el cual podría recibir colaboración el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela. El cronograma requerido deberá ser presentado en forma semestral, al último día hábil de enero y de julio de cada año, ante el Consejo Superior y copia al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, la Auditoría Judicial, la Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción y a la Inspección Judicial, para que estas dependencias puedan ponderar dentro de los estudios que realizan a cada despacho, el impacto del recurso adicional en relación con el trabajo regular de cada Juzgado que lo recibe. 6) En virtud de las limitaciones presupuestarias a nivel institucional, este Consejo rechaza la solicitud de la Fiscalía General de la República, sobre la creación adicional de dos plazas de Técnica/o Judicial. 7) Autorizar temporalmente en el plan de vacaciones institucional la sustitución hasta por un día al personal administrativo y profesional de la Fiscalía de Ejecución de la Pena y el Juzgado de Ejecución de la Pena, ambas de Alajuela, así como, a las personas custodias de detenidos/as del Organismo de Investigación Judicial de Alajuela que se encuentren destacados en materia de Ejecución de la Pena, hasta que se logre solventar las limitaciones de recurso humano. 8) Autorizar el permiso con goce de salario y sustitución por un mes a una Jueza o Juez, que revise, actualice y estandarice los “machotes” a utilizar bajo el nuevo Sistema de Escritorio Virtual, por lo que la Dirección de Planificación deberá informar a este Consejo el número de plaza y el período comprendido, así como aportar la certificación de contenido presupuestario para su aval. 9) Este Consejo resalta el esfuerzo y los resultados obtenidos por la Dirección de la Defensa Pública, al disponer de recurso humano adicional para la atención de la materia de ejecución de la pena en Alajuela. 10) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Alajuela, de la Comisión de la Jurisdicción Penal, de la Dirección Ejecutiva, de la Dirección de Tecnología de la Información, de la Corte Plena, del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, de la Auditoría Judicial, de la  Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción, de la Dirección de Gestión Humana, de la Inspección Judicial, del Despacho de la Presidencia, de la Fiscalía General de la República, de la Dirección de la Defensa Pública, del Organismo de Investigación Judicial, del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, de la Fiscalía de Ejecución de la Pena de Alajuela, de la Unidad de Ejecución de la Defensa Pública de Alajuela, del Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, de la Comisión Interinstitucional de personas privadas de libertad, de todos los Juzgados de Ejecución de la Pena y del Ministerio de Justicia y Paz, para lo que a cada una corresponda. 11) La Dirección de Planificación realizará el seguimiento correspondiente e informará oportunamente a este Consejo lo pertinente. Se declara acuerdo firme.


 




[1] Este valor se obtiene así: (8464 personas privadas de libertad en el CAI La Reforma /35921 total de personas privadas de libertad ubicadas en todos los Centros de Atención Institucional (CAI) del país) *100 = 49%.

 


7 Importante agregar que a diferencia de las etapas previas donde corresponde al Ministerio Público instruir el caso, en etapa de ejecución se invierten los papeles y le corresponde a la Defensa aportar las pruebas donde se demuestra que la persona está preparada para reinsertarse a la sociedad, mientras el Ministerio Público solo “fiscaliza” que se aporte toda la información necesaria y que los peritajes sean suficientes y completos para demostrar esa posibilidad, consideramos que el Ministerio Público debe valorar el riesgo institucional de no trasladar recursos propios a esta materia. 
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Acta de Consejo Superior Nº 073 - 2019 
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Fecha: 20 de Agosto del 2019

 


ARTÍCULO XXXV 

DOCUMENTO N° 202-16, 8578-19


 


La master Nacira Valverde Bermúdez, Directora interino de Planificación, mediante oficio 1070-PLA-OI-2019 del 09 de julio de 2019, remite el informe suscrito por la licenciada Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso de Organización Institucional, relacionado con el rediseño de tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela.


Seguidamente se transcribe el informe citado, que dice:


(…)


En atención a los oficios que se describen a continuación, se procede a brindar la respuesta en relación con las reconsideraciones planteadas al acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 19-19 celebrada el 1° de marzo de 2019, artículo XLVI, donde se tuvo por rendido el estudio 34-PLA-OI-2019, sobre el Rediseño de Tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, elaborado por el Lic. Juan Carlos Brenes Azofeifa, Profesional 2 de este Subproceso:


A. Oficio 3039-19 del 25 de marzo de 2019, mediante el cual la Secretaría General remite copia del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 26-19 celebrada el 21 de marzo de 2019, artículo XLVI, donde conoció el oficio 0285-DG-2019, suscrito por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), respecto al Rediseño de Tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela; en el cual, se recomendó, entre otros aspectos aumentar la estructura de personal por lo cual la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, debería asignar cuatro plazas más de Custodio o Custodia de Personas Detenidas, para la atención de Ejecución de la Pena en Alajuela. Por lo que se acordó:


“Se acordó: 1.) Tener por rendido lo informado mediante oficio N° 0285-DG-2019 del 12 de marzo de 2019, suscrito por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial y por el licenciado Álvaro González Quirós, Jefe de la Delegación Regional de Alajuela, en el que manifiestan que no es posible realizar la redistribución de cuatro plazas de custodios de detenidos para la atención de la materia de Ejecución de la Pena en el Primer Circuito Judicial Alajuela. 2.) Trasladar la gestión anterior a estudio de la Dirección de Planificación, con el fin de que analice lo planteado por el señor Director General del Organismo de Investigación Judicial e informe a este Consejo Superior lo que corresponda. 3.) En razón de la gestión presentada por el máster Walter Espinoza Espinoza, se suspenden los efectos del acuerdo tomado por este órgano en sesión N° 19-19 celebrada el 1 de marzo del 2019, artículo XLVI, hasta tanto la Dirección de Planificación atienda la solicitud indicada en el punto dos del presente acuerdo.” (El destacado no es del original)

B. Oficio 3339-19 del 2 de abril de 2019, mediante, el cual la Secretaría General, remite copia del acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión 28-19 celebrada el 28 de marzo de 2019, artículo VIII. Donde se conoció escrito remitido por el máster Mario Rodríguez Arguedas, Juez Coordinador del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, donde solicita reconsideración al acuerdo tomado por el Consejo Superior, en Sesión N° 19-19 celebrada el 01 de marzo del año en curso, Artículo XLVI, en lo referente a que sea el Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento a la Función Judicial (CACMFJ) indicó no disponer de recursos para brindarles colaboración, por lo cual se acordó:


“(…) 1.) Remitir a la Dirección de Planificación la gestión del máster Mario Rodríguez Arguedas, Juez Coordinador del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, con el fin de que analice sus manifestaciones y rinda un informe de manera integral con lo expuesto por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, referente a la imposibilidad material de otorgar las cuatro plazas de Custodios de Detenidos para atender exclusivamente la materia de Ejecución de la Pena, siendo que, esta última gestión se conoció en la sesión N° 26-19, celebrada el 21 de marzo de 2019, artículo XLVI.  2) Conforme el informe 34-PLA-OI-2019 “Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información, Modelo de Tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena” acogido por el Consejo Superior en sesión 19-19 del 1° de marzo de 2019, artículo XLVI, en su apartado “IV Elementos Conclusivos”, conclusión 4.7 , y de conformidad con el artículo 1, del Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial, aprobado por la Corte Plena, en sesión no. 29-09, de 17 de agosto de 2009, se acuerda: Separar las plazas especializadas en la atención de Ejecución de la Pena en la Fiscalía Adjunta de Alajuela del “rol de disponibilidad” desde las 7:30 y hasta las 16:30 horas de lunes a viernes, por no ser compatible la disponibilidad en un horario hábil, tal y como lo dispone el artículo 1 del Reglamento citado. (..)”

En lo referente al punto “2” de este acuerdo, la licenciada María del Rocío De La O Díaz, Fiscala Adjunta de Alajuela, en correo electrónico del 5 de abril de 2019, dirigido a la Dirección de Planificación  solicitó aclarar la fecha a partir de la cual se debe atender este punto del acuerdo, toda vez que la disposición no establece fecha a partir de la cual debe adecuarse, además solicita que se realice un estudio integral de la carga de trabajo de la Fiscalía Adjunta de Alajuela.


C. La Licda. Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, mediante oficio FGR 595-2018 dirigido a la Comisión de la Jurisdicción Penal, indica que el Ministerio Público no cuenta con la disponibilidad de plazas necesarias para realizar una redistribución de personal, toda vez que las Fiscalías en todo el territorio nacional tienen cargas de trabajo excesivas que se han tratado de atender con recursos propios, pero que se ha demostrado una imposibilidad material para satisfacer las necesidades de personal fiscal en los casos de mayor urgencia, incluida ejecución de la pena de Alajuela. Este criterio también fue externado ante el Consejo Superior, por parte de la Comisión de la Jurisdicción Penal, en la sesión en la sesión 40-19 celebrada el 7 de mayo de 2019, artículo XLIII, lo cual pone a conocimiento de esta Dirección.


D. La Secretaría General remitió copia del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 39-19 celebrada el 3 de mayo de 2019, artículo LIX mediante copia del oficio 5000-19 del 22 de mayo de 2019, donde luego de conocer las observaciones emitidas por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, respecto del informe 34-PLA-OI-2019, acordó aprobar las modificaciones propuestas al Rediseño de Procesos de Modelo Penal.


E. Mediante oficio 4478-19 del 9 de mayo de 2019, la Secretaría General remite el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión 40-19 del 7 de mayo de 2019, artículo XLIII, donde acordó trasladar a la Dirección de Planificación la gestión presentada por la magistrada Patricia Solano Castro, Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Penal, en oficio N° CJ094-2019 del 22 de abril 2019, respecto de la imposibilidad material del Ministerio Público y el OIJ para la redistribución de recursos solicitada. 


En atención al criterio técnico solicitado por el Consejo Superior, respecto de las observaciones presentadas por el Organismo de Investigación Judicial y el Juez Coordinador de Ejecución de la Pena de Alajuela; se procede a realizar el siguiente oficio de respuesta, donde también se atienden las consideraciones emitidas por la Fiscalía General de la República, Fiscala Adjunta de Alajuela y la Dirección de Tecnología de la Información y la señora magistrada Patricia Solano, Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Penal.


I.- INFORMACIÓN RELEVANTE


Previo a entrar en análisis cabe recordar que, en materia penal que involucra Ejecución de la Pena, la persona juzgadora ineludiblemente requiere la participación del Ministerio Público y la Defensa en la resolución de los casos.  Además, en el caso concreto de Alajuela donde el mayor porcentaje de población sentenciada cumple condena en Centro Penal o cárcel (no en arresto domiciliario con brazalete o en centro semi-institucional donde las personas están libres y solo llegan a pernoctan); para desarrollar las audiencias orales se requiere colaboración del OIJ en el traslado de las personas sentenciadas desde el Centro Penal al despacho.


Ahora bien, actualmente la Dirección de Planificación en coordinación con el Despacho de la Presidencia, desarrollan el Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal que persigue dos objetivos:


a. Mejorar los tiempos de respuesta para la persona usuaria de toda la jurisdicción penal


b. Incrementar la efectividad de los debates.


Los resultados alcanzados en este proyecto tienen un impacto directo en Ejecución de la Pena, por un crecimiento en la cantidad de sentencias condenatorias dictadas en todo el país, tal como se logra observar en el siguiente gráfico, donde se visualiza que 2018 es el año de la historia costarricense con mayor cantidad de asuntos terminados en los tribunales penales:


Gráfico 1


Cantidad de asuntos terminados en Tribunales Penales costarricenses
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Fuente: Anuarios Estadísticos 1995-2018.


Según los estudios estadísticos realizados, como parte del Proyecto de Mejora Integral del Proceso Penal, un 66% de los casos terminados corresponden a sentencias de las cuales un 68% son condenatorias, por lo cual se puede proyectar que ha existido un incremento anual de 1607 sentencias condenatorias entre el 2016(sin proyecto) y 2018 (con proyecto), lo cual significa un crecimiento de aproximadamente 30% de condenatorias. Debe resaltarse que Alajuela concentra la mayor población recluida en centros institucionales, por lo tanto, es la oficina que recibe más impacto.


En el siguiente gráfico se puede visualizar el comportamiento de las sentencias condenatorias y absolutorias en los Tribunales Penales del país;


Gráfico 2


Resultado de las sentencias en Tribunales Penales
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Fuente: Anuarios Estadísticos periodo 2012-2017

Ahora bien, en el estudio 34-PLA-OI-2019 elaborado por la Dirección de Planificación, entre otros aspectos se identificó que, la carga de trabajo en Ejecución de la Pena de Alajuela, requiere de más personal para lograr una adecuada atención ya que se está viendo afectado el servicio encomendado, incluso la Sala Constitucional, ha declarado con lugar recursos de Habeas Corpus contra este despacho por plazo excesivo en la definición de la libertad condicional; afectando la imagen internacional de la institucional, en lo que atañe a la atención de los derechos humanos.


Según se muestra en el siguiente cuadro, la carga de trabajo en esta materia va en aumento:


CUADRO 1


CASOS ENTRADOS Y PROMEDIOS MENSUALES POR JUEZA O JUEZ Y TÉCNICA O TÉCNICO JUDICIAL EN EL JUZGADO DE EJECUCIÓN DE LA PENA DE ALAJUELA, DURANTE EL PERIODO 2011- 2018


 


		Año

		Asuntos


Entrados

		Entrada Promedia


Mensual (a)

		Cantidad


de Juezas


o Jueces

		Entrados en Promedio


mensual por


Jueza o Juez

		Cantidad de


Técnicas o


Técnicos


Judiciales

		Promedio mensual por Técnica o Técnico Judicial

		



		2011

		3911

		348

		5

		70

		7

		50

		



		2012

		4150

		369

		 

		74

		 

		53



		2013

		4970

		442

		

		88

		

		63



		2014

		5296

		471

		

		94

		

		67



		2015

		5319

		473

		

		95

		

		68



		2016

		5188

		461

		

		92

		

		66



		2017

		4816

		428

		

		86

		

		61



		2018 

		5542

		493

		 

		99

		 

		71



		 

		



		Promedio mensual de asuntos entrados por Jueza o Juez durante la totalidad del periodo =  87

		





NOTAS: (a) El cálculo del promedio mensual, descuenta los cierres por vacaciones colectivas de fin y principio de año, así como Semana Santa, tomando como base 11,25 meses trabajados por año.

El cuadro 1 muestra que entre 2011 (3911) y 2018 (5542) la cantidad de asuntos entrados aumentó en 1631 (41,7%) asuntos, en tanto la estructura de personal se mantiene sin variación. El crecimiento que experimenta la carga de trabajo del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, en gran medida se explica en los planes remediales que se están desplegando en los diferentes tribunales penales del país, que han aumentado la cantidad de sentencias por mes y por ende la cantidad de personas remitidas a descontar pena, cifra que se podría mantener, en virtud de que el principal objetivo del proyecto del Modelo Penal, pretende aumentar la cantidad de asuntos terminados de los juzgados y tribunales penales del país.


No obstante, dada la realidad presupuestaria del momento y la imposibilidad de aumentar la planilla institucional, como alternativa se formuló que los programas institucionales involucrados examinaran sus oficinas en todo el país, para alcanzar una redistribución de personal y satisfacer la necesidad en Ejecución de la Pena de Alajuela.


Durante el ejercicio propuesto, la Dirección de la Defensa Pública luego de un análisis detallado de sus cargas de trabajo en todo el país, logró redistribuir y aumentar de 5 a 8 la cantidad de profesionales para Ejecución de la Pena de Alajuela; por lo tanto, con base en el resultado descrito, se sugirió que el OIJ, como el Ministerio Público replicaran el ejercicio, de forma que se pudiera cubrir el faltante sin aumentar la planilla institucional. En el caso de las personas juzgadoras, se acordó que fueran aportadas por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, responsable del programa de Juezas y Jueces Supernumerarios.


El faltante de personal para atender adecuadamente la actual carga de trabajo en ejecución de la pena de Alajuela, se establece en los siguientes términos:


TABLA 1


NECESIDAD DE RECURSO HUMANO IDENTIFICADA EN EL ABORDAJE DE EJECUCIÓN DE LA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA


 


		Juzgado de Ejecución de la Pena

		Ministerio Público

		Organismo de Investigación Judicial



		-  2 Juezas o jueces


- 2 Técnicas o técnicos judiciales

		-  4 Fiscales Auxiliares

		- 4 Custodia o custodio de personas detenidas





Fuente: 34-PLA-OI-2019 elaborado por la Dirección de Planificación.


Respecto de la tabla 1, cabe observar que la necesidad de factor humano no incluye la Defensa Pública, porque como se indicó de previo, esa dependencia ya logró ajustar su estructura de personal con base en la redistribución descrita. Igualmente, cabe aclarar que las plazas de Custodia o Custodio de Personas Detenidas, que se solicitan son bajo el principio de atender prioritariamente Ejecución de la Pena, sin limitar que el tiempo restante puedan colaborar en la atención de otros temas propios del proceso.


Ahora bien, atendiendo las reconsideraciones, la presentada por el máster Mario Rodríguez Arguedas, Juez Coordinador de Ejecución de la Pena de Alajuela, en lo referente a la necesidad de más personal en el Juzgado,  en línea con el ejercicio propuesto de redistribuir recursos desde otras áreas, en el informe 677-PLA-RH-OI-2019, elaborado por la Dirección de Planificación y acogido por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 44-19 celebrada el 6 de mayo de 2019, se recomendó la creación de 2 plazas de manera extraordinaria para cubrir la necesidad del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela.  Igualmente, mediante oficio 546-CACMFJ-AGA-2019, del 4 de junio del 2019, el Centro de Apoyo y Coordinación informó al Consejo Superior (
[1]), que estará facilitando una plaza de Juez Supernumerario y Técnica o Técnico Judicial Supernumeraria o Supernumerario a este Juzgado, plaza que según manifestó la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo y Coordinación, apoyará el despacho hasta diciembre próximo, en espera del inicio de las plazas adicionales.


Acuerdo de Consejo Superior en sesión 54-19 del 13 de junio de 2019, artículo LVII.


Sobre la posibilidad de permiso con goce de salario y sustitución podrá el Consejo Superior valorar lo que corresponda de acuerdo con sus potestades legales. 


1.2.- NECESIDADES DE RECURSO HUMANO


La Dirección de Planificación definió como estructura modelo del Juzgado de Ejecución de la Pena que, por cada plaza de judicatura, pueda existir una Fiscala o Fiscal, una Defensora o Defensor Público; con el respectivo soporte de custodias o custodios de personas detenidas. Dadas las limitaciones presupuestarias en las que se ve envuelta la institución se le recomendó a los diferentes ámbitos una redistribución de recursos, lo cual se alcanzó con la Defensa Pública y potencialmente con la judicatura, pero el Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial, que según lo expuesto por parte de sus jerarcas, dar cumplimiento al acuerdo del Consejo Superior, necesariamente llevaría a desatender el servicio público en otros lugares del país, en donde también es indispensable
[2]. Sin embargo, si no se completa la redistribución de recursos el Juzgado continuaría con una tendencia creciente de su circulante e incremento de los tiempos de respuesta, lo cual sería contradictorio con los objetivos del proyecto de mejora integral de la materia penal.


Criterio externado ante el Consejo Superior, por parte de la Comisión de la Jurisdicción Penal, en la sesión 40-19 celebrada el 7 de mayo de 2019, artículo XLIII.


Tabla 2. Comparación de escenarios de redistribución de recursos


 


		Variables estadísticas

		Escenario actual

		Escenario ideal

		Escenario sin redistribuir recurso del MP y OIJ



		Entrada 2018

		5542

		5542

		5542



		Circulante 2018

		1687

		1687

		1687



		Cuota x cada plaza Juez

		85

		85

		85



		Plazas Juez

		5

		7

		7



		Plazas Fiscal

		3

		7

		3



		Plazas Defensor

		8

		8

		8



		Plazas OIJ (no son exclusivos para Ejecución de la Pena)

		28 ordinario y 2 permisos con goce de salario

		34 ordinario y 2 permisos con goce de salario

		28 ordinario y 2 permisos con goce de salario



		Producción esperada por mes

		425

		595

		425



		Producción esperada al año

		4781

		6694

		4781



		Rendimiento respecto de la entrada (salida/entrada)

		86%

		121%

		86%



		Análisis

		No se cubre la entrada, el circulante va en aumento y se tiene atraso en asuntos de seguimiento

		Cubre la entrada, se disminuye circulante, se atienden asuntos en fase de seguimiento y cubre crecimiento

		Jueces y Juezas no pueden realizar audiencias por falta de Fiscalas o Fiscales y no se podrían realizar audiencias orales porque no se trasladó la persona sentenciada.





 


El siguiente cuadro resume el estado del recurso humano en cada una de las oficinas y la potencial alternativa de solución:


 


		Oficina

		Faltante de recurso

		Alternativa Potencial de solución



		Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela

		a. 
2 juezas o jueces

b. 
2 técnicas o Técnicos Judiciales

		En lo que respecta a las plazas de Jueza o Juez la Dirección de Planificación identificó la posibilidad de solventar la necesidad con el informe 677-PLA-RH-OI-2019.


 


En el caso de las técnicas o técnicos judiciales, con la implementación del escritorio virtual, se estima que la atención al público debe disminuir, en virtud de que las personas sentenciadas podrán ingresar a su expediente vía internet y presentarán los incidentes por el citado medio, la notificación sería automática y los escritos ingresarían directo al expediente, por lo tanto sería necesario medir la reducción que implique en la carga de trabajo de las técnicas y técnicos judiciales la implementación de escritorio virtual. Actualmente el despacho cuenta con siete plazas de técnica o técnico judicial, con la asignación de jueces/zas, la relación sería de una plaza de judicatura y una plaza de apoyo, por lo que se homologaría la distribución de personal.



		Fiscalía de Ejecución de la Pena

		4 Fiscalas o Fiscales Auxiliares

		En el estudio de rediseño de procesos para Ejecución de la Pena, la Dirección de Planificación analiza las estructuras de cada Fiscalía de Ejecución de la pena del país para identificar recurso que puedan ser redistribuidos. En este momento se desarrollan estudios de rediseño de San José y Pococí. En el caso de no alcanzarse una redistribución de recursos, las audiencias se continuarán realizando en función de la capacidad de la Fiscalía, lo cual es perjudicial para la persona usuaria (incremento de tiempos de respuesta), problemas de motivación por una excesiva carga de trabajo en el personal judicial que atiende esta área y la imagen institucional se afecta negativamente respecto de la atención de derechos humanos, pudiendo conllevar recursos de amparo por lenta respuesta del sistema judicial. O en su defecto por falta de tiempo para estudio de los casos el Ministerio Público estaría permitiendo el egreso (libertad Condicional) de personas aun no preparadas para su reinserción social.


 



		Organismo de Investigación Judicial

		4 custodias o custodios de personas detenidas

		El Consejo Superior en sesión 26-19 celebrada el 21 de marzo de 2019, artículo XLVI, al conocer la gestión presentada por el Organismo de Investigación Judicial, respecto de la imposibilidad de redistribuir recursos, igualmente acordó suspender los efectos del acuerdo tomado en sesión 19-19 celebrada el 1 de marzo del 2019, artículo XLVI, donde se acogió el informe 34-PLA-OI-2019, elaborado por la Dirección de Planificación, hasta tanto la Dirección de Planificación atendiera las observaciones planteadas por el Lic. Walter Espinoza Espinoza, Director del OIJ. 


 


Sin embargo, se considera que no existe mayor afectación para el OIJ debido a que las audiencias con persona privada de libertad se señalarían en función de la capacidad de la Sección de Cárceles de Alajuela (las solicitudes de remisión se enviarían y sería el OIJ quien indique sí puedo o no realizarla) lo cual no es lo ideal, sin embargo, es lo que permite la restricción presupuestaria del momento.


 


Ahora bien, estas plazas son sólo una parte de la mejora que se pretende propiciar, ya que el informe 34-PLA-OI-2019, plantea oportunidades de mejora con el desarrollo de un programa de capacitación, la implementación del expediente electrónico en ejecución de la pena, desarrollo de un convenio de cooperación con el Ministerio de Justicia y Paz, establecimiento de indicadores para evaluar la gestión. Asimismo, se ha recomendado aumentar el uso de la videoconferencia para minimizar el traslado de las personas detenidas, no obstante, en tanto se alcanza esa última mejora, se requiere redistribuir el recurso humano propuesto.


 


En este sentido resulta necesario reactivar el acuerdo tomado en sesión 19-19 del 1° de marzo de 2019, artículo XLVI, para que se dé el desarrollo de la videoconferencia ahí propuesta y reducir el impacto sobre el área de cárceles del OIJ del aumento de personas sentenciadas por los tribunales de juicio.


 


En el marco del Proyecto de Mejora Integral de la Materia Penal la Dirección de Planificación también revisa la carga de trabajo del personal del área de Cárceles en todas las Delegaciones y Subdelegaciones regionales del OIJ, incluidos los recursos asignados para atender casos en Flagrancia, toda vez que los Tribunales de Flagrancia están colaborando con los Tribunales Ordinarios en la atención de casos donde normalmente no hay personas detenidas minimizando la participación de las custodias y custodios de personas detenidas, se tiene programado evaluara la Delegación Regional de Alajuela antes de finalizar el 2019


En tanto, la situación actual, es perjudicial para la persona usuaria (incremento de tiempos de respuesta), problemas de estrés por extensas jornadas de trabajo para el personal judicial del área y afectación negativa de la imagen del Poder Judicial Costarricense en la atención de los Derechos Humanos, con un aumento de recursos de amparo por lenta respuesta del servicio.


 


En la medida de lo posible se considera oportuno que el OIJ coadyuve en la implementación de las videoconferencias para agilizar su carga de trabajo, en el traslado de personas desde los centros penales hasta los despachos.





 


El requerimiento de plazas adicionales en Alajuela busca ofrecer un servicio acorde con la calidad requerida, al absorber la entrada de asuntos nuevos, atender los casos en seguimiento, reducir el circulante e inclusive cubrir el crecimiento futuro en Ejecución de la Pena, con un tiempo de respuesta razonablemente aceptable. 


II.- CRITERIO DE LA DIRECCIÓN DE TECNOLOGÍA DE INFORMACIÓN SOBRE EL REDISEÑO EN MATERIA EJECUCIÓN DE LA PENA.


Mediante informe 928-DTI-2019, la Dirección de Tecnología de Información, expone algunas variaciones respecto del modelo de rediseño para la atención de Ejecución de la Pena, al respecto se estima oportuno agregar algunas observaciones, que se muestran a continuación: 


 


		RECOMENDACIÓN INFORME 34-PLA-OI-2019 ACOGIDO POR EL CONSEJO SUPERIRO EN SESIÓN 19-19 ARTÍCULO XLVI)

		CRITERIO DIRECCIÓN DE TECNOLOGÍA DE INFORMACIÓN (928-DTI-2019 ACOGIDO POR CONSEJO SUPERIOR EN SESIÓN 39-19, ARTÍCULO LIX)

		REPLICA DE LA DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN



		5.18 Implementar a nivel nacional el sistema de Escritorio Virtual, una vez que se cuente con la mejora en Gestión en Línea de la creación de carpetas incidentales, en los Juzgados, Fiscalías y Defensas Públicas de Ejecución de la Pena, para lo cual deberá plantearle al Consejo Superior el cronograma y recurso humano para esta implementación.

		El Subproceso de Sistemas Jurisdiccionales, no recomienda la implantación del Sistema Escritorio Virtual en la Defensa Pública y Ministerio Público. La necesidad de la Defensa Pública es tramitar las representaciones. La Defensa Pública, debe tener acceso y se alimenta de la información y creación de expedientes que genera el Ministerio Público y los despachos judiciales y el único sistema que permite crear y tramitar a partir de representaciones es el Sistema de Seguimiento de Caso, software conceptualizado de esta forma y en el cual la institución, mediante préstamo CORTE-BID y recursos internos, han invertido una cantidad considerable de recursos económicos y humanos. Implantar el Sistema Escritorio Virtual a la Defensa Pública solo permitiría tener acceso al expediente a modo de lectura y no poder tramitarlos o generar las representaciones. Las representaciones tendrían que solicitarse en papel, además, se perdería toda estadística de la Defensa Pública, situación que hoy en día es posible generar con la integración entre el Sistema de Seguimiento de Casos y el Sistema SIGMA.


 


El manejo y administración de la agenda de la Defensa Pública y las notificaciones, actualmente se controlan electrónicamente por medio de la Integración del Sistema de Seguimiento de Caso con Sistema Agenda Electrónica, Sistema de Gestión de Despachos Judiciales y Escritorio Virtual, de implantarse el Sistema Escritorio Virtual a la Defensa Pública, la coordinación de la agenda y notificaciones se llevaría de forma manual.


 


Se acuerda con la Dirección de Planificación y la Defensa Pública instalar el Sistema de Seguimientos de Casos (SSC), ya que este, es el sistema desarrollado por la Defensa Pública para atender los requerimientos de la oficina, el cual se ha venido instalando en producción a nivel nacional e integra a todas las Defensas Públicas en una sola base de datos que le permite tramitar, controlar y gestionar las causas, además mediante SIGMA tener una estadística integrada de toda la Defensa Pública. En cuanto al Ministerio Público, se propone valorar la situación en cada circuito judicial, de manera que, si la oficina de la Fiscalía utiliza el sistema de gestión, se mantenga con este, caso contrario, utilizar el Sistema de Seguimiento de Casos.


 

		Se considera que la Dirección de Tecnología de la Información es la instancia técnica responsable del desarrollo de los sistemas informáticos acordes a las necesidades de cada uno de los diferentes programas de la Institución, por tanto, se adjunta el criterio respectivo.



		5.19 Para la implementación del expediente electrónico es necesaria una mejora en Gestión en Línea y en el Escritorio Virtual que permita crear carpetas incidentales para la materia de Ejecución de la Pena.

		Actualmente existen cuatro acuerdos del consejo superior (050-2002, 097-2003, 124-2004, 053-2005) donde se indica que los Juzgados de Ejecución de la Pena, para los incidentes que resuelve, deben de tener el mismo Número Único de expediente (NUE), que proviene del Tribunal sentenciador; por lo tanto, es necesario consultar al Consejo Superior, si es correcto desarrollar la solicitud plasmada, tomando en cuenta los acuerdos existentes con anterioridad. 


 


De tener el visto bueno para la solicitud, para cumplir con la misma, sólo es necesario realizar configuraciones en el sistema, los cuales podrían estar listos en máximo dos días, por lo que no sería un impedimento para la implementación de los Juzgados de Ejecución de la Pena en modalidad electrónicos.


 


Como segundo punto, se solicita identificar en el sistema, las sentencias relacionadas a cada expediente, la cual según se detalla en el correo recibido por planificación consiste en “tener una liga informática donde a través de la consulta con los sistemas del Ministerio de Justicia y Paz se pueda tener certeza de cual sentencia es la que se mantiene activa para la condena que se descuenta”


 


Al no tener claro el requerimiento, el 6 de marzo se efectúa reunión con el señor Juan Carlos Brenes Azofeifa y la señora Raquel Ramírez Bonilla, de la Dirección de Planificación, donde los mismos detallan que el Ministerio de Justicia y Paz es quien lleva el control de cuál es el Número Único de Expediente (NUE) del cual está descontando actualmente la pena de la persona; por lo que se requiere un campo en el Sistema Costarricense de Gestión de los Despachos Judiciales (SCGDJ) y el Sistema de Escritorio Virtual (EV), donde se pueda registrar para cada incidente, el Número Único de Expediente (NUE) del cual la persona está descontando la pena; ese campo se debe de alimentar de manera automática consultando los servicios del Ministerio de Justicia y Paz.


 


Dicha solicitud resulta ser una mejora de complejidad menor, por lo que en poco tiempo podría estar disponible, pero, dependería 100% del Ministerio de Justicia y Paz, ya que este ente, debe de crear los servicios para poder ser consumidos por los sistemas del Poder Judicial, además de requerirse un convenio entre ambas instituciones, el cual hoy en día se encuentra vencido y escapa de la competencia de esta Dirección el renovarlo.


 


Por lo tanto, se propone, con el fin de no depender del Ministerio de Justicia y Paz, crear un campo en los sistemas, en el apartado de datos adicionales, donde los despachos puedan indicar el Número Único de expediente (NUE) del cual está descontando la pena, inicialmente este se alimentaria de manera manual y cuando se cuente con el convenio listo y el Ministerio de Justicia y Paz proporcione los servicios, se realizará la mejora para que muestre la información de manera automática. Se indica que este campo se podría habilitar con una simple configuración y podría estar listo en un día a nivel nacional. 


 


Con la solicitud de “permitir enviar incidentes desde el Sistema de Gestión en Línea (SGLDJ), para brindarle este servicio a las personas usuarias de la institución”, para este requerimiento, es necesario desarrollar una mejora en el sistema, la misma presenta inicialmente una complejidad menor. Se acuerda, que dicha mejora consiste en un servicio adicional, que si bien es cierto ahorraría costos, traslados entre otras consideraciones a las personas usuarias externas, actualmente se ejecutan de manera manual, por lo que no se considera crítica como para paralizar las implantaciones a despachos electrónicos en los juzgados de ejecución de la pena.


 

		Se considera que, a pesar de que han existido cuatro acuerdos previos del Consejo Superior en los cuales se indicaba que los Juzgados de Ejecución de la Pena debían tramitar con el mismo número de expediente de la sentencia original, la propuesta diseñada por la Dirección de Planificación cumple con la trazabilidad de la sentencia original, debido a que en el sistema los Juzgados de Ejecución de la Pena registraran la sentencia original por lo cual no se pierde esa conexión y adicionalmente tendrán todas las bondades tecnológicas de poder diferenciar sus expedientes para la comunicación con la persona usuaria en línea. De no proceder el cambio en el número que identifica cada incidente, tampoco llevaría razón implementar un sistema informático para el trámite de escritos en línea, debido a que esos documentos nunca se direccionarían al incidente en ejecución de la pena, sino que llegarían al expediente principal que archivo el tribunal sentenciador.


 


Mientras se logra la conexión informática con el Ministerio de Justicia y Paz, para no perder la trazabilidad, se concuerda con la Dirección de Tecnología de la Información que se puede establecer un campo donde manualmente el personal del Juzgado de Ejecución de la Pena ingrese el número de expediente que estableció la sentencia y una vez que se cuente con las condiciones se pueda extraer el dato en forma automática de los sistemas del Ministerio de Justicia y Paz.



		5.20 Se recomienda establecer un vínculo entre los diferentes sistemas informáticos del Poder Judicial (Sistema de Gestión, PIN; Escritorio Virtual, SACEJ y SOAP, ECU, SSC, entre otros), para que de forma automática la información digitada en uno de ellos sea atraída por los restantes sistemas, evitando el reproceso de digitar la misma información cada vez que el expediente cambia de usuario o estado. Se recomienda que en el Sistema Costarricense de Gestión de Despachos Judiciales y el Sistema Escritorio Virtual, agregue un apartado, donde se identifique el centro penal donde se encuentra la persona que gestiona; ya sea del programa de Atención Institucional, semi-institucional o del programa de casa por cárcel con supervisión mediante brazalete electrónico. 


 

		1. Se solicita, además, que las mejoras se deben desarrollar tanto en el Sistema de Gestión como en el Sistema Escritorio Virtual, por lo que se solicita y se recomienda solo desarrollarlas en el Sistema Escritorio Virtual. Esto por cuanto las mejoras solicitadas, presentan una complejidad de media a alta, provocando tiempos de desarrollo prolongados y duplicar esfuerzos al desarrollar la misma mejora en ambos sistemas, además, se debe de tomar en cuenta, que las mismas a su vez, deben de ser desarrolladas en el nuevo sistema de gestión.  Finalmente, para continuar con el desarrollo de las diferentes mejoras solicitadas (integración de sistemas internos del Poder Judicial, integración con los sistemas del Ministerio de Justicia y Paz, así como mejoras en los Sistemas Escritorio Virtual, Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Sistema de Seguimiento de Casos), se acuerda que la Dirección de Planificación remita en un solo listado, la totalidad de los requerimientos, indicando la prioridad y orden de desarrollo para cada una de ellas.”

		En línea con lo antes expuesto, la Dirección de Tecnología de la Información es el ente técnico responsable de los aspectos tecnológicos del servicio, por lo cual deberá organizar sus prioridades y recursos en función de los sistemas que ha establecido para cada caso, por lo cual, se está a su valoración y dirección sobre el tema.


 


La Dirección de Planificación diseñó el oficio 332-PLA-OI-19 donde se detallan las diferentes mejoras informáticas originadas en el modelo penal con la prioridad solicitada por la Dirección de Tecnología de la Información.


 



		Se recomienda a la Dirección de Tecnología de Información, que agregue un apartado en la herramienta Sistema Escritorio Virtual, que permita el cálculo de la fecha exacta del cumplimiento de la media pena y de la pena completa, considerando los eventuales beneficios como unificación de la pena, adecuación de la pena y descuentos por tiempo trabajado, estudio, entre otros factores determinantes del tiempo que deben estar en prisión la persona usuaria.

		Se solicita, además, que las mejoras se deben desarrollar tanto en el Sistema de Gestión como en el Sistema Escritorio Virtual, por lo que se solicita y se recomienda solo desarrollarlas en el Sistema Escritorio Virtual. Esto por cuanto las mejoras solicitadas, presentan una complejidad de media a alta, provocando tiempos de desarrollo prolongados y duplicar esfuerzos al desarrollar la misma mejora en ambos sistemas, además, se debe de tomar en cuenta, que las mismas a su vez, deben de ser desarrolladas en el nuevo sistema de gestión. Finalmente, para continuar con el desarrollo de las diferentes mejoras solicitadas (integración de sistemas internos del Poder Judicial, integración con los sistemas del Ministerio de Justicia y Paz, así como mejoras en los Sistemas Escritorio Virtual, Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Sistema de Seguimiento de Casos), se acuerda que la Dirección de Planificación remita en un solo listado, la totalidad de los requerimientos, indicando la prioridad y orden de desarrollo para cada una de ellas.”


 


 

		Se entiende la posición de la Dirección de Tecnología de la Información de optimizar los recursos institucionales y se comparte el criterio de que se hagan en un solo sistema para alcanzar la integridad de todas las aplicaciones, a través del expediente electrónico.


 


Cabe agregar que el Sistema Información Administrativa Penitenciaria (SIAP) del Ministerio de Justicia ya dispone de esta Herramienta y está a disposición del Poder Judicial, así se identificó en el Juzgado de Ejecución de la Pena de Pococí, donde su aplicación facilita la atención de los incidentes de liquidación y modificación de pena, por lo cual, para un uso óptimo de los recursos se sugiere extender una circular dirigida a todas las dependencias judiciales que conocen Ejecución de la Pena, para que hagan uso de esa herramienta  en el SIAP. De forma que los recursos de la Dirección de Tecnología de la Información se puedan enfocar en la atención de otras necesidades.


 



		Se recomienda que simultáneamente a la migración de los despachos penales de expediente físico a electrónico, la Dirección de Tecnología de Información, desarrolle los enlaces correspondientes con el Ministerio de Justicia y Paz para que esa entidad pueda gestionar los escritos y demás informes mediante el Sistema Gestión en Línea.

		Se acuerda que todas las solicitudes de mejora relacionadas a la integración y comunicación con los servicios y Sistemas del Ministerio de Justicia y Paz solo podrán llevarse a cabo, si se cuenta con un convenio vigente entre ambas instituciones y además dependerán del desarrollo o creación de los servicios requeridos por parte del Ministerio de Justicia y Paz.


 

		Al igual que lo manifestado por la Dirección de Tecnología de la Información se considera que lo ideal es alcanzar este acuerdo de cooperación.


 


Al respecto, cabe indicar que se está trabajando con el Despacho de la Presidencia en un borrador del citado acuerdo de cooperación.


 



		Se recomienda que la Dirección de Tecnología de Información, incorpore las tareas incluidas en el documento inserto en sus respectivos catálogos, para el Sistema Escritorio Virtual en Juzgados de Ejecución de la Pena:

		En resumen, al respecto plantean la importancia de que se considere el tiempo del subproceso de normalización para esta tarea.

		Se considera que la implementación del expediente electrónico se realizará hasta que se haya finalizado la depuración de las diferentes plantillas y catálogos requeridos dentro de la especialidad de Ejecución de la Pena lo cual conlleva a que el área de normalización tenga un plazo apropiado para realizar esa tarea.


 





 


En cuanto a los requerimientos planteados por la Dirección de Tecnología de Información, ya fueron planteados y aprobados por el Consejo Superior en la sesión 39-19, artículo LIX.


III.- RECOMENDACIONES


Analizadas las observaciones de las diferentes notas presentadas por el Director del Organismo de Investigación Judicial, la Fiscalía General, el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, la Dirección de Tecnología de Información y la Comisión de la Jurisdicción Penal, se trazan las siguientes recomendaciones:


3.1 En vista de que el modelo de tramitación aprobado para los juzgados de ejecución de la pena del país incluye importantes mejoras tecnológicas a nivel de los sistemas de información que facilitarían la gestión aún sin personal adicional, se recomienda reactivar los efectos del acuerdo tomado en sesión 19-19, artículo XLVI.


3.2 Se sigue instando tanto al Ministerio Público como a la Dirección General del OIJ, a seguir realizando un análisis de las demandas de trabajo en las diferentes oficinas, a fin de realizar una redistribución de recursos como parte activa en el Proyecto de Mejora Integral de la Materia Penal, logrando cubrir el 100% de la entrada de asuntos y seguimientos, reducir el circulante y disminuir los tiempos de respuesta de la institución, por ende, una pronta respuesta a la persona usuaria, lo anterior, según detalle de los escenarios de la tabla 2 del presente informe.

3.3 Actualmente tres audiencias orales simultáneas (solo hay tres fiscalas) limitan la capacidad del Juzgado para asumir el 86% de los asuntos entrados, lo cual implica un crecimiento constante del circulante y aumento en el plazo de respuesta, por lo que  mediante oficio 546-CACMFJ-AGA-2019, del 4 de junio del 2019, el Centro de Apoyo y Coordinación informó al Consejo Superior, que estará facilitando una plaza de Juez Supernumerario y Técnica o Técnico Judicial Supernumeraria o Supernumerario a este Juzgado, hasta diciembre próximo.


A fin de reforzar el Juzgado, a partir del próximo año, mediante el informe 677-PLA-RH-OI-2019, elaborado por la Dirección de Planificación y acogido por el Consejo Superior en sesión extraordinaria 44-19 celebrada el 6 de mayo de 2019, se recomendó la creación de 2 plazas de manera extraordinaria para cubrir la necesidad del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela.  


3.4 Las plazas nuevas deberán encargarse del fallo de escritorio y hacer uso del sistema de videoconferencias, a fin de minimizar la demanda presencial del Ministerio Público y el Organismo de Investigación Judicial. Se pretende mantener el volumen de audiencias orales y presentación de personas privadas de libertad en función de la capacidad de respuesta que tengan, tanto el Ministerio Público como el OIJ. 


3.5 Se recomienda dar seguimiento al impacto que tendrá los cambios tecnológicos que se estiman implementar; y otras mejoras como el diseño de un programa de capacitación, la conexión informática con el Ministerio de Justicia y Paz, estandarización e indicadores de gestión y desarrollo de videoconferencias, sobre el servicio del Juzgado de Ejecución de la Pena, ya que la asignación de recurso humano sólo es una parte de la mejora que se pretende propiciar en el rediseño.


3.6 Se insta al Juzgado de Ejecución de la Pena, a promover el uso de video conferencias para disminuir el impacto sobre la carga del OIJ.


3.7 Finalmente, en cuanto a las recomendaciones dirigidas a la Dirección de Tecnología de Información se desarrollarán según las modificaciones ya aprobadas por el Consejo Superior en la sesión 39-19, artículo LIX.


3.8 La Dirección de Planificación en relación al rol de disponibilidad de los fiscales y fiscalas de la zona de Alajuela, considera oportuno indicar que el haber excluido a las Fiscalas y Fiscales de Ejecución de la Pena del rol de disponibilidad de la Fiscalía Ordinaria de Alajuela, tiene un impacto que debe ser analizado en detalle, lo cual se propone revisar en el abordaje que se realizará a la Fiscalía Adjunta de Alajuela en el próximo mes de octubre, por lo que se debería dejar sin efecto lo acordado  en sesión del 28 de marzo, artículo VIII. 

(…)


-0-


 


Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 1070-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el rediseño de tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela. 2.) Tomar nota de los resultados expuestos; en consecuencia se aprueban las recomendaciones emitidas en el presente informe, las que deberán implementarse a la brevedad, por los despachos aludidos. 3.) En vista de que el modelo de tramitación aprobado para los juzgados de ejecución de la pena del país incluye importantes mejoras tecnológicas a nivel de los sistemas de información que facilitarían la gestión aún sin personal adicional, se reactivan los efectos del acuerdo tomado en sesión 19-19, artículo XLVI. 4.) Con relación a la recomendación número 3.8, propuesta por la Dirección de Planificación, referente al rol de disponibilidad de los fiscales y fiscalas de la zona de Alajuela, se rechaza la misma y se mantiene el acuerdo  tomado por el Consejo Superior, en sesión 28-19 celebrada el 28 de marzo de 2019, artículo VIII, por cuanto tal y como se indicó en dicho acuerdo, que se reitera, deben “Separarse las plazas especializadas en la atención de Ejecución de la Pena en la Fiscalía Adjunta de Alajuela del “rol de disponibilidad” desde las 7:30 y hasta las 16:30 horas de lunes a viernes, por no ser compatible la disponibilidad en un horario hábil, tal y como lo dispone el artículo 1 del Reglamento citado”. 5.) La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, el Ministerio Público, las Direcciones de Planificación y de Tecnología de la Información, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, el Juzgado de Ejecución de la Pena de Alajuela, tomarán nota para lo de su cargo, según corresponda. Se declara acuerdo firme.


[1] Acuerdo de Consejo Superior en sesión 54-19 del 13 de junio de 2019, artículo LVII.

[2] Criterio externado ante el Consejo Superior, por parte de la Comisión de la Jurisdicción Penal, en la sesión 40-19 celebrada el 7 de mayo de 2019, artículo XLIII.

Es copia fiel del original - Tomado del Nexus PJ el: 19-05-2020 09:45:39.
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Goicoechea, 29 de abril de 2020

		

MBA

Kattia Morales Navarro

Directora, Dirección Tecnología de Información y Comunicaciones

S. D.





Estimada señora:



En respuesta del oficio N° 3897-2020, donde se transcribe el acuerdo del Consejo Superior en sesión extraordinaria N°38-2020, celebrada el 17 de abril del 2020 y se solicita a la Dirección de Tecnología:



1. Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física. 



Se indica que, para el primer punto, en los diferentes sistemas es posible identificar cuando un intervienes es una persona servidora judicial e indígena, permitiendo éste indicador generar reportes de la cantidad de asuntos en esta condición.





Atentamente,





Msc. Vivian Rímola Soto

 Jefe, aí. Subproceso Sistemas Jurisdiccionales

Dirección Tecnología Información y Comunicaciones.
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30 de abril 2020



Señores y señoras 

Consejo Superior

Poder Judicial



Estimadas señoras y señores:



En atención al oficio 3897-2020, en el que se transcribe el acuerdo de la sesión extraordinaria N°38-2020, artículo XXI, en el cual se conoció y aprobaron las recomendaciones del Informe de Planificación N°507-PLA-RH-MI-2020, relacionado con el Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial, (Defensa Pública) a partir de la promulgación de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, en el cual literalmente se indica:

Establecer una mejora a nivel del Sistema de Gestión de Despachos Judiciales, Gestión en línea, CEREDOC, Escritorio Virtual y Sistema de Seguimiento de Casos, de forma tal que desde el Juzgado y el Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda; así como, para el resto de las materias, se permita identificar la cantidad de asuntos donde figuran como intervinientes personas servidoras judiciales e indígenas, sea como Asociación Integral de Desarrollo, o como persona física.  

Al respecto me permito remitir el oficio 779-DTI-2020, suscrito por la Msc. Vivian Rímola Soto, Jefa del Subproceso Sistemas Jurisdiccionales, mediante el que informa que parte de esa recomendación ya está implementada.



Atentamente 



Kattia Morales Navarro

Directora de Tecnología de Información
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Bitácora de actividades gestores.xlsx
Actividades Gestores

								Control Actividades Gestores

		ACTIVIDAD		TEMA		DESCRIPCIÓN		RESPONSABLES		FECHA DE ENTREGA		PRÓXIMO PASO		ESTADO		COMENTARIOS

		Proyecto COSEVI		Comisión Civil		Proyecto descongestionamiento de vehículos		Gestores civiles y COSEVI		28 de febrero del 2019		Coordinar Reunión con Cosevi		REALIZADO		No olvidar las notas tomadas. Se conversó con don Frank Jabotle Quirós de la Comisión Penal, ext 013877 y se le remite documento de proyecto de Cosevi. Quedamos a la espera de concretar reunión conjunta con comisiones y Cosevi. Cosevi nos solicitó reunión por aparte de la Comisión Penal.  

		Análisis de funciones de Michael		Centro de Apoyo		Estudio de funciones archivo		Gestores  Reforma Civil		08 de marzo del 2019		Verificar funciones y coordinar con Centro, Farith y Christian.		REALIZADO		Doc. 1. Se realizó reunión con Cristian

		Seguimiento exp.archivo Goico.		Asuntos administrativos		Exp. Archivo II Circuito Judicial		Gestores  Reforma Civil		05 de marzo del 2019		Seguimiento  con Patricia Ugalde, hacer otro recordatorio lunes 11 de marzo		REALIZADO		Oficio 86-ADM-2019 Doc. 2. Se envió correo de seguimiento a la espera de respuesta. El 26 de marzo se conversó con Ricardo Pérez del archivo quien indicó que ya se estaban recibiendo las remesas. Se conversó con Erick Torres del archivo del II CJSL quien indicó que en efecto se estaba en el proceso de selección, y digitalización de los expedientes para enviar las remesas, que esperaban enviar la totalidad de los expedientes a junio de este año. Se envió correo a don Erick Torres, solicitando se nos informe del proceso de remesa. Se recibió del Archivo del II Circuito Judicial correo el día miércoles 26 de junio, informando que proceso de envío y remesado de los expedientes del antiguo Juzgado Civil de Goicoechea había finalizado. Se comunicó a Juzgado II Civil lo informado por el Archivo mediante copia de correo.

		Infraestructura		Infraestructura		Reuniones grupo Infraestructura		Equipo infraestructura		20 de marzo del 2019		Asistencia a reunión de Infraestructur		REALIZADO		Se realizan reuniones mensuales con Equipo de Infraestructura y se lleva seguimiento de proyectos y entrega de remodelaciones y edificios para reforma. 

		Análisis de Situación despachos con la implementación		TI		Coordinar reunión con TI y Planificación 		TI y Planificación		12 de marzo del 2019		Asistencia a reunión TI y Planificación		REALIZADO		Revisar informe/ Correos individuales a PLA o DTI, se debe gestionar primero con las oficinas los números de reportes y luego con esas direcciones que solucionen el pendiente. Se está dando continuidad a Plan propuesto por TI y reuniones conjuntas con Planificación.

		Análisis de Informe de Auditoría sobre acciones implementadas en Cobro 		Planificación		Estudio de informe		Gestores  Reforma Civil		15 de mayo del 2019		Dar seguimiento con Auditoría		REALIZADO		Tema revisión de depósitos judiciales y la imposibilidad que tienen las oficinas de afrontar con el poco recurso la revisión diaria. Informe se conoció en sesión del 24 de abril, se trabajará en mesa de trabajo con propuestas.

		Circulares y documentos		Comisión Civil		Revisión de circulares		Michael y gestores		30 de mayo del 2019		Reafirmar circulares por correo Reforma		REALIZADO		Estudiar circular de catálogos y competencias. Revisión para elaboración de cápsulas . Se entregaron cápsulas de circular 113 18 para que Michael las envíe por correo de reforma. Se continúan reafirmando circulares por correo de Reforma.

		Recalificación de plazas del Centro de Apoyo de Juez 4 a 5		Gestión Humana		Procurar aprobación de las 7 plazas ordinarias del centro a categoría 5 para apoyar Tribunales de Apelación  				30 de junio del 2019		Gestionar aprobación ante GH		REALIZADO		Oficio 69- CACMFJ. Fue asignado en Gestión Humana. Licda. Maricruz nos informó en reunión del día 28 de junio, que CS aprobó la recalificación a partir del 1°  de Agosto de plazas de Juez 4 a Juez 5, se analizaron propuestas y se acordó que el Plan de Descongestionamiento a partir del 1 de agosto, constaría de 3 Secciones: Sección I destacada en Tribunal de Apelación de San José. Sección II destacada para Tribunales con competencia nacional. Sección III: Sección Mixta conformada por 2 jueces para civil y 2 para laboral, ubicados en Alajuela y si se termina con expedientes de ese Tribunal continuarán con Tribunal de Heredia.

		Completar encuestas PWC		Comisión Civil		Llenar encuestas PWC sobre riesgos y contingencias, de 13 procedimientos		Gestores  Reforma Civil		04 de marzo del 2019		Enviar encuestas		REALIZADO		Encuestas remitidas 04 de marzo del 2019

		Uso de Salas Santa Rita		Asuntos administrativos		Estudio y acuerdo de AR y acuerdo del Consejo de Administración de San José				08 de abril del 2019		Seguimiento acuerdo Consejo de Administración		REALIZADO		Seguimiento acuerdo Consejo de Administración. Se envió correo recordatorio para copilado de reportes y bitácoras de salas. Se realizó reunión 10 de abril con nuevo administrador AR S.J.		Oficio 34-DE 2019 Respuesta Oficio 001- CAMD. Crear plantilla de bitácoras para despachos que utilicen salas de Santa Rita . Se envió correo solicitando información a AR, Iván Granados se lo encomendó a Tatiana 

		Abordaje despachos de cobros  de San José y Goico		Planificación		Abordaje de PLA para que despachos queden en las mejores condiciones de distribución de carga laboral y funciones, así como la estandarización		Planificación y Gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento con Planificación		PENDIENTE		Seguimiento con Priscilla Masís Oficio CACMFJ-2018 Oficio 27-CACMFJ-2018. A la espera de rendición de informe por parte de Planificación, se encuentran terminando Goicoechea. Se consulta Planificación el 22 de mayo sobre informe, indican que está pendiente. Se envió nuevo correo consultando el 30 de junio a Lucía. Comenzó abodaje de despachos cobratorios de San José.

		No sustitución de plazas extraordinarias		Centro de Apoyo		Imposibilidad de sustituir plazas extraordinarias por plan de vacaciones		Area de Gestión y Gestores		08 de marzo del 2019		Seguimiento con Area de Gestion y Apoyo		REALIZADO		Oficio 58-CACMFJ-2019. Acuerdo 694-19. gestión y comunicado documentos Farith

		Grabación de audiencias fuera del despacho		TI		Gestión para adquirir equipos		TI y DE		30 de julio del 2019		Seguimiento con TI y DE		REALIZADO		Solicitud 17 doc. Hablar con Vivian Rímola, Ronny Chaves, Melvin Obando, asunto de mercadeo y propuesta con copia a Fabiola Arancibia. Se envía correo solicitando pronunciamiento sobre solicitud 21/3/19. El día 26 de abril se conversó con Fabiola, quedó en remitir correo sobre avances de valoración de equipos y barrido. Se recibe correo de Fabiola Arancibia el viernes 26 de abril. Asunto pendiente de comunicación de decisión por parte de T.I. Se envía correo el día 02 de julio. Se recibe oficio oficio 1815-DTI-2019 en fecha 10 de  julio por parte de TI y se remite respuesta al oficio en fecha 11 de julio a TI. Se nos comunica que se solicitó compra de equipo 30 de julio del 2019.

		Ultima reunión de Cobro		Cobro Judicial		Verificar que quedó pendiente y dar seguimiento		Adriana		08 de marzo del 2019		Seguimiento Comisión de Cobro		REALIZADO		Revisar última acta de sesión doc. 18. Se agendaron pendientes.

		Reunión de Cobro a nivel Nacional		Cobro Judicial		Coordinar reunión y capacitación TI		Adriana Y TI		22 de marzo del 2019		Seguimiento TI y Laura 		REALIZADO		Se Verificó programa, se confirmó con Uriel hora y fecha de presentación sobre sistema de Garantías Mobiliarias, se remitió correo a don Jose Rodolfo y Cristian invitándolos.Temas NCPC y Laura coordinó refrigerio 

		Plan de trabajo Sección 4 Trib.1		Consejo Superior		Seguimiento a aprobación de plan por parte del CS 		Consejo Superior, Area de Gestión y Gestores		18 de marzo del 2019		Seguimiento a acuerdo del CS, revisar que se cumpla. Verificar en junio como van las agendas y avance de remodelación 4to piso para q sección pueda iniciar señalamientos en agosto o setiembre. Ver plan de trabajo doc. 19 		REALIZADO		Doc. 19 Plan de Trabajo. Aprobado Acuerdo Sesión 14-19 del 19 febrero. Se está dando seguimiento a remodelación del 4to piso y se están revisando agendas de Tribunales.

		Inventarios Cobro		Cobro Judicial		Seguimiento muestreo y resultado y seguimiento a planes durante inventario y muestreo		Centro de Apoyo y gestores		30 de agosto del 2019		Seguimiento para q se ejecute en todo el país, seguimiento a planes		REALIZADO		Doc. 20 161 PLA Doc. 21 6939-2018. En seguimiento, a la espera de primeros informes.  Reunión celebrada con Estadística 11 am el 10 de abril del 2019. Reunión realizada 27 de mayo se nos informa sobre resultado de muestreo a nivel nacional, se espera respuesta de despachos para nueva reunión. El 29 y 30 de mayo se comunica a despachos cobratorios resultado de muestreo por 3 días. Se  realiza reunión en Estadística y se está a la espera de que doña Nacira apruebe propuesta sobre inventarios que deberán realizar los despachos y se calendaricen fechas con AR de cada circuito.  Doña Ericka informa el 11 de julio que su jefatura tiene para revisión el oficio para el Consejo Superior. Se generaron listados de despachos que debían realizar inventario 2019

		Planes de trabajo plazas asignadas al Centro de Apoyo		Centro de Apoyo		Seguimiento a planes para que plazas cumplan lo acordado		Centro de Apoyo y gestores		18  de marzo del 2019		Seguimiento planes y como funcionan		REALIZADO		Doc. 22 167-PLA Seguimiento con el Centro, reuniones

		Planes de trabajo II Instancia		Planificación		Seguimiento a escenario 2 del informe, se negoció que el centro remitirían oficio solicitándolo		Consejo Superior		18 de marzo del 2019		Seguimiento a informe		REALIZADO		Doc. 23 191 PLA Pendiente de Redacción en CS				 Oficio 3065-2019 Se aprobó el escenario 2.

		Pago de viáticos a funcionarios		Comisión Civil		Coordinar con oficinas para pronta solución del tema		Gestores  Reforma Civil		01 de abril del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Doc. 24 693-19 Se remitió respuesta a la Dirección Ejecutiva y se solicitó determinaran procedimiento administrativo en Administraciones regionales. Cs puso en conocimiento de D.E. respuesta de Comisión

		Informes mensuales y continuación de permisos con goce				Permisos con goce para planes de descongestionamiento para cobro, civil y tribunales de I Instancia		Centro de Apoyo y gestores		28  de marzo del 2019		Seguimiento prórroga		REALIZADO		Permisos vencen 31 de marzo, dar seguimiento a q Centro solicite prórroga en primera semana, y emita el informe del avance de esas plazas. Revisar el documento y que indique lo que estratégicamente conviene. Considerar que ocupan que GH remita certificación de contenido presupuestario ( esto lo hace el Consejo para este caso especial cuando se remite la solicitud) Doc. 25 1709-2019  Doc. 34 1185-2019. Reunión con Centro 18/03/2019.Se conoció informe 148 CACMFJ-19 y se aprobaron las prórrogas.

		Comunicados correos de reforma		Comisión Civil		Revisar ejemplos de comunicados q se han enviado, pedir a Michael todos los comunicados para ver metodología y responder consultas		Gestores y Michael		08 de marzo del 2019		Seguimiento con Michael		REALIZADO		Doc. 26 y 27

		Distribución regional de DTI		TI		Coordinadores de TI en todas las regiones, si no se soluciona algo en oficina o se requiere atención se pueden contactar		Gestores  Reforma Civil		08 de marzo del 2019		Seguimiento con coordinadores regionales de DTI		REALIZADO		Doc. 28. Tomar nota. En reunión con T.I. se informa sobre nueva estructura y personas asignadas a distintas AR.

		Estructuras y planes de trabajo de las oficinas 		Planificación		Revisar resumen y dar seguimiento a agendas a nivel nacional,se  recomienda empezar con Tribunales Colegiados		Despachos y gestores		01 de abril del 2019		Seguimiento con despachos		REALIZADO		Doc. 29 contiene resumen de todos los informes de PLA realizados en los despachos, fijación de cuotas, labores. Se le remitió  documento a Michael para que de continuidad a archivo. Se contestan oficios de seguimiento a Planificación

		Informe DTI sobre migraciones		TI		Confrontar informe con indicado en situación de despachos. Rendir informe		Gestores  Reforma Civil		30 de setiembre  del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Doc. 30 Reunión con TI, se remitió comunicado a los despachos sobre barrido mediante correo de Reforma el 05 de marzo del 2019. Solicitar por correo a Fabiola el avance el 12 de abril. Se recibe correo de Fabiola Arancibia el día 26 de abril, informa sobre seguimiento: En primera semana de mayo se capacitará a personal de DTI de Administraciones Regionales para que inicien barrido. En correo del 28 de mayo Fabiola Arancibia informa que barrido de expedientes finalizó y que están con migraciones de SDJ, informa que algunos expedientes no se migraron porque no contenían actualización de fases, se está conversando sobre posibles listados y corrección con cada despacho. Reunión del 05 de junio se comunica que barrido finalizó y se está a la espera de informe final del DTI. Se revisará SDJ en 5 despachos civiles de San José. Recordar a Fabiola el informe final. Despachos no inforaron más inconvenientes

		Uso de salas Santa Rita		Comisión Civil		Verificar se estén utilizando las salas  y coordinar con AR su seguimiento		Gestores  Reforma Civil		01 de julio del 2019		Verificar seguimiento con AR		REALIZADO		Doc. 31 y 32 Se solicitaron bitácoras de enero a marzo. Se recibió informe a mayo 2019. Situación de poca utilización se aborda en Comisión de Cobros y en reuniones con Juzgados y tribunales de San José. 

		Estado Tribunales de Apelación 		Planificación		Valorar último informe y situación para dar seguimiento		Gestores  Reforma Civil		01 de abril del 2019		Verificar seguimiento		REALIZADO		Doc. 33. Revisado

		Encuesta a jueces y juezas 		Escuela Judicial		Publicación de encuesta para obtener insumos sobre necesidades de capacitación de personas juzgadoras		Escuela Judicial		11 de marzo del 2019		Verificar publicación		REALIZADO		Doc. 34. En reunión con Grupo de Capacitación y la Escuela Judicial se analizaron resultados de la encuesta y los temas de capacitación más requeridos por los jueces y juezas. 

		Convocatoria a despachos por suspensión de giras 		Comisión Civil		Por suspensión de giras, cerciorarse que se comunique suspensión y se indiquen motivos, se procure forma alternativa de seguimiento en I semestre		Gestores  Reforma Civil		07 de marzo del 2019		Seguimiento a comunicación		REALIZADO		Doc. 35. El día 07 de marzo del 2019 se emite através de Correo de Reforma, comunicación a despachos civiles sobre suspensión de giras y convocatoria a reunión nacional los días 04 y 05 de abril.

		Circular sobre retención del 2% hacienda		Dirección Ejecutiva		Seguimiento a circular de DE sobre el tema		Dirección Ejecutiva		30 de junio del 2019		Seguimiento a circular		REALIZADO		Doc. 36. Oficio 1326-2019 Oficio 13064-18. Se emite correo a despachos civiles sobre mejora informática que entrará en funcionamiento el día 17 de junio del 2019. Se analiza en Comisión Civil y se remite en consulta a CS.

		Digesto		Digesto		Van a remitir todos los descriptores de la jurisprudencia para revisión y actualización. Dar seguimiento a que se incluyan todos los tribunales de apelación regionalizados en el sistema		Digesto y gestores		01 de julio del 2019		Seguimiento inclusión		REALIZADO		Ver correo remitido 27-02-19 de  Patricia Bonilla  verificar que sigue y que se ha realizado, enviar correo a los despachos de apelación y sus integrantes, excepto a los de San José, analizar la posibilidad de hacer noticia para facebook y pagina Web. Se hace investigación con Tribunales de Apelación, y se obtienen insumos para conversar con doña Patricia Bonilla, dados los inconvenientes informáticos  reportados para enviar la información al Digesto.Se envía información a doña Patricia.

		Capacitación Contencioso Administrativo		Capacitación		Solicitud de charla a personas juzgadoras de lo contencioso. Coordinar con Paulo André sobre actividad con Chris		Cristian y gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento actividad		PENDIENTE		Buscar espacio en agenda del Lic. Cristian para que brinde capacitación

		Recomendaciones sobre deliberación y votación		Capacitación		Conversar respecto de como cooperar con los despachos sobre esa actividad		Cristian y gestores		30 de junio del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Caso de Puntarenas Correo 14 de marzo. Mary Paz Moreno Navarro, Tema: firma colegiada de todas las resoluciones del Tribunal Colegiado de Puntarenas en virtu de voto de Superior , agendado para Comisión Civil. Retomar con Facilitadores próxima reunión 03 de abril del 2019.

		Seguimiento cobro		Cobro Judicial		Continuar revisando despacho por despacho para verificar que la información de los indicadores sea la correcta, atrasos, q se esté resolviendo de lo más viejo, de la mano del Centro		Gestores  Reforma Civil		30 de junio del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Abordar II de Cobros SJ y verificar rendimiento. Se solicitaron permisos de consulta a despachos cobratorios del país, con el fin de verificar datos de indicadores y reportados como pendientes para planes de descongestionamiento. Se proyecta revisar un despacho por semana. Se conversó con Licda. Maricruz quien recomienda en caso de encontrar inconsistencias que se programe visita a despacho y se invite a la Administración, dada la responsabilidad que tiene en el Modelo Sostenible.

		Reunión ABC		TI		SE está trabajando una mejora q permita poner en práctica un sistema informático para el trámite de oficios electrónicos de embargo. Reunión señalada para 21 de marzo		TI y gestores		21 de marzo		Reunión en Omar Dengo		REALIZADO		Reunión 21 de marzo. Se acordó que ABC conformaría una comisión de bancos privados y públicos, para dar insumos al DTI para la propuesta de mejora de oficios de embargo. El día 18 de junio de tuvo reunión con representantes de ABC e informan sobre posibilidad de solicitar al Banco Centrar utilizar la plataforma. Queda pendiente informen sobre avances en conversaciones con dicho banco. 

		Indicadores en SIGMA		TI		Dar seguimiento para que los indicadores se  saquen desde SIGMA y así reducir la carga de los coordinadores, conversar con el Centro		Centro, TI Gestores y Planificación		28 de febrero del 2020		Verificar cuanto se ha avanzado		PENDIENTE		Ver correo 07 de marzo De Ana Yansy informan avance . Reunión realizada con Planificación 08 de mayo, se mostró avance en Indicadores de materia laboral. Se indica que se nos comunicará cuando se finalice con Laboral y se empiece con Civil en el mes de junio. En reunión con doña Nacira el día 19 de junio nos indicó que sistema se encuentra casi finalizado para la materia laboral, y que la materia civil podría iniciar con las variables comunes a dicha jurisdicción.  Se nos indicó que en el mes de setiembre se calendarizarían reuniones con equipo gestor.  Se realizaron 2 reuniones.Pendiente convocatoria para el 2020 en el seguimiento del sistema automatizado.

		Solicitud de lista actualizada de planes		Centro de Apoyo		Pedir a Fabricio y Ana Yancy, lista actualizada de planes pendientes, junto con los técnicos y jueces asignados a cada plan, así como los plazos de cada plan para determinar su seguimiento y o modificación.		Centro de Apoyo y gestores08 de marzo del 2019		06 de marzo del 2019		Revisar planes con Centro de Apoyo		REALIZADO		Ver correos remitidos por Ana y Fabricio

		Solicitud de agendas a Laura Rivera		Asuntos administrativos		Pedirle a Laura Rivera la agenda programada para las próximas dos semanas para las reuniones correspondientes		Laura y gestores		04 de marzo del 2019		Revisar calendario de reuniones		REALIZADO		Reunión realizada

		Solicitud de informe de pendientes a Michael		Asuntos administrativos		Solicitar a Maikol el informe de pendientes		Michael y gestores		01 de abril  del 2019		Revisar informe		REALIZADO		ver correo 27 de febrero del 2019

		Informe gestores febrero 2019		Asuntos administrativos		Solicitar a Laura que informe de febrero salga de forma conjunta para que 4 gestores lo firmen 		Laura y gestores		01 de marzo del 2019		Visto bueno informe		REALIZADO		Informe revisado y enviado

		Coordinar reuniones con juzgados y tribunales de GAM y fuera de GAM en lugar de giras		Comisión Civil		Convocar a jueces coordinadores de juzgados, tribunales colegiados y tribunales de apelación de GAM y fuera de GAM en espacios que quedaron de giras. 		Gestores 		07 de marzo del 2019		Enviar correo de Reforma		REALIZADO		Esperar visto bueno de don William

		Comunicación de gestora de laboral 		Comisión Civil		Verificar como realizan notificación a Procuraduría		Gestores  Reforma Civil		01 de marzo del 2019		Esperar respuesta		REALIZADO		Respuesta en correo de 01 de marzo

		Problema itineración		Asuntos administrativos		Determinar problema de itineración de asunto 18-006458-1027-CA asunto contraloría de servicios sede central.		Gestores  Reforma Civil		26 de febrero del 2019		Coordinar con TI		REALIZADO		Problema resuelto

		Reunión con Róger Lara de TI 		TI		Nuevo sistema de itineraciones		Gestores y Farith		05 de marzo del 2019		Asistir a reunión		REALIZADO		Nos remitieron minuta de reunión del día 08 de marzo sobre tema de Itineraciones.

		Temarios de exámenes de Judicatura en materia civil		Comisión Civil		Reformular temarios según perfiles de nuevas categorías		Comisión Civil		30 de julio del 2019		Acuerdo de Comisión Civil		REALIZADO		Se acordó en Comisión gestionar reunión con Tribunal evaluador de carrera judicial. 

		Reunión Ana Yansy y Fabricio		Centro de Apoyo		Reunión Ana Yansy y Fabricio para aclarar planes actuales y seguimiento		Centro de Apoyo y gestores08 de marzo del 2019		06 de marzo del 2019		Reunión con Centro de Apoyo		REALIZADO		Se realizó reunión y se analizaron planes de descongestionamiento.

		Informes 79, 87 y 88		Centro de Apoyo		Tomar nota Informes 79, 87 y 88 Informes Plan anual I  y II Instancia. Plan Civil 2016-2018		Gestores  Reforma Civil		05 de marzo del 2019		Enviar a Michael para seguimiento		REALIZADO		Verificar si hay que agendarlo Comisión Civil. Se toma nota. Acuerdo del Consejo Superior  en sesión del 20 de marzo  3000 y 3098.

		Correo de Magaly Instalaciones Liberia		Infraestructura		Tomar nota correo de Magaly problemas alquiler Juzgado Civil y de Cobro de Liberia		Gestores y Infraestructura		01 de marzo del 2019		Dar seguimiento		REALIZADO		Correos 27 de febrero del 2019

		Consulta sobre migraciones en Juzgado de Grecia a Walter Calvo Esquivel		TI		Consulta sobre migraciones en el Juzgado de Grecia a Walter Calvo Esquivel. 		Gestores y TI		07 de marzo del 2019		Remitir correo a la gestionante Marita Cabrera y TI sobre lo que ocurre en migraciones.		REALIZADO		Correos remitidos 7 y 8 de marzo del 2019

		Solicitud de creación de ubicación III C.J. Alajuela		Planificación		Solicitud de creación de ubicación para juez de apoyo		Gestores, Plani y TI		07 de marzo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Se dio autorización, verificar que se creara

		Solicitud  de aprobación de plan remedial Juzg. Cobro Sección II		Centro de Apoyo		Analizar en conjunto a Centro solicitud de aprobación de plan juez de fallo		Gestores y Centro de Apoyo		01 de marzo del 2019		Revisar plan		REALIZADO		Se comunicó a despacho aprobaci´n del plan remedial.

		Problema itineración Juzgado de Grecia		TI		Problema exp 16-000022-1480-CI		 TI		07 de marzo del 2019		Dar seguimiento		REALIZADO		Se envió correo 07 de marzo consultando si problema fue solucionado a Walter Calvo Esquivel. Se recibe correo de Fabiola el día 08 de marzo y se contesta a despacho y a TI. 

		Correo recibido 01 de marzo 		Comisión Civil		Circular XXX-2019		Gestores Reforma Civil		22 de mayo del 2019		Agendar para Comisión y Publicitar 		REALIZADO		Para agendar próxima sesión de C.Civil. Se emitió propuesta de circular 

		Correo Marlene Martínez González		Asuntos administrativos		Salas Santa Rita. Pad. Impresora Escanner		Gestores Reforma Civil		06 de marzo del 2019		Remitir Correo		REALIZADO		Se envió correo 08 de marzo del 2019.

		Correo caso inhibitoria		Centro de Apoyo		Solicitud de traslado de exp a plan descongestionamiento		Gestores Reforma Civil		01 de marzo del 2019		Remitir Correo		REALIZADO		Se recibió expediente en Plan de descongestionamiento.

		Correo Trib.I. Colegiado I Inst San Ramón		Centro de Apoyo		Comunican no necesitan colaboración		Gestores  Reforma Civil		06 de marzo del 2019		Tomar nota		REALIZADO		Se toma nota de manifestación para planes de descongestionamiento

		Correo Problemas aire acond.I Cobros		Infraestructura		Problemas aire acondicionado		Administración		01 de marzo del 2019		Solucionado. Tomar nota		REALIZADO		Se traslada gestión a AR de San José, quien se comunicó con dueño del edificio y resolvio

		Correo Solicitud ayuda Trib I Colegiado		Centro de Apoyo		Solicitud de ayuda a despacho		Gestores  Reforma Civil		05 de marzo del 2019		Reunión con Maribel Seing		REALIZADO		Equipo gestor se reunión con doña Maribel

		Correo Usuaria 		Centro de Apoyo		Solicitud de usuaria para comunicarse con juez de plan que atiende su caso		Area de Gestión y Apoyo		01 de marzo del 2019		Tomar nota procedimiento		REALIZADO		Se coordinó con jueces del Plan

		Correo Juez Plan Descongestio.		Centro de Apoyo		Contestar correo y remitir gestión a Centro de Apoyo		Gestores 		01 de marzo del 2019		Remitir Correo		REALIZADO		Se coordinó con Juez.

		Solicitud de CACMFJ a PLA ajuste de matrices de juzgados y tribunales		Planificación		Solicitud de CAMFJ a Plani para que ajuste matrices que se aplican en juzgados y Tribunales		Planificación		07 de marzo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Oficio 032-CAMFJ-2019   Acuerdos 3838-19 y 3820-19 Se acogieron recomendaciones

		Reconsideración Acuerdo CS Salas Nicoya		Comisión Civil		Confeccionar oficio de reconsideración salas Nicoya		Gestores Reforma Civil		26 de junio del 2019		Enviar correo 		REALIZADO		Se envió reconsideración a Consejo Superior. Se denegó reconsideración  Acuerdo N.º 6393-19

		Reunión de don William con Tribunal II Colegiado S.J.		Comisión Civil		Solicitar a Lorena listado de gestiones que no tienen machote en EV, informe de gestiones realizadas caso técnica María y solicitudes pendientes realizadas a Fabricio.		Gestores de la Reforma		08 de marzo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Correo remitido a Lorena 08 de marzo

		Reunión con administración		Dirección Ejecutiva		Distribución espacios y oficinas, solicitar reunión a la administración		Infraestructura y gestores		11 de marzo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Correo recibido de Farith y de Iván de la Administración 08 de marzo. Reunión próximo 14 de marzo Oficina 900

		Revisión de cuotas de fallo jueces de plan de descongestionamiento		Centro de Apoyo		Solicitud de Daniel para revisión de cuotas de fallo plan de descongestionamiento		Centro de Apoyo y gestores		11 de marzo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Correo recibido 08 de marzo de Daniel Jiménez Medrano. Se ajustó cuota a 2 fallos por día y se comunicó el día 13 de marzo a los compañeros del Plan, cuota rige apartir  del 18 de marzo del 2019.

		Gestión de Juez Luis Diego para realizar teletrabajo		Centro de Apoyo		Revisar solicitud junto con Centro de Apoyo		Centro de Apoyo y gestores		18 de marzo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Ver correo de 07 de marzo de Maricruz. Pendiente reunión  con el Centro y Lic. Luis Diego, agendada para el 18 de marzo. Solicitud de suspensión de reunión en virtud de nombramiento del Lic. Luis Diego en Cartago hasta 12/2019.

		Gestión de Dagoberto Quesada		Comisión Civil		Gestión de situación de curador		Comisión Civil		27 de marzo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Ver correo 08 de marzo remitido por Cristian. Agendado en Comisión Civil.

		Gestión de Juzgado Civil de Santa Cruz		Implementación Jurídica		Consulta sobre modificación de machote de informaciones posesorias		Gestores y Normalización		11 de marzo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Remitir correo a Michael para que informe a usuario que la gestión se está analizando en conjunto con Normalización y el grupo de implementación jurídica . Correo a Norman solicitando machote para revisión. 

		Seguimiento reunión Plani y TI		TI		Seguimiento de fechas del barrido general que realizará TI para solucionar inconsistencias producto de la migración. 				30 de julio del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Solicitar a Fabiola reporte final de barrido , se solicito en espera de envio. Despachos no reportaron mas problemas

		Seguimiento reunión Plani y TI		TI		Seguimiento a las circulares que informan el protocolo de la atención de reportes particulares de migraciones, expedientes, activos e inactivos y circular de aspectos del SD 		Fabiola y Luis Arroyo		18  de marzo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Se remitió correo de visto bueno. Enviar circular lunes 18 de marzo através de Correo de Reforma Procesal

		Comunicar a despachos acerca del barrido 		TI		Comunicar a los despachos acerca de barrido y de la importancia de leer protocolo y circulares		Gestores y Michael		18  de marzo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Se remitió por parte de correo de Reforma Civil, comunicado

		Comunicar a los despachos en las reuniones de coordinadores y Cobros		Comisión Civil		Aprovechar reuniones agendadas con coordinadores de despacho y Cobros para comunicar asunto de barrido y protocolos		Gestores 		04 y 05 de abril		Seguimiento  		REALIZADO		Se comunicó en reunión nacional

		Verificar por parte de los despachos la utilización de salas de Santa Rita		Comisión Civil		Solicitar a AR bitácora de señalamientos de audiencia con el fin de determinar uso de las mismas y problemas que se presenten		Michael y gestores		01 de abril del 2019		Seguimiento  mes a mes		REALIZADO		Pedirle a AR que nos facilite reporte de uso de salas de Santa Rita. Continuar solicitando información mensual. 

		Asunto Agendas de despachos		Planificación		Reunión con Planificación Tema Agendas de despachos		Planificación y gestores		23 de mayo del 2019		Agendar reunión		REALIZADO		Se realizó reunión y se analizaron señalamientos realizados por Juzgados Civiles de San José y Tribunales Colegiados de San José, efectividad de señalamientos y  motivos de suspensión. Se reprogramó nueva reunión para el lunes 27 de mayo. Se realizaron nuevamente reuniones el 20 y 25 de junio.

		Gestión de Edwin Rojas		Comisión Civil		Remitir correo a Cris y Farith sobre solicitud de revisión de situación de recursos y mejora tecnológica		Comisión Civil		27 de marzo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Correo remitido 13 de marzo del 2019, se agendó tema para comisión civil del 27 de marzo

		Gestión de Maria Auxiliadora		Comisión Civil		Remitir correo a Cris y Farith sobre solicitud para agendar en Comisión Civil		Comisión Civil		27 de marzo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Correo remitido el 15 de marzo del 2019

		Solicitud de bitácoras a AR		Asuntos administrativos		Remitir correo a Iván Granados solicitando bitácoras de salas de audiencia de Santa Rita, periodo enero a marzo para corroborar información suministrada por AR de San José				25 de marzo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Correo remitido el 15 de marzo del 2019

		Gestión Procuraduría		Comisión Civil		Autorizar medio electrónico para notificación de resoluciones		Gestores 		01 de abril  del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Se agendó reunión con la PGR el día 18 de marzo a las 10: 00 en Oficina 900. Asistieron Annia Guerrero y Andrés Pérez de Informática de la PGR y las procuradoras Ana Patricia y Clara Villegas encargadas de Cobro Judicial a nivel nacional. Se presentará proyecto de circular a Comisión  y forma en que funciona el sistema y se recomendará utilización de medio electrónico para que Consejo Superior lo apruebe. En Sesión del 27 de marzo se aprobó por parte de Comisión la propuesta. Se remitió propuesta de circular al CS. El CS aprobó circular y medio. N.º 81-19 del 29 de mayo del 2019.

		Gestión de Tribunal Colegiado de I Instancia de la Zona Sur				Consulta sobre procedimiento en caso de recusación de un miembro del Tribunal o del Tribunal completo		Gestores 		26 de marzo del 2019		Evacuar duda por correo		REALIZADO		Se remitió correo electrónico 26 de marzo del 2019. 

		Gestión de juez Mauricio Vega 		Centro de Apoyo		Consulta sobre gestión de adición y aclaración a resolución dictada por él con conformación distinta en proceso ordinario y monitorio				26 de marzo del 2019		Evacuar duda por correo		REALIZADO		Se remitió correo electrónico 26 de marzo del 2019. 

		Revisión tabla de Conservación de Plazos 		Comisión Civil		Presentar en sesión del 24 de abril del 2019 de la Comisión Civil, proyecto de nueva Tabla de Conservación de Plazos de Conservación de expedientes en materia Civil, en comparación con lista de tipo de procesos actuales en circular de catálogos y remitir nuevo listado 		Gestores 		22 de mayo  del 2019		Redactar nueva tabla		REALIZADO		Reunirse con Farith para discutir propuesta. Pendiente de presentación en Sesión de Comisión Civil. Se conoció en CC y se acordó en sesión de mayo,remitir a CS gestión dado que tema está fuera de las competencias de la Comisión Civil. 

		Observaciones a Informe de Presupuesto		Comisión Civil		Se tiene plazo al jueves 04 de abril del 2019		Gestores 		04 de abril del 2019		Confeccionar oficio		REALIZADO		Se remitieron observaciones. CS aprobó presupuesto y denegó 2da plaza de gestor para preseupuesto 2020. Se planteó reconsideración. CS acogió reconsideración. 

		Reunión con Plani y Centro de apoyo revisión de oficios de seguimiento		Planificación		Agendar reuniones		Gestores 		03 de abril del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		El 29 de marzo se llevó a cabo reunión con Planificación en la que se realizaron observaciones y se analizó tabla de pendientes remitida por C Civil a Planificación, y se revisaron en conjunto con el CACMFJ los oficios 343-PLA, 348-PLA, 349-PLA y 404-PLA. Se agendó nueva reunión para el 25 de abril.

		Tema Banner Recurso de Casación		Comisión Civil		Escoger banner para publicidad		Gestores 		02 de mayo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Conversar con Cristian. Se escogió segunda propuesta. Se tratará tema con don Erick Alfaro en reunión del 02 de mayo del 2019, oficina 301 9:00am. Se remitió correo a contralor Erick Alfaro con comunicación de la propuesta. 

		Tema copias OCJ		Comisión Civil		Remisión de correos masivo y a OCJ		Gestores 		30 de agosto del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Solicitar inclusión de tema de Sesión de Comisión. Se tomó acuerdo y se solictó al Consejo Superior estandarizar acuerdo en todas las OCJ del país

		Respuesta a oficio 1444. Viáticos		Asuntos administrativos		Contestar oficio		Gestores 		10 de abril del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Se envió respuesta 10 de abril del 2019

		Correo de Xinia Patricia González Grajales 		TI		Consultar con DTI de Puntarenas		Gestores 		15 de abril del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Ver correo del 09 de abril de Xinia Patricia González Grajales, se desactivó mejora de voto automático de Tribunales. 

		Gira zona Atlántica		Comisión Civil		Abordaje a despachos del I Circuito Judicial de zona Atlántica		Centro de Apoyo, gestores y don William		14 y 15 de mayo del 2019		Seguimiento a despachos con Centro		REALIZADO		Se realizó gira y Reunión con Abogados de la zona, se rendirá informe a Consejo Superior sobre hallazgos.

		Solicitud de recurso técnico		Centro de Apoyo		Gestionar con CACMFJ		Centro de Apoyo 		22 de abril del 2019		Tomar nota		REALIZADO		Se asignó técnica supernmetaria al Juzgado Civil de Desamparados con el fin de que colaborara con Plan del despacho

		Enviar correos de seguimiento a Juzgados y Tribunales del país		Comisión Civil		Remitir correos de seguimiento para situaciones reportadas en reunión nacional 4 y 5 de abril		Gestores y Infraestructura		23 de abril del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Envío de correos por medio de correo de Reforma Civil. 

		Solicitar reunión con Kattia Morales y jefes de TI de Circuitos Judiciales de Goico y San José		TI		Remitir correo a Kattia Morales		Gestores  y Centro		30 de abril del 2019		Seguimiento para reunión 		REALIZADO		Se envió correo 30 de abril del 2019. Reunión martes 				artes 2pm. Se realizó reunión y se  determinó protocolo para  atención oportuna tanto de reportes como de inconvenientes informáticos de personal de planes de descongestionamiento. Se envió protocolo a Ana Yansy y Fabricio del Centro de Apoyo. 

		Correo Jéssica Jiménez		Centro de Apoyo		Remitir consulta de ayuda a CACMFJ		Centro de Apoyo 		29 de abril del 2019		Remitir Correo		REALIZADO		Se remitió correo al CACMFJ

		Contestar correo Jéssica de Tribunal de Apelaciones Alajuela		Centro de Apoyo		Contestar correo y remitir gestión a Centro de Apoyo		Gestores y Centro de Apoyo29 de abril  del 2019				Remitir Correo		REALIZADO		Se envió correo el 29 de abril del 2019

		Solicitar información a Contraloría de Limón de despachos de esa zona		Comisión Civil		Solicitar a contraloría informe de inconformidades de los usuarios en Juzgado de Cobro, Juzgado Civil  y Tribunal de Apelaciones de Limón		Gestores 		29 de abril del 2019		Seguimiento a Correo		REALIZADO		Se recibe correo de Contraloría de Limón con información en fecha 29 de abril del 2019

		Trasladar a DE riesgo de seguridad de dispositivos laptops de jueces		Comisión Civil		Remitir correo a DE con el fin de comunicar nuevos requerimientos para seguridad de dispositivos.		Gestores 		03 de mayo del 2019		seguimiento a Correo		REALIZADO		Se envía correo y se recibe respuesta, envía información mediante correo de reforma a despachos

		Utilización Salas Santa Rita		Asuntos administrativos		Asistir a sesión de Consejo de Administración del I Circuito Judicial de San José el día 09 de mayo del 2019. Acuerdo Consejo de Administración sobre utilización de Salas de Santa Rita		Gestores 		09 de mayo del 2019		Realización de reunión		REALIZADO		Se asistió a reunión Consejo de Administración 

		Continuidad a proceso de concursos de personal técnico judicial.		Gestión Humana		Consultar a doña Roxana 		Gestores 		30 de mayo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Consejo Superior revocó convocatorias y se realizará nueva convocatoria. Acuerdo en oficio 5541-19

		Informe de hallazgos de gira		Comisión Civil		Elaborar informe para presentar a Comisión Civil		Gestores 		22 de mayo del 2019		Agendar para Comisión		REALIZADO		Informe se presentó a Comisión Civil sesión del 22 de mayo, corregir según observaciones para ser presentado a Consejo Superior 

		Reunión con Contraloría Servicios de San José		Asuntos administrativos		Reunión día 02 de mayo del 2019		Gestores 		02 de mayo del 2019		Agendar reunión		REALIZADO		Se llegó a convenio de pasar a la Contraloría 15 días antes de cada gira el cronograma con el fin de que se generara información para el abordaje de cada oficina. Se comunicó decisión de escogencia del banner N.º 2 y se entregó listado de enlaces de Contralorías a Nivel Nacional.

		Reunión con DTI 		TI		Reunión con Ronny Chaves abordaje inconvenientes informáticos con personal de planes de descongestionamiento		Gestores 		07 de mayo del 2019		Agendar reunión		REALIZADO		Se conversó sobre como determinar la forma de proceder en caso de inconvenientes informáticos con los compañeros y compañeras de los planes de descongestionamiento al momento de colaborar con los despachos, lo anterior en procura de la optimización de los plazos de respuesta por parte del DIT, así como disminuir y solventar de forma oportuna problemas de permisos en sistemas que han ocasionado un perjuicio en el alcance de las metas de proveído y dictado de resoluciones a cargo de las personas de los planes de descongestionamiento. Se acuerda protocolo a seguir con el DTI para atención prioritaria. Se comunica protocolo al CACMFJ

		Reunión con Plan de descongestionamiento de Cobro Judicial		Cobro Judicial		Reunión con personas juzgadoras de Plan de descongestionamiento para tratar tema de expedientes que se están recibiendo del Juzgado de Cobros de Liberia.		Gestores  y Centro		16 y 17 de mayo del 2019		Realización de reunión		REALIZADO		Se analizó información solicitada al Juzgado de Cobros de Liberia en relación a escritos y demandas pendientes. Se modificó en plan en cuanto a cuota disponiéndose 27 por dos semanas que falta para finalizar la ayuda en ese despacho, con el fin de ampliar la complejidad de lo que se está recibiendo, proyectándose dejar al despacho con una antigüedad de escritos y demandas a febrero del 2019. Se habló con juez coordinador y coordinador judicial del despacho y se convino en que el despacho haría los esfuerzos necesarios para que el personal de planta también resuelva los asuntos por antigüedad . Con plan que está trabajando en Grecia se abordaron temas aclaratorios y de comunicación con despacho al que se colabora.

		Reunión Amcham		Comisión Civil		Equipo de Reforma acompaña a don William a reunión con Amcham		Equipo de Reforma		28 de mayo del 2019		Asistencia a reunión y seguimiento		REALIZADO		Se asistió a reunión, continuar con seguimiento en temas de Proyecto de Reforma Concursal. 

		Reunión con Planificación		Planificación		Reunión para tratar temas de planes de trabajo y análisis de cuotas de juzgados y tribunales civiles 		Gestores 		29 de mayo del 2019		Asistencia a reunión		REALIZADO		Se trató tema de Señalamientos y Audiencias en Juzgados y Tribunales Civiles

		Reunión mensual de Infraestructura		Dirección Ejecutiva		Reunión mensual de Equipo de Infraestructura		Equipo de Infraestructura		29 de mayo del 2019		Asistencia a reunión		REALIZADO		Seguimiento a pendientes de locales y remodelaciones 

		Reunión con BPDC		Cobro Judicial		Reunión con contacto gran usuario BPDC		Gestores 		24 de mayo del 2019		Asistencia a reunión y seguimiento		REALIZADO		Reunión de acercamiento con BPDC, análisis de situaciones administrativas 

		Elaboración de herramienta de OCRI		Comisión Civil		Elaboración y entrega de matriz con datos requeridos 		Gestores 		28 de mayo del 2019		Entrega de matriz con información		REALIZADO		Se remitió vía correo electrónico información solicitada

		Aplicación de cuestionario de OCRI		Comisión Civil		Aplicación y envío de cuestionario de la OCRI		Gestores 		17 de mayo del 2019		Envío de cuestionario		REALIZADO		Se remitió cuestionario el 17 de mayo del 2019.

		Reunión con Planificación 		Planificación		Reunión para tratar tema de proyecto de modificación de indicadores		Gestores y CACMFJ		30 de mayo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Se analizó tema de Matrices y Agenda Cronos y nuevos requerimientos.

		Reunión con Estadística		Planificación		Reunión con Estadística abordar mejora y situación de inactivos para informes estadísticos. Resultado de muestreo de Cobro Judicial a nivel Nacional		Gestores 		27 de mayo del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Se analizaron resultados de Muestreo a Nivel Nacional, se propondrá a doña Nacira que se realice el inventario en los despachos que no lo aprobaron y que Estadística remitirá listado de inconsistencias del circulante.

		Reunión con Centro de Apoyo		Centro de Apoyo		Reunión para tratar temas varios de gestoría		Gestores y CACMFJ		27 de mayo del 2019		Realización de reunión		REALIZADO		Revisión de asuntos pendientes con el equipo gestor de la Reforma Procesal Civil, y otros temas de seguimiento de la Reforma Procesal Civil. 

		Respuesta a solicitud de equipo de cómputo Juzgado de Cobro de Limón		Dirección Ejecutiva		Remitir correo a DE		Gestores y DE		03 de junio del 2019		Envío de correo		REALIZADO		Se remitió equipo por parte de DE a Juzgado Cobratorio de Limón.

		Respuesta a oficio  750-PLA		Planificación		Contestación a oficio		Gestores 		05 de junio del 2019		Envío de respuesta		REALIZADO		Se realizaron las observaciones, las cuales se remitieron vía oficio

		Contestación a oficio de la OCRI		Comisión Civil		Contestación a OCRI sobre evidencias		Gestores 		31 de mayo del 2019		Envío de respuesta		REALIZADO		Se remitió información. 

		Link proporcionado por Contraloría de Servicios 		Asuntos administrativos		Remitir a despachos que se visitan en giras, el link proporcionado por Contraloría de Servicios para autoanalizar inconformidades presentadas por usuarios		Gestores		27 de junio del 2019		Enviar correo 		REALIZADO		Se remitió correo a Juzgados Primero y Segundo Civiles. 

		Comunicar finalización de barrido de migraciones		Comisión Civil		Remitir comunicación por correo de reforma		Gestores		13 de junio  del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Se remitió comunicado a través de Correo de la reforma

		Correo a Administraciones regionales		Comisión Civil		Remitir correo a AR para que no calendaricen inventarios en despachos cobratorios hasta que Estadística finalice  proceso		Gestores		10 de junio del 2019		Enviar correo 		REALIZADO		Se confeccionó y remitió correo a todas las AR de las cuales dependan los despachos cobratorios

		Comunicar a despachos civiles de fechas de giras		Comisión Civil		Remitir correos a despachos civiles		Gestores y Laura		07 de junio del 2019		Enviar correo 		REALIZADO		Se confeccionan y remiten invitaciones a las AR y a los despachos para giras programadas.

		Consulta a DTI cálculo de intereses		TI		Remitir correo de consulta Uriel sobre consulta del Lic. Greivin Fallas referente a interés porcentual		Gestores		06 de junio del 2019		Remitir respuesta a consultante		REALIZADO		Se remitió correo a Lic. Greivin donde se le explicó que cálculo de intereses según confirmación de DTI está funcionando correctamente y que se deberá ingresar el porcentaje para el cálculo

		Solicitar reunión con Uriel para hablar sobre inconvenientes reportados por Juzgado III de Cobro		TI		Solicitar reunión a Uriel con 3 despacho cobratorios, en Santa Rita		Gestores y TI		10 de junio de 2019		Remitir Correo		REALIZADO		Se convocó a Uriel de T.I., Farith de grupo de T.I de Comisión y a jueces coordinadores de los Juzgados Cobratorios de San José.

		Reunión con representantes de Cosevi		Comisión Civil		Reunión con personeros de Cosevi		Gestores		10 de junio  del 2019		Realización de reunión		REALIZADO		Reunión agendada para el día 10  de junio del 2019. Se recibió a representante de Cosevi y se analizó propuesta.

		Invitación a Administraciones regionales para visitas a despachos		Comisión Civil		Remitir  invitación através de despacho de Mag. William		Gestores y Laura		12 de junio de 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Se remitió invitación a I Circuito Judicial de San José

		Agendar reunión con T.I. y jueces coordinadores de Juzgados de Cobro de San José		TI		Convocar a reunión de jueces día 27 de junio a las 9:00 am		Gestores y DTI		27 de junio del 2019		Realizar reunión		REALIZADO		Se realizó reunión,T.I se lleva asuntos e informará sobre inconvenientes reportados por los despachos cobratorios

		Comunicación a despachos sobre utilización de mejora de retenciones				Remitir correo a despachos civiles sobre utilización de mejora a partir del 27 de junio del 2019		Gestores y Michael		13 de junio del 2019		Enviar correo 		REALIZADO		Se envió comunicado por correo de la reforma

		Convocar reunión Juzgados y Tribunales de San José para tratar traslado		Infraestructura		Convocar a reunión para explicar protocolo y traslado de Juzgados y Tribunales los días 4 y 5 de julio		Gestores, administración y DE		24 de junio del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Reuniones en cada oficina. Verificar traslados

		Solicitar a Planificación redistribución de circulante  de Juez Freddy en juzgado Tercero Civil		Planificación		Enviar correo a Lucía solicitando redistribución del circulante		Gestores		21 de junio del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Correo se envió el 21 de junio a Lucía. Planificación remitió correo a Licda. Isabel el 27 de junio,  comunicando que empezarían redistribución del circulante  en fecha cercana a jubilación del Lic. Freddy

		Extender invitación a jueces coordinadores de Juzgados Cobratorios a reunión mensual		Cobro Judicial		Convocar a jueces coordinadores de Juzgados Cobratorios de Heredia, Cartago y Alajuela a reunión mensual de subcomisión de Cobros		Gestores		21 de junio del 2019		Convocarlos		REALIZADO		Se extendió invitación vía telefónica. Solicitar a Laurita que incluya a jueces de Heredia, Alajuela y Cartago en convocatoria mensual.

		Reunión con don William y Contraloría de Servicios para presentar informe interactivo		Comisión Civil		Asistir a reunión		Gestores y don William		24 de junio del 2019		Realización de reunión		REALIZADO		Contraloría de Servicios realizó presentación de link para informes interactivos de inconformidades para cada despacho y que se podrá utilizar en las giras.

		Solicitar a Uriel video sobre Carga de Inactivos				Requerir video a T.I. sobre carga de Inactivos, para enviarlo a despachos cobratorios		Gestores y T.I.		27 de junio del 2019		Solicitar video		REALIZADO		T.I remitió video de explicación de como funciona carga de inactivos la cual se les remitió a jueces coordinadores de despachos cobratorios.

		Visita a Juzgado Concursal		Comisión Civil		Abordar despacho concursal		Comisión, Centro, AR		19 de junio del 2019		Realizar visita y recabar insumos de realidad de despacho.		REALIZADO		Se realizó visita, se llevó lista de pendientes solicitados por despacho en cuanto a incorporación de machotes, así como a gestiones ante D.E y otros.

		Enviar evidencias de seguimiento del PAO de Comisión 2019		Comisión Civil		Remitir evidencias por objetivos del PAO a Laura		Gestores		21 de junio del 2019		Entrega de documentación		REALIZADO		Se recibió por parte de Laura, pantallazo de formulario de seguimiento de PAO debidamente lleno y subido a la plataforma.

		Acercamiento con Inspección Judicial		Comisión Civil		Solicitar reunión a Inspección Judicial, con el fin de informa sobre realidad de despachos civiles. 		Gestores		27 de junio del 2019		Asistencia a reunión		REALIZADO		Se informó a presidenta de Inspección Judicial sobre impacto de la reforma procesal, mora judicial y planes de descongestionamiento. 

		Situación de riesgo reportada por Coordinador Juzgado Segundo de Cobro		Asuntos administrativos		Remitir correo a AR relacionada a gestión de riesgo reportada por el Lic. Giovanni y la ubicación del área de celebración de remates de dicho despacho.		Gestores y AR San José		28 de junio del 2019		Enviar correo a AR de San José		REALIZADO		Se envió correo. Espera de respuesta.

		Consulta de Sección de Plan de descongestionamiento Alajuela		Centro de Apoyo		Contestar consulta		Gestores		01 de julio  del 2019		Remitir Correo		REALIZADO		Se remite correo a Brayan.

		Consulta Tribunal II Colegiado, señalamientos de audiencias preliminares		Centro de Apoyo		Contestar consulta		Gestores		01 de julio del 2019		Remitir Correo		REALIZADO		Se contestó correo de reforma

		Consulta de Juzgado Civil y trabajo Catálogos Circular 113-18		Centro de Apoyo		Contestar consulta		Gestores		30 de julio del 2019		Remitir Correo		REALIZADO		Se contestó

		Solicitud de reunión de Consejo de Administración de Puntarenas		Comisión Civil		Valorar reunión con Consejo de Administración de Puntarenas		Gestores		01 de julio del 2019		Consultar a don William y revisar despacho con escritorio virtual		REALIZADO		Se contestó correo y situación se abordará en gira a circuito de Puntarenas.

		Gestión ante D.E sobre inconvenientes de Juzgado Concursal		Comisión Civil		Remitir correo a D.E  sobre tema de curadores y régimen disciplinario		Gestores		26 de junio del 2019		Se remitió correo a D.E., se está en espera de respuesta		REALIZADO		Se remitió gestió a DE sobre situación indicada. DE contestó. 

		Correo Jairo martes 25 de junio del 2019		Centro de Apoyo		Asunto expediente de Tribunal Colegiado de Heredia		Gestores		08 de julio del 2019		Remitir correo		REALIZADO		Se contestó correo

		Página web Poder Judicial		Centro de Apoyo		Actualizar historia y funcionamiento		Gestores		08 de julio del 2019		Revisar información y actualizar		REALIZADO		DP-349-2019. Correo de 10 de junio. Aclaración remitida 24 de junio. Se remitió correo 12 de julio con información actualizada

		Circular inactivos		Comisión Civil		Redacción de circular de inactivos a los despachos judiciales		Estadística y gestores		08 de julio del 2019		Solicitar detalle técnico a Estadística		REALIZADO		Se remitió circular por correo de reforma

		Reunión con Registro Nacional		TI		Afectación en traslados de gravámen en ejecuciones de sentencia, nacidas producto de sentencia condenatoria en Colisión de Tránsito.		Gestores y T.I.		28 de febrero del 2020		Convocar reunión, conciliar agendas		PENDIENTE		A la espera de respuesta a correo por parte del Registro Público. Se está manejando através de DTI y Comisión de Tránsito. Ya se realizó reunión, se tiene pendiente reunión para el 12 de febrero con don Róger Mata, DTI, don Wilberth Kitt, don William y gestores

		Redacción de acuerdo Comisión Civil sobre migración de expedientes cobratorios provenientes de periferia  a partir de Reforma		Comisión Civil				Gestores		08 de julio del 2019		Redactar proyecto de acuerdo		REALIZADO		Se envió acuerdo para que se comunicara a Alajuela.

		Observaciones acta de Visita Juzgado Primero, Segundo y Concursal		Centro de Apoyo		Revisar actas y emitir observaciones o VB		Gestores		01 de julio  del 2019		Remitir correo		REALIZADO		Revisadas

		Confeccionar comunicado a despachos sobre cambio estadístico de Inactivos		Comisión Civil		Elaborar y remitir comunicado		Gestores		01 de julio del 2019		Remitir comunicado a través de correo de Reforma		REALIZADO		Referencia Minuta 05 de junio. Informática. Se remitió correo				 

		Consulta a Uriel sobre filtro de demandas por estado del escrito		Cobro Judicial		Remitir correo a Uriel consultando sobre posibilidad de filtrarr demandas pendientes de cursar mediante escritorio o sistema de gestión.		Gestores		30 de julio del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		Se envió correo con consulta.		Uriel nos remitió a realizar consulta con compañeros de  Sigma. Se consultó a todos los despachos sobre estado de escritos de demandas nuevas. 

		Verificación de comunicación a todo el personal de cápsulas Circular 113-2018		Comisión Civil		Solicitar a Michael que llame y corrobore en los despachos remisión de cápsulas a todo el personal. Llamar varios despachos por día.		Gestores		01 de julio  del 2019		Seguimiento  		REALIZADO		En giras realizadas se consulta a despachos y se deja recomendación de circular las cápsulas

		Correo Contraloría de Servicios Puntarenas		Comisión Civil		Gestión de Contraloría a solicitd de usuario sobre giro automatizado		Gestores y Comisión Civil		30 de agosto del 2019		Seguimiento		REALIZADO		Resuelto

		Correo Contraloría de Servicios Puntarenas		Comisión Civil		Gestión de Contraloría sobre plazo de copias que se indica en las resoluciones judiciales 		Comisión Civil		30 de  agosto del 2019		Seguimiento		REALIZADO		Consejo Superior acordó conceder a año a abogados para presentar copias, varió indicadores de gestión de OCJ

		Solicitud de Consejo de Administración de Quepos  		Asuntos administrativos		Gestión oficio 111-ARQP-2019, sobre situación de Juzgado Civl y Trabajo de Quepos		Gestores		30 de setiembre del 2019		Seguimiento		REALIZADO		Tema abordado en gira al despacho.

		Solicitud de Licda. Maria Auxiliadora a Comisión Civil		Comisión Civil		Gestión sobre reconocimiento de labor administrativa a juez coordinador, que coordina despacho con menos de 3 jueces		Comisión Civil		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Se solicitó agendar para Comisión Civil.

		Solicitud de Juzgado de Cobro de Grecia del 24 de julio		Dirección Ejecutiva		Gestión solicitando equipo de cómputo 		Gestores y DE		26 de julio del 2019		Remitir correo		REALIZADO		Se envió correo a Dirección Ejecutiva gestionando valoración de equipo. Se  recibe respuesta de D.E. está valorándose gestión.

		Remisión de solicitud a D.E. de monitores		Dirección Ejecutiva		Gestión solicitando 2 monitor a todos los despachos civiles 100% electrónicos,  y coordinadores judiciales. 		Gestores y DE		08 de agosto de 2019		Remitir correo		REALIZADO		Se envió correo a D.E. a la espera de respuesta

		Analísis de colaboración a Tribunales de Apelación		Centro de Apoyo		Se analizaron tribunales del país que requerían colaboración con planes de descongestionamiento por meses de agosto y setiembre		Gestores y Centro de Apoyo		01 de agosto de 2019		Seguimiento		REALIZADO		Se recibieron expedientes y se asignaron a Sección de Descongestionamiento

		Reunión grandes Usuarios		Comisión Civil		Logística de nueva convocatoria para mes de 10 y 15 de octubre		Gestores y Comisión Civil		10 de octubre del 2019		Segumiento		REALIZADO		Se remitió convocatoria para ambas reuniones. Pendiente programa. Se realizaron reuniones.

		Reunión con grandes usuarios de Cobros		Cobro Judicial		Realización de reunión con grandes usuarios privados y estatales 		Gestores, Centro y Comisión Civil		10 y 15 de octubre del 2019		Seguimiento		REALIZADO		Se realizó el 10 de octubre reunión  con Grandes usuarios del Estado y 15 de octubre reunión con usuarios privados San José

		Solicitud al Consejo Superior sobre estudio 		Planificación		Solicitar formalmente a Consejo superior le ordene a Planificación estudio de cantidad de personal en Juzgado de Cobro de Santa Cruz		Grupo de Cobro		31 de octubre del 2019		Seguimiento		REALIZADO		Se presentó gestión y Consejo Superior resolvió trasladar a Planificación el estudio

		Requerimiento para SIGMA		TI		Solicitar requerimiento de Informe General de estructuras y de Informe para Inventarios		Gestores y DTI		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Se envió requerimiento de informe Se avanzó  con estructura de Sala Primera

		Generar Buenas noticias		Comunicación		Generar buenas noticias de los juzgados civiles, rendimientos, logros, etc.		Gestores y Centro		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Se trabaja con CACMFJ para elaborar y publicitar buenos rendimientos de estructuras para 2020

		Mesa de trabajo en Cobros		Cobro Judicial		Proponer mesa de trabajo en Cobro Judicial para abordar el tema de la Reforma al Reglamento del SDJ, en relación a circulares  vigentes y criterio de Auditoría ( depósitos de planilla)		Gestores y Grupo de Cobro		31 de octubre del 2019		Seguimiento		REALIZADO		se agenda tema para Comisión de Cobros del mes de octubre

		Equipo de grabación		TI		Verificar compra de equipos de grabación y entrega a los despachos, remitir correo		Gestores		15 de diciembre del 2019		Seguimiento		REALIZADO		Se envía correo solicitando se nos actualice sobre el resultado de la compra de equipo.Compra directa 305. 17 de octubre el pedido n°95455. Se adjudicó a Sonyvisión S.Ael día 12 de diciembre se recibieron cámaras en en Proveduría, se está a la espera de revisión, aceptación y asignación de número de activo.

		Depuración de lista de pendientes visitas		Centro de Apoyo		Verificar reuniones pendientes y solicitud de información a despachos		Gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Se realizaron reuniones con Dir. Ejecutiva. , Contraloría de Servicios , y DTI. DTI tiene pendiente informe de avance. Se trabajará con persona asignada por doña Nacira, en abordaje de pendientes de Planificación 2020

		Informe Oficio Oficio DP-685-2019		Comisión Civil		Se solicitó mediante correo del 21 de octubre informe anual para Presidencia		Gestores		31 de octubre del 2019		Seguimiento		REALIZADO		Se remitió oficio a Presidencia

		Informe N° 10770-19		Comisión Civil		Se solicitó informe mediante correo de fecha 18 de octubre, plazo vence 01 de noviembre		Gestores		31 de octubre del 2019		Seguimiento		REALIZADO		Se contesta mediante oficio  175-CJC-2019

		Reunión Presentación de rediseños		Planificación		Participación en reunión impartida por Planificación		Planificación		29 de octubre del 2019		Participación		REALIZADO		Se asistió a reunión

		Reunión proyecto Inteligencia Artificial		TI		Presentación con Cloudera sobre casos de éxito y Machine Learning		DTI		30 de octubre del 2019		Participación		REALIZADO		Se asistió a reunión

		Reunión Tema Informe Jurisdiccional Cero Papel		Comisión Civil		Elaboración de informe para Comisión Cero Papel, con jurisdicción laboral		Gestora civil y laboral		14 de noviembre del 2019		Participación		REALIZADO		Se asistió a reunión

		Conversatorio con Consejo Superior, Proyecto Reforma Procesal Civil		Consejo Superior		Participación en reunión impartida por Planificación		CACMFJ, Planificación y Comisión Civil		19 de noviembre del 2019		Seguimiento		REALIZADO		Se realizaron varias reuniones  de coordinacion entre CACMFJ, Planificación, Comisión Civil y doña Sarita del Cnsejo Superior y se realizó Conversatorio el día o7 de febrero del 2020

		Introducción a cobros (Contratación 2019CD-000298-PROVCD)		Comisión Civil		Participación en reunión de introducción a proceso cobratorio para requerimientos de contratación de Inteligencia Artificial		Comisión Civil		21 de noviembre del 2019		Participación		REALIZADO		Se asistió a reunión

		Mejora de estado cancelado para escrito		TI		Participación en reunión con Planificación, Estadística y DTI		Gestores		03 de diciembre del 2019		Participación		REALIZADO		Se asistió a reunión, se va visto bueno a minuta y acuerdos

		Reunión con William y personeros de ABC		Comisión Civil		Reunión con personeros de ABC para tratar temas actuales en materia cobratoria		Comisión Civil		04 de diciembre del 2019		Seguimiento		REALIZADO		Se acordó que personeros entregarían informe y propuesta de abordaje

		Reunión con Estadística 		Planificación		Estadística solicita reunión para analizar informe de resultados de quinquenio en materia civil		Gestores y Estadística		16 de diciembre del 2019		Participación		REALIZADO		Se participa en reunión y se remite correo con observaciones al Sub proceso de Estadística

		Reunión en CACMFJ		Centro de Apoyo		Reunión para concretar tema de planes de descongestionamiento de Cobro y oficio de equiparación de entrada de circulantes.		Centro de Apoyo y Gestores		20 de diciembre del 2019		Participación		REALIZADO		Se definen despachos a colaborar en primer trimetre 2020 y se revisa y hacen observaciones al informe de equiparación

		Entrega de informe de labores de gestores 2019		Centro de Apoyo		Confección de informe sobre labor de gestores en proceso de implementación y seguimiento de la reforma procesal civil		Gestores		29 de enero 2020		Participación		REALIZADO		Se remitió informe a Planificación el 29 de enero del 2020, espera a que esté incorporado al informe final

		Envío de gestiones de aclaración a distintas entidades referidas a informe final de proyecto		Planificación		Remisión a DTI, DE, Escuela Judicial, GH etc.  		Gestores		21 de enero 2020		Remisión		REALIZADO		Se remitieron correos a diversas direcciones 

		Seguimiento tema giras DTI		TI		Remisión de correo solicitando avance 		Gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Se está a la espera del avance solicitado el 30 de enero y recordatorio el 04 de febrero

		Solicitar a Consejo Superior variación sobre circular en tema de legajos y tipología		Consejo Superior		Remisión de solicitud mediante oficio a Consejo Superior		Gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Abordaje de tema inventarios		Comisión Civil		Convocar reunión abordaje de inventarios e impacto, posible mejora		Gestores y Farith		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Análisis de tema de reforma a Reglamento SDJ		Cobro Judicial		Generar mesa de trabajo en grupo de Cobro para abordar el tema		Grupo Cobro 		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Tema asignado en Sesión I de grupo de cobro a Lic. Farith

		Mejora de selección y eliminación de documentos, criterios de selección civil		TI		Coordinar criterios de selección para la mejora		Gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Tema de técnicos manifestación Juzgados Civiles San José		Comisión Civil		Coordinar con Contraloría de Servicios colaboración		Gestores y Contraloría de Servicios		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Consulta a Gabriela Picado sobre traslado de expedientes de tránsito de Nicoya a Juzgado Civil de Nicoya		Centro de Apoyo		Remitir consulta por correo		Gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE																												0

		Seguimiento con Consejo Superior envío de documentos electrónicos		Consejo Superior		Seguimiento a acuerdo Comisión Civil, que solicita reconsideración a circular		Gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Se converso con Kattia Morales, y Dirección Ejecutiva. Pendiente acuerdo de  Consejo Superior

		Seguimiento Plaza de técnico judicial de Juzgado Civil de Hatillo		Consejo Superior		Seguimiento a gestión presentada por el Juzgado Civil de Hatillo		Gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Confección y revisión PAO 2020 y 2021		Comisión Civil		Coordinar con Laura confección		Gestores		08 de enero del 2020		Realizado		REALIZADO

		Consulta sobre matrimonios civiles q forma parte de circulante de Juzgado Civil de Hatillo		Planificación		Seguimiento a gestión realizada a gestor de materia de familia 		Gestores  civiles y gestor de familia		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Seguimiento a correos remitidos a Lic. Cristian Martínez

		Resolución Consulta constitucional tema de traslado de dineros a Régimen no contributivo		Dirección Ejecutiva		Seguimiento a resolución de Sala Constitucional		Gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Elaboración elementos de guía y participación en video de bienvenida de Comisión Civil 2020		Comisión Civil		Grabación y transmision de mensaje de bienvenida Comisión Civil 2020		Don William y gestores		28 de enero del 2020		Realizado		REALIZADO

		Protocolo para manejo  y generación de la información solicitada en consultas de usuarios, periodistas y prensa		Comunicación		Coordinar y definir protocolo de información solicitada por periodistas y prensa		Planificación, don William y gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Pendiente reunión con doña Nacira

		Seguimiento solicitud de plan remedial Juzgado Cobro San Ramón.		Centro de Apoyo		Solicitar información a Ronny Chaves sobre resultado de visita a Cobros de San Ramón		Gestores y Ronny Chaves de DTI		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Seguimiento a correos remitidos a Ronny Chaves

		Contestación Informe de Inspección tema Tribunal Colegiado de Puntarenas		Asuntos administrativos		Contestación a solicitud de informe de Inspección Judicia		Gestores		21 de enero del 2020		Remisión de respuesta		REALIZADO		Se remitió correo a Laura el 21 de enero con respuesta

		Tema de equiparación de entrada de asuntos, juzgados de Cobro y Tribunales 		Planificación		Seguimiento a oficio de VB de Planificación para Consejo Superior en tema de equiaración de entrados en Cobros de I y II CJ		Planificación y Consejo Superior		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		En mes de enero se tiene pendiente revisión de oficio en Planificación  y envío a Consejo Superior

		Seguimiento a temas de infraestrucutura 		Infraestructura		Seguimiento apelación anexo E, consultar actividad de inauguración Heredia, Puntarenas		Grupo Infraestructura y gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Avance mensual

		Atención de manuales y capacitación manejo de equipo de grabación		TI		Dar seguimiento a video pendiente		DTI		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Análisis de resultado de encuestas sobre consultas frecuentas a despachos		Comunicación		Revisar en conjunto con Contraloría de Servicios posibles respuestas para automatizar		Gestores y Contraloría de Servicios		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Consulta sobre chatbot Comisión Civil		TI		Consultar sobre razón porqué no funciona chatbot en página de la Comisión		DTI		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Tema de chatbot para temas de SDJ		Comisión Civil		Coordinar con Contraloría de Servicios colaboración		Gestores y Contraloría de Servicios		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Utilización de video conferencia en temas de capacitación		TI		Reunión con DTI para tratar tema		Grupo de capacitación, DTI  y gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Se realizó reunión pendiente de entrega de propuesta por parte de DTI

		Encuesta a personal de toda jurisdicción sobre temas de capacitación 		Capacitación		Seguimiento a encuesta encomendada a Guilá y don Mario		Don Guillermo y don Mario de Escuela Judicial		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Solicitud de colaboració de Tribunal de Apelación de Alajuela		Centro de Apoyo		Valoración de ayuda através de planes de descongestionamiento a Tribunales de Apelación		Gestores y Centro de Apoyo		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Convocatoria a Conversatorio sobre Garantías Mobiliarias		Capacitación		Coordinación y convocatoria a Conversatorio de Garantías Mobiliarias		Gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Se envió a Michael comunicado para remitirlo por Correo de Reforma. Trámite de bocadillos y café diligenciado por Laurita

		Convocatoria a reunión nacional de Cobro		Cobro Judicial		Coordinación y convocatoria a reunión nacional de Cobro Judicial		Gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Se está trabajando en programa para emitir comunicado

		Correo de comunicación informes de Estadística 		Planificación		Envío por correo reforma de aclaración sobre informes mensuales 		Gestores		27 de enero del 2020		Remisión		REALIZADO		Se remitió comunicado por correo de reforma el 27 de enero del 2020

		Contestación a solicitud de Presidencia, gestión Dip. Welmer Ramos		Comisión Civil		Redactar contestación y remitir a Presidencia		Gestores y Comisión Civil		29 de enero del 2020		Remisión		REALIZADO		Se remitió contestación el 29 de enero del 2020

		Consulta de DE sobre temas de curadores				Contestación por correo 		Gestores		30 de enero del 2020		Remisión		REALIZADO		Se remitió contestación el 30 de enero del 2020 a don Wilberth Kitt

		Reunión con Planificación tema Informe 59-PLA		Planificación		Mesa de trabajo con CACMFJ y Planificación para observaciones a informe 59-PLA-2020		Planificación , Centro de Apoyo y Comisión Civil 		28 de enero del 2020		Participación		REALIZADO		Se realizó reunión 28 de enero del 2020

		Contestación  a informe 59-PLA		Comisión Civil		Se remitió respuesta conjunta a informe por parte de CACMFJ y Comisión Civil		Gestores		31 de enero del 2020		Remisión		REALIZADO		Se remitió contestación a Planificación

		Reunión con Estadísica tema Informe Quinquenio Materia Civil		Planificación		Se asistió a reunión para realizar observaciones a Informe Estadística de Quinquenio materia Civil		Estadística y gestores		16 de diciembre del 2019		Asistencia a reunión		REALIZADO		Se asistió a reunión y se remitió correo con observaciones al informe

		Gestión a Digesto,  Patricia Bonilla, tema de nomenclatura de Tribunal anterior 						Gestores y digesto		30 de enero del 2020		Remitido		REALIZADO		Se remitió correo 30 de enero del 2020

		Sesión virtual de CISED		Asuntos administrativos		Sesión con temas varios		Gestor		21 de febrero del 2020		Asistencia a sesión		PENDIENTE

		Reunión con grupo de GH		Gestión Humana		Asistencia a reunión de grupo de GH de Comisión Civil		Gestores y Licda. Magaly Salas		03 de febrero del 2020		Asistencia a reunión		REALIZADO		Se realizó reunión y se trataron temas sobre:Utilizar el concepto de buenas prácticas, se podría validar para poder exponer una línea o guía de manejo de deliberación. En GH materia de instructivos a partir de gestión de la capacitación se coordinaría a través de doña Waiman, definir el contenido.	Se sugiere que material se realice a través de manual, que pueda utilizarse en los despachos a través de la inducción específica. Abordaje de conflictos de forma preventiva. Curso de Habilidades directivas para jueces coordinadores, pretende suplir las dimensiones del juez que no están cubiertas y que incluye las funciones administrativas, 6 sesiones . Hacer solicitud para que se agende en el segundo semestre. Necesidad de SEVRI, PAO a través de los cursos virtuales. En tema de Indicadores de gestión sería coordinar con Planificación, dar un espacio para que se analice en que no está funcionando. Valorar el tema con Erick Monge.En próxima reunión tema específico de como abordar cargas de cobro desde la política de autocuidado. Programar actividades específicas para este sector.

		Reunión de gestores con don William planificación 2020		Comisión Civil		Participación reunión con don William, temas de seguimiento 2020		Don William y gestores		04 de febrero del 2020		Asistencia a reunión		REALIZADO		Temas comentados:  Acuerdos tomados por equipo gestor ampliado el día 17 de diciembre del 2019: 1.Las giras de seguimiento en todas las estructuras civiles se iniciarán a partir del segundo semestre del año 2020. 2.Trabajar en el primer semestre del 2020, en generar un informe para cada despacho visitado sobre los pendientes de la visita 2019 y su seguimiento. 
3.Trabajar en la capacitación de jueces coordinadores y coordinadores judiciales en temas administrativos.
4.A nivel de escuela Judicial, elaborar capacitaciones que puedan quedar instaladas. Consultar sobre metodologías adecuadas.
5.Trabajar con prensa para hacer entender y crear consulta. 6.Concretar idea de chat bot con Contraloría de Servicios. 7.Preguntar a DTI por qué no está el chat bot en la página de la Comisión Civil. 8.	Aprovechar el permiso de media audiencia al mes para capacitación de todo el país. 9.	Trabajar con grupo de capacitación el cronograma a partir del mes de marzo. 10.	Consultar a DTI posibilidad de conexión con todos los despachos para generar capacitaciones enlazadas. 11.	Crear un nuevo grupo de trabajo dentro de la Comisión Civil, que se encargue de:
a.- El tema de relaciones interpersonales y de trabajar con Gestión Humana para abordar y enfrentar situaciones que generan conflicto a nivel de las relaciones humanas, dadas las nuevas estructuras de trabajo ( Caso de Tribunales Colegiados). b.- Trabajar la capacitación a nivel administrativo con el personal, y coordinar a través de todos los entes involucrados ( Dir. Ejecutiva, Planificación, CACMFJ). 
c.-Consultar sobre programas, curso o proyecto relacionado con motivación de personal.
  
II. AVANCE SEGÚN SUBGRUPOS DE TRABAJO DE LA COMISION CIVIL.

III. GIRA A DESPACHOS Y PENDIENTES.
•En I semestre 2020 abordar asuntos pendientes de despachos en girar 2019.
•En II semestre 2020 realizar giras y visitas de seguimiento a los 69 despachos, de manera interdisciplinaria.
 
IV. SEGUIMIENTO CON PLANIFICACIÓN DE PENDIENTES.
•Reuniones con Planificación para tratar temas de reforma y seguimiento.

		Coordinación con Tribunales Colegiados de San Jose, tema planes de descongestionamiento						CACMFJ y gestores		05 de febrero del 2020		Asistencia 		REALIZADO

		Seguimiento a tema de nombramiento de curadores, traductores y coordinación de videoconferencias extranjero		Dirección Ejecutiva		Coordinar temas con DE		DE y gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Informe de gestores Agrarios, sobre muestreo agrario		Comisión Civil		Contestación a informe de gestores Agrarios, sobre muestreo agrario		Comisión Civil y gestores		12 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Pendiente de VB de resto de miembros de reforma civil

		Contestación a correo de Fran Herrera correo 06 de febrero 2020, tema de órdenes de captura y nombramiento de ejecutor		Cobro Judicial		Redacción de respuesta 		Gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Seguimiento circular que se elaboró con Dir. Ejecutiva sobre nombramiento de ejecutores 		Dirección Ejecutiva		Consultar a don Wilberth Kitt		Gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Correo para GH solicitar habilidades gerenciales para coordinadores		Gestión Humana		Solicitar calendarizar curso de Habilidades Gerenciales a GH para segundo semestre del 2020		Gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Pendientes grupo de Implementación Jurídica Comisión Civil		Implementación Jurídica		Seguimiento y acompañamiento a pendientes del grupo		Gestores y grupo de Implementación Jurídica		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Implementación Jurídica
Responsables: Jose Rodolfo León y Cristian Quesada
•Seguimiento a reformas

		Pendientes grupo de DTI Comisión Civil		TI		Seguimiento y acompañamiento a pendientes del grupo		Gestores y grupo de TI		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		T.I.
Responsable: Farith Suárez
•Seguimiento a Mejoras pendientes
• Seguimiento de convenios, Registro Público
• Normalización
• Sistema nuevo

		Pendientes  grupo de  Capacitación de Comisión Civil		Capacitación		Seguimiento y acompañamiento a pendientes del grupo		Gestores y grupo de capacitación		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Grupo de Capacitación:
Responsable: Cristian Quesada •Coordinación de temas en Simposios, Coordinación con la Escuela Judicial, correos e información que se les remite. •Utilización de una audiencia de cada viernes para capacitación de despacho

		Pendientes grupo Infraestructura de Comisión Civil		Infraestructura		Seguimiento y acompañamiento a pendientes del grupo		Gestores y grupo de infraestructura		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Instalaciones Físicas: Responsable: Magaly Salas. •	Seguimiento de contrataciones y alquileres pendientes

		Pendientes de grupo de Comunicación		Comunicación		Seguimiento y acompañamiento a pendientes del grupo		Gestores y grupo de Comunicación		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Comunicación:  Responsable: Greivin Mora. •	Fabricar noticias importantes de la Comisión y de la Reforma •Cápsulas de logros

		Pendientes de grupo de GH		Gestión Humana		Seguimiento y acompañamiento a pendientes del grupo		Gestores y grupo de GH		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Grupo de Gestión Humana
Responsable: Magaly Salas
•Realización de primera reunión de integración 03 de febrero 2020
•Taller de habilidades gerenciales

		Pendientes de grupo de Cobro 		Cobro Judicial		Seguimiento y acompañamiento a pendientes del grupo		Gestores y grupo de Cobro		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE		Cobro Judicial: 
Responsables: Farith Suárez y Adriana Sequeira
•Mesas de trabajo que incluya jueces coordinadores, definición de metodología y temas. •	Abordaje de tema de Motivación en conjunto con Gestión Humana. •	Inventarios y Muestreo .•	Seguimiento a Proyecto de Inteligencia Artificial
• Equiparación de ingreso de demandas •	Reunión nacional de Cobro 28 de febrero del 2020

		Coordinar reunión Uriel y Vivian mejora de liquidaciones		TI		Solicitud de reunión con Uriel, Farith y despachos				28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Coordinar reunión con Uriel y Vivian reunión de Cobros tema equiparación de demandas		TI		Solicitud de asistencia a reunión de cobro sesión de febrero		TI y Gestores		28 de febrero del 2020		Seguimiento		PENDIENTE

		Reunión equipo de descongestionamiento Cobro		Centro de Apoyo		Reunión para tratar tema de colaboración y correo enviado por coordinador de Juzgado de Cobro de Puntarenas		Gestores y DTI		30 de enero del 2020		Coordinación de Reunión		REALIZADO		Se realizó reunión el 30 de enero del 2020





Calendario

		2019



		43466																43497																43525

		Lun		Mar		Mié		Jue		Vie		Sáb		Dom				Lun		Mar		Mié		Jue		Vie		Sáb		Dom				Lun		Mar		Mié		Jue		Vie		Sáb		Dom

				43466		43467		43468		43469		43470		43471												43497		43498		43499												43525		43526		43527

		43472		43473				43475		43476		43477		43478				43500		43501		43502		43503		43504		43505		43506				43528		43529		43530		43531		43532		43533		43534

		43479		43480		43481		43482		43483		43484		43485				43507		43508		43509		43510		43511		43512		43513				43535		43536		43537		43538		43539		43540		43541

		43486		43487		43488		43489		43490		43491		43492				43514		43515		43516		43517		43518		43519		43520				43542		43543		43544		43545		43546		43547		43548

		43493		43494		43495		43496										43521		43522		43523		43524										43549		43550		43551		43552		43553		43554		43555

		43556																43586																43617

		Lun		Mar		Mié		Jue		Vie		Sáb		Dom				Lun		Mar		Mié		Jue		Vie		Sáb		Dom				Lun		Mar		Mié		Jue		Vie		Sáb		Dom

		43556		43557		43558		43559		43560		43561		43562								43586		43587		43588		43589		43590														43617		43618

		43563		43564		43565		43566		43567		43568		43569				43591		43592		43593		43594		43595		43596		43597				43619		43620		43621		43622		43623		43624		43625

		43570		43571		43572		43573		43574		43575		43576				43598		43599		43600		43601		43602		43603		43604				43626		43627		43628		43629		43630		43631		43632

		43577		43578		43579		43580		43581		43582		43583				43605		43606		43607		43608		43609		43610		43611				43633		43634		43635		43636		43637		43638		43639

		43584		43585														43612		43613		43614		43615		43616								43640		43641		43642		43643		43644		43645		43646

		43647																43678																43709

		Lun		Mar		Mié		Jue		Vie		Sáb		Dom				Lun		Mar		Mié		Jue		Vie		Sáb		Dom				Lun		Mar		Mié		Jue		Vie		Sáb		Dom

		43647		43648		43649		43650		43651		43652		43653										43678		43679		43680		43681																43709

		43654		43655		43656		43657		43658		43659		43660				43682		43683		43684		43685		43686		43687		43688				43710		43711		43712		43713		43714		43715		43716

		43661		43662		43663		43664		43665		43666		43667				43689		43690		43691		43692		43693		43694		43695				43717		43718		43719		43720		43721		43722		43723

		43668		43669		43670		43671		43672		43673		43674				43696		43697		43698		43699		43700		43701		43702				43724		43725		43726		43727		43728		43729		43730

		43675		43676		43677												43703		43704		43705		43706		43707		43708						43731		43732		43733		43734		43735		43736		43737

																																		43738

		43739																43770																43800

		Lun		Mar		Mié		Jue		Vie		Sáb		Dom				Lun		Mar		Mié		Jue		Vie		Sáb		Dom				Lun		Mar		Mié		Jue		Vie		Sáb		Dom

				43739		43740		43741		43742		43743		43744												43770		43771		43772																43800

		43745		43746		43747		43748		43749		43750		43751				43773		43774		43775		43776		43777		43778		43779				43801		43802		43803		43804		43805		43806		43807

		43752		43753		43754		43755		43756		43757		43758				43780		43781		43782		43783		43784		43785		43786				43808		43809		43810		43811		43812		43813		43814

		43759		43760		43761		43762		43763		43764		43765				43787		43788		43789		43790		43791		43792		43793				43815		43816		43817		43818		43819		43820		43821

		43766		43767		43768		43769										43794		43795		43796		43797		43798		43799						43822		43823		43824		43825		43826		43827		43828

																																		43829		43830

																																														http://www.ayudaexcel.com
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Cronograma de actividades 2020.xlsx
CRONOGRAMA PLAZA JUEZ 5

		Nombre del proyecto		Plan de Trabajo plaza extraordinaria Juez 5 (Gestor Civil) 										Simbología:		Periodo de aplicación de la tarea. 

		Coordinador o líder de proyecto:		Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y Comisión de la Jurisdicción Civil.

		Fecha de inicio		06 de enero del 2020

		Fecha final		18 de diciembre 2020

		TAREAS				PERIODO ESTIMADO 		Enero		Febrero		Marzo		Abril		Mayo		Junio		Julio		Agosto		Setiembre		Octubre		Noviembre		Diciembre



		Pendientes producto de las visitas a los despachos judiciales 				Primer semestre

		Elaboración del informe solicitado por la Dirección de Planificación para el abordaje de los pendientes relacionados con esa Dirección según las visitas 				2 meses

		Impulsar la equiparación de la entrada de demandas nuevas en los Juzgados Cobratorios del Primer Circuito y Segundo Circuito Judicial de San José. 				Primer semestre

		Visitas a los 69 despachos Civiles del país 				Segundo semestre

		Reuniones mensuales con los grupos creados para la implementación de la Reforma Procesal Civil (Dirección Técnología de la Información, Gestión Humana, Infraestructura, Comunicación, Digesto, Cobro Judicial e Implementación Jurídica). 				11.25  meses 

		Desarrollo de un sistema en conjunto con archivo judicial y Dirección TecnoIogía de la Informcaión para consulta previa a la eliminación de expedientes físicos de la jurisdicción.				5 meses

		Coordinación de un consolidado SIGMA para el desarrollo de un modelo de consulta y comparativo de despachos judiciales.				4 meses

		Impulsar la implementación del sistema de inteligencia Artificial que se desarrolla para el 2020				6 meses 

		Labores ordinarias 				11.25  meses 

		Nota: La segunda tarea del cronograma posteriormente requerirá un trabajo conjunto con la Dirección de Planificación para impusar los pendientes. La penúltima tarea es por avances, por lo que está sujeto a su evolución y se espera un producto antes de finalizar el 2020.
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CRONOGRAMA PLAZA JUEZ 5

				Plan de Trabajo plaza extraordinaria de Juez 5 (Gestor Civil) 												Simbología:		Periodo de aplicación de la tarea. 

		Objetivo del cronograma: 		Justificación de la plaza extraordinaria de Juez 5 (Gestor Civil) número 379832

		Oficina: 		Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y Comisión de la Jurisdicción Civil.

		Elaborado por: 		Personas gestoras Civiles 

		Fecha de inicio		enero del 2021

		Fecha final		diciembre del 2021

		TAREAS				DESCRIPCIÓN DETALLADA DE  LA TAREA		PERIODO ESTIMADO 		Enero		Febrero		Marzo		Abril		Mayo		Junio		Julio		Agosto		Setiembre		Octubre		Noviembre		Diciembre



		Dar continuidad a los pendientes que resulten producto de las visitas realizadas a los despachos judiciales en el segundo semestre del año 2020				Dar seguimiento a los pendientes producto de las visitas realizadas durante el segundo semestre del 2020, a los 69 despachos civiles, coordinando lo que corresponda con las distintas direcciones y entes administrativos, según se requiera para dar solución a las gestiones que se reporten y que contribuyan a la adecuada implementación de la reforma civil.		6 meses

		Reuniones mensuales con los grupos creados para la implementación de la Reforma Procesal Civil (Dirección Técnología de la Información, Gestión Humana, Infraestructura, Comunicación, Digesto, Cobro Judicial e Implementación Jurídica).				Participar en las reuniones mensuales de los diferentes equipos de trabajo,  con el fin de mantener y fomentar la comunicación directa que se requiere con el fin de dar seguimiento a las necesidades y gestiones que corresponda gestionar en cada grupo. 		12 meses

		Coordinar actividades periódicas por parte de la Dirección de Gestión Humana, Ambiente Laboral, para efectos de brindar  talleres motivacionales y de autocuidado que beneficien al personal de los despachos civiles. 				Coordinar con la Dirección de Gestión Humana, Ambiente Laboral, para que se efectúen al menos 2 charlas o talleres al año, que permitan realizar actividades con el personal que fomente el compromiso y trabajo en equipo, así como el bienestar del personal y las buenas relaciones interpersonales  		           12 meses

		Reuniones anuales en cada uno de los circuitos judiciales, con los usuarios de la materia civil				Coordinar con las Contralorías de Servicio, reuniones para atender inquietudes, brindar información, recibir retroalimentación y realizar una rendición de cuentas de la labor de los despachos civiles en cada circuito judicial.		       6 meses

		Coordinar mesas de trabajo integradas por personal de los despachos Cobratorios, con la finalidad de delegar temas de interés para generar análisis y eventualmente propuestas de solución, para la mejora continua de los Juzgados. 				Promover en el grupo de implementación y seguimiento de la materia cobratoria, la priorización de revisión de circulares y reglamentos, así como análisis en temas de interés, con el fin de proponer las medidas o recomendaciones necesarias para su implementación.		12 meses

		Visitas a los 69 despachos civiles del país				Realizar una visita a cada uno de  los 69 despachos que conforman las estructuras civiles, con el fin de verificar el asentamiento de la reforma, así como las necesidades, ajustes y resultados a casi tres años de instaurada, lo anterior con el fin de realizar una valoración de los efectos e impacto de  ésta en cada uno de los despachos judiciales.		6 meses

		Gestionar ante la Dirección de Tecnología de la Información, la utilización de la Inteligencia Artificial, para la automatización de la atención de las consultas más frecuentes que se realizan a los despachos cobratorios a través de las llamadas telefónicas que se reciben.				Coordinar con a Dirección de Tecnología de la Información y con la Contraloría de Servicios, la implementación de la Inteligencia Artificial, con el fin de automatizar distintos procedimientos en la atención de las gestiones de los usuarios, con el fin de atenderlas de manera más expedita y disminuir los tiempos de atención de los escritos. Utilizar la funcionalidad del chatbot, con el fin de que se puedan evacuar de forma automatizada la mayoría de las consultas que se generan a través de las llamadas telefónicas que ingresan a los despachos.
		6 meses

		Publicitar a través de la página de Facebook de la Comisión Civil y Página web y correo institucional por medio del Departamento de Prensa del Poder Judicial, los logros alcanzados por los distintos despachos judiciales				Visualizar y dar a conocer los esfuerzos realizados y los logros alcanzados por los despachos civiles, con el fin de informar a los usuarios y rendir cuentas de los resultados alcanzados y motivar al personal a continuar dando su mayor esfuerzo, en la ejecución de las tareas encomendadas		12 meses

		Promover la confección de manuales de procedimientos de las actividades más relevantes que llevan a cabo los juzgados y tribunales civiles 				Coordinar con la Dirección Planificación para la creación de los manuales,con el fin de facilitar los procesos de inducción y capacitación del personal de nuevo ingreso, lo que permitiría estandarizar las funciones que se realizan en este tipo de juzgados, así como ayudaría a disminuir la curva de aprendizaje del personal de nuevo ingreso, al facilitarle la enunciación y explicación de las funciones asignadas a su puesto. 		8 meses

		Rendición de resultados de los planes remediales.				Instar para que cada equipo de mejora constituido en un despacho civil,  una vez finalizado un plan remedial propuesto, presente los resultados al resto del personal del despacho, con el fin de incentivar el trabajo en equipo con los logros alcanzados, además de involucrar al personal de manera activa en la formulación de planes e ideas estratégicas para alcanzar los objetivos de la oficina. 		12 meses

		Labores ordinarias				Atención diaria de consultas de los despachos civiles en distintos temas ( aplicación de normas prácticas, o circulares,catálogos, cambios administrativos y operativos, etiquetas, inconsistencias, estados y fases, temas de inactivos, agenda cronos, iva, renta, etc), consultas sobre planes remediales, requerimientos de implementación, problemas de tecnología o sistemas, inconvenientes con infraestructura, aplicación de matrices o inventarios, entre otras. Participación en reuniones con distintas direcciones. Atención y coordinación de planes de descongestionamiento. Revisión y aprobación de los expedientes recibidos en los distintos planes dedescongestionamiento.  Contestación a consulta de informes relacionados a presupuesto, cuantías, uso de salas, Inspección Judicial, Auditoría, Departamento de Estadística, Dirección Ejecutiva y Administraciones regionales , así como de la Dirección de Planificación. Participación en reuniones con distintos representantes de instituciones gubernamentales y no gubernamentales en temas a fines a la materia civil, tales como representantes del Colegio de Abogados, COSEVI, Asociación Bancaria Costarricense, Procuraduría General de la República. Seguimiento de despachos judiciales,revisión de indicadores de gestión y cumplimiento de cuotas y de objetivos. Consultar y analizar los datos estadísticos reflejados en los distintos sistemas informáticos (Escritorio Virtual, SIGMA, Agenda Cronos, Sistema de Gestión, entre otros). Brindar asesoría legal a los profesionales del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ) y las demás dependencias administrativas que requieran un criterio experto para la correcta aplicación de la normativa relacionada con la materia Civil y de Cobro.  		12 meses
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Propuesta de Planificacion

Propuesta DNJR

Propuesta de

Tipo de e f“‘“‘ S e e e | @zmeamrlds perfil 0:,:":‘?;‘;‘1 Costo anual de
plaza actual """'m“;l"“ de perfil profesional | cambio de perfil | | profesional por . ‘:i o cambio de perfil
parte de DNJR uge:
Juez3 Juzgado Mixto de Turrialba | €56 640 000,00 Profesional 2 €36 909 000,00 Fiscal Awxiliar | €4 532 250,00 €54 387 000,00
Tuzgado Penal Juvenil del T
Juez3 Circuito Judicial dela Zona | €56 640 000,00 Profesional 2 €36909000,00 | | Defensor Prblico | €4 40558333 €52 867 000,00
Atlantica
Fiscal Auxiliar | Fiscalia Penal Juvenil Cartago | €54 387 000,00 Fiscal Auxiliar €54 387 000,00 Fiscal Auxiliar | 453225000 €54 387 000,00
Defensor Piblico | Detensi Piblicade Cartago | 455 46700000 | Defensor Pablico | €52867000,00 Defer €4405583,33 €52 867 000,00
Penal Juvenil Piiblico
TécnicoJudicial2 | TR 2":: ;:"e"'l de €14901 000,00 Profesional 2 €36 909 000,00 Profesional2 | €3 075 750,00 €36 909 000,00
Fiscalia Penal Juvenil del 307575000
Técnico Judicial2 | Segundo Circuito Judicial de | 1490100000 | TécnicoJudicial2 | €14901000,00 Profesional 2 €36 909 000,00
1a Zona Atlantica
Costo Total @250 336 000,00 Costo Total €232 882 000,00 Costo Total €288 326 000,00
Ahorro @17 454 000,00 Aumento @55 444 000,00

Nota: los datos sobre los costos se obtuvieron de la
tabla 7 de los anexos al informe 586-PLA-MI-2020
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